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REFLEXIONES EN TORNO A LA PAZ 

F.ste número de nuestra revista retoma la línea de algunos anteriores 
(lIt VII Y XIII) que abordaron aspectos relatiVos a un mismo terna, el 
bien común (III) o temas vinculados a una rama de la ciencia del dere­
(:ho: el derecho civil ,(VII) y el derecho del t.rabajo (XIII). Hoy, es el 
derecho internacional público el objeto de los estudios que aparecen en 
S~IS páginas. 

Ese deredlo. al1gual que la comunidad internacional a la (:ual se re­
fiere. tiene un fin. el bien (:omilO internaA.:ional. del cual la paz (:onstitüye 
un importante capítulo. 

y como la paz es una· de tantas palabras hoy manoseadaJ, adultera­
das. devaluadas, inv(x:adas en ahstracto después de ser vaciadas de su signifi­
cado concreto. induidas en algún falso .dogall para mover a masas sin 
disL:ernimiento. urge su estudiu 3(:adémko para devotvérle. como escribe el 
poeta. "con el honor. las viejas daridades". 

Partiremos de los fundamentos bíblicos. Las Sagradas Escrituras mues­
tran que Dios no sólo crea al hombre. sino que también se preocupa por 
él. por dar1eel sustento y la ley. Ley que debe ser respe~da si se quiere 
alcanzar la paz. pues ""0 hay paz para io.~ impíos" (Isaías, 48.22) ;en 
cambio. "mucha es la fJ(Jz. de lo.~ ¡'omln:eJ qut' ama" tu ley" (!ialmoJ o 

119.165) . 

El Evangelio Lumplaneola }' perfecciona la ley antigua; ya cuando 
se escucha la VOl del delo sobre los pastores. la milicia celestia.l canta: 
"gloria a Dios en las alturas y en la tierra !Jllz. 1I los hombres delnlena 
."""lmdad" (LUClU, 2.14). La Biblia de Jerusalén critka esta versión, ba­
sada en la Vulgata, argumentando que no traduce el sentido usual del tér­
mino griego, y propone otra: paz a los hombres en quienes Dios se com­
place; o sea a los hombres que agradan, satisfacen, contentan a su Crea­
dor, con lo cual llegamos a lo mismo. puesto que éstos no son otros que 
los hombres de buena voluntad. los hombres respetuosos de lo~ mandatos 
divinos, dispuestos a cumplir con ellos a pesar de sus debilidades, sus fa­
lencias y sus caídas. abiertós a pedir y a recibir en su peregrina.je el auxilio 
que viene de 10 alto. 

Cristo nos deja su enseñanza y también su paz: "os lkjo ltl I)az,mi 
par. os doy; no os la doy como la da el mundo" (Juan, 14,27). La palabra 
-mundo aquí sipifica ámbito dominado por el pecado y las tinieblas, por 
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un espíritu que desprecia las cosas de Dios y engaña al homble. Antes este 
mundo y su falsa paz, Cristo es "signo .de contradicción"; por eso afirma: 
"no penséis que ke venido a traer paz a la tierra. N o he venido a traer par. 
sino la espoda" (Mateo, 10,34). 

Ante la falsa paz apoyada en un desorden interior. surgido de prete· 
rencias que constituyen idolatrías. Cristo impone un orden en los afectos 
que es camino de la verdad·era paz: amor a Dios. en primer lugar. amor al 
pr{)jimo "imagen de Dios", en segundo lugar y como consecuencia nece­
saria. pues enseña San Juan en su primera epístola "quien tlO ama a su 
hermatlO a quien ve tlO puede amar a Dios a quien no ve" (4,20). 

La opción ,fundamental es clara: Dios o los ídolos; el orden de la 
creación o el desordfn de las criaturas desubicadas. Así lo expresa el Evan­
gelio: "el que no está conmigo está contra mí, y el que no recoge conmigo 
desparrama" (ucas, 11,23). Realizada la opción por el Creador y su or­
den se desbroza el camino hacia esa paz imperfecta pero verdadera, q,le 
es posi/Jl!e aquí eTI este mutldo, Aquellos que se esfuerzan por transitarlo 
aparecen mencionados en el sermón de la montaña: "IJitmavent,urados lo.~ 
que trabajan pe,:, la paz, ¡Jorque ellos serán llamados /rijos de Dios" (Ma· 
teo. 5.9) .. 

Este camino parte de la interioridad del hombre. pues el primer ene­
migo de la paz se encuentra en nosotros mismos. Pero desde allí influye en 
todos los campos de la sociedad. como señala San Pablo cuando se refiere 
a los opuestos resultados de la opcibn int.erior: son olnas de la came "ido­
latría, odios, discordia, rencillas. divisiones, disensiones". eu mmlJio d 
Imlo del Espíritu es amor, alegría, paz, aj'aIJilidad, lJomlad. domi1tio de s;" 
((;tUatas, 5,19/23). 

El legado bíblico es materia de elabomcióu pm" la IJtltrística y Imr la 
e.fcolástica. 

La paz perfecta. perpetua. absoluta, no es de est.e lUundo ni siquiera 
en el orden personal, pues como expresa San Agustín: "nos hahéis hecho. 
Señor para vos, }' nuestro l:urazún no reposa hasta deSl:ansar en vos" ((;011­

fesiotles, 1.1.). 

La realidad del pel:ado, el desorderi de las cosas humanas, las rencillas 
y discordias se extienden por todos los grupos, desde la familia hasta la 
comunidad internacional. Por eso. contra las utopías perfectista$ y padfill­
t.as de todos los tiempos. nos adviene San Agutín: ",no es verdad que los 
hombres sentimos por doquier injurias, sospechas. enemistades y guerras? 
Estos son males ciertos. pero lu IHlz. es 11" biell itlcinto, porque desconoce­
mos los corazones de aquellos con quienes queremos tenerla y, aunque 
los conozcamos hoy, no sabemos qué serán mañana" (La Ciudad de Dios, 
I..XIX,C.5) . 

La paz. "bien incierto", es Ult fin que puede alcanzarse si se cumplen 
ciertos supuestos: verdad, orden, justicia y caridad. 
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En primer lug-ar, depende de la verdad, pues el apetito del hombre 
sólo se aquieta en el verdadero bien. Por eso escribe Santo Tomás que 
"todo lo malo, aunque parezca bueno en algo, aquietando así en parte el 
apetito, tiene, sin embargo, muchas tachas, con las que el apetito anda 
inquieto y turbado ... de donde la paz de los malos es aparente y enga­
- "(Suma 7'eo ogtca l" 2 2 - ,q._.99 (1) •nosa a.;I 

En segundo lugar. del)t~1Ule dd orden, fundamentalmente del acata­
miento de la criatura racional en toda su vida, privada y pública, al orden 
moral establecido por el Creador. Por eso enseña San Agustín que la paz 
es Htranquilidad del orden" (La Ciudad de Dios, L.XIX,C.13). 

En tercer lugar, depende de la justicia,pues como expresa el profeta 
Isaías Hla obra de la justicia será la paz" (XXXII,17). Aquí debemos re­
dlazar con energía la contraproposición entre paz y justicia, pues no es 
posible una verdadera paz que a la vez sea injusta; ella no es paz. pues no 
hay tranquilidad; es una situación no pacífica en la cual la fuerza sofoca 
en la superficie la di5'cordia que late en las profundidades y que es pro­
ducida por la injusticia. 

En cuarto lugar. depende de la caridad, virtud que une a los hombres 
con Dios y a los hombres entre sí; como precisa Santo Tomás, "la paz 
C~ indirectamente 'obra de la justicia', en cuanto elimina obstáculos; mas 
roS directamente obra de la caridad, porque la causa en esencia" (Suma 
Teológica, 2-2 q.29 a.3). 

Est.os supuestos deben seguirse con fidelidad ~i queremos alcanzar la 
1;"ioo paz posible en la tierra, 1ma paz imperfecta, relativa, precaria. en 
constante vigilia. 

El camitlO debe comenzar por el hombre mismo que precisa recupe­
rar su orden interno y que para ello tiene que enfrentar múltiples inci­
tadones externas que lo halagan, desordenan y masifican y que pretenden 
ahogar su vida interior; continuar por la familia, atacada hoy en su legiti­
midad. su unidad, su estabilidad, su jerarquía; seguir por los .otros grupos 
infrapolíticos, sociales y económicos, despedazados por la lucha de clases, 
calificada por Pio XI como una "mortal úlcera arraigada en las naciones" 
(Ubi Arcano, 8); continuar por el ordert jJolí-tico naCiOtUll signado por 
"la lucha de los partidos, dirigida no ya por una serena diversidad de opi­
niones y por la búsqueda sincera dd bien común, sino por el deseo de 
hacer prevalecer los intereses propios con detrimento de los demás" (Ubi 
Arcano, 9), Y com:lllir e1l el campo intemacional, el más am.plio y difícil, 
pues el orbe "es como el o(:éano; cuanto mayor es. tanto más abundan lo!! 
escollos" . 

En este campo como en los anteriores. la Iglesia de hoy, depositaria 
del legado bíblko, enriqllecidu por el aporte de sus grandes teólogos y 
doctores, no puede permanecer indiferente "respecto" del bien y. del mal. 
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Pío XII en el texto que aparece en estas páginas efectúa el diaguó8­
tico: "el mu"do no habla más que de paz pero notieneJ»z. .. porque 
está muy lejos de aquel orden querido por Dios en Cristo que garantiza 
una paz real y duradera". Juan XXIII ~nsiste en' la cIaveder problema: 
"la paz. en la tierra . .. es indudable que no puede establecerse ni consoli~ 
darse si no se respeta fielmen~ el orden querido por Dios" (Pacem in Te­
rris,l). 

Los gobernantes viajan, se reúnen, firman tratados. Se multiplican 
congresos y asambleas. declaraciones, e·xhortaciones, di5Curso~ por la paz, 
pero cada vez existen menos "dosis" de paz. Sería mejor y más provechoso 
meditar las palabras de Pío XII "vano es agitarse, fatigarse y afanarse sin 
apoyarse en Dios y en su ley eterna" (Con sempre, 23). 

Ante esta engañosa situación, la Iglesia que no disocia la caridad de . 
la verdad, asume como expresa Pío XII "su deber de denunciar el e"M',· 
de arrancarles la máscara a los fabricantes de mentiras, que se presentau 
comolobo.s con piel de corderos, como precursores y adalides de una nueva 
era feliz, y de advertir a los fieles que no se dejen extraviar del recto ca­
mino ni engañar con falaCres promesas" (La fedivitá, 15). 

El recto camino comienza por comprender que el problema de la paz 
es de orden espirituaL La Iglesia que actúa sub specie aetermtatis ne­
cesitahombres libres, reflexivos, con vida interior, los únicos capaces de 
entender su mensaje. Hombres que 'busquen esa paz imperfecta pero posi­
ble sin confundir las realizaciones del tiempo con las promesas de la eter­
nidad. ' 

B.M. 
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PALABRAS PRONUNCIADAS POR EL DOCfOR 

Al.FREDO DI PIETRO EN OCASIóN DEL HOMENAJE 


AL DOCTOR SANTIAGO DE, ESTRADA 


El sol es siempre idéntico a sí mismo, a mediodía como a la aurora, en verano 
como en invierno. Sin embargo nadie podrá negar las diversas maneras como hace 
sentir la luz y el color de sus rayos. 

Así comienza, con estas hermosas palabras de don Santiago de Es­
trada, el capítulo dedicado. a los Santos Padres en su obra Santos y Mis­
terios, publicada el 19 de diciembre de 1945. 

Como el motivo que hoy nos convoca no es en modo alguno, sinónimo 
de finalización ni acabamiento, muy por el contrario, reconocimiento, sí, 
a uno de esos transcursos de luz que realizan los que se consagran desde 
sus mejores años al oficio de iluminar, qUeremos iniciar estas palabras 
con esa imagen tan hermosa del libro diel doctor de Estrada: "el sol es 
siempre idéntico a sí mismo, a mediodía como a la aurora, en verano co­
mo en invierno". 

Los veranos han marcado los tiempos de vendimia y recolección, que 
existen en la vida de todo cristiano, sucediéndose claro está, a esos otros; 
días de invierno en los que el ideal heroico del vendimiador, muestra la 
autenticidad de su fibra. 

Hemos visto al doctor de Estrada en todos los tiempos del sol: en los 
de vendimia y en los de siembra; cuando hay que prepararse para recoger 
el fruto y cuando hay que encerrar la semilla al abrigo de los vientos. 

Pero siempre caballero castellano. Siempre fuerte y siempre aguerri­
do. Es quizá en esa cepa española donde hay que buscar el añejo y siem­
pre renovado ideal apostólico. 

En efecto: pareciera como si en el capítulo dedicado a Santiago, en 
la obra antes mencionada, el doctor de Estrada hubiese buscado perfiles 
arquetípicos adjudicables a su propia alma. No es que tengamos la arro­
gancia de canonizar al muy querido doctor de Estrada en su plenitud 
existencial, sino que rogaríamos se nos permitan algunas aproximaciones 
que puedan definimos su íntimo ser. 

Al fin y al cabo, s,abia es la admonición de nuestro poeta Leopoldo 
Marechal: "Mira que al recibir un nombre recibes un destino". Y ese es 
quizá uno de los $ignos más sugestivos de nuestra propia existencia: ser 
fieles a los misteriosos designios del nombre que llevamos. 

Así relata nuestro homenajeado la resolución de San Santiago Após­
tol en todo 10 que atañe a la causa de Dios, causa que,. nos consta, ha abra­
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zado este muy apreciado Santiago nuestro, desde su luchadora y comba­
tiva juventud. 

Su figura enjuta, apretada y señera, nos habla también del ascetismo 
de su personalidad. Es que española y castellana por sobre todo, es tam­
bién la dispuesta lanza. La roca despojada y el paisaje reconcentrado de 
su interioridad. Hispania es heredad de Santiago Apóstol y también fuente 
sapiencial para los que, continuando el rumbo de la tradición,como don 
Santiago de Estrada, han sabido continuar en nuestra patria, con el tí­
dalgo estilo de los caballeros. En su meditación sobre Santiago tiene nues­
tro homenajeado su mente puesta en la realidad histórica que le ha tocado 
vivir. Por eso dice: 

La Argentina es parte de la heredad de Santiago. La palabra del Apóstol 

sonó. de viva voz en los oídos de nuestros antepasados, y su brazo arma­

do los ayudó en los momentos de peligro. 

¡Quiera Dios, mediante el patrocinio del Santo•. librarnos una y mil ve­

ces más d .. las acechanzas del Enemigo y sus satélites! 


Asombrosa intuición la de! doctor de Estrada, en un tiempo en el que 
el peligro no debió haber parecido tan inminente. Sin embargo, su ruego 

.. se alza anticipatorio a las duras luchas en que hemos visto debatirse al 
pueblo argentino. 

y es que el hombre, el maestro, el cristiano, necesitan evaluar este 
hic et 1WUIC con autenticidad, desde el veraniego sol de la juventud para 
que la consagración de vida sea una irrepetible y lograda obra de arte. 

Belleza de la cohesión de vida. Armonía de la autenticidad. Sereno 
brillo de la paz interior que emanan de toda existencia consagrada sín re-· 
servas al servicio del Creador. . 

y así como el servicio celeste nos destina hoy en esta empresa, maña­
na en aquella otra, y así, según lo quiera la Divina Providencia, sin des­
canso hasta el día de la muerte, ocurre que sin que lo advirtamos,. en un 
acto de extática devoción, se han ido desgranando las cuentas de un rosa­
rio irrepetible: plegaria de nuestra propia vida. 

La fidelidad a esa plegaria que se desgrana en el cotidiano vivir es el 
valor que como cristianos, más admiramos en el doctor de Estrada.· Fi­
delidad a la Esposa de Cristo a quien sirvió con el tesón de un castellano, 
sin pausas ni claudicaciones. 

y es que su visible vocación mariana ha sido segllramente la luz esen.., 
cia), el calor afectuoso de su alma, siempre dispuesta a dar algo más de sí. 
Enfatizan nuestras apreciaciones esas hermosísimas palabras con que cul­
mina la semblanza de Santiago en Santos 'Y Misterios: 

¡Santiago. fortaleced~ en la Esperanza.;. y haced que esta tierra 
YUeltra jamás Sf' aparte de .u único Rey y de .uAugusta Madn.·! 
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Justa y preciosa imprecación de un varón cristiano. Hay fuerza y es­
peranza en ella. Es la fuerza que necesitó para llevar adelante la cotidiana 
entrega en la Facultad de Derecho. Es la esperanza sin la cual no hubiese 
emprendido con señorío y deliberación, la batalla temporal de cada día. 
Porque allí donde el cristiano es fructífero, está María confortándolo y 
animándolo. Dice un pasaje' del Apocalipsis que los elegidos no entrarán 
solos a la Jerusalén Celeste, sino que los acompañarán también sus buenas 
obras. A juzgar por lo que todos conocemos, en. muchos años de labor, 
muy nutrida será la compañía que lo escolte en tan magno día. Y a los 
que lo seguimos, quiera Dios .otorgamos también su beneplácito, para con­
tinuar con el mismo entusiasmo e idéntica consagración, la tarea de pres­
tigiar cada vez más los claustros de nuestra querida Facultad de Derecho. 
Tenemos sembradores que muy bien han trazado el surco. A los que nos 
precedieron, y al doctor Santiago de Estrada muy especialmente, que el 
Señor les devuelva el ciento por uno. Han sido los operarios de la mies 

. conforme con el Evangelio. 'Largos y sostenidos frutos habrán de dejar sus 
santas siembras. Nada más. 
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EL CONCORDATO DE 1966 Y LA PRACTICA ANTERIOR 


SUMARIO: INTRODUCCIÓN. 1.0ar0U{ Y OIlN'rENIDO DE LA PRÁCTICA PB.EOONCOllDA~ 
TARJA: 1. Su origen. 2. Su contenido. - n. Modus vivendi COMO REGLA DE DERECHO;" 

1. Modus vivendi como costumbre bilateral. -2. Modus. vivendi como acuerdo táci­
co tk una práctica. - 2. El régimen concordatario r el modus vivendi anterior. 
too - 111. Modus vivendi, su REI.AOÓN OON EL CONOORDATO: L Reconocimiento ;urídi­
BIBl.JOGRAriA. 

INTRODUCCIÓN 

Las relaciones entre la Iglesia Católica y el Estado argentino están 
regidas por el Derecho intemacionalpúblico. Ambos son sujetos de dere­
cho internacional I y dicha relación se manifiesta a través de la actividad 
externa de ~.us órganos especificos: la Santa Sede o Silla Apostólica y el 
Jefe de Estado, respectivamente. 

Múltiples son las materias que ambas potestades reglan entre sí, pero 
la que nos interesa analizar aquí es la que se refiere a la designación de 
altas dignidades eclesiásticas. 

En torno a esta cuestión existe, a partir del Concordato celebrado 
entre la República Argentina y la Santa Sede ellO de octubre de 1966, 
una normativa específica. Antes de la-entrada en vigor de dicho Acuerdo 2 

las relaciones entre ambas se desenvolvieron fuera de un marco legal 
expresamente regulado, a través de una práctica particular, comúnmente 
denominada modus viver,di. 

El obteto de este trabajo consiste en analizar desde el punto de vista 
jurídico, en qué consistió dicha práctica desarrollada por la Argentina y 

1 Se ha discutido la lubjetividad internacional de la Iglesia Católica en tanto y en 
cuanto aJcunoa autorN haD querido atribuir la milItla no a ella sino. o bien a la Santa Sede 
o Trien a la Ciudad del VaticaDO. También, para algunos, la relación entre la Iglesia y el 
Estado le daria dentro ele un orden jurídjco autónomo o particular. Sobre estos temas ver 
Buaull, Lo. "';tltos tkl tlerecho interlJllCÍonol actUlll, Madrid, Tecnos,t984, pp. 98 Y IS. 

a ruy.. c:oncIuRoaes adherimot. 
la El Acuerdo entró en vigor el 28 ele enéro de t967. Si bien algunos autores entienden 

que el Acuerdo ele 1_ no. le trataría ",.¡cm umu de un Concordato y si hjen el miamo 
ConTenía le autod~na '''Ac~rdo'' en su titulo, creemos que le trata de un verdadero 
Concont.to. Concordato pan:ial pero Concordata a) fin. Conforme con la opjnión de B_UNO en 
1Itzse, ".,. Un C01lCOrtlilt" enlre l. S_ta Sede r le Arllentino, p. 43, quien cita a su vez 
la definición de Concordato de ()rrAVUJ!lJ, Inst;tuligne, ¡uris Publici Eclesiastici, vol. 11, pp.. 
270 y 271. Si le def'miera a UD C-ordato por su (OBtenido, resulta incontestable aceptar 
que, materias como: la libre comuR~at:iún de la Santa Sede y los Obispos con el clero y 
pueblo, la nominación· de OIÑspoa. la erKción dt' diócesis., pi llamado a órdenes y congre· 
gacjones religiosas (aspeetes roMs induidos en el Concordato con Argentina) son evidente. 
mente materias conconlatarias. 
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la Iglesia Católica hasta la entrada en vigor deJ mencionado Concordato. 

Para ello estudiaremos primeramente el origen de la misma, su con­

tenido y evolución; luego de lo cualsc tratará de establecer si pudo haber· 

constituido una regla de derecho, sea mediante la formación de una cos­

tumbre bilateral o de un acuerdo tácito. Finalmente se verá qué interre· 

lación existe entre la práctica preexistente y el Concordato en sí. 


l. ORIGEN y CONTENIDO DE LA PR.ÁCTICA PRECONCORDATARIA 

1) Su origen 

La institución del patronato, que está en la base misma de la prác­
tica que vamos a analizar, es una de las formas mediante la cual se regu­
la la participación de la .potestad civil con la edesiáJtica en torno a la 
designación de dignidades de la Iglesia Católica. 

El mismo consiste para el Derecho Público en el 

privilegio otorsado a 101 reyes o jefe. de Estado, de proponet', a.la 
autoñdad edeaiútica que debe IICIIDbrarlot,· penoaaa id6aaIpara los 
beneficios eclesiásticos, tanto .mayores come meDOIieII. 3 

E~te privilegio es otorgado por la Santa Sede a la autoridad rempo-­
ral. En lo que a la Argentina como tal respecta. el ndsroo nunca 
fue otorgado.· 

No obstante, desde los primeros años de nuestra época patria. se en­

tendió que el patronato se poseía como. un atributo de la sGberalÚa•.tue=~ 


dida ésta en el momento de la independencia, setrammitfa wdo 10 inhe­

fenle a la misma. 5 


De ahf que en todos los proyectos constitucionales , ~titucíone. 
previas a la de 1853 se incluyera el patronato como un det'~o atribu· 
ción del ejecutivo. 6 

Llegamos asf a la Constitución act.ua" la cual en fU articulo 86,inei. 

3 Cfr.l.MuJan'Z, PtJtrontllo,. c.-rUto elllll Ar,~, Il~ 4 ...... RL. ~:H.1... , .. , 
En el objeto eIe·auettro eádio. liIDitamot pi c.once";' de patrouÁto ... ~ • .,.. 
uerlCÍOI ecletiúticoa -:rores. ya que el Concordato COI! Ar.-tiu .. ....... .. _~,..... 

lIIÍl!IU ele Anobiapoa , 0biIpQa reúdeaciaks" ele .......,. o ~ eo.~.ea de~ ..... 
eesióa (art. 39). Asim-.o la CanttitucmN.ional le rer~ ...1 ..br....... ,. 

. ow.,.. para IcIetÍM .:atednlet. 
.. Sólo existe un COncordato ~eWbr'" 8h'Je ¡r,...,. Ju.to", ..... ., c.. V~ . 

Apostólico de Cuyo yel GobeI'D8dor y Capitán G~...I ele San JlUID el " ..,... ., 
1813. Ver úpumnE, oh. cit., .. 121.· . 

S Cfr. LmóJlf, Doc'l'Í1JIl r eierácio dd ptltrontllo /llllCúmtJl. Bu-. Aím. J..a,.....,. ,a..
19'JO. p. i34. 

6 Excepción beca.. .s,dERatuto de 1.,5,.... el deredlo le .....0...',......-:..... 

~ ... ejercicio .....~ MI....... V~ al mpecto .ÚG6J'f...... ". M 
'1M. I 
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so 89 , fija como una de las facultades del Poder Ejecutivo la de ejercer 

loa derechoa del patronato nacional, en la presentaci6n de' obispos para 
las iglesias catedrales. a propuesta en tema del Senado. 

No obstante. conviene detenerse aquien el aspecto bilateral o uni­
lateral del patronato. El mismo no fue reconocido por la Santa Sede como 
hemos dicho. Se lo colocó empero como una facultad expresa del ejecutivo. 
Pero también se le acordó al Congreso el "arreglo" del mismo en toda 
la Nación (art. 67, inc. 19). 

En base al término arreglar, algunos autores han visto con certeza la 
alteridad que implica el mismo. 7 Eso es indubitable, de la misma manera 
que cuando se lo emplea en el artículo 67, inciso 14, cuando se refiere a 
arreglar definitivamente los límites del territorio de la Nación. 

En el último caso está claro que se trata de arreglar con los Estados 
limítrofe~. En el caso del patronato está claro q1,/.e se trata de arreglar con 
la Santa Sede. 

Nosotros encontramos también la idea de bilateralidad en el mismo 
artículo 86, inciso 89 precitado. Se presenta a alguien, a alguna Institución 
o Entidad. Hay entonces dos sujetos, el que presenta: Poder Ejecutivo, 
órgano del, sujeto Estado; y ante quien se presenta: Santa Sede, órgano 
del sujeto Iglesia Católica. 

Pero, para estar habilitado a presentar, para poseer ese derecho de 
presentación, es necesaria aún una alteridad previa: el otorgamiento de 
ese derecho o privilegio por parte de aquel quien es el único habilitado 
para acordarlo. Sea mediante una bula, sea mediante un Concordato. 

El patronato es pues esencialmente bilateral, no solamente en su 
ejercicio, sino también en s.u nacimiento. Si ese derecho nc;l es reconocido 
por el único que lo puede otorgar no puede ser invocado como ta1.La 
creencia de que se posee un derecho en el ámbito internacional no pasa 
de ser tal porque se la inserte en un texto consd;,ucional unilateralmente. 

Así, si existiera una cláusula de la constitución que hiciera referen­
cia a una s.ituación jurídica internacional, como por ejemplo que los 
limites de un país respecto de otro ·10 constituyen tal o cual accidente 
geográfico, ese .dictum no tiene validez en el ámbito internacional hasta 
tanto y en cuanto no haya sido reconocido por el ordenamiento jurídico 
del mismo. 

Ahora bien, un somero análisis de la doctrina y de la jurisprudencia 
interna nos demuestra que ese derecho. esa concesi<'>n, se creyó preexisten. 

7 BIDAltT CAMPOS, Derf!JC1ro ConstituciOftfJI del Poder, t. l. 'p. 332, parágrafo 418; Lo. 
ZADA, IlUIituciona tIe Der«1ro pú6lü:o, Buenos Aires, Macchi,pp. 145 a 150; EsTRADA, Nuel. 
tras relat;i_ t:OII '" I.lelill. Buenos Aires, Theoría, 1963, pp. 103 Y 104. 
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te. Pero, ahondando un poco más, notamos que aún luego de incorpo­
rado e~e derecho en la Constitución Nacional, se realizaron múltiples mi· 
~iones diplomáticas para buscar un acuerdo que habilitara o legitimara 
la norma constitucional de referencia. Así, de 1854 a 1858 inclusive se 
realizaron cinco misiones 8 de las cuales por lo menos· tres tenían el come­
tido de celebrar un concordato con la Silla Apost.ólica; sea mediante ins­
trucción expresa desde Buenos Aires, sea por haberse tratado el tema 
directamente en . Roma. Esto demuestra que si se buscó con tanto afán la 
celebración de un Concordato habilitante es porque no existía certe1.3 
sobre la atribución del derecho de patronato. 

En definitiva, el inicio mismo de la práctica que vamos a analizar 
está s,ignada por dos elementos: uno cierto ("la facultad del patronato 
que están decididos a usar y de que quieren disponer los gobiernos",!I 
incorporada en la Constitución) y uno incierto o probable (la celebración 
de un Concordato, cuya posibilidad está prevista también en la Constitu­
dón, pero como un objetivo ulterior a la Constituci6n misma) (art. 8(;. 
inc. 14 y arto 67; ine. 19). 

2) Su contenido 

El hecho de que no eXls,llera una regulacil',n concordataria. en In 
atinente a la designación de jerarquías edesiásticas, desde 1810 hasta 
1966, no fue óbice para que durante ese largo período se mbrieran en 
nuestro país las vacantes episcopales de las diferentes drcuns<Tipcionl's 
eclesiásticas, preexistentes a 1810 o creadas con posterioridad. 

En efecto, dejando de lado cortos intervalos en 1m que en alguna 
di()Cesis específica se prolongara la vacancia por algún que otro iJ1(~onve­
niente menor, la historia nos muestra que la regla fue la cobertura inva­
riable de dichas sedes vacantes, por lo menos a partir de la primera deSoig­
nadón de un Obispo nacional (1829). 

¿Cómo se cubrierQll en la práctica esas circunscripciones edesiásticas 
en tanto y en cuanto una potes.tad. la civil. entendía que tenía un dere­
cho a presentar y la otra lo desconocía por no haberlo concedido? 

Pues bien, podemos decir que la praxis se desarrolU) en tres grandes 
épocas, en cada una de las. <:llales el contenido no ¡ue ne(~eslrial1lente 
idéntico. 

i) Período de la independencia y de la organi1.aci(m nacional 

Esta época se desarrolla sin soludún de continuidad. El hecho de 
tomar la Constitudún de 1853·60 n)mo punto de partida de la Ol-ganiza­

8 LaoóN, oh. dt.. pp. 506 a 518; LAFUENTE,ob. cit.• pp. 95 a t04. 

9 lAo6N, oh. dt., p. 299. 
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ción nacional definitiva, hecho interno. no altera el carácter de la rela. 
~lon bilateral con la Santa Sede, en lo referente al tema conCreto de la 
designación de las altas jerarquías eclesiás,ticas. 

Los primeros nombramientos recayeron no en un obispo diocesano, 
por temor a producir una ruptura con España sino en Vicarios Apos­
t{,licos. 10 . 

En estos casos no podemos decir que haya existido una práctica espe­
cial. El Sumo Pontífice efectuaba las instituciones canónicas en forma uni. 
lateral, sin que existiera ningún tipo de comulta entre el gobierno y la 
Santa Sede sobre la persona a designar. 11 

En esta primera época los Gobernadores solían solicitar por nota al 
Santo Padre la designación de un Obispo in partibus o efectivo. El Sumo 
Pondfice contestaba, instituyendo generalmente a la persona solicitada, 
pero sin hacer ninguna mención a la presentación que el mismo gobierno 
creía ejercer por derecho propio. 

Estamos aquí en presencia de un período en el cual más que invocar 
firmemente el patronato, el gobierno solicita, desea o peticiona la designa­
d<)n de talo cual clérigo. Hay que destacar que esto, en el orden bila­
teral, no implica necesariamente ejercer el derecho de pre~entación. Claro 
está que, cuando la bula de institución llegaba; se daba vista al fiscal de 
Estado a los efectos de dictaminar positiva o negativamente respecto del 
otorgamiento del pase a dicho documento. 

En estos dictámenes se invocaba el patronato como inherente a la 
soberanía y tenían por lo general un rando contenido regalista. 

Pero. hay que adarar que la mencionada institución del pase o exe­
quátur, recepcionada en el arto 86" inc. 9 de la Constituci{m Nacional era 
una atribución de derecho interno y absolutamente unilateral. 12 

ii) Período intermedio 

Luego de los primeros nombramientos adviene una época también 
preconcordataria, pero remota. Hablando de fe(:has podría fijarse a par. 
tir de 1860 en adelante.. . 

Según un autor t:i aparece aquí. entre las altas pal·tes interesadas una 

10 LAFUBNTE, ob. cit., pp. 28 Y 29; "Los Vicarios Apostólicos acliferericia deloi re· 
sidenciales. gobiernan IIn' territorio qUf' no ha sido aúnl;onstituido en diócesis. A éstos, 
cuando se les quiere dar carácter f'piscopal, se los nombra obispos titulares de diócesis pri­
ntitivas extinguidas o caídas en poder de los infieles, por eso eran llamados obispos ;11 parti­
bus infidelium". 

11 LEGÓN, ob. cit., pp. 492 Y ss. 
12 LAFUENTE, "El patronato y el pase o exequátur argentinos", .. n Selluntlas ]ornatüll 

tk Profesionales de la Acción CatóliCII, Rosario, 1957, pp. 205 y ss. 
t 3 Rto, ConeortlotOl con la Santa Sede, Biblioteca de. la Academia Nacional de Derecho 

y CienCias Sociales dI' Buenos Aires. Serie I - Anuarios, n9 13. Abeledo Perrot, p. 26. 
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"prdctica de h('cho" (modus vivendi de lacto) conforme a la cual. por un 
lado, 

el gobiemo cumple los __ que derTvarian de la presentación de obis- . 
pos para las Iglesias Catedrales al cual se refiere la Constitución Nacio­
nal Y. por otro lado, la Santa Sede procede a los nombramientos de tales 
Obispos, moluproprio, tal como si aquel derecho de presentaci6n por 
parte del gobierno no existiera ni el mUmo hubieFa. sido ejercido. 

El mismo autor sostiene que 

el conflicto que esa situación intrínsecamente implica se salva, en lo sus­
. tancial, mediante contactos confidenciales acerca de las peFlOnas y, en 

10 formal, por discretas actuaciones y reservas de ambas partes, que dejan 
inc6lumes sus sendas posiciones. 

También sostiene que dicha· práctica se introdujo siendo presidente Bar­
tolomé Mitre y ocupando el Pontificado el Papa Pío IX. 

Distinguimos esta época de otra ulterior ya que si bien se ha wste~ 
nido que ·la práctica arriba mencionada se mantuvo por más de cien años. 
la misma no tuvo una característica de permanencia y estabilidad. 

Dentro de este período, se dieron algunas situaciones que precisaron 
la práctica que se desarrollaba. De esta manera,a raíz de actuar el gobier­
no en forma inconsulta. apartándose precisamente de la esencia de la mis­
ma práctica. se llegaba a proponer personas que no gozaban del bene­
pládto de la Santa St:de. 

Cuando esto sucedía. la Silla Aposti>lica no rechazaba al presentado 
en forma expresa, precisamente para no reconocer el ejercicio del puro­
¡nato. Simplemente no se. lo instituía, dejando pasar el tiempo, quedando 
así vacante la sede episcopal. 

La solución de un problema de tal naturaleza finalizaba generalmen­
te por renunda del presentado. enterado éste de que no gozaba de la con­
formidad papal. 14 

También hubo un caso. dentro de este período. en el que el presen­
tado no gozaba del acuerdo de Roma. pero no lleg() a agravane el proble­
ma por fallecimiento del mismo. 15 

El mecanismo entonces vigente puede describirse así: el gobierno 
presenta pero sabe que-eso no es más que el inicio de un ciclo que fina­
lizará con la institución canónica del presentado. Cuando existen consul­
tas previas (modus vivendi), cuando en el caso concreto hay entendimiento 
entre la Santa Sede y las autoridades estatales. el presentado resultaba 
instituido. El E~tad() veía esa instituci6n como resultado de la presenta­

14 BaUl'fO, Historia dllta 'l1le..'a en la A,,,.,,ti_. Buenos Aires,. Don Bosco, 1981, t. XII, 
p- 258. 

t5 BaUNO, ob. cit., pp. 255 Y 256. 
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ción. La Santa Sede lo hada motu proprio ignorando totalmente Iá 'pre­
sentación en sí. 

Pero, cuando el presentado no era el resultado de' una consulta podían 
suceder dos cosas: ~ bien se lo instituía por no tener objeciones (coinci­
diendo la persona presentada, por una circunstancia casual, es decir extra­
,oonmlta, con la persona pensada por la Santa Sede); o bien, en caso de 
-existir objeciones. quedaba la sede vacante por no ser el candidato apto 

- para la jerarquía eClesiástica. 
Es .necesario realizar aquí un paréntcsúaclaratorio. en coaC6ión 

ron lo ya expueito. La ptaentaci6n. aun en. los Q80S en quecsú expresa­
mente reconocida por la Santa Sede. no implica necesariamente la insti­
tución canónica del· presentado. El derecho de nominación'o patronato 
ya mencionado es sólo la facultad de elegir y presentar a uD caildidato 
idóneo para un oficio vacante. U na vez .presentado al Sumo Pontífice éste 
juzga la aptitud. Si resulta conveniente fe le confiere la investidura can{)­
nica, caso contrario no." Es decir, el derecllcJ a prescatar no implica la 
obligación de in:stituir al presentado. 

De maDer.l.que la neptiva. a institui.. a un pMlefttado _jetado. por 
la.Silla Apoatólicane lordIa parte .,1'Ú:tu sen.. de la práctica qlte estamos 

. analizando. 
Parecerla ,entoftCO dcduáne de .lapráctica dOl principiOs: sin pt'e­

IemadóD nobay ilUlitúciÓD; .i el praent.ado no a el que oonric:nc Ro 

bay institución canónica. La aparente .exCepción al primer principio ,se 
dio en el caso de nwnseiior &neo, ya que aW se itutitllyó a un ne' pre­

. sentado. Pero declmos '-apat'ente" exepciáa en tamo " en cuanto el .... 
mo medeaignadocomo Administtador Apotróli.co" no como Anobitpo 
de Buenoa Aires. . 

EsI:O$ principíoa 'UlJCn de Judútintas Jituadones que It daarro-· 
llaron'en el targo perWo preconootdatado que hanO!< designado "imer. 
medio", 

Así, dent)'o del pe.riod4tpRCitado teDellMJt UD (!púoctio que maDÍ­
fietta la ex~ de dile "*'* de coocb:Ia Nw referimol.d CUD de 
~De ....ea, «U.ITidó eD d· primer cuarto,de ligio. 

Aqui el doI,lde JXW'JMimer.a "el surge una titilación ronfliaiya. El 
pbiemo pr.eteftra a JftCIIJJiel<W de And,a ..para cubrir U vacante • fa 
Sede MC'tropeJi..... ·BueDOf Air•• le f>I.IC* decir cpae la .kuacícía ron­
flia;'a .. dio ,..~ni.atIe ppT haba' detígoaclo el sot»erno .. alguÍCJ1 
qw IJQ IdIf. la cooformidacl de la Suta .... 

bfe epitddio a ~e de.,.....advo de :fa preexÍttctlda de la 
pdcticá tA ~ón. .en tamcJ f -en euanto nistieron con,,,ltaI swCv'¡. 
oficiow, pero .., IIIÍIIUI fuetori matinterpretada. por ~I gobimIo. fa 
que, del resIl1t.ado de eJfMic pmtó que la Silla ApostéJlica no obstaba 
rn inICitui.. al eandi4afo de, Fbiel1lO. 

J _ 

http:Apotr�li.co


La consulta oficio~a previa a la presentación que era ya de estilo 
realizar, se efectuó. Incluso la realizó el mismo pnsidente electo Marcelo 
T. de Alvear en una visita que efectuara en f922 al Vaticano. Se dej{) 
entrever en dicha oportunidad, que de las tres personas que se bara;aban. 
la Iglesia se inclinaba por una, no diciendo nada sobre la otra (Mons. 
de Andrea) pero sí señalando reparos respecto de un tercero. 

El resultado de esa consulta volvió a repetirse cuando el Nuncio 
monseñor Beda Cardinale, comunicó al Ministro de Relaciones Exterio. 
res. doctor Angel Gallardo, la preferencia de la Santa Sede por el can· 
rlidato que había sido alabado en su momento (en la visita del Presidente 
Atvear a la Santa Sede). Todo hubina sido resuelto sin inconvenientes 
si no fuera porque dicho candidato había hecho conocer al Ministro rle 
Relaciones Exteriores que rehmaba ser designado. 

A su vez, monseñor De Andrea, al enterarse de la probabilidad de 
su elección, consultó al Nuncio, en~ontrando como respuesta que su per­
sona "no ofrecía dificultad alguna". 17 Finalmente. una vez cumplido el 
trAmite constitucional de la terna, fue presentado para la provi~ibn del 
Ar7.0bispado por decreto del 24 de julio de 1922. 18 

La Santa Sede observó entonces 

que el pbiemo no le habia hecho una. consulta ad /aoc, antes de publi­
car el nombre del candidato, lo cua1 110 S~ aj"slaba a la Imíctica en CalOl 

anilosos, buta en los Estado, que tenian una facultad inconcusa de 
nominación, y podía sentar un precedente pt.ligroso. 19 

Monseñor de Andrea ante esta situación pidió al gobierno que de­
sistiera de su presentación. El Presidente Alvear se negó a aceptar la 
renuncia por no considerarla espontánea. aunque ante la insistenda del 
prelado hubo de a(:eptarla. 

Como cons«uencia de 10 hasta aquí dicho, comprobamos que t'I 
mntenido de la práctica es en esta época:m'llcho más completo y definirlo. 
No se trata tan sólo del no reconodmiento del patronato por una parte 
y rlel reconocimiento por la otra. sino del entendimiento que llelJe consul­
tarse antes de realizar la propuesta en forma pllblica. Es dedr que la prá('­
tka preexistente demuestra la existenda de la realilélci{m de una consul­
t'l previa. a resultas de la cual ambas potestades de.jaban a salvo la post­
h~lidad denlal(luier mnflicto. 

Pero el episodio no termina allí. Hemos rlkho ya que cuando la 
Santa Serle no prestaha su conformidad o encontrara que la persona no 

17 Río. "La Iglt'Sia. su historia y sus relaciones con ,,1 Estado" en Historia Argentina. 
dirigida por R. l.evillier, Plaza-Jané!, t968; t. V, pp. 3552 Y 3553. 

18 ZUIIE"rrl. Historia Eclt!siástica. Buenos Aires. Huarpes. 1945. p. 396. 
19 Río. ibídem. nota 17. 
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n,'unía las condiciones requeridas para ser instituida canúnicamente, la 
misma tomaba el camino del silencio. Es decir, no instituía a la persona 
presentada esperando que se resolviera la situación con el solo transcurso 
del tiempo. 

En e~.te caso, la Santa Sede en vez de nO proveer la arquidiócesis 
decide nombrar a monseñor .J uan Boneo como' Administrador Apostólico. 
Si bien esta es una categoría fpiscopal diferente de la de lo~ Obispos resi. 
denciales, en este caso hacía 'las veces de tal. 20 

Ante esto: designación pontificia sin presentaci6n. reacciona la Corte 
Suprema de Justicia denegando el pase a la bula de institución de mono 
señor Boneo. 

La decisiém del Alto Tribunal fS altamente ilustrativa del'reconod· 
miento de un mo.dus vivendi. Pero este es entendido como un reconoci. 
miento del patronato por parte de la Santa Sede. 

La IllÍsma 21 exhuma los antiguos criterios regalistas. remontándose a 
las consultas dirigidas por la Junta de Mayode 1810 a los doctores Funes 
}' Aguirre 

quienes dejaron establecido que el real patronato era una regaUa afecta 
a la soberanía L no a la persona de los reyes. 

Retoma también los conceptos de la Asamblea del año XIII, las 14 pro~ 
posiciones del "Memorial Ajustado" y termina por apoyarse en toda la 
tradicibn política, judicial y administrativa del país, para consagrar el 
cleredlO de patronato expresado en lo~ incisos 89 y 9f~ del artículo 86 y 
19 del artkl1lo 67 de la Constituciém Nadonal. 

nicho nerecho de patronato, continúa la Cort.e. 

ha sido confirmado y ratificado en el hecho no sólo por el mod.s uivendi 
mantenido sin alteración con la Sede de Roma desde la constituci6n ,de· 
finitiva de la unidad nacional hasta el presente, sino también por mani· 
festaci6n expresa de 101 dignísimos prelados que han desempeñado altos 
cargo •. en' la Iglesia Argentina, al jurar "por Dios Nuestro Seiior y 
estos Santos Evangelios que en' el ejercicio de aquéllos serían fieles a la 
Naci6nreconociendo su soberanía y alto patronato como asimismo que 

. no aceptarían dignidad alguna sin expreso consentimiento del gobierno 
naciona''' ..• 

\' finalmente agréga: 

por las mismas causas que el Estado no podría desconocer el 1e«ítimo 
derecho de la Santa Sede para denegar por fundadas razoResaquello 
que se encueDtra entre sus facultades otorgar. esto es. la institución caOO. 

20 FiliAS, El Acuerdo entre ltJ Santa Seie r la República Argentina, 1:Jnivenidad Na· 
cional de C.órdoba, Dirección general· d.. publicaciones. Córdoba. ed. del autor. 1915, p. 9. 

2rFallos. 14-2. pp. 348 a 361, (1925). 
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. nica requú.ieodG en tal catO' liIIA IIUl!I<apn!lleDtaciÓn, llIlnJ!¡uco la Jclesia; 
.padña a .~u lW1lOatribuine la faculcad deDGmbrar l'liDgún ~ 
con Jaeukades .. 'Obispo .._ ..,.."omediJul.o Ja.. anIIIhispo.sin _-. 
saTi4 ,relnJaOia. 

La e"istencia ,tk .U'B 'modus vivendi es pues 'reconocida por el más .alta 
tribunal judicialdd país. Pero su contenido. cmno SUIge de- lo expuesto, 
no resulta de la práctica de una conwUa oficiosa antes de prop:mer d 
e.;.ocutim ;a alguna persona. 

Vemos pues dos interpretaciones distintas. Pala la Santa Sede el mo­
dusvi~ndi implica aquí la práctica de la consulta previa a laprcsenta. 
cm. Para la Corte Suprema el contenido sería el reconocimiento del 
patronatDconloque se deduce la im~.ibilidad. por parte de' la Silla 
Apostólica de desig,tar a un individuo no presentado. Aun reeonociendo' 
que el Saato Padre puede DO aceptar al 'p~do, éste no podria inlli.,. 
luir al que 110 lo fuera. . 

Para finalizar ron .la descripción de este episodio. sin perjuic:io de 
tfJr luego volvamos sobre'el mismo, MIo agregaTCmOS que, en el ampo 
de los hechos. aun antes que se dictara la mmrionada dedsión.negando 
el pase a tos documentosdeiDstitucián. el gobiemo solicitó a la Santa 
Sede d 'TetiTO del Nuncio Apostólico ydcl Scaetariomonseñor Sihaai. 
Luego de protestas de Roma r de divenas dili,geucias. ambos diptoDláti. 
ros fueronsucerivamente 1'etirad.Os. quedando como Eaatpdo de Nep­
eros, MoIYCiior ~\"anne. enviado al efecto. 

Si laien '1DOI1Idior Boneo ea igRorado. par el gobierno en RI deIem­
peiio de AdmiDistradm Apostólico, éste 'deRlTOl1aba sus' actividades' sin 
i~ El epúodio toca su fia cuando d2 de diciembre de 19!6 
.S.S. Pío SI pNConm. a lDOI'lICiíor Bottaro 0.1'.1'1 .. que fue propuesto F 
el gobierno.· El 24 de diciembre a su v.ez se bada argo de sus ftmcienes 
el RlIftO Nuncio Apostólicol11OJ1ll!8or Felipe Cart.esi. 

&te iacidcate va .3 fortalecer la idea. de la estricta D«CSidad de coa­
..Ita .previa paR mtar pnriaamaatc una situacióa dr riraDitCZ o aun 
ruptura que dejarla a una u otra' pant C'IlUlla dificil situaciÓII lapecto 
de .us~.m. dcftdto&. 

iii) Periodo pl"cmncordatarie inmediato 

L1cp111OS por últí1llO a 1.. paatr~íasde la década del Oacuema 
donde, .egún la mayoria ele los autores, ya está pafec"'01:c ~idada 
la práctica.en aJeJlióu. 

Elta ~ definida por Santiago de Estrada ea Jos térmillOf. siguicales: 

una mutua v.......... eMIe la Istaia Y el ...... -.amtinou • ~ .... 
arribar a u.a 'nuñs .... la aaal .. 4IiIpoa .. )IIftada el PI.U _ a 
propuesta ea Vda.· del s-.ao .... ..",. _~ ....fPK' el·..... lIaD· 
tirite, de a t I e_, ......... q.eha _id_ ....... -C- 1Iaieas 
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jamás se' encuentran, el procedimiento canónico y el constitucional fun. 
cionan al unísono pero... igoorándose el uno al otro. Para el Vaticano, 
la pretentación no existe; para la Casa Rosada todo se desarrolla como 
en tiempos de Felipe V, 22 . 

Para dicho autor, la praxis mencionada es previa a 1958 fecha a par. 
tir de la' cual 

se van introduciendo modificaciones para ajustarl&a la realidad y poner. 
la a tono con los principios del derecho canónico!' 

Para Ramiro de Lafuente, el modus vivendi implicaba la 

coincidencia entre la presentación hecha por el Presidente de la Repúbli. 
ca con los propósitos de designación que la Santa Sede habla previa. 
mente elaborado. 24 

Este último autor parece reconocer que el citado modus vivendi '5<,>10 
se daba "cuando las cosas funcionaban en buenos términos". 25 Hemos 
visto cómo se desarrollaron ciertos altibajos en el modus viver.di, por lo 
menos en el período intermedio. Pero lo que nadie pone en duda es que 
aputir de este ~ltimo período. que hemos denominado preconcordatario 
inmediato, el modus vivendi está perfectamente conformado y consolidado. 

Asi, el descripto modo de actuar es denominado por otro autor 
como un "acuerdo" anterior al Acuerdo (refiriéndose con este último al 
Concordato de 1966). 26 

Finalmente ha sido définidocomo un stalu quo 27 por el cual 

el Nuncio Apostólico o el Embajador en el Vaticano eran intermediarios 
para acordar una acción de conjunto en cada caso. 

Parece pues haber coincidencia entre los autores en aceptar que el 
modus vivendi implicaba convenir en el nombre a presentar. 

Resumi'endo pues las tres épocas e períodos descriptos, podemos decir 
que en la primera el modus vivendi no se da con el contenido de consulta 
previa sino tan sólo como dos aetividades diferentes, separadas. sin cone­
xión alguna: presentación por un lado. instituci<'>n por otro. En la segun· 
da época aparece la consulta previa pero de manera circunstanciaL Es 
decir. por momentos se realiza la consulta y por momentos se deja de 
lado. preciEamente en los momentos de crisis o ruptura momentánea eon 

22 EsTaADA, ob. cit., p.I09. 

23 Ibídem. 

24 LAFuENTE, La situación concordataria argentina. Instituto San Raimundo de Peñafort. 


Salamanca, 1971, p. 13. 
25 UFUENTE, ibídem. 
26 FllfAs, ob. cit., p. 9. 
27 CENTENO, Cuatro años de una política religiosa. Desarrollo. Buenos Aires. 1964. p. 26. 
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la Santa Sede. No obstante, aparece aquí un reconocimiento expreso del 
modus vivendi pero entendido el mismo no como cunsulta ad hoc, s·egún 
lo entiende la Silla Apostólica, sino como reconocimiento del patronato 
por parte de eIJa. 

Pero, en la tercera época (preconcordataria inmediata) , la consulta pre­
via parece estar ya definitivamente adquirida como característica del 
modus vivendi. A partir de aquí comienza una serie de hechos 
que, en plena contordancia con la consulta, van limpiando de 
superficialidades la relación bilateral en lo atinente a la designa. 
ción de Obispos y Arzobispos y preparando el camino al Con· 
(:ordato. 

II. Modus vivendi COMO REGLA DE DERECHO 

1) Modus vivendi como costumbre bilateral. 

Sabido es que dos son los elementos que cuncurren a la furmaci(m 
de la costumbre internacional. Uno material, consistente en la repetici()n 
de hechos semejantes, realizados éstos de una manera constante e ininte. 
rrumpida. El otro elemento, el denominado psicoMgicu u opillio iuris 
consiste básicamente en considerar esa práctica como si fuera derecho, 
es decir, como si fuera jurídicamente vinculante. 

Esos dos elementos deben darse, claro está, para la existencia de 
cualquier tipo de costumbre, aun la bilateral. 

En la situación que estamos analizando cabe mencionar que la pr;Íc. 
tica de designar Obispos y Arzobispos consultándose previamente ambas 
potestades, existió. Difícil es precisar el momento del inicio de la misma. 
De todas maneras eso no es lo esencial. Lo esencial es ver si la práctica 
existió en lonna constante e ininterrumpida a partir de cierta fecha ann· 
que ésta no sea fi.jada con precisión. 

Ciertamente, según 10 analizado en la primera parte, la práctica no 
existió en la primera época. Tampoco existió con perfiles nítidos en la 
segunda. En la tercera se dio con mayor precisión aunque el período de 
esta última época fue exiguo en el tiempo (1958.1966). 

Pero aun en el prolongado período que hemos denominado ínter. 
mtdio (1860.1958) donde se inició la repetición de hechos, es decir, la 
repetición de conducta~ semejantes (consultas entre ambas potestades). 
ante situaciones idénticas (designación de prelados para sedes vacantes). 
los mismos no tuvieron las características de constancia y uniformidad. 

Así, entre los años 1880 a 1892, período denominado de "ruptura" 
entre la Santa Sede y el gobierno nacional, a raíz del incidente de mono 
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señor Mat.era 28 se interrumpió la práctica que para algunos se había 
iniciado en una época denominada de "afianzamiento" entre ambas 
potestades. 29 

Si analizamos las relaciones entre la Iglesia y el Est.ado desde los 
primeros días de la Independencia hasta la celebración del Concordato, 
la práctica, por períodos cortos o períodos largo~ fue interrupta. No fue 
i>ermanente, ni constante, ni uniforme. Cae pues esta nota característica 
riel eJemento mat.erial que la misma jurisprudencia internacional ha fija­
r10 como condiciém para la existencia del mismo. 

Inútil sería, habiendo eliminado la existencia del elemento material, 
preguntarse por la oPinio iuris. Es impensable suponer que las partes ac­
tuaban conforme a dert'cho si cada vez que se interrumpía no advenía 
ningún tipo de sanción efectiva que recayera en aquel que la hubiera 
violado. 

En efecto, ante una situación de ruptura de la práctica, si la misma 
implicase la violación de una obligación jurídica internacional, como 
consecuencia natural debería sobrevenir una sanción. 

Si la práctica consistía en la consulta previa, el quebrantamiento de 
la misma sería presentar sin consulta. Puede sostenerse que ante esta situa­
cilm, la sanci6n consistiría en la no institución del presentado inconsul­
tamente. Es decir. optar por la permanencia de la vacancia de la sede. 

Pero si ésa fuera la sanci6n, la misma perjudicaría a ambas partes. 
La vacancia de la sede perjudica al gobierno nacional, que no puede cu­
hrirla per se (puede presentar pero no instituir) pero también perjudica 
a la Iglesia Católica no pudiendo cumplir con el objetivo de dar pastores 
a sus alma~. ' 

Por otra parte. cada vez que se presentaba a alguien en forma incon. 
sulta no existía por parte de la Santa Sede la correspondientereacci6n 
de protesta, como sería lógico que se diera si una parte viera vulnerado 
un deredlO que le corresponde. S610 en el caso de monseñor De Andrea 
la Iglesia manifesté), como vimos, que el Estado argentino se apartaba 
de la práctica pero eso no constituye strictu sensu una protesta interna­
cional ~in() un mero argumento circunstancial. 

La "obligaci6n" de consulta recaía en el gobierno nacional ya que 
era quien, en la práctica, debía dar el primer paso (presentad6n). Pero 
éste. cuando la efectuaba lo hacía sello· en el entendimiento que signifi­

28 Vpr el episodio en LEGÓN, ob, cit., pp. 536 y ss, Basta' destacar aquí que el mismo 
culminó el 14 de octubre de 1884 cuando s<, le envían los pasaportes al Nuncio con un 
plazo de 24 hs. para abandonar el país. 

29 Según Río, esa época se extiende de 1862 a 1883. Ver La Iglesia, su historia r sus 
relaciones con el Estado, citado en nota 17. 
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(:aba no una obligación jurídica sino una medida de cortesia o a lo más 
una prevención para no quedar ante una enojosa situación si finalmente 
la Silla Apostólica no instituía al presentado. 

La consulta favorecía pues al gobierno quien en realidad trataba 
de obtener información sobre la posibilidad de oposición o aceptación 
por parte de Roma, respecto del que quería presentar. 

El gobierno, por otra parte, no tenía posibilidad de aplicar ninguna 
sanción porque de existir la obligación ésta sólo recaía en w persona. 

Claro que la posición regalista de la Corte Suprema que vimos atrás, 
demuestra que el contenido del modus vivendi no radicaba en la obli­
gación de instituir sólo al presentado por parte de la Santa Sede. Si ésta 
rehusaba instituir por alguna causa, el gobierno debía efectuar una nueva 
presentación, pero nunca podía instituir el Sumo Pontífice a un no 
IlTesentado. . 

Puede decirse que el real contenido de la práctica estaba compuesto 
IM)r ambos· elementos: presentación-institución combinado con el régimen 
de consulta~ 

Así, es válido decir que la Iglesia sólo puede instituir al presentado, 
siempre y cuando el presentado haya sido mot.ivo de consulta previa por 
parte del gobierno. Con lo cual la presentación pasa. al campo de la ficci()n. 

Como se ve la oPinio iuris nunca existió. La Iglesia no podía ver para 
sí misma una obligación de consulta (sólo recaída en el gobierno como 
hemos dicho) sino, en todo caso, un derecho de objeci(m a la presenta­
dém, para que ésta no se realizara formal y públicamente, sin antes haber 
convenido en el nombre de un candidato al cual la Santa Sede no pre. 
sentaba obstáculos para su institución. 

No puede hablarse pu~ de la existencia de una (:t)stumbre bilateral. 

2) Modus vivendi como acuerdo tácito 

Habiendo eliminado la posibilidad. de la existencia de una costumbre 
bilateral, como una norma de derecho que vinculara jurídicamente a las 
partes en cuestión, cabe analizar si el modus vivendi preconcordatario 
pudo haber constituido una regla de derecho· a través de un acuerdo de 
voluntades tácito, habida cuenta de la inexistencia, como ya se ha seña­
lado, de cualquier acuerdo formal o expreso sobre el particular. 

La noción de acuerdo internacional ha sido dada con límites datos 
por un autor:MI según el cual: 

30 BAlIlIl!1US, "El concepto de Tratado internacional" en AI'IUIII'io tIe Derecho ¡",.,,.. 
cionaL. Facultad de Derecho .de la Universidad de Navarra. 1989, TOI. VI, p. 28. 
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se caracteriza por' leI' eread& mediante __ manifestación. de voluntad 
com6n: de dos o mú sujetos- de derecha, cJe- genteso con eapacidadlUÍi­
eiente.tendiente a estaf>lec:er una regla de· derecho en UD o.rdenamiento 
jurídico y que está regida. directamente por el dereclio internacióaal. 

Dicha noción es válida no· sólo para los acuerdos. celebrados bajo una 
determinada forma: escrita, oral o por ~eñas; sino también para. los acuer­
dos no formales, es deeir, los celebrados fuera diel marco de esos tres tipos 
defonnas. 

La . forma adoptada por las partes no hace a la esencia conceptual de 
lo que constituye un tratado internacionaL Nos referimo!. al hablar de 
forma, al medio usado en la declaración de voluntad. Al no ser utilizadas 
ninguna de las forma~ expresas hay que buscar forzosamente el consentí­

.miento en obligarse en una manifestación tácita del mismo. 

Generalmente se acepta en doctrina:u que esa declaración tácita' debe 
bmcar5e: en los hechos. ya que fa miSma surge o resulta, precisamente de 
ellOs. 

Claro que, como es sabido. si bien el derecho internacional no pres­
cribe una forma específica para la· realización de un acuerdo entre' partes. 
aceptándose el conocido priDcipio «k la libenadde forma, eso: no signi­
fica que de cualquier hecho pueda deducirse, una; voluntad: tácita- o ¡m­
pUcita. Elo los mismos. deben. ser concluyentes precisamente por la ~ 
tencia de otro principio. cual es el de la certeza que debe existir en las 
relaciones jurídicas del orden internacional. 

Si bien la diferencia o distinción de ]a naturaleza por el medio usado, 
palabra. texto escrito. signos. por un lado, y actos o hechos, por el otro. 
no es suficente para establecer una distinción entre voluntad expresa o 
tácita según se ha sostenido, 32 pensamos que eso es cierto a lru e.fectos de 
construir o establecer una teoría general sobre los acuerdos tácitos. Pero 
dicha distinción creemos que puede ser aceptada prtma Jade para el obje­
to de nuestro trabajo donde, a raíz de los casOs que estudiaremos. se 
deduce precisamente la voluntad tácita a partir de actos o hechos rea1i7.a­
dos por las partes en' cuestión. 

En relación a la noción de acuerdo ya descripta. se trataría de inda­
gar. para el caso que nos ocupa, si la manifestación de voluntad existib en 
rorma tácita, quedando descutada la existencia de los otros elementos 
necesarios como la subjetividad jurídica internacional de la Santa Sede 
y del Estado argentino, o la capacidad suficiente para establecer una regla 

31 Ver I>BCLJ!.VA, Gli accordi taciti internazionali, Universita degli studi di T.'ieste, 1"a­
eoIta di giurisprudenza. Istituto de Diritto mternazionale e Legislazione Comparata. N. S. 1. 
Padova, 1957, p. 14. Igualmente ANZILOTTI. Cono di Diritto lnterntrzionale, Roma, t928, 
Po 68, 3' ed. 

3!il DBa.BVA, ob. cito. p. 15. 

-21­

http:I>BCLJ!.VA


de derecho encarnada en el Jefe de Estado o su Ministro de Relé,ciom's 
Exteriores y el Sumo Pontífice como cabeza visible de la Iglesia Catblica 
y de la Santa Sede o m representante el Nuncio Apost()lico. 

En el caso que estamos analizando, el contenido del acuerdo. en caso 
de haber existido. re(:aería sobre un objeto determinado: la nominaciém 
de altas jerarquías eclesiásticas, mediante la participadún di:' ambas potes­
tades. la civil y la eclesiástica, ante cada situación de vacancia producida 
en alguna sede epismpal. 

Dicho contenido implicaría la obligatoriedad de una conducta cual 
sería la realización de una consulta previa a resulta de la cual surgiría 
el nombre de la persona <Iue sería instituida. 

Es necesario estable{:er si e~a conducta, que efectivamente se dfS<l­
rrulllÍ entre las partes según lo hemos visto, constituyé> una regla de dere­
dIO por voluntad t;ícita de las mismas. E~ dedr, si las partes desearon 
darle a esa conducta () práctica un valor jurídicamente vinculante. 

Para Ilegal' aUlla com'lusión válida sobre el particular debemos anali­
zar. fundamentalmente a través de la jurisprudencia internacional, sin 

"descartar ciertos an<ílisi~ doctrinarios, d'e q~é modo () a partir de qué 
elementos puedt, deducirse una voluntad tácita. 

La misma se ha pretendido extraer generalmente a partir de diversas 
situaciones diferentes. Nos interesa destacar aquí básicamente dos de ellas 
(fue configuran (:ategorías distintas: 19 ) la existencia de un acto jurídico 
interno con efectos vinculantes en el orden internacional y 29 ) la exis­
tencia de la aceptacÍún de las partes de una situaci()n jurídica interna­
donal. gennalmente expresada por un acto unilateral de una de ellas 
y una ausenda de oposid(;n, silencio o aquies(:encia de la otra, como 
manilfstacÍún tácita de su" voluntad de obligarse. 

Respecto de la primera (:ategoría. esm actos internos han venido a 
nmfigurar hechos omduyentes de los cuales se extrae la voluntad de crear 
un acuerdo internacional () de establecer una regla de derecho en el orden 
jurídico internacional. lo que es lo mismo. 

Muchas veces, predsamente en el uso de los acuerdos tádtos, esos 
hedlOs () actos no se dan directamente en el orden internacional sino que 
se manifiestan en el orden interno de los Estados. 

Así. la doctrina y los agentes de los gobiernos partes ante ·Ia Corte 
permanente de .J usticia internacional. sea bajo una compet.encia conten­
dosa o consultiva. han querido deducir la voluntad de ligar ,illrídka­
mente a los Estados en nlesti('1Il a través de actos jurídicos internos. 
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En el campo doctrinario tenemos el ejemplo de la Unión entre Dina- . 
lUarca e Islandia del ~O de noviembre de 1918. surgida de la sanción de 
dos leyes concordantes. 33 

Tanibién se ha dado el ejemplo de la Ley Italiana de Garantías del 
13 de mayo dé 1871, la cual posee, para algunos, un caráctfTconvencional 
ya que compromete a Italia respecto de 1m· terceros Estados, a respetar 
la libre comunicación del Sumo Pontífice con éstos. Se ha hablado allí 
de la existencia delJna obligación de Italia por un lado y un correspon­
diente d'erecho de los terceros Estados en seguir comunicándose (:on la 
Santa Sede por otro. 34 Aunque en este caso la doctrina no es uniforme ya 
que otros ven en esa ley un simple acto unilateral, privado de cualquier 
relevancia internacional, considerándola como un acto interno resultado 
de una obligación preexistente. . 

Se ha invocado, también, ia conclusi6n de un acuerdo entre Es.tados 
manifest.ado por la publicación ~.imultánfa de dos decretos teniendo el 
mismo objeto. Nos referimos a la opini<'m consultiva sobre los decretos 
de nacionalidad en Túnez y Marruecos donde el Gobierno francés, en su 
contramemoria, deduce el consentimiento otorgado por una parte (en el 
caso Túnez como Estado protegido) a una medida de nacionalizaci6n 
adoptada por el Estado protector (Francia) en el hecho de la publica­
cic.'m simultánea en el Diario Oficiai de Túnez de dos de<:ret.os: uno de 
Túnez mismo (beylical) y otro presidencial francés, mediante el cual se 
operaba una sustitución de nacionalidad, a favor de Francia en determi· 
nados casos,. Así, el representante francés Lapradelle, sostuvo que 

la publicación simultánea dI' los dos decretos. uno de Túnez y otro pre­
sidencial indica el consentimiento mutuo de las partes, es 811 verdadero 
ae"e,do.35 

Dentro del género que estamos analizando es en el caso de las Zonas 
Francas de la Alta Saboya y la Región de Gex donde la Corte perma­
nente de Justicia internacional se expide con daridad sobre un acto inter­
no reconociéndolo como verdaderamente vinculante para la~ partes. En los 
ejemplos anteriores era la doctrina quien lo hacía sobre ciertas situacio­
nes que se dieron hist6rkamente en el campo internacional; o bien era 
la posici()n de una parte. Aquí estamos. en cambio, en presencia de algo 
mucho más significativo pues es el mismo Tribunal de La Haya. siempre 
eXl'esivamente prudente en definir la naturaleza jurídka de ciertos actos. 
que se manifiesta expresamente sobre la (:ategoría de los que estamn<; 
analizando. . 

En el uso mencionado. la Corte hubo de analizar la nead('md(, una 

33 DI!CLBVA. ob. cit., pp. 23 y 24. 

34DI!CLBVA, ob. cit., pp. 27 y 28 . 

.'\5 C.P.J.!.. Série C. n9 2. pp. 1+8 Y 149. 
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de esas zonas. Ja de Saint..Gillgolpb la cuaJ.. qIÍR la posiciim francesa .. 
habría !ido creada por el Manifiesto unilateral del 9 de septiembre de 
1929 de la Real Cámara de Cuentas de Cerdeña. 36 

Di<:ho Manifiesto hace expresa referencia a una petición delcantl;o 
del Valais sobre la supresi6n de la Oficina de Aduanas establecida a la 
sazbn en la poblaciflfi de Sto Gingolph y el retroceso de la línea de adua­
nas de esa ,frontera de manera de lomar una nueva Zona. 37 

Ef Manifiesto continúa en su preámbulo expresando que: 

Si bien dicha petición no parece estar preciaamt>nte fundada. en derecho 
sin embargo __ . SoMajesta.d (el JIeY de Ctnlria) ita ~~ • 
lo solícitado. 38 

Por último. el Fallo se refiere al Manifiesto reconociendo que 

del mismo surge la adhe-sión, dada por Su Majestad el Rey de Ceroeña-. 
alas reclama.:iones del cantón del lVaIaia·..-icndo fin auaa controver· 
sia internacional y lijando obligatoriamente para el Reino de Cenleña 
lo que en el futuro debía hacer derecho entre las Partes. El Manifiesto, 

,tr".lUe ." IU:IHr:dode voluntades, coafirieDdo a la delimitación de la 
zona de Saint Gingolph un· carácter convenciontll. 39 

Como vemos. se extrae de un acto jurídico interno (Manifiesto deja 
Cámara de CUMltasOe CcnIcüa)fav6hmtad táciu de aceptación a Jo 
sulkitado por. la otra parte. 

Adentrándonos ahora en la segunda categoría: la existencia de la 
~placi'm de una situaci{,g juridica internacional vinculante, manifes.­
tada tácitamente a través del silencio, es decir. de la falta de oposici{)I1 
expresa o la aquiescencia. podríamos citar varios ejemplos en los que se. 
ha hecho referencia a una situación similar a la descripta pero preferimos 
anallzaT 1tD(:a50 de .juri&pnldelK1a internadona' que tinte intima rel-d­
d()n con el tema que nos O<.:upa. 

Nos estamos refiriendo al relativamente reciente caso de la platafor­
ma continental entre l,¡bia y ~úntt.48 Aquísurgib el análisis dentro de 
los diferentes as.pectos del asunto: históricos. geomorfológicos. jurídicos. 
de la existencia de un modus vivendi. No es el Tribunal en sí que se 
explaya .,hre el mismo (hemos mencionado la prudencia de la Corte en 
estos casos) si bien reconoce sU existencia aunque no le atribuye ·efectos 
,jurídicos totales. Es sobre todo. en cambio, lo manifestado por ciertos 
juel-'l:S en sus opinionesmdividuales donde se puede extraer resultad()s 

~ ,c..PJ,L, Séne A-Il, n 46, p_ 1tJ. 

37 Ibídem, p. 121. 

38 Ibídem, pp. 121 Y 122. 

39 Ibídem. p. 1+5. 

4It <:..I.J.. Recueil. 1982. 
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sobre la conceptualización del modlLS vivendi cxistenteen el caso, su con~ 
tenido específico. 

Básicament.e, la Corte debía expedirse sobre cuál~s, eran los priIad- , 
, píos y reglas de derecho internacional que pueden ser aplicadas para la 

delimitación de la zona de la plataforma continental de Túnez y de Libia, 
tenieudo, en cuenta los' principios de equidad "1 las circunstancias' espe~ 
ciates propias a la región, como así también las recientes tendencias admi· 

, tidas en la, 111 Conferencia' sobre e-I derecho del mar. 

El modus uiuendi había surgido, a rai2 de un ofrecimiento ,realizado 
por Italia a Francia (a la sazón conducían las relaciones exte¡'iore, de 
Libia y Túnez, respectivamente) consistente en fijar una línea de demar­
cación entre Libia y Túnez perpendicular a la costa. Italia oficializó e5a\. 

linea de demaJ"CacióR que adqWrió el carácter de, una suerte de modvs 
vivendi tdcito adoptando en 1919 instrucciones acordes con esa línea. 41 

El juezAgo mimifestó en su opinión individual que se había pradu­
cüfJe. 'l1li&' aqu~ecEfodida átal como el' ·'cunseMinñen.to manifes· , 
tado por la inacción" y ,siguiendo a Mac Gibbon, al cual cita,4! precisa ésta 
como 

el, ~ o ~.. JIl'DIICIIa ea ciramstancias q~ exilirian una 
reacción positiva expresando una objeción. 43 

También se ,vale~ el citado magistrado. en Jo manifestado. pow otm. 
autor'" completando el anterior concepto como 

la pasividad gUardada en relación a una situación por el sujeto ••• que 
tenia titulo para oponerse a ella.. 

Por otra parte, en el mismo caso, el juez Jiménez de Aréchag-cl. talll­
bién en su opinión individual, insiste en el concepto de "silencio" 45 como 
xeptac:ién tácita., ~. 'et'f> kJ ~nMe por URa de las partes. .MáS 
adelante 46 utiliza los términos de lacto compromise, provisiotlal solutiotlo 
modus vivendi como sinónimos de una misma situación reconocida por 
las partes; 47 todmeHos apuntan a un mismo objetivo: delilOstDl! la exis­
tencia de una manifestación de voluntad a níz de un hecho o actividad 
atribuible a una de la~ part.es. 

41 C.U., l\ecueil, 1982, p.10. 
42 C.U., Recueil, 1982. p. 91. 
+3 MAC GIBBON,' TIIi sc:ope of tM:q,Ui.-. m hrlt>r1ftItiOf'l4l Úlw. Britiala. Year B\Iol!, 

of Intem.tional Law, 1954" 'VOl. XXXI, p. 143. 
, 44 SPaDUTTl, ooPrescrizione, consuetudine e acquiescenza in diritto inte..-zionale~. Ri· 
vista di diritto inlerlUUiOlUlls, 1961, pp. 'i 11 15. 

+S C.l.J., Recueil. 1982, p. 127. 
46 C.I.J., Rer.ueil, 1982, p. 128. 
41 El juez EVt'nsen, en $U voto disidente en el mismo caso, coincide uimismo en que 

lftOII.r vilJenfli implica alftldo ..--. (.C.U, Recueit. t982; pp. 306' y 307). 
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Parecería deducirse de lo hasta aquí dicho que la voluntad manifes· 
tada tácitamente debe buscarse fundamentalmente en un hecho, en una 
actividad del Estado .frente a la cual, para que esa actividad no sea oponi­
hle, no llegue a generar un derecho, la contraparte debe reaccionar en 
forma clara, indubitable. Sea mediante un acto de protesta, sea oponién­
dose con hechós también concluyentes contrapuestos a los realizados por 
la otra parte. . 

En el caso Libia-Túnez, el pivote central en tomo al modus vivendi 
tácito, está dado no sólo por la falta de acción de la otra. Es decir, se 
toma la inactividad, la falta de reacción, el silencio, como una forma de 
manifestar la aceptación, la aquiescencia. ante un situación determinada. 

El silencio, como se ha sostenido 48 tiene efectos jurídicos en ciertas 
cin:unstancias, así, el principio qui tacet consentire videtll1' tiene una lar· 
ga aplicación en el campo de las relaciones internacionales entre Estados. 
Al menos cuando el Estado que mantiene el silencio hubiera podido y 
debido hablar para evitar cierta consecuencia jurídica contraria. 

Si se analiza con detenimiento el caso en sí y la sent.encia misma, 
llegamos a notar que no existiú entre Italia y Francia un simple mod'lls 
viveudi de facto, es decir. una mera situación de hecho. una actividad del 
Estado en sí, sino una situación de hecho que se deducía de un ofreci· 
miento concreto: la propuesta de Italia mediante una nota verbal. propo­
niendo una línea de deman:acic:'m perpendicular a la dirección de la costa. 

Esta propuesta se la consideró a(:eptada tácitamente por no haber 
existido una reacción de la contraparte (franco-tunecina) pero. además. 
por haberse comportado ambas partes de acuerdo con ella. 

Había pues un acto de ofrecimiento expreso y una aceptacic:'m mani­
. festada por el silencio cuando. en, caso de no haber querido la otra parte 
a('eptar el contenido y los efectos de la propuesta, debió haber reaccio· 
nado en forma clara y contundente. Ese silencio. a través del tiempo. fue 
tomado por los Jueces del Trihunal de La Haya ('OIllO una aceptad()n 
t;ícita. 

Si bien la Corte entiende que en el (:aso conneto el silencio o la 
ausencia de protesta no son suficientes para prohar la exi~tenda de un 
límite marítimo reconocido entre las partes. 

ante la ausencia de límites marítimos establecidos de común acuerdo o 
rlaramentt' definidos el respeto del modus vivendi tlÍcito, que no hajjdo 
oficialmente contestado por ninguna de las dos partes, autorizaría a 
ver en ello una justificaci6n hist6rica en la dt'cci6n del método dt' la 
delimitacióu de la plataforma contint'ntal. 49 

4R DECLEVA, ob. cit.. p. 76; CAVAGLlERI, Corso di diritto inti'rnazionall', .~. ed., Napoli. 
19H. pp. 490 Y 495. 

4!l C.U.. Recueil. 1982. p. 71. 
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Es decir, pese a lo dicho en la primera parte del párrafo precedente. 
la Corte en su parte dispositiva 50 entiende que esa línea observada como 
límite marítimo de lacto, debe considerarse como una circunstancia espe­
cial a tener en cuenta para la delimitación de la platafonna continental. 

Podríamos deducir, luego de los ejemplos señalados, que un acto 
interno puede tener relevancia en el orden internacional per se, respecto 
de la existencia de un vínculo jurídico internacional; sea manifestando la 
voluntad en ubligarse, es decir creando el vínculo (caso del Manifiesto 
sardo) sea reconociendo una obligación jurídica preexistente. 

En nuestro caso, modus vivendi preconcordatario, hemos citado un 
acto jurídico interno que se refiere al mismo, expresamente y con eSte 
ténnino. Nos referimos a la ya citada decisión de la Corte Suprema de 
Justicia, cuando hubo de expedirse sobre el pase a otorgar a la bula de 
institución de monseñor Boneo como Admini~trador Apostólico. En ella, 
como también se ha señalado, se reconoce la existencia de un modus 
viveudi pero fijándole un contenido. Para la Corte el modus vivwdi im. 
plica lisa y llanamente el reconocimiento del patronato y no de la praxis 
que consistía en la consulta previa a la saz<>n ya existente. 

Queda pues descartado el hecho de un acto interno manifestativo de 
la voluntad tácita de obligarse o de reconocer una situación jurídica 
vinculante. Esto en cuanto a la primera categoría analizada, la referida a 

. la existencia de un act.o jurídico interno vinculante en el orden jurídico 
internacional. 

Respecto de la segunda categoría, aceptaci()n expresada por la falta 
de OpoSlClon, silencio o aquiescencia (caso de la plataforma continental 
entre Libia y Túnez), hemos dicho que el silencio implica la aceptacibn 
de un acto expreso. Puede decirse que haya existido tolerancia de una 
pr¡íctica, aquiescencia, silencio, respecto del modus vivendi preconcorda­
tario .mantenido a través del tiempo con características cada vez más fir­
mes que demostraban la existencia concreta de la consulta previa, pero 
el caso Libia-Túnez demuestra una aceptaci()n t¡idta a un ofrecimiento 
expreso. 

Queremos dedr que la práctica e.iercida por una parte con una mani­
festaci6n expresa y el silencio de l~ otra respecto de dicha práctica, puede 
llegar a ser el elemento constituti~) de un elementolllaterial q'ue podría. 
llegara configurar una norma cfu' derecho. . 

En las relaciones entre la Santa Sede y el Estado argentino nunca 
hubo un ofrecimiento expreso por parte de alguno de los dos ~ujetos 
relativo al tema de la consulta previa. . 

".;.~\ \ 
'~'" 

50 e.u., Recueil, 1982. p. 93, \~rágrafo B. punto 4Q. 

-33­



Hubo sí una práctica pero no existió un ofrecimiento lormalpar.. 
regular o regularizar una situación de hecho. Por lo tanto, el silencio en 
sí es irrelevante para operar sus efectos jurídicos. 

Tampoco hubo un acto jurídico interno que reconociera efectos jurí­
dicos a la práctica realizada. Más bien éste <la decisión de la Corte. Su­
l>rema) o éstos (las di~tintas decisiones del mismo tribunal referidas al 
pase de otras tantas bulas de institución; los decretos exigiendo el jura­
mento de los Obispos, luego 5iuprimido, etc.) son convergentes y unifor­
m.!s: todos tienden a demostrar la existencia de algo (patronato) que 
la práctica desdecía. 

De modo pues que, ni la primera ni la segunda categoría de casos 
que pudieron ser aplicables a la práctica desarrollada entre la potestad civil 
y la eclesiástica, para discernir o deducir una voluntad de obligarse. puede 
dlidamente aplicarse al caso bajo examen. 

No ha existido entonces acuerdo tácito entre fa Santa Sede y la Repll­
hlka Argentina. 

111. Mod'us J'ivendi. Su IlELAClóN CON EL .CONCORDATO 

l. 	RecoTlocimiento JUTídico de una práctica 

Hemos descripto el modus vivendi preexistente al Concordato y 
hemos eliminado la posibilidad de que el mismo hubiera significado una 
regla de derecho. Cabe ahora preguntarse si el sistema que sostiene el 
Concordato en el punto de la nominación de Obispos y Arzobispos impli­
(~a la recepción de la práctica previa o bien si no existe relación alguna 
entre el sistema legal sancionado por el Acuerdo de 1966 y dicha práctka 
pTevia. 

Han existido ca~os en el derecho internacional, donde las partes 
, 	 desarrollan una actividad a través del tiempo y ella no configura fJef' se 

"derecho". Pero. luego de unos años, las mismas deciden otorgar ala 
práctica un contenido jurídico. deviniendo la misma d~ho. no Pt:T se, 
~ino por, un expreso acuerdo entre la~partes. 

El It«trl qltoaute se convierte así. a trclvés de un acuerdo intema­
cional. en una situacicm jllridic.:ammtevioculante•. Aun sin definir con 
jM'edaiÓDeLcontenido de esa, hasta el momento del acuerdo que otorga 

:]uridkidad 'al .hecho; mera:práctica.' Lo que' ha· sido un simple4UO se 
convierte \de'ialtl:dl Illás·'enn,,"na,de :derecho. 

Al respecw. existen dos cjemplos(..iar~JS ,en el .en:Imintemacioaal 
nttc.dc los '~se .rdict-c 2 ..... situaaé.. Rbcitwatla CORta ..1tqJúWica 
~ArxeatiRa. 

Nos referimos al Protocolo Sáenz Peña-Ram frez. del [, de ~IO de.­
I!.(O. sobre el R'o de la Plata. El mismo estipulaba en S,t articulo ,. 
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que. m lo que rapeaa' al régimen de navegación y UIO de las aguas. el 
mismo "continuará lin alteración. como hasta el presente". M 

El contenido del Protocolo. en lo. que respecta a la navegación 'Y DIO 

de las aguas.'''' mificado por la Declaración conjunta de 1961 cuyo 
artículo 39 dice: . 

el résimen jurldic:o del Río de la Plata continuarálienclo, como basta 
el praente, el cltabkcido en el Protocolo llamirez..Sú.. Pe6a. 

Finalmente en el Protocolo del Ilío de la Plata•.dell4- de énero de;. 1964;:" 
-:' ;l.vuelve a insistine tm que 

la navepdÓD 'y' el uso del Río clelaPlata contillUUá. altencióD,c_ basta el presente .•• 

Como se ve••endos tres instrumentos internacionales mencionados: . 
Protocolo de 191«f. Declaración Conjunta de 1961 y Protocolo de 1964, 
no se describe cuál era la situación de hecho en cuanto a los tópicos en 
cuestUm: navegación y uso de las aguas. Simplemente se dice qué el r~i. 
men de U59 J navegacióo(cualquiera que éste haya sido)' continuará 
ain alteración. Las panes asummd compromiso de cristalizar la' ptáctica 
en un punto y sobre todo de continuar aplicándola con el mismo conte­
nido que poseía basta su cristalización. Hasta 1910· podrfamos decir que, 
la práctica podfa variar y no habrla en ellQ violación de regla dé derecho 
alguna. De ahí en m~"apartarse de la práctica desarrollada hasta ese 
momento. significará la .... violación de un compromiso internacional (el 
mismo Protocolo de 1910). 

Como hien dke' un aut01', que ha sostenido y desarrollado esta tesis: 52 

aquello que en 1910 le obKrvaba de" becho, en adelante deberá ser jun.. 
cliameate obIervaclo. Y esa solución se tomó para evitar un examen 
ewUltivo .de la práctica vigente, remitie"ndo en térmiDOl senerales a 
la situación de. hecho y dejando en manos de Jo. ~res la tarea 
ele precisar aaáIes. eran la. zonas que en 1910 le hallaban bajo jurisdic. 
ción de cada uno de 101 Estados rihereiíOl, . . 

E1 otro caso, ·.similar . al mencionado, lo constituyÓ la opinión COD­

sultiva sobre la competencia de la Comisión Europea del Danubio entre 
Galan y Braila. emitida por la C.orte permanente de Justicia internacio­
nal en 1927." 

.·Atise.,¡d! "'~Ja,'t."'~''''''''--'¡.'''''.,.i;''Lel ........" 
ropca del Dannhiopnseia SCRÚR el dntc.:hO en vigor (en eJmomatto de 

SI ~~r~ CQ•• ~~... " _,. ial._ 
ciaIwtle... (paWíeacióá oficial)' 19ff;!:'~. p. 513~ 

52 ..........PIGaErn;. Elr.inért;.ritlit» üI •• M'1aPw.r;....... ~.AIIeWO¡ 
Perrat. f~. pp. 311 y 39. . 

53 C.P.J.I., SérirB, fl9 J4. 

-35­

http:llamirez..S�


solicitar la opinión consultiva) sobre el sector Galatz-Braila las misma~ 
. <:ompetencias que sobre el sector aguas abajo de Galatz. 

Antes de la guerra de 1914-18, nada se había ,.hecho para esclarecer 
la situación de una manera definitiva. Las partes se contentaron en aplicar 

una especie de modus vivendi no escrito, el cual nacido de las circuns_ 
tancias permitió reducir los inconvenientes que presentaba. 54 

Después de la guerra, se contentó' en restablecer la situación que se 
había desarrollado antes de la misma. Así el tratado de Versailles' esti­
pulabaque el límite de las competencias de la Comisión Europea y de la 
Comisión Internacional (creada por el mismo tratado de Versailles) era 
el punto de unión entre ambas competencias, remitiendo al statuo quo' 
611 te. 

En 1921, fue aprobado en París el Estatuto definitivo del Danubio 
<:uyo artículo 59 (inc. 19) estipulaba que 

la Cómisión Europea ejerce los mismos poderes que tenía antes de la 
guerra 

'Y el artículo 69 agregaba que 

la competencia de la Comisi6n Europea se extiende, en las mismas con­
diciones que en el pasado y sin ninguna modificaci6n a los limites ac­
tuales. 55 

El artículo 59 mencionado se refiere a la competencia material, natu­
raleza y- alcance de la jurisdiccic'm. El artículo 69 se refiere, en cambio. a 
la competencia territorial, a la ext.ensi6n de la jurisdicci6n. 

Las "mismas condiciones" y los "límites actuales" se pueden deducir 
de las reglas de derecho o bien de las condiciones y límites que existían. 
de hecho antes de la guerra. 

La Corte entendi6 que dichos términos del artículo 61.' hadan refe­
rencia a las condiciones que imperaban de hecho, en el sector contestado. 
También concluyó Que el efecto de esas palahras era mantener y confirmar 
dichas condiciones. 56 

Luego de ello. la Corte analizó la situación de hecho llegando a la 
conclusión de.que la misma implicaba que la Comisión Europea ejercía los 
mismo~poderesem:reGabttz,)' Braila que agU36 'aha,jo (le Galatz: 

antes deJa guelta la Comisión Europea ha ejn'cido entre Galatz y 
BraiIa los mismos poderes qUI' aguas abajO de Galatz y, en consecuen-

S. C.PJ.I., Série B,·n9 14, p. 12. 

55 C.P.J.I., ~ri~ ]J. nQ 14. p. 24. 

56 C.P.J.I.. Série B. nQ 14. pp. 27 Y 28. 
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cia -vista la interpretación dada por la Corte al artículo 69 del 
Estatuto definitivo -según el derecho actualmeJlte en visor, la Comi· 
sión goza de los mismos poderes sobre uno y otro de elOs dos sectores del 
Danubio marítimo. 57 • 

En los casos precitados, ob~ervamos que una práctica se convierte en 
norma jurídica por voluntad expresa de las partes interesadas. ¿Podriamos 
aplicar ese esquema al caso de las relaciones entre la Santa Sede y la Igle­
sia en el tema de la nominación de Obispos ? 

Para ello, habrá que ,analizar cuál es el sistema sancionado por el 
Concordato y qué relaciún guarda con el modus vivefldi anterior. 

. 2. El régim·en concorootario y el modus viv~ndi anterio1' 

El artículo 39 del Concordato dice: 

El nombramiento de los Arzobispos y Obispos es de competencia de la 
Santa Sede. Antes de proceder al nombramiento de Arzobispos· y Obis. 
pos residenciales, de Prelados y Coadjutores con derecho a sucesión, la 
Santa Sede comunicará al gobierno argentino el nombre de ·la persona 
elegida para conoce.r si existen objeciones de carácter político general en 
contra de la misma. El gobierno argentino dará su contestación dentro 
de los treinta dlas. Transcurrido dicho término el silencio del gobierno 
se interpretará en. el sentido de que no tiene objeciones que oponer al 
nombramiento. Todas estas diligencias se cumplirán en el más estricto 
secreto ( ... ). 58 

El sistema adoptado por el ConcOl'dato se conoce como "sistema de 
notificaci<'m oficiosa" también a veces denominado de "prenotificach;n 
oficiosa". Consiste, como surge del texto del artículo citado. en notificar 
al gobierno el nombre de la persona a designar para que: éste ¡emita su 
opinilm sobre la misma. en cuanto a su objetahilidad. 

Es uno' de los tres tipos de privilegios que la Iglesia otorga en torno 
a la nominadbn de Obispos. Los otros dos son conocidos como el deredlo 
de exdusiva (ius exclttsivae) y el derecho de l10minadlm o patronato (ills 
110m inatiollü J. 

El hu e.w:lusiviU' es la fanlltad qlle se cOIu:edt> al Jefe del Est.ado 

para quitar del elenco de candidatos a las sedes metropolitanas o epis­
copales R una que otra peraona ml'nos grata. 59 

Con e~te sistema el Sumo Pontífice presenta una lista de GlIldidatos }' la 
autoridad dviJ descarta a los que le l'esultan mooos gratos. 

El ;.fU twmi"atio"isesel que precisamente la .. Argentina ill\'ocaba 
t"omoadqllirido por sllcesiún de España. Es. lo Tepetim(~. lafacuhad de 

51 C.PJ.I., Série B, n' 1+, p. 55. 
58 'Boletín Oficial, 22 de diciembre de 1966. Texto del Acuerdo eatre. la Santa Sede' 

7 la República Argentina. Ley de aprobación 0 9 17.032. 
59 BRUNO, Bases para un COIIcordato entre la Santa Sede r la República Argentina. 

Buenos Aires. Poblet. 1947. p. 262. 
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elegir y presentar a un candidato idóneo para un oficio vacante~ P~ro ~I 
mismo sólo implica proponer un nombre ya qu~ el nombramiento cabal 
se da con la institución canónica que sólo la puede otorgar la Santa 
Sede. De ahí que, en las bulas de institución, fe utiliza el nDVis nornifUlVi,. 

El sistema de notificación fue concedido por primera vez, según 
Bruno, al Reino de MontfDegro, mediante el Concordato de 1886 (art. 
29).60 Pero e~ a partir de los años veinte cuando se gen~liza el otorga­
miento de este privilegio. Así, en casi todO! los Concordatos celebrados 
ba.io los pontificados de Pío XI. Y Pío XII se conceck el mismA"·. 

Pero el contenido actual y típico de ese dfrecho se da sobre todo na 
los' Concordatos ,con '~lia, (1929.) •.con Ecuador (19~7), con Portugal 
(1940) y con la República Dominicana (1954). Siendo; por 'ejemplo; el 
Concordato con Portugal el que adopta una fórmula prácticamnate· idén­
tica (art. 10) 62 a la del articulo 3'1' del Concordato de BueJlO$ Aires.. 

Algunos sostienen 63 que la manifestación de objeción por parte del . 
gobierno. no implica ni un veto, ni el nihil obstat prev~ntivo, ni el tllS 

exclusivtJe:. Tampoco.implicaría el ius obieiendi o derecho de objetar sttie­
h4 sensu como ·el otorgado cal gobierno'. venezolano. ,cuando ene) articulo:; 
6'1 del Concordato de 1964 con dicho país se estipula. que; 

en caso de existir. objeciones ..• la Santa ~ intIiauri., ~ ,., ... 
candidato para los mismOl fines. 

En el Concordato mencionado se prevé qué es lo que las partes deben 
meno, o ..... prnisamente la Santa Sede. en caso de existir objeción: se 
dehe presentar otro candidato. En otros Concordatos se. estipula, en cam· 
bio. que si hay objeción 

hay que tentar de llegar a un acuerdo pero Ji esa tentativa 110 da resul­
tado, la Santa Sede queda en libertad para efed••r." ,,-oflisid•• 

Así se establed() en los protocolos' adicionales a lo! Concordatos cele. 
hrados con 8aden (19~~. arto :W. inc. 2) o con Austria (1984. art. 4", 
párr. 2). 6t 

.'. ;ea..... 26&. 
6t·Yer."''''~·eJl.~''',GL,. .... " 
62 "La- s.m. St>de ante5 de proceder- al aombraaient& -- - .,.............. 

dencial o· de WI coadjutor eum,iUT~ suct:nionis ... comunicará el: DGlDbre de la pe..- .. 
elesida al Gobierno portugués. para saber si _ coDtra .. "111' hay 'aJe- "jee_'" ... 
rácter político general. El silencio del Gobierno dentro de los treinta días de la .......... 
cORlmúcac~ será ÍIlterpn>tado _el lleot_* que _ ~ -i..: .... T.... __ ba­

.it8rioae& amtempfadas en este.rticúlb ~rán~~ 
63 BaU1ftl\.eb. cit.,. p.. _> 
64 PBaUGIHI. Concordato Vigentia, ftomap. 1934. pp. 226 y •• Ci'- por .-- ea 

1ItueI ••. 
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De modo que hay casos en que se estipula expresamente que la Igle­
sia, pese a.13 objeción, queda liberada para designar y casos en que se estipu~ 
la que debe proponer otro nombre. El Concordato· con ArgentiRa nada 

"dice·ni en. un ,sentido. nLen.otro..(Cuál sena la solución si hubiera. una 
obj«iÓD y la Iglesia pese a'ella, insistiera en lá designación? Si hay obje­
citln no queda otra solucióh que la negociación. Así lo preve el articulo 69 
que dice: 

encuo de que hubiaeobservaciones u objeciones por parte del Gobier. 
no arpntino conforme a los artíCulos segundo y tercero, las Altas Par•. 
tA!I contratantes busc:aán las formas apropiadas para llegar a un e,.,.". 
dimieftto. 

Es decir, deberán llegar a un entendimiento. sin importar la forma que 
adopten para llegar al mi~mo. O sea. debed resolverse la cuestión por 
acuerdo de partes. 

La diferencia "fundamental existente entre el Conmrdato de Argen­
tina y el de Venezuela es que en éste. t:I~ reolplazo es automático; en 
aquel está sujeto a negociación. 

Sobre lo que no hay duda es que las razones de la objeción sólo 
pueden basarre en lo que expresamente se dta en el Acuerdo concor­
datario como "objeciones de carácter político general". Se entiende por 
eJla, no la mera oposición por razones personales sino la que se refiere 
a la seguridad del Estado~ como si el candidato elegido ejerciera una 
acción polftica indebida contra la: integridad de la patria. o contra la 
Constitución o el orden público nacional; según lo défine ex.presamente 
el Concordato de Checoslovaquia (1928, arto 4«;l). Los e autores argentinos 
coinciden con esa interpretación precisando con términos similares cuáta 
son las actividades que al realizar el candidato propuesto lo harían pasible 
de una objeción legítima por parte del gobierno: atentar mntra la unidad 
nacional y la integridad territorial M o contra la paz social 66 o liuy llana­

. -·,)lIICnl:c· contra el ordenpúblicoQ;,:·coglobandoeneste<:oncepto los ante· 
··normente . designados . 

. . ' Habiendo analizado el Acuerdo de . Buenos Aires. resta repasar la 
práctica preconcordataria, sobre todo la inmediata, para ver si existe rela­
ción directa entre el sistema adoptado y aquélla. El Conqu:.dato de 1966 
no se refiere ni expresa ni tácitamente a 'Ia situaá'mpreexistente como 

\,;;tos',ejemplos citados del Protocolo del Río de'la Pfata.'y 'la opiniónoon­
;f,lultivadelaComisi{tndelDanubió.. ,Por otra 'parte.. ,;si. ·~Iee,la.,parte 
'j>reatabulal" del Acuerdo 

es EmwM., .. cit., P. 196. 

66 Itio, C___ con ,. S... S,,*, p. M. 

67 Fatu, El AcwnIo MIre ,. S-,. SeU ,. la RepúbliC!l Arllf!ntirM, p. 34. 
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(La Santa Sede •.• y el Estado argentino .•. a fin de ar:t"alizar la situa. 
ci6n jurídica dé la Iglesia Cat6lica Apost61ica Romana qut" el Gobier­
no Federal _tiene, convien.. en celehrar un Al1uerdo). • 

la utilización del término aclualiUlT implicaría una modificaci6n al siste­
ma vigente. sistema basado en la !JTaxis y no en el derecho. o si se quiere 
sistema de lacto y no de iure. 

Pero ese mismo térmi'no. tamhién implka que existe una situacibn 
jurídica anterior (la cua'l se actualiza) ya que no dice a fin de establecer 
una relacibn o situación jurídica. Es decir. no puede ignorarse una situa­
('i,;n preexistente que se había prolongado por más de ciento cincuenta 
años. 

Creemos que. d no hacer menClon a la práctica anterior. resulta 
precisamente por el hecho de que las dos partes tenían una interpretación 
diferente del contenido de la misma: reconocimiento de patronato para 
ulla; existencia de consulta previa para la otra. El gobierno argentino 
110 pod ía p1'ima ¡flcie reconocer en un instrumento jurídico la preexisten­
da de la pr;íctica que el mismo había calificado como reconocimiento del 
patronato cuando en realidad la misma implicaba desconocimiento del 
111 iSlllo. lJ na práctica q ue ~e apartaba de lo prescripto en la Constitucibn. 
un uso. y no una costumbrt' COJllO quedb demostrado. contra legem. 

En efecto. se sostiene ~enerallllente que el Acuerdo modifica al artícu­
In H6. inciso ~ de la Constituciém Nacional. Para algunos el Acuerdo dt' 
19(1() se "aparta" de dicha cláusula 68 o la "hace decaer" 69 o le impide su 
ejercicio por una "lllutaciún ('(m~tituci()nal por sustracciém". 70 Pero la mis­
111" práctica ya se hahía apartado de la prescripcÍ<'m constitucional: 

por muchos años se prdiri6 violar la Constituci6n mediante sigilosos 
modu, vivendi. 71 

Fn definitiva el patronato ya en los últimos años antes del Acuerdo era 
UIl .. "institudún finid,," 72 () una "intervend6n que el Estadonoe,jerda 
.sinu f"ormahnt·nll· ... 7:I 

l.a pTiktiGl h;lhía modificado la letra expreSél del orden jurídko 
interno estahlecido no sólo por la Coostituciém Nacional sino por toda 
ulla inrerpn·taó(1Il re~alista manifestada durante años por los Procura­
dores Generale~ ,it- la :\iaciún y por la misma Corte Suprema. No Jx,día 

68 FtlíAS. ob. cit., p. 2L 

69BIDART CAMPOS, Derf'Cho Constitucional dt'l Poder, Buenos Aires,Ediar; 1967, t. 1, 


p.134. 	parágrafo 422. 
70 BIDART CAMPOS, ibínem, t. 1. p, -135. parág, 426, t. n, p. 12-1, parágrafo 694, 
71 ZAVALA ORTlz,'Negociaciones para el acuerdo t'ntrt' la SanÚl Sede r la República 

Argentina. 	Buenos Aires. Guadalupe. 1966, p. 39. 
72 CENTENO, ob. cit., p. 30: ESTRADA, ob. cit., p. 24. 
73 FRíAS. ob .. cit.. p. 24. 
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pues expresarse en un instrumento jurídico internacional el reconocimien· 
to jurídico expreso de una situación de hecho contrapuesta al sistema 
legal interno. 

Por otra parte, la práctica f~e, como hemos dicho, inestable. De 
modo que remitir jurídicamente a la práctica anterior hubiera sido 
motivo de mayores controversias, salvo que se hubiera limitado al conteo 
nido que la misma poseía en la época preconcordataria inmediata donde, 
si bien wntinuaban los formalismos respecto de la presentación, es decir. 
se aparentaba ejercer el patronato, en la práctica éste ya no existía. 

Si analizamos con detenimiento ese último período veremos que. a 
partir de 1958-59 hubo un aceleramiento en la actualizaci<'m de la prác:. 
tica, alejándola aún más de un precepto constitucional in vacuo y de su 
interpretación abusiva. Así, en los decretos que se expedían a los efectos 
administrativos en ocasión del nombramiento de. Obispos por el Sumo 
Pontífice, se cambia la palabra "n<'>mbrase" por la de "revistará en el 
cargo de", Se suprimen las cartas presidenciale~ autógrafas de presenta· 
ó<'>n. Las sesiones del Senado para la elaboración de la terna se convier· 
ten en secretas. La "Dirección de Patronato Nacional" pasa a denominarse 
"Dirección de Culto Católico", Se suprime el juramento de los Obispos. 
Se suprime el pase a las bulas de institución de los Obispos prestmtados. 74 

En este mismo período, cuando se produce la vacante del Arzobispado 
de Buenos Aires por el fallecimiento de monseñor Lafiue. el Presidente 
de la Naci(m hizo saber al Nuncio Apost()lico que "el Gobierno entendía 
que su misi6n se limitaba aquí a recabm' la oPinión de la Santa Sede" l' 
y sobre ella, poner en marcha inmediatamente el mecanismo constituc:io­
nal. Incluso se solicitó que se sugirieran los nombres de los integrantes 
de la terna con lo cual el Senado veía facilitada su labor. 

Creeemos que el sistema aplicado en esa oportunidad, a resultas del 
cual se instituyó a monseñor Ca.ggiano. en nada se diferenda del 
sistema de prenotificaciún ofic'iosa. Si hubieran existido objeciones al 
nombre propuesto por la Santa Sede, hubiera debido hallarse otro nomo 
hre por acuerdo de las partes. Lo mismo que resulta del artículo 6Q del 
Concordato de Buenos Aires, ya citado. 

La (mica diferencia esencial con el regmlen concordatario actual es 
que a partir de su entrada en vigor las objeciones S()Jo podrán formularse 

74 CENTENO, ob. cit .. pp. 50 a 55: ESTRADA, ob. cit., pp. 110 Y 111. El decreto que 
suprime el juramento dt, los Obispos t" el 1709, del 10-111·6+. Se pueden agregar también 
modificaciones como el jUJ'auJt>uto d .. Ohispos en privado, antes de su eliminación. Correc­
ción de la fórmula utiliL.Hla 1'01' la Curia Episcopal: "nómbrase" por "se confirma el 
nt)mbramiento". Suprt'siún <1 .. J¡" rt'St'n .. , ('on que se fiaba el pase a las bulas. Supresión del 
vocablo ··pr!'s!'"ta.:iun·· en 1'1 <I.·.....·to <¡u.· _e dictaha después de la terna del Senado po[, lo~ 
términos: "solicitas!' d.> la Santa Serle Apostólica la designación canónica de ... ". 

7') CENTENO, oh. dt.. p.lo8. 
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por razones de ordell político general. Hemos visto, sin embargo, que pese 
, a, las interpretaciones efectuadas ,por la doctrina, si el gobierno efectúa 
una objeción que la Iglesia no considera enmarcada en las TaZones de 
ordenpoHtico general, esa situación deberá resolverse: por acuerdo de 
partes. Acuerdo al que también se negaba en el esquema de consulta 
previa, cualquiera fuera el contenido de la objeción. No obstante. ahora 
el Estado deberá poseer elementos de juicio serios y convincentes como' 
para denlOstrar que su objeción está dentro de aquel concepto. 

El hecho de "legalizar' una práct.ica no era. por otra parte. nuevo 
en el esquema 'de las relaciones entre la Iglesia y el Estado. Asi, en el 
AcueN.... celebrado con la Santa Sede, relativo al Vicariato Castrense 
(1957· se estableció en su arto 4 que el Vicario Castrense será nombrado 
por l~':.::.!nta Sede ptevio acuerdo con el Presidente de la República AJogen­
tina. Como se ha dicho 76 la designación por acuerdo previo es lo que se 
venia aplicando en la práctica desde hada muchos años. Es cierto que, a 
diferencia del nombrjlmiento de Obispos. el Vicario CastrellSCno es resi­
dencialsino que posee una jurisdicción personal y 00 territorial por lo q~ 
no entraba dentro de la prescripción coDstitucional de la preseatacWn. Su 
actuación se efectúa, por otra parte. dentro ~e un ámbito espcdficocua.1 
es el de las Fuerzas Armadas. 

La práctica preconcordataria o modus Vivetltli inmediatammte aIIte­
ri()T al, Concordato, coíncidi() con 'la voluntad de Uegar a Ufl acuerdo. La 
voluntad de, negociar y llegar a un entendimiento. iniciada en las 'postri­
merias de la década del cincuenta y de!arrollada por un lapso de odw 
años permitió arribar a UD texto jurídico que, cad lema ,de la 1IOIDÍna­
ción de obispos, no innova substanciafmente respecto de ro .que se Nenia 
baciendo. 

El Acuerdo sólo adecua las relaciones entre la Iglesia y ,el Estado a· 
la realidad·del momeo,to. Eso mismo fue manifestado ya en 1960 .en el 
Mensajequee1 PoderEJecutivoe.fectuara ante el ,Congreso de la Nacit'm 
el 1<.' de Mayo: 

d PocferEjecutivo está dispueito a encarar toda posibilidad ,de ".&Wtr 
esas relacioJles (IKlesia.&tado)a la retllidotl Getual. n 

El Concordato recepciona la siwación de hecho imperante con ante­
rioridad asu concreción; Ya varios años antes de la firma del mismo 
los que IUlbían participado en la apertura de las conversadones sobre su 
futuro contenido entendían esa realidad. manifestando que aquel 

no.podrá ser en..-an parte sino la extrl'lióra form41 del nttldo !le ',&0$0$ 

pr-.te. 1I 

16 LAFuI!.NTB, La ,;tUtlCión Cf1ftIIDI'tlataria ar,ntina. 'p. 15. 
T7 Mensaje del 19 de mayo de 1960: Diario de Sesiones de la Cámara de Diputados, 

1960, L 1, p. 27. Mensaje repetido en Roma' ante Cardenales y autoridades eclesiásticas. cfr. 
CENTE:.NO, oh. dt.. p. 40. 

78 EsnADA, ob. cit., p. leS, 
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-Por si alguna duda quedara están las propias palabras del Miniltro 
..Ie ttleJacioaa ~ doctor Zavala Ortiz, que llevó a cabo la nego. 
ciaciúDl' pRpiracióo .., texto del Acuerdo, quien sostuvo que el mismo 

_ 1eS _ innovacl6n sñ.dar fonna legal a un motlus Pill••di CODlll­

........... .Iá práctica." 

No se ,.. escapa que la práctica no fue original. Normalmente, 
cuando t codñtca una práctica. ésta posee €iertas características que la 
hacen especifica. ya que surge de determinadas circunstancias para reglar 
determinados aspectos de una relación bilateral. La práctica preconcor~ 
daarla t\tVO. t:OII'IO qued6señalado, distintas etapas. Es sin duda la últi­
lna~ .como también ·10 hemos dicho, la que posee contornos m~ nítidos y 
un facto1' de estabilidad. Esta etapa se va consolidando en consonancia 
con un sistema imperante que la Iglesia poseía con otros países. 

En efecto, la pdctica bilateral llevada a cabo entre la Santa Sede y 
la Argentina teDÍa características propias, pero no al punto de crear un 
sistema original que fuera susceptible de generalización. Por el contrario, 
la misma evolucionó ., se adecuó con un sistema que la Santa Sede venía 
ya otorgando o reconociendo mediante concordatos: el sistema de la noti­
ficaciÓlloficiosa.. 

Cuando se inician las negociaciones entre las partes, se da un parale­
lismo entteelsutema mencionado, que la Iglesia reconocía a otros Esta­
dos y podía llegar a reconocer a la Argentina (prenotificación) y el siste­
ma que ya, por otra. parte. se había venido afianzando ent.re ambas potes­
tades: consulta confidencial previa. Así una de las propuestas dectuadas 
por. el embaj~ arsentino ante la Santa Sede, en 1959, consistía en 
un sistema de terna que el Sumo Pontífice conformaba y comunicaba al 
gobierno para ver si éste tenía objeciones que formular. Ese sistema era 
entendido 'por el mismo diplomático como "la racionalización del sistema 
de hecho imperante..... 

. Si el sistema anterior al Concordato implicaba verdaderas negociacio­
nes COD la . Santa Sede" el Concordato va a implicar negociación sólo en 
caso de objeción. Lo que era regla se. convierte en excepción. Pero ya a 

. partir de 1958-9 ·&0 se realizarán verdaderas negociaciones: hemos visto 
el cambio de política bilateral impuesto por el Poder E,jecutivo Nacional, 
a partir de esa fecha. 

Antes de la misma. existía también un sistema inverso al Concordato. 
En el esquema clásico de "presentación", era el gobierno nacional quien· 
efectuaba la consulta a la Silla Apostólica a través del Nuncio. La Santa 

79ZAVAI.A Oanz, oh. cit., p. 4Q. 
80 ~ oh. c:it., p. 196. 

. 81 Can"Mo, ob. cit.. pp:. 41 Y 48. 

-43­



Sede "aceptaba" u "objetaba" laperS'.>Da propuesta por aquél. En el 
Concordato es la Santa Sede quien propone y el gobiemo quien objeta. 

Vemos, pues, que en el período 1958-1966. consulta previa y sistema 
nmcordatario de prenotificación oficiosa son dos caras de una misma me. 
dalla: las relaciones entre la Santa Sede y el Estado Argentino, en torno 
al nOInblamiento de Obispos, Arzobispos y Coadjutores con derecho a 
sm:esión se efectuará por mutuo acuerdo de partes, a propuesta de la Sede 
A Ilostólica. 

El sistema imperante había "arreglado" de jacto y previo al Concor­
dato lo que la Constitución preveía que fuera arreglado por él. 

EDUARDO C. MALLEA 
Universidad Católica .Argentina 

Universidad de Buenos .Airu 
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EL I.tMITE INTERNACIONAL EN EL PARQUE NACIONAL 
LOS GLACIARES 

SUMARIO: INTRODUCCIÓN. 1. DESCRJPCIÓN: 1. Descripción de un lllaciar. 2. Los 
IIlaciares en la PtIÚlgonia. - 11. DEuMiTAWÓ¡, y DEMAllCAc:6N: 1. Del TTtItIMIo de 
1881 al Acuerdo de los Peritos de 1898. 2. De la presentación de los Partes ante 
el Arbitro hasta el Laudo r su de71UJrcación: a) El alegato chileno. b) El alegato ar­
gentino. c) El Laudo arbitral de 1902 y las opiniones del coronel Holdich. d) La 
demarcación de 1903. - 111. EL PARQUE NACIONAL Los (¡LACIAllES: 1. Creación r deli­
mitación. 2. ·'ngreso del Parque Nacional. Los Glaciares a la Lista del Patrimonio 
Mundial (UNESCO). - IV. CoNCLUSIONES. 

INTRODUCCiÓN 

En el sur del continente americano existe una lOna de características 
muy particU'lares no sólo desde el punto de vista turístico y científico. 
sino también desde el jurídico. Esta zona es la de los glaciares de la Pata­
gonia, que se encuentran "a caballo" de la Cordillera de los Andes, des­
cendiendo a ambos lados de la misma. 

Este sector del límite argentino-chileno merece una especial aten­
. ción, por cuanto si bien ha sido delimitado, aún no se ha demarcado. 

El objeto del present.e trabajo será el de analizar el estado en el cual 
se encuentra la frontera desde el monte F'itz Roy hasta el monte Stokes. 

La sección que nos ocupa será caracterizada como delimitada, pero 
pendiente de demarcación. Para dIo se entenderá por delimitación la ope­
ración política y jurídica mediante la cual se determina el emplazamiento 
de la linea divisoria, y por demarcación a la operación posterior que 
tiene por objeto materializar en el terreno. mediante signos, el recorrido 
de la línea del límite. 

En la primera parte. se localizará geográficamente la lOna para pro­
ceder luego a su descripción. A continuaci6n se analizarán la delimitadún 
de la zona y las contingencias ocurridas con motivo de la misma. Luego 
se estudiará la creación del Parque Nacional Los Glaciares y su inclusión 
en la Lista del Patrimonio Mundial. para ingTesar finalmente en el cam­
po de las concl usiones. 

l. DESCRIPCIÓ'" 

l. Descripciótl de "fl glaciar.1 

. Los glaciares se forman por la acumulaci6n de nieve en las cuencas 
superiores, en una zona que· se denomina ventisquero. Ésta. no se licua 

1 Para el desarrollo de esta partt' del trabajo se ha seguido la obra de MAllIO BEaTON&, . 
Aspeetoslllaciolóllicos de la zona del hielo continental patagónico, Buenos Aires. 1972. El 
autor. juntq con el entonces Mayor Emiliano Huerta. t'l Dr. Antonio Ruiz Beramendi y los 

. señores Folco Doro y Arrigo Bianchi, lonnó parte del grupo de cruce de la Expedición 
Argentina al Hielo Continental Patagónico del año 1952. y actualmente con el Coronel (R.E.) 
Huerta están a cargo del Instituto Nacional del Hielo Continental Patagónico. 
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durante la época ~ dahielo. ~ hielo eterno se va desplazando por 
1apendiente hasta una rom denominada "de ablación", donde la: tempt"­
rat~!"l! !!~! ambi~~~e él :ú á¡:fidentemente elevada como para qUe la super. 
fide empiece a fundirse. . . 

La .fusi(m comienza cuando el hielo toma· contacto con una masa de 
aire cuya temperatura es superior a 00 C. Esto se produce, por lo gene· 
ral. en verano. La superficie del glaciar se ve surcada por peq'ueñosarro. 
yos que desaparecen en·lás grietas, o que dan origen al "pailtano de 
glaciar", fomiado por una masa granulada de hielo sin consistencia, im­
pregnada dé \ agua. 

La lOna del ventisquero está situada a mayor altura que las nieves 
eternas, y allí es donde se acumulan grandes volúmenes ck nieve, es~ 
cialmente en invierno. A medida que aumenta la temperatura. los crista· 
les de nieve se van transformando en gránulos. debido a la fusión parcial 
de las zonas con mayor exposición a las variaciones térmicas. Estos grá. 
nulos van eliminado los vados de aire en los intersticios, y recongelan 
el agua en las concavidades, uniendo y cementando 101 cristales entre 
sí. Esto va forlliando una masa de nieve compacta y densa, que es la 
(:aracterística de las zonas -de ventisqueros durante la temporada estival. 

Con ía caída rle nuevas nevadas se va comprimiendo y transformando 
hasta constituir una masa opaca denominada neviza. que a medida que 
desciende a las capas intermedias. se va deslizando hacia los valles. La 
íleviza, al perder el aire que todavía tiene interpueSto, adquiere mayor 
transparencia, compacidad y dureza, constituyendo el hielo esponjoso. 
Este geloide da origen a una masa azulada y cristalina que es el hielo del 
glaciar. 

Para que un glaciar tenga movimiento. es necesaria una deternlinada 
relación entre la pendiente sobre la (:ual se encuentra y el espesor del 
hielo. A mayur pendiente y espewr. mayor velocidad. 

El hielo del glaciar es un cuerpo cuyo estado físico se encuentra 
entr.e la viscosidad y la plasticidad. En otros términos, 5e adapta a las 
furmas que le impone el terreno. Ello dará lugar a ra formadónde grietas. 

Los movimientos de,l glaciar son originados en lo alto por el empuJe 
producido por la acumulación de nieve y nevizaen la· cuenca de alimen· 
taciém (ventisquero). En lo bajo ser,in originados por la gravedad. 

La veloddad del glaciar es superior en Jaluperfide que en ti centro. 
igual que en un fÍo.F.n las márgene5 la velocidad disminuye. dehído al 
roce yal menor espesor del glaciar. ya que disminuye fa a'ltura del· perfil . 
transversa1. 

Esto permite obser\'ar que la maSa de hielo flUye más o menos 
\·elo7.mente. obedeciendo a diferentes factores, tales (:(Jmo la pendient.e, 
(:antidad, espe!lor. etcétera, segímlas t:arac:·terístkas de n,da uno. 
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El casodpico en el cual se observa perfectamente el movimiento 
de avance, es el del glaciar Perito Moreno en la Provincia de Santa Cruz, 
el cual alcanza el brazo·Sur del lago Argentino. 

Una consecuencia del avance de los glaciares es la formación .de 
morenas. Estas son acumulaciones de fragmentos rocosos que se· despren­
den de las laderas de las montañas y caen iobrela parte alta"de la cuenca 
del glaciar, el cual las arrastra bacia abajo. 

A veces se observa que las orillas del glaciar se encuentran . bordea­
das por colinas alargadas de restos rocosos que se denominan "morenas 
laterales". También ocurre que los desprendimientos caen en las grietas 
y. son incorporados al. hielo. Los que alcanzan el fondo constituyen, junto 
con el material limado o arrancado del suelo, las' "morenas de fondo". 

También puede· ocurrir que el frente del glaciar .. permanezca esta­
cionario. y sus depósitos . construyan colinas arqueadas con forma de 
herradura. las cuales se denominan "morenas. frontales o terminales" • 

. La acción erosiva de los glaciares, tanto en la base como en las márge­
nes. profundiza los: val~. dándoles en su perfil transversal una conforma­
ciÓll de .letra "U".en c:ontraposición al perfil en "V" de los valles flu­
viales preexistentes. . 

. En esta zona del sur del continente aniericano, nos encontramos con 
dos tipos de glaciaciones: la del hielo continental y la de los glaciares 
.periféricos. 

La: primera de ellas está conformada por el gran casquete de hielo 
que envuelve a la parte central de la cordillera. entre los paralelos 46930' 
y 51950' de latitud Sur; Sus derrames tienen dos· vertientes. una hacia el 
Pacífico y otra hacia los grandes lagos patagónicos. Estos glaciares con­
forman una. masa de hielo, un .manto continuo que fluye simultánea­
mente en todas las direc(:iones.denominada calota glaciar. 

Los glaciares periféricos son aquellos que en gran número, se desarro­
llan en la parte más elevada del macizo central, y en los cordones mon­
tañosos secundarios que se desprenden de la Cordillera de los Andes. 

La superficie aproximada de toda esa masa de hielo es de 22.000 kilb­
metros qladrados. Esta suiperfkie corresponde.a la de toda la masa de 
hielo que se encuentra entre Ins paralelos mencionados. A su vez,estos 
glaciares se encuentran divididos por el Seno Baker, cubriendo 7.600 kiló­
metros ~uadrad()s al None del mismo. y 14.400 kilómetros cuadrados al 
Sur. Es en este ~ector,precisamente en el situado ('ntrelos montes Fitz 
Roy por el Norte y Stokes por el Sur, en el que se encuentra pendiente 
la demar<:adbn del limite entre la República Argentina y la de Ohile. 
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n. DELIMITACJÓ:-¡ y DEMARCACIÓN 

1. Del 1'ratado de 1881 al A cue1ido de los Peritos de 1898 

El 23 de julio de 1881, se firma en Buenos Aires el Tratado de 
Límites entre la República Argentina y la República de Chile, La norma 
que interesa para este estudio, ·es la cont.enida en su artículo IQ: 

El límite... es, de Norte a Sur hasta el paralelo cincuenta y dos de 
latitud, la Cordillera de los Andes. La línea fronteriza correrá en esa 
estensión por las cumbres más elevadas de dichas cordilleras que divi­
dan las aguas y pasará por entre las vertientes que se ,desprenden a un 
lado y otro. 

Esta norma será reiterada en el Protocolo Adicional y Aclaratorio del 
Tratado de Límites de 23 de julio de 1881. En efecto, su artÍCulo lQ 
reitera lo establecido en el artículo }Q del instrumento bilateral que adi­
ciona y complementa, y su artículo 2Q precisa que el límite correrá por 
el "encadenamiento principal de los Andes". 

L08 peritos demarcadores comenzaron su tarea, y con ella comenza­
ron las desinteligencias. El desacuerdo Hegó a un punto tal que fue nece­
sario,el 17 de abril de 1896, .firmar un "Acuerdo para facilitar las ope­
raciones de deslinde territorial", también conocido como Acuerdo Gue­
rrero-Quimo Costa. En su Base Segunda, se establece el arbitraje de Su 
Majestad. Británica para aquellos puntos de la frontera que no pudieran 
allanarse amigablemente, situados al Sur del paralelo 26Q52'45" de latitud 
Sur. 

Como las desinteligencias continúan, en 1898 se reúnen en Sant.ia¡?;o 
de Chile los peritos de ambas naciones, para acordar la traza de la línea 
¡?;eneral de frontera. Estas reunione~ se llevaron a cabo entre los meses 
de· agosto y octubre, labrándose actas de las mismas, en las cuales se 
establecieron los punto!' de la traza en que los peritos estaban de acuerdo, 
y aquellos en que no lo estaban. Estos últimos, de acuerdo con la Base 
Seg·unda del Acuerdo del 17 de ahril de 1896, tueron sometidos al 
arhitraje de la corona brit;ínica. 

El 29 de agosto. Diego Barros Arana presenta la propmici<,)fl chilena. 
Se exceptúa la propuesta para la Puna de Atacama, la que es formulada 
.el 3 de septiemhre. 

En esa propuesta ¡?;eneral individualiza la zona de la siguiente manera: 

El 331 Cordillera del Chaltén que divide la hoya hidrográfica del Lago 
Viedma ó Quicharre que desagua ('n el Atlántico por el Río Santa Cruz, 
de las vertientes chilenas que van á desaguar en los canales del Pacífico. 
El 332, CordilI.·ra de Stokes que divide la hoya hidrográfica del Lago 
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Arpntiao que desaaua en el Atlántico por el Río Santa Cnz, de las 
vertientes de 101 ríos c}aileDoll que van a des.auu en los canales. !lela 
Patasoaia en el Pacífico. 2 

El 19 de septiembre. Frandsco Pascasio Moreno pr~nta ·la propuesta 
argentina para la Puna de Atacama. El día ~ lo hace con la línea gene­
ra1de&ontera, en estos términos: . 

Seguid por dicha cresta""'" porelc:erro Fitz.&y (304), los cerros . 
t¡ue le elevan ea el ventisquere del La&o Viedma (305) y las altas 
cumbre. DeYade. de la Cordillera ..• S 

Días más tarde. se suscriben cuatro actas que reflejan el resultado 
de las gestiones de los peritos. En la primera de ellas se manifiesta que 
000 el prop{l5itode facilitar el examen y resolución de todos los puntos 
qtR abraza la cuestión- de límit.es se tratará separadamente cada una de 
sus partes: la Puna de Aiac:ama, de la Ptma a las proximidades del para· 
lelo 52.0' de latitud Sur y la lOna del Seno de la Última Esperanza." La 
.segunda trata el ·tema de b Puna.' LatrTcera considera b zona de 
10& gtaciares. . En áct:to, allí se manifiataqoe 

las .lineas de amllos Peritos C91K:uerdan.. en loa pufttes y trechos desigo. . 
.... con b números.. _ trescientas ·treinta.y ... 7 trescientos treim8 
.7 doa. PIII'<eI -primero Y tJoeKieatos cuatro y trescientos cinco por el 
1egUIIdo. 

La presente transnipd.ón corresponde al punto segundo del acta. La nu­
meración citada en primer término es la de la propuesta chilena. y la 
mencionada en segundo término pertenece a la proposición argentina.6 

El acta firolada en cuarto término pone de ·manifiestoel desacuerdo en 
la zona del Seno deJa Última Esperanza. 7 

Pmteriormente. el día IQ de octubre. smcriben lbs peritos un acta. 
En su punto tí! reiteran la coincidencia de 1()S puntos y trechos señalados 
con k»s nlllucTOs 3M y 30~ y 331 y 332. Y 

resuelven aceptarlos como fonnaado partecle la linea divisoria en la . 
Cordillera dI" los Andes, ~Dtre1a l\epúblic:a Argentina y la República 
de Chile. 8 

2 El texto completo de las propuestas de los Peritos IW encuentra en la obra de la 
Oficina de Limites Internacionales, La frontera argentino-chileTUl. Demarcación general 1894­
1905, t. 11, Buenos Aires, 1908. Para la cita correspondientt" R esta Dota, ver p. 349. 

3 Oficina de Límites Internacionales, ob. cit .. p. 375. 

4 Oficina de Límites Internacionales, ob. cit., Acta del 15·9-1898. pp. +38-+39. 

5 Oficina de Límites Internacionales. ob. cit., Acta del 17-9·1898, p. +W. 

6 Oficina de Límitt's Internacionales, ob. cit., Acta del 22-9-1898, pp. +W·442. 

7 Oficina de Límites Internacionales, ob. cit., Acta del 22-9-1898, p. 443. 

8 Oficina de Limites Internacionales, ob. cit., Acta del 1·10-1898, pp. 376-378. 
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Ac¡uellospunlos en 1m que los peritos no se habían puesto de acuer. 
do, fucronsometidos al arbitraje -de la corona británica, cumpliendo lo 
estipulado por la Base Segunda del Acuerdo del 17 de abril de 1896, ex· 
cepto la cuestión de la Puna de Atacama, que fue resuelta por el arbitraje 
del ministl'oplmipotenciario de tos Estados Unidos de América en Bue­
nos Aires, Witliam ,P. Buchanan, en el año 1899. 

2. De 	la presentaciólI ,de las Partes ante el Arbitro hasla el Laudo 

'Y su demaTctJCión 


a) El alegato chileno 

Tanto la República A~ntjna como la de Chile, presentaron sus 
alegatos ante el tribunal arbitral nombrado por la Reina Victoria. Dicho 
tribunal estaba formado por Lord Edward Ma'Cnaghter, el mayor gene· 
ral Sir Charles Ardagh, el coronel Thomas Hungerford Holdich y el 
mayor E. H. Hills. El coronel Holdidt será designado para reconocer 
sobre el terreno la zona en litigio, tarea que le insumirá tres meses. 

Los peritos de las dos naciones se refieren a la zona comprendida 
entre Jos cerros Fitz Roy y Stokes en su~ alegatos ante el Arbitro.' 

El capítulo XL del alegato chileno comienza considerando la cues· 
ti/m del Lago San Martín. Luego critica la localización del monte Fitz· 
Roy en la cartografía argentina manifestando que, comparando esta última. 
se 'lo puede localizar en cuatro lugares diferentes. Pero aquí el perito 

. chileno expresa que de acuerdo con el acta del 3 de septiembre de 1898, 
el punto 304 de la linea argentina corresponde al monte Fitz Roy sobre 
el cual la línea del limite debe pa!tar, en su curso a Jo largo de las cUJU· 
bres de la cadena principal de la Cordillera.tn 

Más adelante JI reitera la coincidencia en la zona individualizada por 
los puntos 304.305/331.332. y expresa que no hay dificultad en localizar .a línea chilena en esta sección, aunque ésta sea poco conocida y existan 
río!! que, teniendo w desemboca-dora en el Pacífico, puedan tener sus 
fuentt's en lo que el perito argentino considera la vertiente oriental de 
la oor.diJtera. En todo caso la línea chilena continuará por las altas cum· 

t El alegato a.-gemino se titola: Reporl presI'ntetl lo the Tribunal appointetl by Hu 
IIritannic Ma;elly', GoIIernment "to consitler antl repart upon the Jifferencel which lrave 
tITilen IúÍth rll6artl lo the ¡rontier 11et_lIn ,the Ar6l1nt;ne IIntl Chilian Rllpublic," lo JUSli¡,. 
the Ar611ntine clai",. IGr the bounJary in the ,ummit oftb.· Cordillera th 101 Andes 
flCcOtding to the Treatlls 01 18111 ~ 1893, Lorultm 19{){). Por IU parte, Chile titula .u alegato 
como "St"'ement presllnJed Gn hehall of Chile in replr to ,he ArgenlÍne Repart lubmitted 
to the Tribunal _titut«l by H. B. Majesty', .GooernmenJ actung lIS ArhitrlJtor ;n pur,Utm· 
ce 01 the AlfTeement tÜlted April 17, 1896", Lcmdon, 190!. 

19 s-tAUMurt••• , ob. cit., Chaptff XL "The propose<! ooundary lines fl'Ol1l Lake 
San Martin lo Mount Slokes", pp. 1507.1523. Para eete cita Vt'r p. 1513. 

11 STAnM&NT"' f oo. cit., p. 1517. 
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bres, y los ríos subglaciales que puedan encontrarse no presentarán difi. 
cultades, dado que donde los glaciares se extienden desde las cumbres 
de las montañas hasta el nivel del mar o de los lagos, la línea divisoria 
debe ser vista evidentemente en el origen de aquellos ríos de hielo: es 
decir, en la parte superior donde ellas emergen -,-las cumbres- de los 
campos de nieve, _ tal como ha ocurrido en todas las otras secciones de la 
cordillera donde la línea sigue la divisoria de aguas en una región de 
cam pos nevados y glaciares. 12 

Al referirse a la línea propuesta por el perito argentino, expresa que 
es imposible establecer c6mo y con qué frecuencia esa traza será modifi· 
cada a medida que se incremente el conocimiento topográfico· de la zona. 
puesto que las cumbres por las cuales debe pasar el límite. tienen una 
localización dudosa. Menciona como ejemplo. la traza sobre la cumbre 
del cerro Agassiz y argumenta que la incertidumbre de la misma surge 
de la fraseología ambigua que utiliza Moreno en el alegato argentino, al 
decir que la divisoria de aguas mencionada en los Tratados se encuentra en 
la línea de las altas cumbres a las cuales el monte Agassiz parece pertene­
cer. 13 Finaliza el tema efectuando consideraciones acerca del criterio uti­
lizado por el perito argentino para establecer d6nde se encuentra la diviso­
ria, y estableciendo una comparación entre los criterios aplicados para los 
cerros Fitz Roy, Aconcagua y Tronador. 

Más adelante procede a considerar la Cordillera de Stokes. y analiza 
la localización de la cadena principal de la Cordillera de los Andes. 14 El 
perito chileno dice que el monte Stokes no ha sido mencionado como un 
punto de la línea limítrofe en la proposición olióal del perito argentino 
quien. en el capítulo XVI de su alegato. dice que la línea argentina des· 
de el monte Fitz Royal monte Stokes transcurre sobre la Cordillera de 
los Andes. para luego decir -según citas extraídas por el perito chileno 
del alegato argentino- que el monte Stokes se encuentra al Este de la 
Cordillera de los Andes. 15 

A continuación el perito chileno se refiere a su consideracÍt)n de la 
Cordillera de Stokes, donde se encuentra la divisoria continental de aguas. 
Afirma que aunque m;ís adelante pudiera deiuostrarse que el monte Stokes 
no se halla en esa divisoria, ello no modificaría la definid()n de la línea 
chilena por cuanto la Cordillera de Stoke~ es aquella por la cual corre 
la divisoria continental de aguas. 16 

Finalmente, se preocupa por aventar toda duda acerca de cu;íl es 
el accidente orognHico conocido en el terreno como monte Stokes. Luego 

12 STATEMENT ••. , ob. cit., pp. 1517-1518. 
13 STATEMENT •..• ob. cit., p. 1518. 
14 STATEMENT ... , oh. cit., p. 1519. 
15 STATEMENT ••• , ob. cit., p. 1520. 
16 STATEMENT.,., oh. cit .. pp. 1520-1521. 
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de hacer .una breve historia acen:a de su denominación}' de sus primeras 
graficaciones cartográficas, como así. tamhién de la des<Tipdón }' l(x:~1iza­
ciém que del mismo han hecho vaTlOS exploradores, nmduye el capitulo 
incorporando una copia del dihujo del monte Stokes que puhlkara Ra­
món Lista en su obra Vittj(' fl lus A mies A Ilstrales. 17 

h) El alegato argentino. 

El perito argentino también se refiere a este tramo de la frontera 
en varios capítulos de su exposición. Específicamente 10 trata en el punto 
ti dd capítulo XXVI. 18 Comienza con una crítica a la posidón {:hilena 
con respecto al lago San Martín, para luego analizar el tramo que inte­
resa a este trahajo. Aclara que denomina Fitz Royal cerro que también 
es conocido como Ohaltén, y dice que entre este monte y el Stokes las dos 
líneas de los peritos (:oindden. 

La línea argentina pasa por la latitud del monte Fitz Roy, y continúa 
sobre las montañas que se elevan en el centro de los glaciares del lago 
Viedma y luego por las crestas elevadas de la cordillera. Todas esas mono 
tañas están situadas en el cordón principal de la Cordillera de los Andes. 
Más adelante dice que amhas líneas coinciden aparentemente sobre una 
gran distancia hasta el monte Stokes. Aclara que dice "aparentemente" por­
que los ríos suhgladales que desembocan en el Pacífico, podrían llegar a 
tener sus fuentes al Este de la Cordillera. (:01110 el río Trinidad. Pero a 
continuadlm agrega que no es posible que surjan dificultade!' en esta 
parte de la frontera, ya que la cordillera es impasable. 19 

Luego dice que el monte Stokes no est;' situado sobre el (:ordón prin­
cipal de la Cordillera, sino que está ubicado al Este de la misma y no 
es uno de los picos más altos. Inmediatamente cita los puntos m;ls altos, 
aclarando sus cotas: monte Campana (2570 metros/8432 pies), monte 
Agassiz (3250 metrosflO.663 pies), monte Mayo (2020 metros!<i<i27 pies), 
monte Heim(2700 metros/8858 pies) y monte Stokes (2160 metros/7087 
pies). Agrega que de estos cerros desdendengladares de los que ~e ocupa­
r.'t en d capítulo siguiente. 20 

Finaliz.-. este adpite. manifestando que debe tenerse en cuenta que 
estos punto~ de la línea han sido definitivamente aceptados, de acuerdo 
con el acta del )I! de octubre de 1898 y, por lo tanto, no han sido some­
tidos· a arhitraje. 21 

17 STATEMEMT... , ob. cit.,p. 1523, 

18 REPORT ... , ob. eit.. Chapter XXVI .. 6, "ThE' boundary Hne from Mount Fitz Roy 
to Mount Stokes", p. 94(). 

. 19 REPORT ... , ob. cit.. p: 9'~2. 

20 REPORT ...• ob. cit .• p. 943. 

21 REPOIlT ...• ob. dt.. p. 943. Por el acta dE'l 19 de octubre de 1898. ver nota 8. 
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En . el punto siguiente del mismo capitulo %2 dice que la fronten 
propuesta por el perito argentino en la masa. de la Comitlera haSta su 
punto extremo sur posee J~ mismas caracterfsticas. las cuales no lOO sola­
mente desfavorables para su utilización por el hombre. sino qur ha-eR 
de esta región la más .inhóspita de la Patagonia occidental 

Más adelante 23 agrega que la línea argmtina corre SQbre lu cumbres 
de la barrera de roca y hielo.· la línea de límite natural por excelencia 
entre las d(M naciones. tal como ha sido claramente estipulado en el 
Tratado de 1881. Culmina dicit-ooo que desde el paralelo de 45930' de 
latitud Sur, por una distancia de 390 millas. solamente una vez los cana­
ks del Pacifico· cortan el Cordón montañoso que es impasa.ble y cubi~to 
de -hielo y nieve a lo largo de toda su ext.ensioo. Agrega. por último, que 
la cordillera referida en los TratadOl, está siempre al Este de Chile yal 
Oeste de la Argentina. 

-En el capitulo ~iguiente 24 reitera la (:oincidencia de la lmea defron. 
tera entre el monte Fitz Roy y el monte Stokes, COlno así también su 
carácter de impasable~ Individualiza el11l6Ilte Fitz Ro)' (3370 metros! 
11.057 pies), el monte Torre (2960 metros./977 pies) • y otro pico de 
2740 metrosl8990 pies, dominando el ángulo Nor-Oeste del lago Viedma. 
Continúa diciendo que hacia el sur del monteFitz Roy las altas montañas 
continúan y l<nl campos helad.os alcanzan el nivel del lago. mencionando 
picos de 3170 metros/lOAOO pies., 3000 metros/9843 pies. 2970 metrosl 
9744 pies. monte Huemul (2670 metros/8760 pies) y 2640 metros/8662 
pies. los que se alzan cerca de un extenso glaciar ---el Viedma- que 
avanza dentro del lago. Agrega que aquellas montañas corresponden al 
nílmero 305 de la línea argentina. A los montes Campana (2570 metros/ 
8432 pies) y Norte (2950 metros/9679 pies)ios s-itúa al sur, como perte­
necientes a la precordiUera (no son puntos del límite) y separando las 
cuencas de los lagos Viedma y Argentino. 

Luego continúa mencionando al monte Agassiz (3170 metr05/10AOO· 
pies) el cual se eleva al Oeste del brazo norte del lago Argentino como 
también lo hace el monte Heim (2450 metros/8038 pies). También 
menciona el pico más agudo del monte Mayo (2380 metros/7800 pies) al 
<Iue sitúa al Oeste del lago Argentino, agregando que al Sur de éste 
continúan altas montañas que alcanzan 2260 metros/7415 pies, 2340 m~­
tros/7677 pies y 2700 metros/8858 pies, cuyos g1aciares alcanzan el lago. 
En el brazo sur desagua el lago Frío, alimentado por un eXttenso glaciar. 25 

A cont.inua(:ilm agrega una fotografía en la que se señala el monte Stokes. 

22 REPORT ', ob. cit. Chapter XXVI, 7. "Remarks on the Argentine line", p. 943.__ 
~3 REPOl\T..., ob. cit., pp. 945·9<K)_ 
24 REPOl\T ... , ob. cit., Chapter XXVII, 2. ''General configuration of tbe ground" 

p. 961. . 
25 REPOl\T ... , ob. cit., Plate CXXXII,p. 962. 
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GJatinúa analizando la linea al Este y al Sur del moate Stoles. la 
cpre si na ob~ de arbitraje~ Pero Moreno. toma el tema ~ la cordillml 
de Steles.., critic:a la uaza. que partiendo del D1ell €ionado mon,tt hacia 
el norte. c:Orre a lo largo de la cumbre del· mismo T tu.eJtt "ingeni... 
tnmer" laaciael &te en un largo tredto hasta el Paso. de Bagualts J 
(,.enliltera cJe' Baguales. Rei~raque el monte S&obs DO at4 cn'la cadena 
principal .la ~iI1era 5 y renueva laaitiea por la traza pretendUb 
por e.l perite eI,iteDO. 27 

En el cap(llllo sig,pient.e- divi<k la Cordillera por secciones trans.. 
venales ,compara ambas trazas. Al tratar la !«Óón número 91 a reitera 
la collConlall(:ia cle1as Uneas a partir del motlU Fitz Roy. En las secciones 
aúateI'QI. 92 y 9S. »dicc' que ambas lineas coinciden, aunque las allás motl­

,tañas DO hall tido inspeccionadas. "que es DlUy probable que la vertiente 
meDcionadam 10& tratadOs le ptesente en la ,1ína de las altas cumbres 3 

·Ias·que.pu.ecC pcrt.eD«et".•,.1DQIIte Agassiz. . 

..... aalmiaH con la parte' del .alegato. argentino que K OCUJlil-de 
JalOna, ~ mendollar I...·mnsideracionaq_ hace MORBO sobre 
fa ~4II'R~mpaiia.· 

Al 'Rtmne :al mapa D'-ero XI. '.que: u..pRDik lit _patagónia 
entre '- f99!8" , loa 52'!1l" de latitud Sur, dice que le muesuaJa coiaci­
dcnEia ele ..... UReas 'fimftJOfes ·~la tatitatt del IDOIItc Fiu Roy 
hasta :el uafte' '$tokcs, dMIo fl*leeD 'aktn!Che la diviloria oontineMaJ 
parece .incidir 4.DB!a adena principal. :loa AItcJes.. Ap:p tpt ea 
esta parte la div~ *» muestra las amdicioaaaJllOl'tDales que presea­
la desdeb ." huta 101 .f9'JO' de latitud Sur. Por IotaRto-, indica que 
todas las ...... fbrycn hacia el Atlántico. alQ exapción de .aqueu.. del 
flanco Norte ·cfd monte Stotes. que lohact'It ....lOI'Dwmeatr hacia .el 
Pacifico. 

c) 	 El l.audo· arbitral de 1902 y las opiniones del coronel Hofdich 

El 2& de noviembre de 1902 se expide la corona britanica. El Lau­
do, en su articulo ~,dice claramente que desdc el monte Fitz Roy hasta 
el monte StokeS, la línea de frontera ya ha sido detenninada,r en su 
artículo' 59 agrega que una definición más deta1lada de la línea de fron­

26 RueaT... , oh. cit., P. 964. 
27 . RBI'OaT ... , ob~ cit., p. 964. 

" 28 RBPOaT.... , oh. cit., Chapter XXVIIL 4, -rhe boundary from 409 S. Lat. to 5_ S. 
Lat.", 	 p. 1017. 

29 RBPOaT ... , ob. cit., p. 10M. 
30 REPOa'r ••. , ob. cit., P" 1036. 
31 REPO.T..., oh. cit., Chapter XXIX, "'Maps of the Southern Regioo". p. 1048. 
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lera 5e encontrará en el Informe del Tribunal Arbitral y en los mapas 
suministrados por los peritos de Argentina y Chile. 32 

El Informe citado, repite categóricamente que en esta zona, el limite. 
ya ha sido determinado por las dos Repúblicas. 33 

Ya se dijo que un miembro del Tribunal Arbitral había sido cOllli~ 
sionado para reconocer el terreno en litigio, y que esa designación había. 
recaído en la persona de Thomas Holdich quien, además de ser coronel 
del Cuerpo de Ingenieros Reales, era vicepresidente de la Royal Geogr~· 
phical Society. El coronel Holdich escribi<'> posteriormente ~obre su actua­
ción en el arbitra;e y dictó con.ferencias. También presidi6 la Comisi6n 
Demarcadora, que a pedido de los dos Gobiernos erigi6 los hitos fronte­
rizos en la Patagonia en el año 1903. 

De sus obras ~()Io se ha podido consultar T/¡e COImtries 01 lhe Killg's 
Award 34 y el discurso que pronunciara ante la sesi.)n de Geografía de la 
Asociación Británica, titulado "La cien<:Ía geográfica. Sus últimos pro­
gresos y sus necesidades actuales", 35 

La obra mendonada en primer término es un relato de su viaje· al 
SOl' de América, compuesto por una desnipd<'>n geográfi(:a, una evahla-. 
ción del potencial de ambos países -tanto el ('(:ont>mÍco como· el 
social y militar- Ht opinión política sobre las dos naciones y su inter­
pretaci<'>n de la nlestiún limítrofe, mlllO así también de la solucibn apor­
tada por el Rey de Inglaterra. 

. Hay muy po(:as referencias de la 'zona que se analiza no obstante lo 
cual, la misma ('ae dentro de una afirmación de Holdich en la primera. 
página de su Iihro. Allí dice que la Patagonia no había sido explorada 
lo suficiente, y menos aún relevada cartográficamente, basándose su 
conocimiento geogrMico sobre conjeturas' en la época en que se firmó el 
Tratado de 1881.:16 :\naliza el Tratado y su Prot.ocolo Adicional y Aclara~ 
torio, y dice que ambos fallaron al permitir que se admitieran diversas 
interpretaciones al' pretender aplicarlos a la conformación geográfica exis­
tente en el terreno. Dice. más adelante que políticos. juristas y geógrafos 
no han considerado que difícilmente un término geográfico que exprese 
un accidente natural pueda tener una interpretaci<'m inalterable. Un río, 
una montaña, una línea de costa 1) algo de una entidad geogrMica tan 
ilusoria (:omo el dit10rtillltl aqllarum. no siempre pueden ser reconoddos 

32 Oficina de Límites Internacionales, ob. cit., p. 355. 

33 Oficina de Límites Internacionales, ob. cit., p. 363. 

34 THOMAS HUNGERFORD HOLDRICH, "The Countries oC the King's Award", Londres, 1904. 

35 Publicada por pI dial"Ío La Nación, de Buenos Aires, el 26 de octubre de 1902. 


Otras obras de Holdich relacionadas con el tema son: "The Patagonian Andes", Royal Gro­
graphical Society /ournal, febrero de 1904, p. 3 Y "Geographical Problems in boulldary 
making". Geographical /(Jurnal, t. XLVII, p. 426. 

36 HOLDlCH, oh. dt.. Chaptpl" 1, "Historical and Retrospectivp", p. 1. 
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ine([i.livocamente en todo tiempo y lugar.:n Finaliza el capit.ulo diciendo 
que toda esta incertidumbre geográfka nm(:edib un amplio campo a 
la retbrka imaginativa. 38 

A la zona déló~ glaciares que se. ennlentrélll en el límite entre ambos' 
paises. el '(:oronel Holdich la trclta mlay ptx·o. Lo lmÍ<:o que dke es 

. (Iue al Ot"Ste de los lagos Argentino y Viedma. ningllllexplorador puede 
decir nléil es la rcal conformaciún de la gigantesca masa de montañas 
('onfinadas pt)r hielos. Una grandiosa ruranad.,n de gladare~ que akanzan 
las wstas ocddentales de dich~)S lagos es algo muy dificil de imaginar. 
;agregando que si hien es fácil a('ert:arse. e~ imposihle pasarlos. 

Menciona ademéis la probabilidad de la existencia de un pasoquc 
nmede los valles superiores del lago \'iedma c..:on las salidas al Padfko. 
situado al Norte del monte Fitz Ro)' y al Sudoestt.' del la~"() San Martín. 
Si ello es así. la linea del límite entre los dos Estados nuza el glaciar en 
este punto. 39 Su ohra tiene un map.1 adjunto. En el mismo se grafica la 
linea entre amhos montes con una línea rena que parte del (:erro Fit7. 
Roy hada el Sur y luego se tuerce hacia el Sudeste para akanzar el monte 
~~. . 

En la conferencia mendonada también seem:uentra una referenda 
directa a los glaciares. Bajo el título "Los ventisquerossudameric..:anos". 
Holdich habla del inmenso campo para la investigad«m que éstos ofrecen. 
nnuparándolos (:on 1m del Himalaya, pero haciendo notar <¡ue el 
.ln:eso· a )os patag<'micos es mucho más fácil. No se expide sobre el límite 
él(:urdado por los peritos, quizás por haberla pronunciado casi un mes .mtes 
que ('1 Rey Eduardo VII (:omunÍ<:ara su dedsibn a amhos países. 

d) La demar(:ad()n de 1903 

Mientras se desarrolla el arbitraje, Argentina y Chile se ponen (k 
anlerdo pata solidtar al árbitro que nomhre una comisión para que fijt' 
ene! terreno 105 deslindes que'ordene su sentenda. 40 

Lac·{:Omisi()n. l>etnarcaoora nombrada pt>l' el ¡irbitro estaba· p ..esid~(lit 
por el coronel· Holdich. e integrada por lo!! capitanes Oickson, Thompson. 
Rohertson y Crosthwait. y por el teniente Holdidl. 

Cómo t'S 16g~co suponer, esta Comisiún no se encarg(\ de demarcar la. 
mni' del límite que corre entre los montes Fitl Roy y Stokes. Pero en 
SUli informes. los demarcadores han mencionado dert(')5 elementos qlle 
pueden ser tomados en cuenta. 

31· BOLDICH. ob.. c:it. p. 2­
38 HOLDICH, oh. cit., P. t7. 

39 HOLDICH oo. cit., Chapter X. "P.dfic Coasts .nd Routes Therefrom", p. 173. 

40 Oficina de Límites IntemaciOllllles. oh. cit. Acta del 28-5-t 902. pp. .506-501 . 
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El l'esponsatile de la. demarcad()n en el lago San Martín y en el 
Seno de la Última Esperanita.ftu> el t!3pitán Cro5thwait.Uaa vez finalizada 
su tarea, ele\'" un infonne sobre la misma, 4. donde t"xpresa que el ·ceTfiJ 
Fitr. Ro" parece .eHal1mucho or.isal oriente de JaHnear..:generaL de Jacor· 
dillera, .exactamente como lo ~uponía el ingeniero Jkrtrand, que era el 
delegado chileno en esta subcomisi6n. También dice que hacia el centro 
de la extremidad occidental del lago, un ventiS<Juero muy ancho ba.ja 
hasta el nivel de las aguas, el mal "'-según la tradición- akaniaría el 
Pacifico. Dice que si así fuera. la divisoria continental de las aguas se 
em:ontraría a lo largo de la <..Testa.de este venti~(luero. 42 

Finalmente. el ulmnel Holdich elevc; un in.forme general al Subse· 
cretario de Estado brit;ínicu. en junio de 1903. en el cWlI flama 1.. alen· 
ruin sobre las observac:iones del capitán Crosthwait respecto de la dispo­
sid(m del monte Fitz Roy. Y la probabilidad de que btcno se encuentre 
en la línea prtndpat de la división de aguas. peTO cree que CIi(a t:uC!'tión 
neasila mayures pn¡eba$ y no invalida en manera alguna el faUo.43 

III. EL PAItQUE NACIONAL Los GLACIAIlES 

1. (;n~aLiÓlI 'Y delimitm'ió" 

El 29 de septieu\bre de 1934 .fue c.:reada por 'ley 12.103. la nireccKJD 
de Parques Nacionales, bajo la dependencia il1111ediata del Ministerio de 
Agricultura. segllli lo establecido en su 3rtÍt:ulo primero. En el año 1m. 
la citada Dirccóc)n propone la creaci';n de nuevos parques nacionales y 
efectúa unapubticari()fl que contiene los proyectos de raervas para la 
creaciéJD de los mismos en los entoDces territorios nacionales del Neu­
quén. Chuhut }" Santa Cruz. 44 

En esta obra se publit:a el Informe de la Cuarta Comisión Exp:ora. 
dora. a cargo del presbítero A'lberto M. de Ag05tini. S. S., correspondiente 
al Parque Nacional Los Gladares. 4S 

'Dkho InIonneserefiere a los glaciares como "inme....:riosdehielo.··, 
-W.ambién diGequeal-'(·)Cddente de ,los:'iagus'Viedma. ,.c~tillf"..e,aww 

41 Oficina de Limites Internacionales, oh. cit., "Informe acerca de la de_n:lICión dd 
límite entre Chil.. y la }\epública A~nti-.. en el Lap San Ma.·tin y en la ,... dd 

'SeaG • LaÚltíma .Esperaaza. ,tJ« el CapitU H. L c.-daw,1Iit, ..... ' •. '!F_ ,....... 

Informe especial sobre el Hito erigido en el 1Ap Sen Martín",.,.,. __JJ....... ' • .te 
,_ de -1903. 

42'Oficinade Límites·lnternac:ional, 6b. cit., p.J11. 
43 Oficina de Límites Internacionales. ob. dt., ''1m-- de la Ca_i..._·tIe .J.J.iIH 

ampno-Aqea,tiDa delCorone1 .Tbomas R HoI&ich, JtC.M.G~ K.C.U:..c.B.. e _. .. 
.S.M.:8.'fI'BFala~~limitf' ~ -dIiIeRo, al S~.eIIiIie·.''''''''". 
Londres., 30 de junio de 1903, pp. 278·281­

44 DnU!.CClÓN Da .P".QUIlS NACIONALES, N_ Porque. NlICi-'a. ___ Ains,t~. 
45~ ... PAIIQUD NACIOI'fALll!S, oIt. cito. pp. tl!l·t4ll. 

-58­



lIIIa elnadac:adcna de .....aaiias. todavíacn gran partt claronoc:i&J. 
kiaaa __ adelante que ~ el kjaao horizonte asoman mtre la br... 
lila tDisteno.a de la alta confinera Uinmcmos y majatUOlOS ríos de hielo". 
que derriten ... úentes en Juaguas azUla del Jago.. 

Cuando describe la zona del lago Argmtino dice qutla belleza del 
piar UpaJa es realzada por la cordillera nevada que comtituye el 
divortium 4q1UlTUm entre Chile y Argentina. con imponcnta picos. enttt 
los cuales sobresale en altura el gran macizo del Murallón. 47 Mois adelante. 
TCfrriéodoee al cuno del ventisquero Vicdma, dice llue lleva la diRa:iáD. 
Norte a Sur en la parle supnior~ paralelamente. al cordón ttntral de.lfmi.. . 
tes del divortikm aqU4flUm entre Chile y Argentina. en cuyo CU1'IO ndbe 
caudaklDs conicntu de hielo.,.' Ademois~ iDCOl"pODal·informe técnico uo>' 
mapa. q,ucmuesua los limites del pallJue proyectado. 

La obra que se menciona incorpora· el proyecto de Icyelcvado 
por el Poder E,Fcutivo al Honorable .CongRso ele' la Nación. el 21 dt· 
septiembre de 19!J6, por intermedio del CItarse propoae la cread6ade 
DtIn-OSparqua nacionales.. tt En su artkulo 19 propone la aación del 
Parque N~L Los Glaciatu en,el terntorio. BIICioRaIde Saata Cruz50 
yen-su,.artkulé.~. apartadOd).;.. pwponcfiju como límite e19pientc: SI 

Al DOrte la. J.mee. u.u.. riel ~. _rllDCa del ..w-.. --.le del 
Jete 181. procm.. al Norte del cena F. lIDy .•• _ .... ciar coa el ..... 
internacloaaI. CIII'aI del lUto 63. Desde este· paatO. ___ er limiIIt ÜIIIr.... . 

naciooal huta dar con la proJongaocióndel limite &te del ~ t80. Des­
ele este punto u.ue hacia el Oeste. hasta volver a encoDtrar el límite 
internacional con Chile.. Y por fin cIetde este punto hasta dar _el 
punto de arnJllllleel límite 10 OODStituye el limite iDtel'Dllcicmal _ la 
República de aüle. La IUpeñu;ie aproxiDalld. .. de 60.000 ..... 

En mayo de 1937 el proyecto mencionado es receptado por el decreto 
I05.4~3/37. 52 l1ste introdu.:c una modificación: en lugar de reproducir 
el texto del proyecto lo modif"aca diciendo que 

al norte la li.. limite del parque arraaca del etqUinero Nen.te del 
lote t8t, próximo al Noaw del ~ t81.5S 

F~ta dife1'encia e~ modifit:ada por.'el' decreto 125.596/38 54 el cual CICa­
Mece en su artículo 1(J, incito d). que el límite Norte de la Reserva N. 
cional Los Gladares arrancará del esqui.-aero Noroeste del lOte )81. 

46 DIua:aów. PilJlQuES N~.......·•·cit., p. .1i2: 

41 ~.,_, P-oUD .~....... _cit....... Ilt.;, 

.. lJIucaóaw .. Puquu NAiCIOI'f....... at.. JI. •• "';" 

49 Dra.x:aóN DE P,uqUD NACIONALES, aIt. cit.. pp; 147-15'. 
5& n ... _ p~N_u. ... át.....Jil....... . 

sr 0JJi.wca6i¡w... YMlQUD N~A1.1t5. olt. cit.. .... -'ISI: 

52: ~; ..;.'u';_:._,.., "H§.V,,;;; 

53 Decreto 185.433/37, en. 29. ÍllCileI) 

54 Did.doel 16 de (c'hrMo _ 193&..' . 
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próximo al cerro Fitl Roy. Posterionnente, en el año 1942 se modio 
ficar,l el límite de la Re~erva, en una zona que no interesa al presente 
trabajo. 55 Unos años más tarde, el decreto 9504/45 56 declarará Parque Na­
cional a la Reserva Los Glaciares, con los límites establecidos en los de(:re­
tos mencionados 57 y. linalmt'nte, la ley 13.895, 58 ratificará dicho decreto. 

En 1955 se promulga la ley 14.408 59 por la que se provincializan los 
t.erritorios nacionales, entre los que se encuentra Santa Cruz. En su artícu· 
lo lQ, inciso c), establece que esta provincia limitará " ... al Oeste; por la 
línea divhoria con la República de Chile ... " La norma citada. en su 
artículo IOQ, establece que los parques nacionaks quedarán en eJdominio 
de la Nación. 

Tres años más tarde. se dicta el decreto-ley 654/58. En su artículo IV 
que modifica el artículo 11 de la ley 12.103; se declara reserva a los efectos 
de la exploracibn y explotación minera a las zonas comprendidas dentro 
de los parques nacionales. monumentos naturales, zonas de protección .o 
se Ivas vírgenes. En 1:1, reservas nadonales podrá realizarse la exploradón y 
explotación mint':,l por organismos del Estado, previa intervención de 
la Direcdún Genn,d deP~trques Nacionales. En su artículo 5Q, inciso g) . 
establece que {¡.J:Hnuará perteneciendo al dominio del I':stado Nacional 
el Parque Na¡"f",:tl Los Glaciares con los límites señalados por los decre­
tos 105.433/,,:', i::'!i.5!Ui¡38 }I 129,433/42 ya mencionados. 60 

En 1970 se dicta una nueva norma sobre Parques Nacionales 61 que 
reitera en sU artículo 12, 2) que "Los Glaciares" integra el sistema de 
parques nacionales y sólo hace referencia a los deaetus 105,433/37 y 
125.596/38. Un año después, otra norma establecerá los límites de los 
parques y reservas nacionales. Será la ley 19.292. 62 F.n ella se establece que 
se declara parque nacional a las superficies comprendidas dentro de los 
límites que má!' adelante se expresan. En este primer artículo en su pun- . 
to 6. se incluye al Parque Nacional Los Glaciares. 

En el artículo 39 se fijan los límites de los parques. En su punto ti, 
trata el tema de Los Glaciares. Se reitera que 

SS Decreto 129.433, del 2 de septiembre de 1942. 

56 Dictado el 28 de abril de 1945. 

S1V«artícule79. 

58 Publicada en élBoletinO/icial, el 31 de diciembre de t 9+9. 

59 Publicada en el Boletín Oficial, el 30 ele junio de· 1955. 

fiO Promulgado el 21 de enero de 1958. Publicado en el BoletÚl Oficial el 7 de febrel"O 


de 1958. 
61 Decreto-le,- 18594/70 de Parq/U's Nacionales, Monumentos Naturales y Reservas 

Nacionales. Su decreto reglamentario 637/70 r demás nor17UU legales 'Complementarias. Texto 
, tlet:Nto-ler 20.161/73, Ministerio de Economía. Secretaría de Estado de Recursos Naturales 

y Ambiente Humano, Servicio Nacional de Parques Nacionales. Buenos Aires. t 973. 

62 Sancionada y promulgada el 10-11-1971. 
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por el norte desde el límite internacional con la República de Chile, la 
línea. límite del parque arranca del esquinero noroeste del lute 18t, pró­
ximo al cerro Fitz Roy... en la desembocadura del río Frío. Desde 
aquí una línea con rumbo sur hasta el límite internacional con la 
República de Chile en la prolongación del límite este del l«Jte 180. Des­
de este punto sigue hacia el oeste hasta volver a encontrarse el límite 
internacional con la República de Chile, por el oeste el límite lo cons­
tituye el límite internacional con la República de Chile. 

En su articulo 49 se fijan los límites de las reservas naturales. De las 
tres reservas que se crean en el Parque Nacional Los Glaciares, sú)o la 
Reserva Nacional - Zona Roca, se encuentra sobre el límite. El tramo 
('orrespondiente es descripto en el punto 2 del mencionado artkulo: 

... desembocadura del río Frío. Desde aquí una línea oon rumbo sur PO'" 
el límite este del lote 180 y su prolongación hasta el límite internacio­
nal con la República de Chile, desde aquí por el límite internacional COIl 

la República de Chile hasta encontrar el esquinero del lote número 
175" .. hasta llegar al sur de la chacra VIII. Desde aquí continúa por 
la costa del lago Rico. hasta encontrar el punto de arranque d.. la pre­
sente descripción. 

Finalmente, en el año 1980 se dict.ó la ley de parques y reservas na(·io· 
nales y monumentos naturales,63 la que e~·tableceen su artículo 32 que el 
Parque Nacional Los Glaciares integra el sistema que estructura la meno 
cionada norma, reiterando la vigencia de los decretos 105.433/3-7. 12!i.59(i¡ 

. 38, decreto-ley 9504/45 y ley 19.292, como así también las tres Rest'n-as 
Nacionales Los Glaciares creadas por ley 19.292. 

2. 	11lgreso del Parque Nacional Los Glaciares II kl Lista del 

Patrimonio Mundial (UNESCO) 


La 	República Argentina es parte de la Convención para la Protec­
ci(in del Patrimonio Mundial Cultural y Natural, celebrada en el año 
1972, dentro del marco de la UNESCO. Su objeto es el de colaborar con 
los Estados para proteger bienes culturales y naturales mediante un 
sistema de cooperación internacional. 

La Convend6n establece un mecanismo mediante el cual los Esta­
dos prolxmcn la" protecci6n d(' esos ¡,ienes situados t'n sus respectivos 
territorios, pero respetando siempre la soberanía del Estado sobre cuyo 
territorio está situado el bien, además de establecer el deber general de 
la~'umlmi<bd 'iflte1'nacÍORal 'de .cooper.arpan 'stl':protetr.ión .(:tllDDfl'lrte 
de laht'fencia universal. 

En el año 1981, de1 26 al 30 de octubre, tuvo lugar en"Sydney. Auso 

, tralia .. la V Sesilm del Comité Intergubernamental encargado de la apli­

(j] Sanción y prr>muIgación el 5 de diciembre de 1980. Publicada en el Boletín Oficial, 
el 12 dI' diciemhrl' de 1980. 
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ación de la Conve.ociGa. .Daraote .141 misJaa ~ coasideré. el pedido dr 
jna'ripciÓD ckl Parque Nacional Los Glaciares en la Lista de'l Patrimo­
nio Mundial, solicitada por la RepúbTica Argentina el 28 de enero del 
mismo año, a raíz de una propuesta' efectuada' por. la entooca lliRuiéJa 
Nacioaal de Parques Nacionales. El COmité del Patrimonio Mundial 
solicitó la opinión técnica de la Unión Internacional para la Conserva­
dón de la Naturaleza y !-U5 Recursos. la que. recomendó. en marzo de 
1981. la iDscripción solicitada. por ser un ejemplo important.e del desa­
rrollo gcológico.glaciario. estar habitado por especies raras como el cla­
vo de lus Anda mrridionales y el· cóndor.· .. y constituir una región cIt! 
bellczanatural excepcioruU. 

En; la reunión de· Sydney. el representante chilet» ante el Comité 
manifestó verbalmente ciertas reservas, e hizo alusión, auna- disposición 
contenida en el artículo ll~ inciso 3fl ele !la Convencié& de 1m que 
prevé qur: 

la imcriJlcióa de UD bien aituadoen UD ten:itorio qIIe lea; objeto.del." X MCiáa ._&iIIIÍ& .. ;'io6wiiúo JIIi' ... * ___ .... 
DO· prejwlpñ nada sobre ..,. derecho.. dé Iaa partes. en litigio. .' 

Luego pt:~seDtó ODa nota al Presideate ckl Conliti en laque YUelve a 
melkiona. el a._ro n. 

Er delegado 'argentino conlestÓrechazando esa' declaración a la que 
califid) de improcedente. ya que toda la extensión .<Id Parque Nacional 
Los Glaciara se encuentra ubicada incuestionablemente en territorio 
argentino. También agrega que es la primera vez que Chile pretende cues­
tionar los límites en esa región, ya que el parque nacional fue creado en 
1937 existiendo una ocupación argentinae-fa:.tÍ\·a. IlaCífica y no contes­
tada hasta bol' de toda esa_. 1lR' Ir pertenea- por el Tratado de 
.t.hnites firmado entre la Argentina y Chile, en 1881. 

Finalmente. el Comité del Pat.rimonio Mundial decidi¡' inscribir en 
la Lista al Parque Nacional Los GIaciaIa. _aQJerdo con 10 proput"ato por 
la RepúbliaArgentina "j con lo recomendado por la lJni¡'n Internacional 
para la Conservación de la Naturaleza y sus Rt'cursos~ 64 

'El 51 de octubre de :1981, el diario El Mert:uriu, de Santiago de 
Chile. puIIIica lo ocurrido en. Sydney. i5- Agrega. además. una nota del PTe­
sifIC _,~_"'Q "i ···.~· ..... t'fifn·Ét.' ......'.........~,~ .... ,;" 

6t Se .. lltiliuelo ,..1& redKcióa del presente t .. ma el c-umcado • Preasa 
....' • _ .. el ,., .. e n. el. ..... Lwriura y. c-. ...... :a..p,;Wic. ­
A....... el .. 30'" lII:hJIft ~.t98f'; .- fw publiéado en su totar..... ·porel·tti!Irio·r..o,.-._ .... ~ .. J.i' ...·.......,_tgsl;... 

iS D artkule le titula .. p ...... Los Glaciares. Chile preeisa ca- . _ está aúa cIemar­
c..... 

http:objeto.de


la reserva efectuada por los observadores chilenos. En la misma mani­
ficua que 

...... parte del área ... aiItce el cfenomiudo por Araentina "Pana­
. f\{.cioul Los GlaciareS"'1aa sido dejada para la úItiJma etapa de lnIae­

jos poi" la propia Ooaüsión Muta, .teDdid.. las carac:teriJticu téc:Dic:as 
de la zona (. _.) esIraiía que el paú vec:mo haya precisado el are. no­
minada "Parque Nacional Loa Glaciares" sin que aÚD iDterYenp la 
Comisión Mixta de ~ OWe-Arpntina. 

El día siguiente, la Embajada de la República de Chile en Buenos 
Aires emite un comunicado de prensa en el que expresa que 

_ ha emtido la iDtención de plantear un asunto de IOberania, siDo cleja!' 
constancia de un hecho cierto • fin de evitar posibles deliDtelipnc:iaI 
en el ámbito del mencionado oqanismo internacional ( ... ) Chile estu· 
-.. ..~ •. -.:tilIA .. wllIci8res lIe ., iurisdiccióD ea la LiIta· 
de la UNESCO." 

IV. CoNCLUSIONES 

En el año 1881 ambos pafses determinaron su frontera común. Para 
ello establecieron un criterio que fue reiterado en 1893, en el Protocolo 
Adicional y Aclaratorio del Tratado de Limites. Estos acuerdoscODIti,. 
tuyen la operación jurídica y polttica median~ la cual se determinó el 
emplazamiento de la Unea divisoria, deftOlllinada delimitación. Una vez 
concluida esta etapa, debía procederse asu materialización enet terreno. 
Esta operación, posterior se denomina demarcación. 

En la zona que se estudia, esta segunda operación fue llevada a" cabo 
en varias: etapas. 

En una primera etapa se designaron comisionrs demarcadoras con· 
juntas, las cuales, al no poder llegar a un acuerdo, dieron lugar' a la reu­
nión de los peritos en 1898. Esta segunda etapa estaba prevista en el 

"aTtkuIo 19delTA(adodel88L 

La demarcación permite. a su ~diferenciar dos eu.pas. La prime­
ncle ~tlu c:otTCIpOIIICIc a la opcraciÓDintel«tualdeacordar Iosptmt05 
de la Corditletapor los cuales debe correr -la traza limítrofe. La segun. 
da cooaisteen erigir hitos en aquellos lupres en los que per la confor· 
mación del terreno es necesario indi«....ar mediante un signo auxiliar el 

. punto por el cuaJtraDSCurre b:liDeadel limite. No debe olvidarse que 
c:omo raldtadodef tlaacuerdo de ·.peritos. fue 'necesario recurrir ~ 'dos 
'arbiuaja para'ddiwiiary .- __ 'tRI ,'.euora.de ·,tafnJllkTa '00II 

••Mi:...... el'6ario ü ........ ·.-.-"iAias.d,{9>.,_c" '.r.Ie -aet. 
a ...... _ titula "Adanción cha- ... el' ........... GJ.:iara". el c:uaI' .....,... 
...... la DGta del Pr••ilmlle de la c-wón a.ileaa. Limites, ~ en la ............. 
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Chile: la Puna de Atacama por el Laudo Buchanan, y el Paso San Fran· 
cisco y la Patagonia por el Laudo británico de 1902. . 

Estas operaciones una vez concl~idas, dieron lugar a la reunión de 
los Direct.ores de las Oficinas de Límites de ambos países. quienes fir· 
maron varias actas aprobando el alindamiento (demarcación) de la fron. 
tera. desde el cerro Zapaleri. punto trifinio entre Argentina. Chile y 
Bolivia, hasta el Paso Pérez Rosales. situado en la Provincia de Río. 
Negro. 67 

Desde aquí hasta el paralelo de 529 latitud Sur. la delimitación y 
demarcación habían sido dadas por la Corona Británica en 1902 y por 
la Comisión Demarcadora de la misma nacionalidad en 1903. como así 
t.ambién en la zona del lago Lácar y del Paso San Francisco. 

De lo expresado surge que en la zona que va desde. el monte Fitl 
Roy hasta el monte Stokes no fue aprobado alindamiento alguno. No 
obstante, del acta del 19 de octubre de 1898 (ver nota nQ 7) , de las pre­
sentaciones ante la Corona Británica con motivo del arbit.ra.je. y de la· 
mención expresa que se hace en el laudo de 1902 surge que existib una 
voluntad coincidente en la zona con respecto a la delimitación. Sin em­

. bargo. en el momento de aprobar la demarcación del límite. este es el 
único tramo que no se consideró. 

De todos modos, existen pautas que permit.irán interpretar cuál 
fue la voluntad de las partes de la zona. En efecto, el Tratado de 1881, 
adicionado y aclarado en 1893 por un protocolo. establece el principio 
general a aplicar en este tramo del límite: la línea correrá por las cum· 
bres más elevadas del encadenamiento principal de la Cordillera de los· 
Andes. A su vez, dentro de las cumbres más elevadas deberán escogerse 
aquellas que dividan aguas. pasando la línea del límite por . entre las 
vertientes que se desprenden a un lado y otro. 

Una vez determinado el principio aplicable, corresponde analizar 
dónde lo han localizado las Partes. 

De: las constandas que se han mencionado a lo largo de este traba.jo. 
surge que una sola vez· ambas naciones han expresado oficialmente por 
d{mde corre el límite entre el monte Fitz Roy y el monte Stokes. Esa 
traza ha sido expuesta en las respectivas presentaciones efectuadas ante la 
Corona Británica con mot.ivo delarbitra.ie ... llevado a cabo a principios 
del presente siglo. . 

Chile individualiza dos tramos de la Cordillera de los Andes, uno a 
continuach;n del otro. Al tramo situado al Norte. lo denomina Cordi. 
llera del Chaltén. Este era el nombre indígena del monte Fitl Roy y 

67 Oficina de Límites Internacionales. ob. cit.• pp. 380-387. 
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de otros cerrm de la zona. La denominación con la cual se conoce hoy 
al IIlt"ncionado accidente orográfico le fue dada por Francisco Moreno 
en 1877.· 

Este primer tramo divide la hoya hidrográfica d.e1 lago Vicdma. 
que desagua en ei Atlántico por el· río Santa Cruz. de las vertientes chi­
lenas que van a desaguar en los canales del:padfico. Ahora bien. cuando 
Barros Arana describe la traza chilena. además de aclarar que en esa 
lOna hay acuerdo. dice que la línea chilena continuará por las altas 
cumbres, y agrega que las mismas se encuentran situadas. en el origen 
de los río!- de hielo, donde ellas emergen. 

POI' su parte, Moreno reitera que entre el monte. Fitz Roy y el 
monte Stokes, las líneas de los peritos coinciden, y que habida cuenta 
del acuerdo expresado en el acta de 1898, esta zona no ha sido sometida 
a arbitraje. Además. partiendo del monte Fitz Roy, individualiza una 
serie de cerros. A algunos los designa por sus cotas y a otros por su deno· 
minación, agregándole sus cotas respectivas. No hace diferenciaci()n entre 
la Cordillera del Fitz Roy y la Cordillera de Stokes. 

Barros Arana' no precisa cerros ni cotas para la Cordillera de Stokes. 
pero se preocupa por tornar indubitable el accidente geográfico cono· 
cido por monte Stokes. 

Hasta aquí la mencionada coincidencia de los peritos, que sería tal 
si Barros Arana no hubiera expresado sus dudas acerca de .Ia localización 
de las cumbres efectuada por Moreno. citando el caso del cerro Agassiz. 
ni hubiese hecho alusión a la eventual modificación de la traza argentina 
a medida que se fuera conociendo me.jor el terreno. Tampoco hubiera 
destacado la contradicción de Moreno acerca de la localización de la 
divisoria continental. 

Esto nos permite concluir que el acuerdo de los peritos no fue tal 
en el recorrido de ~ste sector de la Cordillera y, por lo tanto, de la 
traza del limite. Están de acuerdo en que el monte Fitz Roy es un punto 
dd límite. También lo están con respecto al monte Stokes, aunque 
reciente cartografía chilena publica como punto del limite al cerro Dau­
det, situando al monte Stokes en su totalidad dentro del territorio de 
Chile. Un ejemplo de ello es el mapa incluido en el Documento Téc­
nico de Trabajo NQ 19 (Proyecto FAO/RLAT/TF 199)· sobre el Plan 
de manejo del Parque Nacional Torres del Paine, editado en Santiago, 
en 1975, por la Corporación Nacional Forestal y la Oficina Regional 
para América latina de la F AO. 

68 Ver la obra de FBANClSClO P. MoaENo. Via;t' ti la Palagon;a Austral, 1876-1877. 
Buenos Aires, edición ele 1982, pp. 311-312. 
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A 'su vez. la 'coincidencia sería tal si los cerros individualizados' por 
Moreno coincidieran con las cumbres que emergen de los campos de 
hielo mencionadas por Barros Arana. De lo contrario, los peritos de­
marcadores de hoy no pOdrían localizar tal coincidencia como parece 
demost~rlo el ejemplo 'mencionado, si (ueratal la postura oficial chilena. 
Además, la mención de Barros Arana' acerca de la localización del cetro 
AIfclSSiz echa sombras sóbre el mentadb acuerdo. 

• ~ 1. \ 

El Laudo' de 1902 recoge la coincidencia de los peritos en forma 
expresa, perb el 'coronel Holdich se permit.e ciertos comentarios contra­
rios, tanto en su obra como en su informe. No puede interpretarse de 
otra manera su opinión acerca de la inexistencia de un explorador que 
pueda decir cuáles la real conformación de la masa de montañas confi­
nadas por hielos. Por otrá parte, el mapa incorporado a su obra, al utili­
zar doslfneas "rectás para gralicar la traza del límite no aporta claridad 
a la cuestión. Tampoco lo hace la conferencia pronunciada meses antes 
del Laudo, donde pone de. manifiesto el amplio campo que para la inves­
tigación ofrecen los ventisqueros sudamericanos. 

Desgraciadamente tampoco pueden extraerse conclusiones favora­
bles del Informe de la IV Comisión Exploradora en donde se expresa 
que al Oeste de los lagos Argentino y Viedma se y.ergue una elevada 
cadena de montañas "en gran parte desconocidas". No obstante, hace 
alusión a la cordillera nevada que constituye el límite, y menciona como 
punto por el cual transcurre el mismo al cerro Murallón, el cual no e.s 
individualizado por su nombre ante el Árbitro por ninguno de los 
peritos. 

Otro tanto puede decirse de la legislación referida a la determina. 
CUlO de los límites de la Provincia de Santa Cruz y del Parque Nacional 
Los Glaciares, donde se utiliza el término "límite intemacionalcon la 
República de Chile", sin especificar el recorrido del mismo. 

Finalmente. el intercambio de opiniones ocurrido en Sydney, en 
1981, permite reiterarla duda acerca de la ,existencia' de un acuerdo. 

Esta cuestión demuestra que la zona no ha sido demarcada y que no 
~xjste una opinibn coincidente acerca del recorrido de la línea limítrofe. 

Por otra parte, cabe agregar que si bien existiría' al menos un 
€rite"io para determinar' cuáles son' las altas cumbres divisorias de aguas, 
no puede decirse lo mismo acerca de esas aguas. 

No cabe duda de que los glaciares están formados por agua en estado 
sólido. Por lo tanto, resulta evidente que las altas cumbres' dividirán 
aguas. No existirán problemas graves siempre y cuando emerjan de los 
hielos cerros que puedan ser considerados divisorios de aguas. Pero sí 
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puede afirmarse que tales dudas "podrán presentarse si un glaciar alcan­
zara la vertiente atlántica por t"l Este y la vertiente del Pacífico por el 
Oeste. 

La única mención que se ha encontrado sobre este tema correspon­
de a uno de los demarcadores británicos, el capitán Crosthwait, quien 
en su informe al coronel Holdich mani.festó que si tal presupuesto se 
produjera, la divisoria de aguas se encontraría a lo largo de la cresta del 
ventisquero. El demarcador ~e refería al glaciar Viedma. 

Esta conclusión sería la más acertada, de no existir un problema 
insoluble: la cresta del glaciar puede sufrir modificaciones, ya que es 
inestable. No obstante lo expresado. puede afirmarse como principio 
general, que a la cresta del glaciar corresponde una cresta rocosa sub­
glacial. Ya se ha expresado que el hielo del glaciar es un cuerJl(> cuyo 
estado físico le permite adaptarse a las formas que le impone el terreno. 

Como no siempre se cumple el principio general, que permitiría 
determinarla cresta mediante una simple operación de comparación de 
altimetría, puede pensarse en la necesidad de determinar la conforma­
ción de la topografía subglacial. Pero esta tarea es innecesaria, habida 
cuenta del estado de evolución de la tecnología aplicable como así tam­
bién de la naturaleza del problema, puesto que la cuestión a resolver 
es el recorrido de la traza limítrofe por sobre la masa de roca y hielo y 
no por debajo de ella. 

Entonces, cabe preguntarse en qué consistió el acuerdo de los peritos. 
La respuesta se encuentra en sus afirmaciones acerca del carácter im­
pasable de la cordillera en el tramo que va desde el monte Fitz Roy has­
ta el monte Stokes, donde se puede definir claramente que hacia el Este 
de esa masa de roca y hielo hay un país y hacia el Oeste otro. Con ello se 
cumple con la cualidad esencial de todo límite internacional: fácil de 
diferenciar y difícil de pasar, criterio por demás satisfactorio para solu­
cionar en aquella época el problema, en una zona de características tan 
particulares y poco conocidas, aún en nuestros días. 

GUSTAVO CRISTIÁN BOBRIK 
Universidad de Belgrano 
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LA CONTROVERSIA ARGENTINO-BRASILE1QA SOBRE EL 
APROVECHAMIENTO HIDROEL~CTRICO DEL RrO PARANA 

y EL ACUERDO TRIPARTITO DE 1979 

SUMARIO: I. DucuPCIÓN GIIOOBÁPICA: 1. Limite,. 2. Régimen laUlroló1JÜ:o 
del río PtlTanD. 3. La lltmuula singularidad pofJ1'tÍfics. -La soberanía vertical. 4. Lo6 
aprOlJllChamimtOl hitlroeléctriC04 binacionalR. - 1I. LA. OONTaOVEllSIA: 1. RIoI 
interntlCionalR. Problemática ptuticultu. 2. Corpw-Ittsipú: a) Ant«edentes históri­
COI. b) Evolución del problema. c) La posición argentina y el derecho internacional. 
d) Aspectos técniCOl y jurídicos. - 1I1. EL AcvBllDO TRIPARTITO DBL 19/10/79. -
BIBLlOOBAFiA. 

1. DESCRIPCIÓN GEOGRÁFICA 

El TÍo Paraná nace en Brasil, enmarcado por la Sierra de Amambay 
al oeste y la sierra de Panarapiacaba al este, de la confluencia de los ríos 
Paranaíba y Grande y recorre desde este punto unos 2800 km han.. 
desembocar, junto con el Uruguay, en el río de la Plata. 

Este recorrido se distribuye de la siguiente forma: 870 km desde su 
nacimiento hasta su confluencia con el río Iguazú, 360 km desde allí 
hasta la ciudad de Posadas (República Argentina) y 1580 km hasta su 
desembocadura en el río de la Plata. 

El área total de la cuenca de drenaje del río Paraná es de aproxima­
. damente 2.000~OOO km2, de los cuales 933.000 km2 corresponden a la cuen· 
ca ubicada aguas arriba de la ciudad de Posadas (km 1580). La cuenca 
aguas arriba del río Iguazú abarca un área de 820.000 km2, pero aporta 
el 75 (Jo del derrame medio del tramo. 

El afluente principal del TÍo Paraná entre los Saltos del Guayrá (o 
Sete Quedas) y la ciudad de Posadas es el río Iguazú. 

El río Paraná presenta distintas características a través de su ren,· 
nido. Así puede ser descripto como un río de llanura hasta llegar a los 
Saltos del Guayrá, a partir de allí hasta pocos kilómetros antes de Posadas 
('one por un abrupto cañc>n, asumiendo posteriormentt.> la forma de un 
río de llanura. 

La cota -de ~us aguas -o sea la altura de las mismas con relaci(m a 
las del nivel del mar- sufre bruscos cambios en su tramo. encañonado. 
Así. la cota en los Saltos del Guayrá es de 218,50 m. pa~() en laC()l)': 
fluencia con el río Iglla1.ú a 98 m. y a'lcan1.ando en. la dudad de-Posadas 
un registro de 74.5 m. 

l. Limites 

Durante su extemoo rel:orrido. el ríoParan:Í sirve <le límite a tres 
paises: Argentina. Paraguay}' Brasil. 

Desde los Saltos de Guayr.' o Sete Quedas y hasta donde mmiell1.;m 
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las posesiones bra!ileñas' en la' boca del Ig-nalV;,: el diu~'ócarial d~l do 
Paraná- es límite eiltre Pataguay y Brasil,wilforme ló disp'ue~to por', el 
Artículo 1 del Tratado de Límites de 1872. 1 ' , • , 

También sirve de límite ,el río Paraná entre -la Argentina yel Para. 
guay de acuerdo con lo previsto por el Artículo 1 del Tratado deLimites 
de1876. La línea divisoria corre en este caso 

por la mitad de la corriente del canal pnncipal del río Parani:;ba.ta 
encontrar por' su margen izquierda los límites del -Imperio del Br8sit t 

A su vez, y por el Artículo 39 del Tratado de Límites de 1898, la Ar. 
gentina y el Brasil acordaron que la línea divisoria entre ambos países pase 
por el thalweg del río Iguazú hasta el río Paraná, perteneciendo a la Ar· 
gentin,a la margen meridional, y al Brasil la septentrional. 3 

2. Régimen hidrológico del río ParanlÍ 

El río Paraná presenta sus caudales mensuales máximos durante el 
verano y los mínimos en el período, julio"octubre. 

El caudal máximo diario observado a la altura de la dudad de Posa­
das fue de 45.000 m3fs, rel mínimo estuvo 'en el orden de los 2.900m3fs•. 

'Con respecto a la distribrtción de caudales por tramos, cabe destacar 
lo siguiente: desde el Salto' de Guayrá y hasta la confluenciá del -río Iguazú 
el caudal promedio del do Paraná es de 9.000 m3/s; recibido daporte 
del· Iguazú y de los otros pequeños afluentes dicho módulo se eleva a 
11.900 m'/s, a la altura de la ciudad de Posadas. 

3. La llamada lingularidad geográfica 

El río. Iguazú, cuyo tramo inferior también corre por un abrupto 
cañón, produce' crecidas muy empinadas que alcanzan rápidamente valo. 
res máximos considerables, asimismo Iéts bajantes también son rápidas y 
las crecidas de poco volumen. Al pasar la· crecida por las cataratas del 
Iguazú y volcarse en el 'estrecho cañón, se produce un rápido llenado del 

. mismo, debido a que Uéga más,agua de la que puedilsalir hacia el Pa· 
ral,lá. A su vez, el Iguazú, al desembocar en tales circunstancias en el Pa· 
raná, provoca un rápido aumento en la altura de las aguas en dicho punto 
trifinio dado que la estrechez del mismo origina una limitada capacidad 
de evacuación hada aguas abajo. 

En algunas circunstancias -,--debidas al bajo caudal que eventualmen. 
te arrastra el Paraná- la crecida del Iguazúprovoca un escurrimiento 

1 Los Saltos del Guairá. Cuerpo Documental. -Compilación ordenada por el Banco 
Central del Paraguay, Asunción, 1967. 

2 Instrumentos internaciÓn/des dé carácter bilateralsuscriptos por -la República Argen­
tina (hasta 30 de junio de 1948), Ministeri,o de Relaciones Exteriores y Culto de la Repú­
blica Argentina, Buenos Aires;' t950,t.II~'p~ 1159. ' 

3 Tratados y Convenciones vigentes en la Nación- Argentina. Buenos Aires" 1925, t. 1, 
pp. 193 Y 19+.' 
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de 1_ apas del FÍo Iguazó en sentído inVerso, es d{l~ir las aguas del 
·Iguazó ClCurren por sobn las aguas del Paraná hada los saltos del 
Guayrá (gráfico n~ 1). 

Esw circunstancias han llevado al ingeniero Fuschini MeJía a afir· 
mar que existe una "singularidad geográfica"" constituida por los tres 
cañones que convergen en Puerto Iguazú, desde el Guayrá, Corpus e 
Iguazú, que constituyen una unidad desde el punto de vista hidráulico. 
donde en cada instante el perfil de 'as aguas en cada uno de IOf brazos 
está determinado por lo que acomece en 'os otros dos. 5 

l." sobera"i" verlkal 

Relacionado con el concepto de singularidad geográfica surge el tema 
de la "soberanía vt'rtical", que ha sido desarrollado por el ingeniero FUI. 

d.ini Mejía y el almirante Rojas. ti 

La teoría en cuesti()n sostiene que tratándose de límites que deban 
ser demarcados sobre el curso de un río. no sólo debe tomarse en consi· 
deración el lecha del mismo. y la correspondiente demarcación del Ifmite 
en sent.ido horizontal con relación a las aguas, sino que también debe 
tomarse en cuenta qué ocurre con las agua!' en reladón con la pendiente 
existente en el tramo. 

En tal sentido, resulta oportuno reproducir brevemente la explica. 
ciclo que con relación al tema brinda el J)(X:toT G. Cano: 

Cuando el límite atraTiesa el cuno de un río _1 Paraná en nuestro 
raso- es obvio que el lecho queda también fi.icamente dividido. ¿Pero 
qué ocurre con las aluas? Si SI' construyera un muro en el límite puntos 
A.B. (ver gráfico n9 2) y las asuas no se fueran acumulando, es obvio 
que el punto de intersección del muro con la superficie del alua (punto 
B en el Iráfico) proyectadohorizoJltalmente hacia aluas arriba, forma­
rá una linea ideal cuya intf'nección ('on el lecho (fondo) del río (punto 
G en el Iráfico) demarcara su volumen dt> 381laubícado en el pais asua. 
Il'I'riba (puntos A B G dellráfico) qUf' el! la consecuencia necesaria e 
ineludible del trazado df'1 límite vertical. Es decir: este último hace 
fOl'ZOl8 la inundación de una parte del territorio del país aguas arriba, 
la que tiene derecho a hacer el pais dP aluas abajo... El territorio bra­
sile60 así inundable en el caso cOllliderado, .ito en los Cañones Guayrá 
--Confluencia e Isuazú.Confluencia- Sl'ría únicamente lecho y cauce 
de los ríos Paraná (' lpuú. y no tierra ('ultil'able o habitable situada 

.. En wntido similar opiaa \'on der Heydte. para quien. "cualquier río, también el 
ele frontera. constituye uua unidad y una totalidad difícilmente divisible. El pensamiento de 
dividir esta unidad DO siempre está cerca de la realidad". VON Da HBYDTE, "Der Parana 
Pan; ProbIeme der pmeinaa;"en NutzulII del' Wasserkraft einea internationalen Stroms", 
en Fe"';" 1'" FrWrú:h Ber" QUn 7S· Gá'burt,ta6. Verlag. C. H. Beck, p. 208. 

5 M. PUICRINI MufA, lA SinBu/ltridad GeoFáliCtl GlIIlYrense. Oekos, p. 6+. 
6 ISAAC P. RwAS, Int#lT"_ Arpnti_ na la Cuel'lCtl Jel Plata, l.ibera, p.249. 
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fuera de las linea. de ribera. Es ·decir, __ tratará de inuadar tenitorioI 
que ya están pennanentemente·iDu....... 7 


<1. I~os aprovechamienlo,s hidroeléctricos binacior181es 

Cuatro son las presas hidroeléctricas de carácter binacional identifi. 
cadas.en el río Paraná, a saber: Itaipú, Corpus, Yacyretá e Itatf·ltacorÁ.·· 

De ellas, tres son argentino-paraguayas: Yacyretá, Corpus e ltatí· 
Itacorá, y una, Itaipú, es paraguayo-brMileña. El Paraguay,i:omo puede 
observarse. participa en todas ellas. la Argentina en tres y Brasil en una. 

Sin embargo 1!1 Brasil ha construido en el tramo que le pertenece 
del río Paraná o en sus afluentes más de cuarenta presas. hecho éste que 
lo i:onstituye en el país que más aprovechamientos hidroeléctricos. ha reali. 
zado sobre el rioParaná, y también en toda la Cuenca del río de la Plata. 

Los aprovechamient.os mencionados se encuentran en distinto grado 
de desarrollo; así Itaipú ha concluido la construcción de su obra civil 
y se encuentra actualmente instalando su sexta turbina sobre un total de 
18. Yacyretáestá construida en un 10 %, Corpus se encuentra con su 
Proyecto Ejecutivo y Pliegos de Licitación totalmente terminados e hali. 
Itacorá no alcanza el nivel de prefactibilidad. 

Itaipú se encuentra ubicada aproximadamente a 17 km. del punto 
trifinio, que es aquel donde se unen las fronteras de la Argentina, Brasil 
y Paraguay. en coincidencia con la desembocadura del río Iguazú sobre 
el río Paraná. 

Corpus se ubicar;. en las proximidades del kiU,metro 1597 del río 
Paraná, y aproximadamente a 364 km de ltaipú. 9 

Yacyretá se está construyendo en el kilómetro 1470 a 127 km. d~ 
Corpus, y con relaci6n a Itatí·ltacorá se prevé que estará ubicada en las 
proximidades del kil6metro 1280 del río Paraná. 

De las cuatro obras hidroeléctricas. la mayor es Itaipll con una po­
tencia instalada de 12.600 MW y una producción de energía del orden 
de 105 76.000 Gwh año; luego le sigue Corpus con 4.600 MW y 20.100 

7 GUIl.LEIlMO J. CANO, R"cursos Hídricos I"ternacionales tk la Ar,entina, Zavalia. pp. 
56 Y 51. 

8 Con relación a la totalidad de las obrlls hidroeléctricas construidas, en construcción 
o proyectadas, sobre la cuenca del río Paraná, ver OEA. InfraestrUCIuTa r potpu:i¡¡d enero 
gético en la CuellCtl del Plata. Washington. D.C .• 1985. pp. 31.37. 

9 El emplazamiento dt> la mencionada obra fue decidida mediante Acuerdo por Canje 
deNotas, IUSCripto pot los Canciliert'S de ambos paises, con fecha 16/9/80. 
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Gwhaño,lol\lego Yacy~etá con 2.700 MW y 17.100 Gwh año, y por úl­
t~mo se estima que Itad-ltacorá tendrá 1.700 MW y. 10.000 Gwh respec­
tivamente. 

Con relación a sus cotas de embalse y de restitución las medidas son 
las, .iguient~s: 

Cota de embalse Cota de restitución 
mIs ni,vel del mar mIs nivel del mar 

Itáipú 220 109.5 

CO~~)Jl\ 105 82 
, -, "-1 

Y~,.~~á 82 61 

ltatMtacorá' 61 50 

Como se puede apreciar, la cota de restitución de Itaipú está en rela­
don con]a cota de, embalse de Corpus, asu vez. la cota de restitución de 
Corpus está ligada ala cota de embalse' de Yacyretá, y lo mismo ocurre 
en la relación de esta última con Itad-Itacorá. 

, Esta interacción reciproca entre cota de embalse de una presa. y la 
cota de restitución de ot.ra, es típica de los aprovechamientos hidroeléc­
tricos en cascada. 

En el caso del tramo compartido del río Paraná, la controverSia se 
plariteó con relaci<')O a las obras de Corpus e Jtaipú y ello ocurrió por 
la poHtica de negar información que tanto Brasil como Paraguay asu­
mieron desde un principio. Tal falta de información se vio agravada 
por el hecho de que siendo Itaipú el primer escalón de la serie de embal­
ses en cascada, cualquier determinación que se tome en relación con ella, 
influirá de manera decisiva. en la posibilidad de efectuar tina explotación 
rentable del resto del tramo compartido. 

11. LA CONTROVERSIA 

1. Ríos inteTtlacio1l1lles. Problemática particular ' 

. Digamós que se denominan ríos internacionales a aquellos que atra­
viesan el territorio de dos o más Estadm o que constituyen el límite en­
tre Estados. lt Esta denominación se extiende también a los ríos internos 

10 La potencia instalada .de Corpus representa el 40 % del total de potencia instalada 
a¡-pon... cOllfonne a datos del año 1985, y su energía equivale aproximadamente al 60 % 
de la enel'8ia generada en 198+. 

t 1 Juuo BAllIIBIlIS, "El aprovec;hamiento industrial y agrícola de los ríos de la Cuenca 
del Plata y del Derecholntemacional", Derecho dé la Integración nQ 16, p.' 47. 
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que•.poI' tratado o convellClOD, hayan sido vinculados al uSo, general, 
JReDle pala fiDcsde navegación, de otros países. 

Los. primeros .. ríos intemaciooales por su propia naturaleza, los 
~ lo serán por convención. 

Los dos intemacioaales por su .propia naturaleza pueden ser de dos 
especies: a)conriguos:aquello& que corren entre dos países, separán. 
dolos y constituyéDdoIe en límite; y. b) sucesivos: aquellos que atravie$an 
dos o más Estados. 

Un rio puede negar a ser simultáneamente sucesivo y contiguo, así 
por ejemplo. el río Par.tná entre los Saltos de Guayrá y la desemboca­
dura del 19uazú es contiguo para Brasil y Paraguay y es sucesivo res­
pecto de la Argentina. La solución en tal ca..~coftSistirá en aplicar el 
régimen jurídico que sea pertinente de acuerdo con la sección del río 
considerada_ • 

Convieae también aclarar que la denominación de TÍo internacional 
hace en realidad referencia al estatuto jurídico del río. en cuanto a su 
utilización, el cual queda sometido entonces a· principioS del derecho 
de gentes y no a la propiedad del río en sentido de que éste pertenezca 
a loS Estados que separa o atraviesa_ . 

La cuestión a resolver entonces consistiría en delimitar los derechos 
de .los corribereños 'sobre esas aguas, es decir, si pueden usarlas libre y 
arbitrariamente o si deben existir límite~ en beneficio de otros Estados. 

2_ COf'ptU lt.ifni 

a) Antecedentes históricos 

Una primera aproximación a la problemática de Corpus e Itaipú 
no puede pasar por alto un hecho que, repetido a través del tiempo. 
tenninapor transformarse en una constante de la misma. Y este hecho 
es el referido concretamente a las distintas aptitudes y actitudes con que 
Brasil yla Ar~ntilQ han enfrentado el problema que se planteaba. 

Si retrotraemos el estado de cosas a principios del año 1972 12 pode­
mos observar que la brecha que separaba los aprovechamientns argen­
tino-paraguayos de los bra.<tileño-paraguayos. ltO tanto en el plano técnico 
como en el polítiro.. era relativamente pequeña. y para algunos recupe­

la La .efeteucioa· temponal es de alpaa __ ....raria, por ewmto jpora el 
proceso d.. formación del tra~ de l. Cuenca del PIa .... ilÜcHldo en 1965. Sia embal1JO, 
toJllllDlOS en C1IeII1a 1972, por cuanto el 9 de mano de dicba año tiene ...... en BuenaI 
AiR!5 la Primera lleuniá. Ordinaria de 1os00lepdoa de la Caaiisión Mixta ArpntiliO-Pua­
paya del Río P....ná, COMIP, .inseniero· Mario c. Fuschini Mejia, de la ArpntiBa Y 
coat....lmirante (SR) GuiDenno V. Haywoocl. del ~y. 
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. rahle. De allí en más la diferencia se fue ampliando siempre en desmedro 
de la posición argentina. 

Sin embargo, no podemos dejar de resaltar el distinto uso que la 
,~rgentina y Brasil hicieron de las "herramientas jurídicas" con que con· 
taron. Con esta última expresión englobamos a las Actas, Convenios, Tra· 
tarlos. etc., que fueron suscriptos por ambos paises con el Paraguay. 

Pareciera como si la poUtica exterior argentina en esta materia hu· 
biera cabalgado sobre 105 logros de 1 tamara ti, y azuzada por la impor­
tancia de los mismos; más que acciones voluntarias lal'- actitudes argen. 
tinas parecían estar condicionadas a los reflejos de Itaipll. 13 

Así vemos cómo al Tratado de Itaipú lo sigue al poco tiempo el 
Tratado de Yacyretá, y cómo al inicio de los trabajos de ltaipll le sigue 
la firma del contrato de Consultoría internacional para el Proyecto Coro 
pus. Pero las reacciones argentinas, insisúmos,· o bien re agotan en sí 
mismas, o bien permanecen en estado de potencia. como si careciera de 
aptitudes para transformarlas en actos . 

. EHo se debe básicamente, a que el aspecto político del problema no 
detuvo el desarrollo técnico del proyecto brasileño-paraguayo. por el 
mntrario lo aceler6. O sea que el Brasil supo discernir d6nde estaba ubio 
('ado el eje politico de la cuesti6n y d6nde el eje técnico; la Argentina. 
no. Así. ni los problemas limítrofes de Sete Quedas. ni'decisiones irri. 
tantes (más en su forma que en su londo) como el de la no conversi(m 
del sistema eléctrico paraguayo a 60 ciclos, entorpederon el avance del 
Itaipíl. 

Así también. a Gibson Bar boza (ex.embajador brasileño en Para. 
guay). lo sucede como Canciller Azeredo da Silveira (ex-embajador del 
BrasH en la Argentina durante los cinco años anteriores). Mientras que 
la República Argentina. cuando más necesitaba un hábil negociador como 
emba,jador en Asunci<'m. nombra a un historiador (.José María Rosa) 
el cual. se ve casi obligado a debutar oficialmente al mismo tiempo (Iue 
se firma el Tratado de Itaipú. Posteriormente se designa como Emba,jador 
al Coronel Osinde. el cual inicia una larga serie de embajadot'es militares. 

También resulta relevante el hed\o de que la Entidad Binadona) 
Itaipú desde su coilstituci(;n y hasta principios cl(! 1985 sit'mpre ha sido 
dirigida por las mismas personas. el ingeniero Debernardi por ef Paraguay y 

13 Se ha dicho reiteradamente que la Cancillería argentina asumió una conductll 
extremadamente principista sobre el tema. En todo caso, esta posición principista dI' la Can­
eiUeria fue más bien un efecto antes que una causa, la eual debe buscarse en la aUSf'ncia 
d .. u.na verdadera Política Nacional. 
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el General Cavakanti por el Brasil. 14 El mismo ejemplo es v¡ilido para 
el Paraguay. aun ampliándolo al marco de a("(~iún de los proye(:tos de 
Corpus y Yaqretá. 

Fue así cumo organismos argentino-paraguayos de carácter eminente­
mente técnko. <:reados para la concrecibn del aprov·echamiento de los 
recursos del tramo compartido del río Paran.í. ven entorpecido su ac· 
clonar a través de los añw:. sin lograr plasmar en los hechos resultadns. 
similares a los obt.fnidos por la Entidad Rinacional Itaipt't. 15 

b) Evolución del problema 

Lo acuerdos bi y trinacionales celehrados con reladúlI al Alt.o Pa­
raná deben ser visualizados a través del estudio del desarrollo histbrico de 
los distintos proyectos que se fueron sll(~ediendo en el tiempo, analizando 
a la vez sus implicandaspolíticas y valorizando. desde el punto de vista 
jurídico. los resultados obtenidos. 

Sobre estas premisas elementales se desarrollar¡. entonces el t.ema en 
cuestión. buscando transmit.ir la que entendemos. ha sido la evoluci()n 

.de los hechos que han llevado a la (:om:redún del tratado tripartito del 
19 de octubre de 1979. 

Dentro del ámbito geográfico de la Cuenca del Plata, fue la Argen­
tina quien tomú la inidativa en el estudio de los ríos internacional('s 
con miras a utilizarlos para la produccibn de energía eléctrica. 

En el año 1925 los ingenieros HUlllberto (;amberale y Francisco 
Mermoz realizan una serie de trabajos referidos a esquemas de aprove­
chamiento del río Paraná, siendo que la primera convención para insta­
lar una presa en la zona de Yacyretá-Apipé data del año 1929. 16 Cabe 
aclarar que por entonces el proyectD atendía más a solucionar el proble­
ma de la navegacu;n, por los rápidos que allí existen. que a crear una 
obra generadora de energía hidToeléctTica~ 

Hacia el año 1946 Argentina y Uruguay susc:rib.en el "Convenio re. 
lativo al aprowchamiento de los rápidos del TÍo Uruguay en la zona 
de Salto Grande", que abre t'I camino en materia de aprovechamiento 
de los recursos hídricos compartidos en la Cuenca del Plata. 

14 El general José Costa Cavalcanti fue reemplazado· como Din'ctor Ejecutivo de Itaipú 
en marzo de 1985 por el General Ney Braga, habiendo permanecido en tal cargo desde 
la creación de dicha Entidad Binacional en abril de 1973, periodo durante el cual tuvo 
lugar la construcción'· de la totalidad de la obra civil de la empresa. 

15 r.. referencia alude a la Comisión Técnica de Yacyretá-Apipé creada t'n 1958, y a la 
Comisión Mixta Argentino-Paraguaya del Río Paraná, creada en 1971. 

16 Nos refl'rimos al "Protocolo argentino-paraguayo relativo a la utilización de los Saltos 
de Apipé", suscripto en Washington D.C. el 1-2.26, reproducido por EPRAfN ENIIÍQUEZ GAM6N 
en ItaiplÍ AgUQ6 que valt"n Oro, Buenos Aires, p. 83. 
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En 1952 el ingeniero Carlos Santos Rossel realiza un relevamiento 
de las posibilidadfS de aprovechamiento del río Paraná. donde entte otras 
señala la de realizar un aprovechamiento a la altura del pueblo de Cor­
pus Christi. 

Brasil por su parte, inicia sus estudios con bastante pos.terioridad 
(año 1963) pero encarando los mismos con criterio de desarrollo global 
a través del denominado "Plan Canambra". 

La filosofía que inspiraba el pensamiento brasileño de aquella época 
surge de la Declaración Conjunta clt-I 23 de septiembre de 1960 que sus­
criben la Argentina, Brasil y Uruguay. Dicho documento se origina en 
la inquietud brasileña con relación al aprovechamiento de Salto Grande 
proyectado entre la Argentina y Uruguay, y en él se establece un régimen 
de información y consulta para coordinar la acción de los tres Estados 
interesados en la explotación del río Uruguay. 17 

. Sí bien a la luz de la mencionada Declaración podría pensarse en 
una futura relación no conflictiva entre la Argc:!ntina y Brasil con relación 
al aprovechamiento de sus ríos comparti4°s, la realidad subyacente era otra. 

Bra~i1, a partir de mediados de la década del 60. verifica la no exis· 
.. tenda en su territorio de hidrocarburos suficientes como para mantener 
un desarrollo autosostenido. Por otra parte la carencia de yacimientos 
importantes de uranio tampoco garantiza una provisión de combustibles 
satisfactoria para impulsar su aparato industrial. Posee, eso si, dos de 
las cuencas hidrográficas más importantes del mundo (Amazonas y Pa. 
raná), y hacia ella se vuelca vigorosamente. 

Argentina reacciona en forma lenta. Históricamente y debido a la 
mayor variedad de su producción agrícola-ganadera, le concede una me­
nor importancia a su desarrollo industrial (por ·10 menos hasta los años 
50) y, en consecuencia, sus demandas energéticas son menores. 

Por otra parte la existencia de yacimientos petrolíferos y uraniferos 
hizo concebir a la solución de la energía t.érmica como más conveniente 
que la hidroeléctrica. La casi indefinida postergación a que se vio so­
metido el proyecto de Salto Grande, 18 la e~asa trascendencia dada a la 
creación de la Comisión Técnica Mixta dr ",'acyretá-Apipé en el año 1958. 
y las presiones ejercidas sobre las autoridades nacionale5 para construir 
el Complejo Chocón-Cerros Colorados, son claros ejemplos de esta poBtica, 

17 Tres países, Argentina, Uruauay y Brasil son ribereAos coo r4lla<:ión .1 r10 Urll8uay. 
Dicho CU1'IIO nate en Brasil y a partir de su unión con el Pepiri GU(I;l.Ú .irve de limite 
entre Argentina y Brasil durante un tramo de 709 km. . Desde su confluencia con el río 
Cuareim y 8 través de . ..00. km, separa a la ArgentiDa del Uruguay, wnvergiendo luego 
con el río ParaM para fonnar el río de la Plata. 

18 El "Convenio y Protocolo Adicional entre la República Oriental del Ur\JIoay y la 
República Argentina para el aproyechúniento de 101. rápidos del río Urugoay.en l. zona 
del Salto Grande", fue suscripto el 30/12/-46. 
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H~cia el año 1962, la C~n<1illería argentina, ante, la previsión de que 
Brasil iniciaría trabajos en" los ríos internacionales de' .c~rsó'sucesivo, 
sobre los cuales nuest.ro país ejerce juridicci6n inició el est'udiod~ ,~uá. 
les deberían ser las normas jurídicas a aplicar a los ríos' compartidos, 
con el fin de que cada uno de los Estados interesados viera adecuadamente 
preservados sus intereses. ' 

El problema a, resolver,ha,bida cuenta' de los intereses coincidentes 
para el uso, de 'la pendiente del río Paraná. consistía entonces en encono 
trar una solución a dos criterios diferentes tesp~to del alcance de la 
soberanía nacional. 

Mientras tanto Brasil y Paraguay suscriben en junio de 1966 por 
intermedio de sus Cancilleres juracy Magalhaes y Raúl Sapena Pastor, 
el Acta de Foz de Iguazú. mediante la cual concuerdan proceder" al 

estudio y e't"aluación de las posibilidadeseconómicas,én particular de 
los recursos hidroeléctricos, pertenecientes en condominio a los dos pai­
ses, del Salto del Guayrá o Salto ,Grande de Sete Quedas.l ' 

Nace, pues, el embrión del Tratado de Itaipú. 

e) La posicióri argentina y el derecho internacioQal 

Ante el fracaso de reiterados intentos de arribar a un' 'ent.endimiento 
directo con Brasil se busca concretar la creación de un sistema que vin­
cule a todos los países integrantes de la Cuenca del Piata. El entonces 
canciller argentino doct.or Zava)a Ortiz cursa e) 2 de febrero de 1966 una 
invitación a Jos países integrantes de la Cuenca del Plata, donde plantea 

la hnpostergable necesidad de iniciar el estudio del ap~ovechamiento po­
sible de los recursos naturales de la Cuenca, asignándole al mismo el 
carácter regional Que la naturaleza impone. 

De esta manera se promueve y materializa una reuni6n de Ministros de , 
Relaciones Exteriores de los países que forman la Cuenca, la que tiene 
lugar en Buenos Aires, en febrero de I96i. De dicha reunión surge una 
Declaración Conjunta que institucionaliza el COMITÉ INTERGUBERNAMEN­
TAL COODlNADOR DE LOS PAiSES DE LA CUENCA DEL PLATA (C.LC.) y que 
en su punto 1 declara: 

que es decisión de sus gobiernos llevar a cabo el estudio conjunto e inte­
gral de la Cuenca, con miras a la realización de un programa de obras 
multinacionales, bilaterales y nacionales, útiles al progreso de la región. 

i9 Diario A B e Color, Asunción, 21/6/73. 
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Con posterioridad se firm() el "Acta Final de la Reuni()n de los Can. 
ciUeres -de, 'Jos Paises de la Cuenca del Plata", que es complementaria de 
la Dedaraci(m. 

La lIa. Reunión de Candller-es, tuvo lugar en S:l1Ita Cru7. de la 
Sierra, y en ella se destacan como objetivos de los Gobiernos 

el aprovechamiento máximO de 101 recursos naturales { ... ) la conye­
niencia de constituir un organismo destinado espedficamente a promo­
ver,coordiuar y seguir la marcha de las acciones multinacionales que 
tiendan a la realización de los ob1etivOl _unciados ( ... ) tendrán prefe. 
rencia especial aquellos proyectos que asesuren el aprovechamiento má· 
~ilDO del recuno de agua. 

Aproximadamente entre noviembre de 1968 y enero de 1969 tiene 
lugar el llenado de la represa brasileña de Jupiá, ubicada sobre el río 
Paraná, lo que dio lugar a un intercambio de información entre ambos 
paísfS, cuyo resultado fue la implementacion de un sistema de publicidad 
de datos referidos al río, los cuales serían dados a conocer a través de 
lus diarios de San Pablo y Buenos Aires. 20 

Esta práctica, que fue comiderada satjsfactoria en su momento por 
el Grupo de Expertos del Recurso Agua del C.J.C., era en sí misma insu· 
ficiente, pues el llenado de una presa es sólo un aspecto coyuntural y 
parcial de la problemática que encierra el hecho de construirla !Obre 
un río internacional. Así resultará insuficiente publicitar los datos refe­
ridos al llenado de un embalse, si a la vez no se informa sobre la forma 
de operar la obra. No obstante ello, la mecánica de Jupiá implicó en 
su momento un avance sobre las prácticas ex.istentes a esa fe(~ha en el 
ámbito de la Cuenca del Plata. 21 

20 Paralelamente, entre el 29 de octubre de 1968 y el 20 de noviembre de 1969. 
la Argentina y Brasil intercambian una serie de notas. donde quedan perfectamenb> 
definidos los principios que ambos paises consideran aplicables al aprovechamiento de los 
ríos de la Cuenca. Así, la Argentina expresaba "la necesidad de instituir un régimen juri­
dico acorde con la doctrina y práctica internacionales pn todo lo referente a la incidencia 
qUE! las obras !le aprovechamiento !le los ríos de la Cuenca pudiera tener en cada uno de 
ellos". Brasil SOItenía que "consideraba imposible, por pstimarlo atentatorio de sus derechos 
soberanos. llegar a la discusión de fórmulas que regulen en forma orgánica el intercambio 
de informaci6n sobre dichas obras, y dar sustento jurídico permanente a la mab·ria". Por 
último, la Argentina formuló expresa reserva de derechos con relación a los efectos perju. 
diciales que pudieran Ocurrir pn su territorio originados en cualquier obra o proyecto dt" 
apcnvechamiento de los ríos que en forma sucesiva atraviesan los territorios de la Argentina 
y Brasil. 

21 El tratado de la Cuenca del Plata no aportó mayores 1'lementos· para la solución 
normativa del uso de los ríos int.ernacionales para fines distintos a la navegación. Si bien 
instrumenta una acción original multilateral, 110 resuelVE! el aspecto jurídico sustancial. cual 
es el aprovechamiento hidroeléctrico del l't'Curso hídrico compartido. Lo ocurrido en su breVt~ 
historia nos demuestra que no sirvió It los fines para los cuales fuI' concebido -al menos 
poI' la diplomacia argentina- y que la solución final ~ alcanzó por la vía de la negocia­
cí,',n bi o tri/ateral, fuera de su ámbito t'specífico. 
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El 23 de abril de 1969:se firma el tratado de la Cuenca del Plata. 
en cuyo texto 5eh3{~e referencia al 6ptimo apruvechamiento de tos re· 
cursos naturales de la f('giÓD y a la intención de 'Isegurar su preservación 
a través de la utilización rndonal del recurso agua. 

Posteriormente. en junio de 1971 !e suscribe el "Acta de Asunción", 
donde se resuelve • entre otras cosas, ~ue: 

Los Cancilleres consideran de real interés dejar consignados los puntos 
fundamentales relpectode los cuales ya hubo acuerdo que representan 
la base sobre la cual deberán Pl'OSeBuir los estudios de este tema: 

1. 	En los ríos internacionales contiguos, sieMo la soberanía como 
partida, cualquier aprovechamiento de sus aguas deberá ser pre. 
cedido de un acuerdo bilateral entre ·10. ribereños. 

2. 	En 101 rios internacionales de curso sucesivo, no siendo la sobe­
ranía compartida. cada Estado puede aprovechar las aguas en 
razón de sus necesidades siempre que no cause perjuicio sensible 
a otro Estado de la Cuenca. 

Como bien destacara entonces el Doctor Ferrer Vieyra, la menClon 
del término "soberanía" en un documento referido al ámbito de la Cuen. 
ca del Plata fue desacertada, pues el derecho de soberanía aplicado a 
los ríos internacionales tiene sólo valor académico. 22 

El concepto aplicado al río Paraná (que reviste la doble caracterís. 
tica de río cOnti/!,110 y sucesivo), habría de tener malas consecuencias 
en la interpretaci6n que de tal criterio hizo el Brasil. Así, pudo reforzar 
su intenci6n de construir una presa sobre el río Paraná, por entOIll:CS 
denominada Sete Quedas junto con Paraguay. sin consultar con la Ar· 
gentina. y sin reconocer que ésta pudiera reclamar la informacibn pre. 
via que consideraba imprescindible en salvaguarda de sus legítimos de­
rechos. Por otra parte implicaba un ataque indirecto a la concepcibn de 
"cuenca hidrográIka internacional", pues ésta, como unidad hidrol6gi­
ca que es, se vería afectada por las obras que se construyeran en cual. 
quiera de los ríos que la forman. 

La Argentina sostenía que todo Estado miembro de la cuen(~a -en. 
tendiendo por tal aquel cuyo territorio abarca una porci6n de una cuell­
ca hidrográfka internacional- tfnía derecho a realizar en su territorio 
las obras necesarias -p.ua obtener los beneficios que el río pudiera pro­
pordonarle. pero esta explotación del recurso natural debía tener en 
cuenta los intereses de los demás cOl'ribereños. debiendo, por lo tanto. 
realizarse en lIna forma razonahle y equitativa. tendiente a conseguir el 

22 ENRIQUE FERRI'lI VIEYRA. Elemerllos para una Doctrina Argentina sobre Rpcursos 
Hídricos Internacionales. Ejemplar mimt'Ografiado. Jornadas de Derecho y Relaciones Inter­
nacionales. Universidad dI" Bt-lgrano. Ü<'tubre 20 ' Noviembre 2. Buenos Aires. p. 3. 
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mayor beneficio para ~~ Estado con u~ mínimo de perjuicio para 
los demás. 23' " , ' . 

Pero, ¿cómo determinar a priori la existencia de un perjuicio sensi­
ble si el Estado ribereño ubicado aguas abajo carece de información pre­
via? Brasil argument<'> en; su momento que correspondía a la Argentina, 
en su carácter de supuesto Estado damnificado, demostrar lél existencia 
del perjuicio; pero tal razonamiento importaba una inversión de la car­
ga de la prueba -que, de tal modo, quedaría a cargo de la Argentina­
de cumplimiento imposible, atento a la carencia total y absoluta de in­
ronnación respecto de las modalidades de operación de la central pro­
yectada. 

Los hechos demostraron que, sin perjuicio de que la Resolución nQ 

25 (denominada "Declaración de AsuneÍón sobre Ríos Internacionales") 
constituía la primera garantía nonnativa, más allá de la costumbre, res­
pecto de los intereses de nuestro país en el río Paraná, ella no era eficaz 
para inclinar al Brasil hacia la "consulta previa". 

Posterionnente y ante la falta de resultados concretos dentro del 
ámbito del Tratado de la Cuenca del Plata, el tema de la "consulta pre­
via~' rs planteado por primera vez a nivel internacional -'-no regional­
en la Conferencia de Estocolmo sobre Medio Humano en junio de 1972. 
Esta aprobó, por consenso, una Declaración sobre el Medio Humano de 
26 principios y remitió a la Asamblea General de las Naciones Unidas. 
la cuestión sobl1e el prinCipio de información. 

El 29 de septiembre de 1972, en Nueva York, y dentro del marco 
del vigesimoséptimo período de sesiones de la Asamblea General de las 
Naciones Unidas, los Ministros de Relaciones Exteriores de la Argentina, 
brigadier Eduardo Mc Loughlin y del Brasil, Mario Gibson Barboza. 
acordaron la Declaración de Nueva York. entre la Argentina y el Brasil 
sobre el aprovechamiento de los recursos naturales en el contexto de la 
Declaradón!obre Medio Humano, de la Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Medio Humano. que dio lugar a la Resolución 2995 
(XXVII) . 

Dicha resolución subraya que 

23 El Capítulo 2 de las Reglas de Helsinki, se titula precisamente Utilización equita­
tiva de las aguas .de una cuenca hidrográfica internacional. Su articulo IV establece que: 
"Cada Estado~cuenca tiene' derecho, dentro de su' territorio, a unaparticipeción equitativa y 
ntzonable en los usos beneficiosos de las aguas de una cuenca .. hidrográfica internadoJJAd". 
Este artículo reconoce que cada Estado-cuenca tiene iguales y correlativos derechos. que 
cada uno de los Estados co-cuenca. Por supuesto, derechos no significa que cada Estado 
reciba una parte igual en los usos de las aguas; tales usos deberán tener en cuenta, entre 
otros, las necesidades económicas y sociales de los otros Estados co-cuenca, la utilizadón 
anterior de las aguas de la cuenca, los costos comparativos y los medios alternativos, la dis­
ponibilidad de otros recursos, etc. "Instituto de Economía, Legislación y Administración del 

. Agua", Reglas d .. Helsinki, Mendoza, Argentina, 1976, pp. 5 a 1. 
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~eD la exploración, explotaciÓD y' el desarrollo de sus recursos. naturales, 
101 Estados DO deben causar efectos perjudiciales sensibles en zonas si­
tuadas fuera de su jurisdicción nacional; (la cooperación) se logrará 
adecuadamente dándose conocimiento oficial y público de los datos técni­
cos relativos a los trabajos que han de ser emprendidos por los Estados 
dentro de su .jurisdicción nacional, con el propósito de evitar perjuicios 
sensibles que puedan ocasionarse en el medio humano de la zona vecina 
(pero) sin que ello pueda ser interpretado como facultando a cualquier 
Estado a retardar o impedir los programas y proyectos de exploración, 
explotación y desarrollo de los recursos naturales de los Estad«M en cuyos 
territorios se emprendan tales programas y proyectos. 

Aparentemente d Acuerdo de N ueva York establecía un reconoci­
miento mutuo de los puntos de vista opuestos de la Argentina y del 
Brasil, mediante e' cual se imponía la consulta previa, con la condición que 
la misma no fuera usada para demorar, entorpecer o impedir la marcha 
de la represa que Brasil y Paraguay pensaban const.ruir en ese momento 
en la zona de Sete Quedas. 

Sin embargo. en lo polftico el Acuerdo parece haber sido presentado 
por Brasil ante el Paraguay como demostración de la inexistencia de 
oposición argentina hacia el proyecto binacional, que sería construido 
aguas arriba de su territorio. El Acuerdo allanó el camino de los defen­
sores paraguayos a la obra de Sete Quedas (pesteriormente Itaipú) que 
llegan a la V Reunión de Cancilleres de los País,es de la Cuenca del 
Plata --diciembre de 1972-, fortalecidos en su postcton interna y ex­
terna. Es así como el Canciller del Paraguay tilda ala obra de Corpus 
como "Proyecto en tinta ch,ina". 

En esa reunión se observó nítidamente la favorable disposicibn pa­
raguaya frente· al proyecto brasileño, mientras quedaba también en claro 
la negativa de Asunción a considerar como un proyecto seriamente encau­
zado el del aprovechamiento del Paraná en Corpus. 

En enero de 1973 las autoridades brasileñas tuvieron la oportunidad 
de aplicar el Acuerdo de Nueva York en ocasibn del llenado de la presa 
de IlhaSolteira. En realidad, lo que aplicaron fue la interpretación de 
dicho documento que consistió en comunicar al embajador argentino 
en Brasil. en medio de una reuni6n social, que en determinada fecha 
se produciría el llenado de la presa con la consiguiente disminud6n del 
caudal del río Paraná. La Argentina interpreté) que el procedimiento 
adoptado por Brasil "no se ajustó a lo estipulado en el acuerdo". 24 

240 En UDa nota redaetade en términos duros, el H de marzo de 1973, la Argentina 
protestó frente a 101 demás Estados integrantes de la Cuenca del Plata contra la violación 
de la obligación de informar por parte de Paraguay y Brasil. La información que se 
pretendia era dara y explícita,· fundándose en principios de cooperación ~ buena vecindad, y 
DO el cumplimiento de UD simple trámite burocrático sustitutivo de los principios de la 
CODSulta previa, y del acuerdo alcanzado. Ver "Docurnpnto del Ministerio de Relaciones 
Exteriores y Culto de la República Argentina sobre Aprovechamiento de recursos naturales 
de la Cuenca de la Plata", Extracto del diario La Nación, Buenos Airps, 21/3/73. 
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Brasil, por intermedio de su Embajador ante el C. I.C., respondiú 
a la presentación argentina manifestando que 

la Resolución nQ 2995 (XXVII) se destina a casos en que, pOI' la explo­
taci#! de los recursos naturales, exista la posibilidad de que pueda 
ocurrl!': . un perjuicio sensible fuera d" la jurisdicción nacional del Es· 
tado qUe. emprenda la obra, siendo que en el llenado de Ilha Solteira tal 
posibilidad no existía y que, por lo tanto, el Acuerdo de Nueva York era 
inaplicable, 

correspondiendo en su lugar. estar a la pr:ktica de Jupiá. 2:' 

Argentina se ennmtraha nuevamente frente a la tesis de que quien 
realizaba una obra () traha.jo, era juez de sus propios actos y de los efec· 
tos que iba a causar al vecino. Por lo tanto, basta ha que el Gobierno de 
Brasil estimara que sus actividades no causaban perjuicio sensible para 
que el Acuerdo de Nut'va York no se aplicara nunca. 

El 10 de julio de 1973 nuesu'(} país, por intermedio de .su Canciller 
dirigió una nota al Embajador de Brasil en Buenos Aires denunciando 
el mencionado Acuerdo. 26 

Así la!iicosas, puede afirmarse (}ue la disputa a partir de ese mo· 
mento saldrá del marco estrictamente regional y bilateral para instalarse. 
11asta la firma del Acuerdo Tripartito del 19 de ()("(ubre de 1979; en el 
ámbito de las Naciones Unidas. Dentro de él. nuestra Cancillería COIl. 

tinuó con su política de ohlig-ar a Brasil a sentarse nuevamente en una 
mesa de neg(x:iaciol.1es. Como consecuencia de esa actividad se obtienen. 
ent.re otros, los siguientes logros: 

La nedarad(;n de .Argel sohre Renlrsos Naturales Comparti. 
dos (SCpL de 19H). 

La Resoluciún :H29 (XXVIII) de las Naciones Unidas sobre 
C00I'('raci()n en materia de Recursos Naturales (:ompartidus pOI' 

dos () más Estados (aprobada., el 21 í 11(73). 

2:; P. M. Dul'uy, "La ges1i .. 1l concerté,· des ressources partagées. A propos du différend 
elltrp l'Argelltinc (,t le Brésil "elatif BU bauage ,)'Itaipú". Annuaire Franfflis de Droit ln­
t"ntd;o1ltll. Vol. 24, 1978, pp. 866-88!). 

. 26 La denunein se {uudamentaba, como afirmaba el Canciller argentino en... "una 
insana&le disp ... ·;,I,1I1 de Cl"it~l"Íos entre nuestros gobiernos en cuanto al alcance e interpre· 
tadón qUf' debo' dársele a las disposiciones contenidas en aquel entendimiento". .. señalan-o 
do ..... su pr..... ·ullll ..¡"n frentp a instrumentos bilaterales de importancia fundamental que. 
JlOI" ambiguos, llevan d,' manpra irremediable a la confusión interpretativa y a la consi· 
guiente frustrar;"n d" nupstros comunes deseos de efectivo entendimiento" ... interpretando 
que tal denunria .~s " ... (,1 auténtico y necesario p'Unto de partida con vi&ta5 'áuna mayor. 
cooperación ""tr" nuestros países en el ámbito de la Cuenca del Plata, en especial, y en 
todo campo re("rido al aprovechamiellto óptimo y racional de los recursos naturales como 
partidos'·. La ,vació", 1V6/7l 
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La Recomendad,'m del 11 Períudo de Sesiones del ConseJo de 
Administradón del Programa de ;\ladones Unidas para el Me­
dio Ambiente (PNUMA). rt'alizad" en Nairobi en marzo de 
1974. 
La inclusión del artículo tercero de la Carta de Deberes y De­
rechos Econc'lInicos de los Estados, del 12/12/74. 

En todos estos documentos se establece el principio de infonnacit:m 
y consulta previa en la explotaci6n de los recursos naturales compartidus, 
tesis ésta a tuya aceptaci(m ha arribado prácticamente la totalidad de 
la comunidad internacional. en el t'ntendimient.o de que la teoría de la 
soberanía absoluta y del uso irrestricto de las aguas de un Tío compartido 
no es aceptable en el derecho internacional moderno. 

Hasta aquí se han expuesto en forma muy breve y sintética las dis­
tintas alternativas producidas en la relaciún arg'entino-brasileña, referidas 
a la explotación del río Paraná; corresponde ahora pues analizar lo refe­
rente a la reladbn de la Argentina nm el Paraguay. 

Como hemos visto, Paraguay y Brasil suscribieron en 1966 el Ada 
de Foz de tguazú, con.forme con la cual crearon una Comisión Técnica Mix­
ta (12/2/67) encargada del estudio de las posibilidades econ6micas de ex­
plotacif;n de los recursos hídricos compartidos y en especial. los del Salto 
de Sete Quedas () Saltos del Guayrá. 

A su vez, la Argentina y el Paraguay stlSt:riben el }(j de junio de 
1971. un "Convenio para el Estudio del Aprovedlamiento de los Renlrsos 
del Río Paraná" a efectos de proceder al 

estudio y {'valuadón de las posibilidades técnicas y económicas ddapro­
"echamiento d{' ,los recursos del río Pal'aná en (') tramo lin,itruf{' entre 
los dos paiSl'S, desde 5\1 conflu{'nda ('on ,,1 río Pal'aguay ha.sta la de~m­
bocadm'a del río Iguazú (art. 19). 

A tales fines se crea la Comisi(m Mixta Argentino..Paraguaya del ríü.Pa­
ran;, (COMIP). wn competencia para realizar dichos estudios, quedando 
expresamente excluida deJos mismos, la zona del río Paran;íatrihuida 
a la Comisiún Técnica Mixta de Ya<:yret¡í.Apipé. creada por elConn'nio 
del 23 de enero de 1958. 

A través de esta Comisiém Mixta la Argentina buscará mat.erializar 
el Proyecto de Corpus. tratando de armonizar posiciones contrapueslas, 
que no s(,)Jo se habían exteriorizado mediante la postura paraguaya con· 
traria a los prindpios de consulta o in.formación previa. sino que también 
habían Jlegado a desc.:onocer la seriedad de los estudios argent.inos reJa­
tivos a Corpus realizados por el Grupo de Trabajo Alto Paraná y Afluen.. 
tes Misioneros. 

Empeorando las perspectivas. Paraguay y Brasil deciden susuibir 
en Brasilia el Tratado de Itaipú en coincidencia con el comienzo de un 
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nuevo periodo de gobierno por parte del General Stroessner (23 de abril 
de 1973); obviamente ~ta circunstancia causó malestar en la Argentina. 
cuyo Gobierno redujo la jenrrquia de la delegación argentina a este úl­
timo acto, lo quenatuTalmente también irritó al Gobierno de Asunción_ 

Paralelamente, la entonces Comisión Técnica Mixta de Yaciretá-Api­
pé se encontraba empantanada en una ya dilatada discusión acerca de la 
selección de la traza más conveniente para la obra. 

En julio de 1973 se pone en marcha la COMIP y ya en enero de 1974 
'ie llama a Concuno de Firmas Consultoras para la elaboración de los estu­
dios referidos a las posibilidades del aprovechamiento del río Paraná en el 
tramo limítrofe comprendido entre la desembocadura del río Iguazú y la 
sección Encamación-Posadas, con particular atención a la zona de Corpus. 
Los estudios deberían llevarse a nivel de anteproyecto avanzado. 27 

Los primeros resultados de los mismos corroboraron los trabajos ya 
realizados en la Argentina respecto de la viabilidad de la comtrucción 
de un aprovechamiento en la zona de Corpus, y plantearon claramente la 
necesidad de una negociación tripartita argentino-paraguayo-brasileña pa­
ra ,~ompatibilizar las obras de ltaipú y Corpus, ello en función de la 
evidente interacci6n de los aprovechamientos en construcción y a cons­
truirse. 

El camino luás lógico parecía ser una intensificación de las negocia­
ciones con Paraguay, habida cuenta de su rol de socio en ambos aprovecha­
mientos. Para ello la Argentina debía primero ponerse de acuerdo inter­
namente respecto del alcance de su posición. Lograrlo no fue tarea sencilla 
y puede afirmarse que aún hoy las soluciones alcanzadas no satisfacen a 
algunos argentinos. La Argentina llevaba como antecedentes a esa nego­
ciación un pasado poco halagüeño en cuanto a la explotación de TÍos 
compartidos. Salto Grande, cuyo tratado fue suscripto en 1946, comienza 
a construirse en 1973; Yacyretá, acordado en 1958 y cuyo tratado se firm6 
en 1973, aún no había comenzado a construirse; la cota de embalse de la 
represa de Corpus y la ubicaci{1O misma de la obra provocaban ríspidas 
controversias internas. 28 

27 El 23 de agosto de 1913 se suscribe un Memorándum privado de entendimiento 
entre Argentina y Paraguay representadas por el Dr. Orfila (enviado personal de Perón. 
quien no ocupaba por entonces cargo público alguno) y el Canciller R. Sapena Pastor, al 
cual se le atribuyó la virtud de desempantanar las relaciones con ParagUay con relación a 
las obras de Yacyretá y Corpus. Primera Plana, nQ 513. Buenos Aires, 25/10/73. 

28 Esta falta de acuerdo interno, que fue el lastre que tuvieron que soportar siempre 
los negociadores argentinos de este tema, resultó tan evidente que hasta el propio Canciller 
Azeredo da Silveira expresó en una reunión a puertas cerradas hecha ante la. Comisión 
de Relaciones Exteriores del Senado brasileño ... ti que el Brasil nada tenia que diScutir 
con elpais platense sobre la construcción de la presa Itaipú..... precisando que ..... las 
dificuÍtades, en ese sentido. se deben a que la Argentina no decidió aún lo que desea. y 
que tiene el hábito de cuestionar siempre las mismas cosas ya resueltas". JosÉ· ENRIQUE 

GREÑO VBLASCO, "Novena Conferencia de Cancilleres de la Cuenca del Plata. Revista de 
Política lnternocio7lal, vol. 156, 1978, pp. 115-134. También diario La Razón, 18/5/11. La 
Prensa y La Nación, 19/5/17. 

-86­



'aragI,l3Y. :l>Or su parte, se ".cnfrentabaa la nect"sidad, de 110 de~irar 
a ninguno,de sus socios, no sólo, por razpnes geopolíticas ,sino también, 
ec~nómica,s.. ,Favorecer,totabnente ,a Itaipú en desme.dro de Corpus o vice_ 
vena, implicaQ~ un riesgo que el Gobierno paraguayo no estaba dispuesto 
a correr; Usó él ltaipú como un acicate para vencer la inercia argentina, 
pero.colocando por sobre todo su interés nacional, el mismo que lo obli­
~ba a no pennitir un rápido acuerdo argentino-brasileño, pues de, esa 
manera veda deteriorada su' posición. 

Durante los años 1976 y 1977 se van reabriendo lentamente los ca­
nales de comunicación, ,diplomáti~a con el ;Bt:asil con relación al Alto 
Paraná y el 22 Y 23 de setiembre de 1977, tienen lugar las primeras reu­
niones técnicas tripartitas referidas aJas represas Corpus e Itaipú. 

. d) Aspectos técnicos y jurídicos 

Estas represas -ubicadas en el TÍo Alto Paraná en una distancia de 
aproximadamente 300 km- presentan aspectos competitivos en .el apro­
vechamiento del recurso hídrico, características de las ya mencionadas 
obras en cascada, ,perQ que en ese caso en particular no podrían ser 
resueltos por un simple análisis de optimización económica. En efecto, 
concurrirán al mismo, tres aspectos singulares. 

1 - Los aprovechamientos en cuestión pertenecían a tres naciones sO­
beranas (Argentina-Brasil· Paraguay) una de las cuales partici­
paba como socio con cada una de las otras (Paraguay).29 

2 - La obra de aguas arriba (Itaipú) se ubicaba muy cerca al lítni­
te fronterizo (17 km.) por lo que sus efectos aguas abajo afec­
taban fundamentalmente a los propietarios del tramo inferior.30 

3 - Las características, hidráulicas deJ tramo del TÍo en que se ubi­
can los aprovechamientos hacen que el mismo se muest.re muy 
sensible a las alteraciones que provinieran de las obras y su 
operación. 

Dado que los beneficios de cada obra tenían como destinatario a 
distintos países, cualquier disminución de alguno de sus usos causada 
por la otra obra. se calificaba automáticamente de perjuicio. Pero, para 
poder cuantificar ese "per.juicio" era necesario partir. de una scituación 

29 Como acertadamente señala el Iug. Calcagno el acuerdo sólo ha resuelto el aspecto 
de lasucesividad del río, pero el del condominio sigue vigente y condicionará el proceso 
a seguir en Corpus. ÁLBERTO C.o\LCAGNO, El aprovi'chamientode Corpus. La obra, su empla­
::amientor la negociación tripartita, Buenos Aires, junio 1983, p. 11. 

30 La ubicación y el dimensionamiento de Itaipú han resultado como los más conve­
nientes del eStudio realizado poi' el consorcio liderado por las firmas IECO-ELe, para la 
Comisión Mixta Técnica Paraguayo-Brasileña (posteriormente Itaipú Binacional). 
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neutra, es decir, una situadón en laque cada país considerase que sus 
del'eChos soberanos no se veían afectados. Esta situación, que puede ca­
lificane de "situación de derec-ho", fue la base sobre la cualsc edificó 
posteriormente el Acuerdo Tripanito sobre Corpus e Itaipú; 

Ahora bien, el conflicto se planteaba porque la! "situaciones de 
derecho" esgrimidas por las partes eran diferentes. Su solución, por lo 
tanto, implicaba resolver desde un punto de vista político, específica y 
globalmente los dos aspectos siguientes: 

a) 	 Acordar una situación de derecho coincidente. 

b) 	 Acordar una solución al· sistema que contemplara una adecuada 
compatibilización de los términos .de "perjuicio-beneficio", se­
gún la respectiva va'lorización que cada país te diera a los mismos. 

Los "perjuicios-beneficios" que materializaban el conflicto (entre 
'Jtros: producción energética, navegación, ecología, catástrofes, etc.) se 
midieron en términos de la mayor satisfacción de los usos por parte de 
cada aprovechamiento. en función de las alteraciones producidas por 
el otro. 

Para Corpus, el beneficio estaba dado por la producción de energía 
eléctrica, y ésta era tanto mayor cuanto más elevado fuera el nivd de 
embalse considerado. Pero esa alt.eración del nivel del agua se trasladaba 
aguas arriba, extendiéndose al tramo. paraguayo-brasileño . con lo que 
disminuía el desnivel aprovechable en Itaipú. Por tanto un ma'Y0r be­
neficio en Corpus imp'licaba una menor producci{lD de energía en Itaipú: 

Desde el punto de vista de Itaipú, el interés de Brasil y Paraguay 
estaba en lograr la mayor libertad operativa para el funcionamiento de 
su central hidroeléctrica, es decir, la posibilidad de provocar las varia 
ciones de caudal durante el día, necesarias para atender los requerimien. 
tos de la demanda de energía eléct.rica. 31 

111. EL ACUERDO TRIPARTITO DEI. 19/10;79 

Tras arduas conversaciones tripartitas que tienen lugar durante los 
meses de septiembre y noviembre de 1977, marzo y abril de 1978 y los 
primeros meses de 1979. el día 19 de octubre de 1979 se concreta el 

31 Nótese que las posiciones de las partes aguas arriba y abajo del punto trifinio tie­
nen condicionamientos técnicos sustancialmente distintos. Corpus no tenía existencia sin 
acuerdo internacional, por lo que de la negociación dependía su razón de ser. Para ltaipú 
l'lltaba en juego sólo la modalidad operativa, es decir, el grado de empuntamiento de ese 
aprovechamiento, el cual no era un condicionante directo de la obra. 
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"Acuerdo Tripartito sobre Corpus e ltaipú suseripto por los gobiernos 
de la Argentina. BraSlil y Paraguay". 32 

El punt~ 4 del Tratado comagra la apliCación del principio de 
buena voluntad y uso equitativo y razonable en· cuanto declara que: 

Las deliberaciones se caracterizaron por un espíritu de buena vec_d . 
y de cooperación, en la búsqueda de·una solución que represente, par.· 
las tres Partes.. la efectiva convergencia ele intereses y la obtención ·cIe 
heueflCios recip.-. 

L6S puntos más destacables del Acuerdo están enunciados en los 
siguientes incisos dd artículo 59: Confonne al inciso a), se fija la cota 
de operación de la futura represa de Corpus en 105 m. (recordar que 
la altura de las aguas· mediasen el punto trifinio es de aproximada· 
mente 98 m., las cuales a'l construirse la obra de Corpus a cota 105 m. 
pasarán a tener 109 m. de altura). Por el inciso b) se establece que 
Itaipú deberá operar de manera de no sobrepasar en la zona de la fron· 
tera fluvial entre los tres países, los siguientes parámetros: 

l. Variación horaria de nivel de aguas: 50 cm. 

2. Variación diaria de nivel de aguas: 2 m. 

3. Velocidad superficial de las aguas: 2 m/seg. 

Se admite que en (:ondiciones hidrológicas desfavorables, tales paráme­
tros pueden tener una variación de 20 por ciento. El inciso e) establece 
el número de turhinas a ser instaladas en Itaipú (18), fijando la po­
tencia de cada una de ellas (700 MW) y el caudal máximo erogable 
(12.600 m3/seg.). Por el inciso d) se acuerdan facilidades recíprocas duo 
rante la construcdbn y llenado de los embalses, adoptándose en cuanto 
al intercambio de datos, una práctica análoga a la de Jupiá. En el inciso 
e) se convienen futuros procedimientos de coordinación operativa ~ntre 
los dos aprovechamientos para obtener beneficios recíprocos, así como 
el intercambio de informacilm hidrológka. Mediante el inciso f) y~;. 
¡orme a las Resoluciones aprobadas en el ámbito del Tratado. d:ci·';'~ 
Cuenca del Plata. los tres Gobiernos adoptarán medidas para mani~~> 
en los tramos de río bajo m soberanía, las mejores wndiciones de.n..,;;,:} 
vegabilidad. construyendo las obras que posibiliten la navegacióny'eJ' 
transbordo, como sustitucibn tempuraria, tomando en cuenta los inte­
reses de Jos países ribereños de aguas abajo yaguas arriba. A su vez el 
indso g) ratifica la intencilm ele los t.res (;ohiernos de no producir pero 

32 Las dos primeras reuniones (septiembl"e y noviembre de 1977) fueron de caráctel 
técnico, mientras que las restantes fueron de carácter diplomático. La Argentina estuvo 
representada por el Subsecretario de EllI'rgia Hidroeléctrica, E'l Subsecretario de Recursos 
Hidricos. t'1 Delegado Argentino antE' la Comisión Mixta ArgE'ntino-Parllguaya del Río 
Paraná y el Grupo. de Trllblljo CUPonca del Plata de 111 Cancillería. 
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juicios sensibles a la condición a]uvional del río y a la operación de sus 

. puertos, incluidos los estacionales de ultramar. Acuetdan las Partes el 

respeto razonable a la estacionalidad del río. Se establece que la aprecia­

~ dónde} perjuicio sensible nopodr,á .ser definida unilat~ralmente por 
Jos Estados en cuya jurisdicción presumibleme:nte se' origine, ni por 
lo~ . Estados que aleguen la ocurrencia de lQs referidos eventuales per­
juicios sensibles. Los casos que se presenten serán examinados en el 
plazo más breve posible. El inciso h) estipula que el Acuerdo se basa 
en la interrelación constante entre el nivel de operación de Corpus. 
los parámetros acordados y el número de turbinas instaladas en Itaipú. 
especificando que la eventual' alteración de cualquie.ra de: estos datos. 
será precedida de negociaciones entre las tres Partes. De acuerdo con el in­
ciso i)sefijan medidas de seguridad a ser aplicadas durante el proyec­
to y construcción de los dos aprovechamientos, en especial sobre' sismo· 
logía inducida. Por el inciso j) los tres Gobiernos declaran que, en lo 
que les atañe, se avocarán a la preservación del medio ambiente y la 
calidad de las aguas, evitando su contaminación y comprometiéndose a 
asegurar como mínimo las actuales condiciones de salubridad. El inciso 
k) declara que, dentro del alto espíritu que guió las deliberaciones y 
habiéndose llegado a un completo entendimiento en los puntos prece­
dentes, las tres Partes realizarán estudios respecto de eventuales cues­
tiones correlacionadas que sobrevengan. 

El Tratado consta. también de dos Anexos, siendo el más importante 
el Anexo U,conforme con el cual se acuerda el tiempo y la duración del 
llenado del embalse de ltaipít Y los caudales mínimos que deberán ser 
luantenidos. 

Desde el punto de vista estrictamente jurídico el Acuerdo Tripar. 
tito implicó un evidente avance dentro del ámbito de la Cuencadd 
Plata y aun a nivel mundial. En efecto. en' él se recogen los principios 
de "información previa" (del cual el Tratado íntegro es una demostra­
ciÓh) • de "no causar perjuicio sensible" y del "uso equitativo y razonable 
del recurso". 

Incluso más, hay una intervendbn directa de la Argentina en cuan­
to al número de turbinas de Itaipú, que implica mucho más que un 
intercambio de información previa. en tanto y en cuanto al fijarse el 
número de ellas en 18. cualquier aumento de las mismas requerirá el 
consentimiento argentino. . 

Los incisos a. b, e, y su relacic')ll con el inciso h. conforman la 
llave del Acuerdo y le otorgan a éste una solidez total, habida cuenta de 
que si cualquiera de las Partes pretendiera alterar alguno de los térmi. 
nos allí acordados. tal pretensic'm será sometida a negociaciones previas 
entre las tres Partes. 
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C.urno conclusi()n puede afinnarse que en el plano jurídico, la Ar­
gentina obtuvo el reconocimiento. de los principios planteados, y. en el 
plano diplomá.tico consiguib sentar a la mesa de las negociaciones a las 
partes interesadas a efectos de lograr un entendimiento formal. 

El "A~uerdo Tripartito sobre Corpus e Itaipú" responde pues a la 
realidad del período histórico-polítkoen que fue suscripto y dentro de 
ella cumple con los recaudos mínimos necesarios. en tanto y en cuanto 
su situación geográfica, por ser país de aguas abajo, la coloc() a priori 
en una evidente desventaja. 

Jorge n. MartÍnez Adalicl 
Asesor ;urídico de la 

Comisión Mixta Argentino-Paraguoya 
del Río Paranti 
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LA PERSONALIDAD ]URlDICA DE LA ENTIDAD 

BINACIONAL YACYRETA 


SUMAlUO. INTaODUCClÓN. PllIMElIA PARTE: SISTEMA INS"nTUCIONAL: t. ConsejO 
de AtlministrlM:ión. 2. Comité E;ecutivo. 3. Directores. 4o. Re.",.esentantes de los Mi­
nisterios·de Relaciones Eneriares. - SIIGUNDA PARTE: RÉGIMEN .JUBfmCO: 1. Rela­
ciones.. con funcionarios y tÍ"aba;aJores. 2. Relociones conCO/ltrtltimu, locawes y 
p~es. - CoNCLUSIÓN. - BIBUooMPiA. 

.INTRODUCCIÓN 

La Entidad Binacional Yacyretá ha sido creada por el tratado sus­
cripto eh la ciudad de Asunción, el 3/XII/1973, por la República Ar­
gentina y la República del Paraguay. 1 

Su objeto, delimitado por el artículo IlI, 1, consiste en desarrollar 
los estudios y proyectos de las obras que las Partes contratantes se obli­
gan a realizar en común en el río Paraná. a la altura de la isla Yacyretá, 
a los efectos de su aprovechamiento hidroeléctrico, del me.joramiento 
de su navegabilidad y de la eventual regulación de su caudal de modo 
de disminuir las consecuencias perjudiciales de las inundaciones provo­
cadas por las crecidas extraordinarias. La Ent.idad Binacional también 
tiene a su cargo la dirección, ejecución, puesta en marcha y explota­
cibn de las obras. 

Yacyretá es sucesora de la Comisión Mixta Técnica argentinO-pa­
raguaya, instituida por el convenio celebrado en Buenos Aires, el 23fl / 
1958, para el estudio del aprovechamiento de la energía hidroeléctrica 
y el mejoramiento de la navegabilidad del río Paraná a la altura de las 
islas Yacyretá y Apipé. Según lo prescripto por el artículo XXII del 
Tratado de 1973, dicha Comisibn permanecib constituida hasta la entra­
da en funciones de Yacyretá. 

En cuanto a la sede de la Entidad, las Partes contratantes acordaron 
atribuirle dos: una en la ciudad de Buenos Aires y ot.ra en la dudad 
de Asuncibn. 2 

1 Cfr. artículo l. El denominado tratado de Yacyretá fue aprobado ·en la Argentina 
poe ley 20.646 y, en el Paraguay, por ley 433. Entro en vigor el 27/lIlj1974. El 26/IVI 
1973, es decir, meses antes de la creación de Yacyretá, el Gobierno paraguayo había 
suscripto con $U par brasileño un tratado que creó la Entidad Binacional ltaipú para 
construir, también, una presa hidroeléctrica en el río Paraná. Ambas entidades son muy 
semejantes entre sí. Ver el texto del tratado que crea ltaipú en U.N.T.8., vol. 923, p. 51 y ss. 

2 Cfr. artículo IV. Las sedes de la Entidad Binacional ltaipú se encuentran en las 
ciudadt>s de Brasilia y Asunción. Al respecto,ver artículo IV del tratado de Itaipú. 
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El capital se fncuentra integrado por aportes' iguales de dOs em· 
presas eléctricas estatales: Agua y Energía Eléctrica de la Argentina (A 
y E) Y la Adm,inistración Nacional de, Electri~idad del Paraguay 
(ANDE).3 ' 

Desdé el punto de vista del derecho, la Entidad Bimicional Yacyre:t~ 
es una persona jurídica creada por lÍn tratado internacional y sométida 
a un régimen jurídico pactado también internacionalmente. Cabe pre· 
guntarse,entonces, si es un sujeto de derecho de gentes. 

Por sujeto de derecho internacional se' entiende; en el presente tra. 
bajo, aquel cuya conducta está prevista directa y efectivamente por el 
derecho de gentes como contenido, al menos, de un derecho o de una 
obligación.'; La Entidad Binacional Yacyretá, pues, será sujeto de dere. 
cho internacional sólo en la medida en que su conducta esté regulada, 
al menos, por una norma de derecho de gentes ya sea porque le atribuye 
un derecho subjetivo, es decir, un derecho que puede hace.r valer en el 
plano internacional. o porque le impone una obligaci{m cuyo cumpli­
miento le puede ser exigido en el orden internacional. 

Este estudio se inicia con una descripción del sistema institucional 
de la Entidad Binacional Yacyretá. Luego, se analizan las normas jurí. 
dicas que regulan su actividad. Sobre la base de estas consideraciones, se 
intenta dar respuesta al interrogante planteado. 

PRIMERA PARTE: SISTEMA INSTITUCIONAl. 

Es sabido que las personas jurídicas actúan a través de individuos 
o de conjuntos de individuos. A los individuos que obran en nombre 
de una persona jurídica se los llama órganos. Su condición de tal se en­
cuentra reglamentada por el estatuto de la entidad al determinar quié­
nes tienen la facultad de representarla como así también qué actos u 
omisiones de esos individuos son atribuidos a la persona jurídica como 
habiendo sido realizados por ella. 

En el caso de Yacyretá. el Tratado de 1973 dispone que sus {)rga­
nos son dos: el Conse,jo de Administración yel Comité Ejecutivo. La 
estructura y competencia de los mismos está regulada por el Estatuto 

3 Cfl". artículo 111. 1. Cfr. también artículo 49 del Estatuto de Yacyretá. Sobre la 
apertura de un crédito por parte del Gobierno argentino a favor' de ANDE destinado a 
la integración del capital de Yacyretá y sobre la entidad financiera que tuvo a su cargo 
el otorgamiento de tal crédito, ver acuenlos por canje de notas df'l 31XII/1913y del 21/VII/ 
1916, respectivamente. En el caso de Itaipú, su capital está integrado por aportes de Cen­
trms Elétricas Brasileiras S. A. (ELETROBRAS) y de ANDE. 

t Comp. ANZlLOTTI, Corso di Diritto Internazioruzle, 4' ed., Padova, 196+; vol. 1, pp. 
111·112, Ver tamhifÓn GUGGBNHElM, Traité de Droit interruztional publico Geneve. 1953. voL 
1, p. 171. ' 



de ra Entidad que, como ,e verá más adelante, fonna parte del tratado 
constitutivo. s 

EL número de órganos. sin embargo. no se reduce a los dos que k 

a<.:aban de Jru'OCÍOIIar. En efecto, un examen cuidadoso de las normas 
estatutarias permite advertir que, luego de delimitar las respectivas com­
petencias del Consejo de Administración y del Comité Ejecutivo, atri­
buyen a los integrantes de este último, deberes y facultades específicos~ 
De esta manera, los Directores, en forma conjunta, son titulares de 
ciertos derechOs y están sujetos a determinadas obligaciones que no de· 
hrn confundirse con . los derechos y obligaciones que están a !U cargo 
en cuanto miembros del Comité Ejecutivo. Es así que, en la práctica. 
actúan como un órgano más de la Entidad Binacional. 

Dentro de este esquema se incluyen a los representantes de los Mi_ 
nisterios de Relaciones Exteriores argentino y paraguayo. En sentido 
estricto, no son órganos de la Entidad Binacional sino de lo~ Est.ados a 
los que representan ante la Entidad. Empero, sus competencias., dere­
chos y obligaciones están regulados por disposiciones que conforman el 
ordenamiento jurídico de Yacyr:etá. 6 

l. Consejo de Administración 

El Consejo de Administración estaba origmariamente constituido 
por doce Consejeros de los cuales seis eran nombrados por el Gobierno 
argentino, siendo dos de ellos propuestos por A y ¡':, mientras que los 
seis restantfs eran designados por el Gobierno paraguayo. de hiendo dos 
de ellos ser propuestos por ANDE. 7 

Por el acuerdo por canJe de notas del 2-XII-1982. modificatorio del 
Estatuto, las Partes contratantes decidieron reducir el número de Con. 
se.jeros a ocho, designados cuatro por el Gobierno argentino y cuatro 
por el Gobierno paraguayo, de manera directa y sin la participaciém de 
las citadas empresa! de electricidad. 8 

S De acuerdo con el articulo IV,1 del tratado que crea Itaipú. ésta se halla adminís. 
trada por dos órganos: el Consejo de Administración y el Dirl'ctorio Ejecutivo. Ver tamo 
bién artículo VII del Estatuto. 

6 Por las notas canjeadas el 26/IV/1973, la República Federativa del Brasil y la Repú' 
blica del Paraguay acordaron designar un representante de sus respectivos Ministerios de 
Relaciones Exteriorel para entender en los asuntos relacionados con los al·tículos XVII,t 1 
XXII del tratado constitutivo de la Entidad Binacional Itaipú. 

7 Cfr. artículo 69 del Estatuto. Con respecto a Itaipú. vel' articulo VIII, a) y b) del 
Estatuto como así también el parágrafo ,'3Q del mismo artículo por el qut' se prevé el nom­
bramiento, por parte del Consejo de Administración, de dos Secretarios, uno brasileño y 
otro paraguayo, que tienen a IU cargo, entre otras atribuciones, certificar los documentos 
de .Itaipú en portugués y en espaAol, respectivamente. . 

8 Sobre las fonnalidades de la toma de posesión d .. los cargos, ver artículo 10 dd 
Reslaawnto Interno 
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Los honorarios de los Consejeros son fijados por A y E Ypor AN DE 
de común acuerdo. 9 

Los Consejeros duran en sus funciones cuatro años y pueden ser 
reelegidos (art. 9, 1 Estatuto). Sin perjuicio de ello, los Gobiernos 
argentino y paraguayo están facultados para substituir, en cualquier mo. 
mento, a los Consejeros que han nombrado (articulo 9,2 Estatuto). 10 

En caso de vacancia definitiva de un cargo de Consejero, el respec­
tivo gobierno deberá nombrar al substituto que ejercerá el mandato por 
el plazo restante (artículo 9, 3 Estatuto). 

El Consejo de Administración designa de ent.re sus miembros un 
Presidente para presidir las reuniones ordinarias y, eventualmente, con­
vocar a reuniones extraordinarias. 11 La presidencia es desempeñada, al· 
ternativamente, por un Consejero de nacionalidad paraguaya o argenti­
Íla y, rotativamente, por todos los miemhros del Consejo (artículo 6, 4 
Estatuto) . 12 

El Consejo nombra aSimismo dos Secretarios, uno argentino y otro 
paraguayo, cuyas funciones están establecidas en el Reglamento Interno 
de la Entidad Binacional (artículo 6, 5 Estatuto). 13 

El Consejo de Administración es considerado el órgano deliberante 
y de decisión de YacyI1etá. 14 Su competencia está determinada en el ar­
tículo 7, 1 del Estatuto. Según esta disposición, el Consejo de Adminis­
tración debe: a) cumplir y hacer cumplir el Tratado y sus anexos: b) 
adoptar las directivas fundamentales de administración de Yacyretá; c) 
dictar el Reglamento Interno, a propuesta del Comité Ejecutivo: d) esta­
blecer el plan de organización de los servicios básicos; e) autorizar los 
actos que importen enajenación del patrimonio de Yacyretá con parecer 
previo de A y E y de ANDE; f) fijar los revalúos de activo y pasivo con 
previo parecer de A y E Y de ANDE, teniendo en cuenta que, de acuerdo 
con lo dispuesto por el párrafo 4 del artículo XV del Tratado de 1973. 
"el valor real de las cantidades destinadas a los pagos en conceptos de uti­
lidades, resarcimiento y compensación será mantenido constante en cuan­
to a su poder adquisitivo, por medio de la fórmula de reajuste expresada 
en el anexo C ... " de dicho tratado; g) determinar las condiciones de to­
dos los servicios a prestar por las obras e instalaciones: h) decidir sobre 

9 Cfr. artículo 14 del Estatuto. En el mismo sentido, articulo XVI del tratado de Itaipú. 
10 Con respecto a Itaipú, ver artículo XI del tratado constitutivo. 
11 Cfr. articulos 6,3 y 8, t del Estatuto. 
12 Ver también artículo 11 del Reglamento Interno. En cuanto a Itaipú, ver artículo 

VIII,2 del tratado constitutivo. 
13 Ver también artículos 11, 18 Y 19 del Reglamento Interno. 
14 Cfr. artículo 99 del Reglamento Interno. 
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las propuestas del Comité Ejecutivo referentes a obligaciones y préstamos: 
i) aprobar el presupuesto para cada ejercicio y sus revisiones. a propuesta 
del C.omité Ejecutivo. 15 

El Estatuto agrega, en el párrafo 2 del artículo 7, que d Consejo 
de Administración debe examinar la Memoria Anual, el Balance General 
y la demostración de la Cuenta de Resultados, elaborados por el Comité 
Ejecutivo, y los debe presentar, con su parecer, a A y E Y a ANDE. Debe, 
también, en virtud de lo prescriptopor el párrafo 3 del mismo artículo. 
tomar conocimiento del curso de los amntos de Yacyretá por medio de 
las exposiciones que, habitualmente, hacen los dos Directores en las re­
uniones del Consejo. 

De acuerdo con el artículo 8. 1 del Estatuto. l<u reuniones ordina­
rias del Consejo t.ienen lugar cada dos meses. El Consejo puede, además, 
celebrar reuniones extraordinarias a petición de la mitad menos uno de 
los Consejeros, de los dos Directores con.juntamente o. como ya se ha 
señalado, del Presidente del Consejo. 16 

Para que las decisiones puedan ser adoptadas válidamente se requie­
re la presencia de, al menos, dos Consejeros de cada país y con una pa­
ridad de votos igual a la menor representación nacional presente. 

El Presidente de la reunión tiene derecho a voto. Las decisiones se 
adoptan por mayoría. En caso de empat.e, el asunto fe somete a la con­
sideración de los respectivos gobiernos (artkulo 8,2 Estatuto). 17 

Las decisiones tomadas a propuesta del Comité Ejecutivo sólo pue­
den modificarse mediante el mismo procedimiento (artículo 15 Esta­
tuto) . 

2. Comité Ejecutivo 

El artículo 10 del Estatuto de Yacyretá preveía. en su redacci{')ll 
original, que el Comité Ejecutivo debía estar integrado por un Director 
Ejecutivo, un Director Jurídico, un Director Técnico, un Director Ad­
ministrativo, un Director Financiero y un Director de ('.oordinación. 
Con el propósito de re~petarel principio de representación igualitaria, 
a cada Director correspondía un Director adjunto de nacionalidad dife­
rente. 

15 Ver también" artículo" 15 del Reglamento Interno. Con relación a la competencia 
del Consejo de Administración de Itaipú, ver artículo IX del Estatuto. 

16 Ver tllmhién ftrtíc-:ulos 11, 12 y 13 del Reglamento Interno. Comp. artículo X del 
tratado de Itaipú. 

11 Ver también artículos 14, 20 Y !!1 del Reglamento Interno. 
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Con motivo de la enmienda de 1982,. los integrantes del Comité 
Ejecutivo quedaron reducidos a dos Directores, uno paraguayo y otro 
argentino. Ambos son nombrados por sus re~pectivos gobiernos a pro­
puesta de ANDE y de A Y E, según el caso. 18 Sus honorarios son fija­
dos anualmente por dichas empresas eléctricas (anieulo 14 Estatuto). 19 

Ejercen sus funciones por un período de cinco años pudiendo ser reele­
gidos. El gobierno que los ha nombrado esta facultado para substituidos 
en cualquier momento. 20 

En ca!o de ausencia o impedimento temporal de un Director, A y 
E o ANDE, según corresponda, debe designar como Director substituto 
provisional a un funcionario superior del sector eléctrico nacional, quien 
también tendrá derecho al voto del Director substituido. En caso de 
vacancia definitiva, el Gobierno, argentino o paraguayo, nombrará, a 
. propuesta de A y E o de ANDE, al reemplazante que ejercerá el man­
dato por el plazo restante. 21 

El Comité Ejecutivo es considerado un órgano eminentemente de 
decisión. 22 Sus atribuciones y deberes están establecidos en el artículo 
11 del Estatuto en los siguientes términos: a) dar cumplimiento al Tra­
t.ado y sus anexos y a las decisiones del Consejo de Administración; b) 
(:umplir y hacer cumplir el Reglamento Interno; c) proponer al Con­
se.jo de Administración las directivas fundamentales de administración 
y las normas relativas al personal; d) realizar los actos de administra­
ción necesarios para la conducción de los asuntos de la Entidad; e) 
elaborar y someter al Consejo de Administración, en cada ejercicio. la 
propuesta .de presupuesto para el siguiente y sus eventuales revisiones, 
asicomo también la Memoria Anual, el Balance General y la demos­
tración de la Cuenta de Resultados del ejercicio anterior; f) poner en 
ejecución las normas. las bases y las condiciones de todos los servicios 
a prestar por las obras e instalaciones; g) crear e instalar, donde fueren 
convenientes. las oficinas técnicas y administrativas que juzgare nece­
sarias. 23 

18 Para un comentario sobre las implicancias políticas de la enmienda, ver HERBERO, 

"El control de legali«;lad y oportunidad de la Entidad Binacional Yacyretá", La Ley, 30/ 
VIII/t985, p. 3. Comp. artículo XII del Estatuto de Itaipú~ Ver también artículos XVII al 
XXII de dicho Estatuto sobre las comJX>tencias de las Directores General, Técnico, Jurí­
dico, Administrativo, Financit'ro y de Coordinación así como el artículo XXIII sobre las 
funcioneS. derechos y obligacion.'s de los Directores adjuntos. 

19 Con respecto a Itaipú, VE"r articulo XVI del Estatuto. 
20 Ver también artículo 23 del Reglamento Interno. En el caso de Itaipú, ver artículo 

XII, 39 Y 49 del Estatuto. 
21 Ver también artículo 24· del Reglamento Interno. Con respecto a Itaipú, ver artícu­

lo XII, 59 Y 69 del Estatuto. 
22 Cfr. articulo 99 del Reglamento Interno. 
23 Ver también artículo 28 del Reglamento Interno. En el caso de Itaipú, ver artícu­

lo XIII del Estatuto. 
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El Comit.é Ejecutivo sesiona, ordinariamente, dos veces al mes y. 
extraordinariamente, cuando .fuere convocado por cualquiera de los Di­
rectores (artículo 12,1 Estatuto). 24 Adopta sus resoluciones por una­
nimidad.25 

El artículo 12, párrafo 3. del Estatuto faculta al Comité a instalarse 
en el lugar que juzgue más adecuado para el ejercicio de sus funciones. 2fi 

De acuerdo con el artículo 17 del Estatuto, los Directores deben 
mantenerse informados de la ejecución de todos los actos de Yacyrelá. 
A tal efecto, cualquiera de ellos puede requerir, en todos los niveles, la 
informaci6n y documentación necesarias. 

El Estatuto prescribe, en el artículo 15, que las decisiones del 'COIl­

sejo de Administración y del Comité Ejecutivo deben ser ejecutadas 
por uno de los Directores quien asume así el título de Dire(:tor Ejen.­
t.ivo por un período de cinco años. Durante e~e lapso, el Director Ejecu· 
tivo es el encargado de coordinar, organizar y dirigir las actividades d~ 
Ya(:yretá. 'l7 Asimismo, la representa en juicio o fuera de ély realiza los 
actos de administración ordinarios, con exclusión de los atribuidos al 
Consejo de Administración y al Comité Ejecut.ivo,. debiendo delegar en 
el Director del otro país las relaciones con las autoridades y con las en­
tidades públicas y privadas del mismo como así también la representa­
ciún de Yacyretá en eventuales juicios en ese país. 28 . 

3. Dif"t:ctof"t:s 

Ya se ha expresado que los Directores, además de ejercerlos dert~­
chos y atribuciones asignados al Comité Ejecutivo, están facultados para 
a(:t.uar de cierta manera, es decir, para obrar como órganos de Yacyret,í. 
Al respecto. el artículo 16 del Estatuto delega en el Reglamento Interno 
la regulación de los deberes y atribuciones de los dos Directores. 

Según el artículo 29 del citado Reglamento, fuera de las funciones 
<Iue les corresponde como miembros del Comité Ejecmivo. compet.e a 
los do!' Directores conjuntamente: a) asumir obligaciones o constituir 

24 Ver también artículo 25 del Reglamento Interno. Comp. artículo XIV del Estatuto 
de Itaipú, 

25 Ver también artículo 26 del Reglamento Interno. Comp. artículo XIV. 19 del F..sta­
tuto de ltaipú. 

26 Con respecto a Itaipú, ver artículo XIV. 29 del Estatuto. 
27 Por ,-1 acuerdo por cambio de notas del 2/XIl/1982 ". convino que las funcion,,~ 

del Director Ejecutivo, para el periodo de cinco años qul:' se inició el 6/XIl/1984, deben 
ser ejercidas por el Director nombrado por 1:'1 Gobi .. rno ar~.·ntino. A partil< del p<"riodtl 
súbsiguiente, la distribución de tales funciones SI:' hará de acul:'rdo con lo que convinieren 
los dos gobi('rnos teniendo en cuenta el principio de altl:'rnancia previsto en el lI.otículo 15 
del Estatuto y la continuidad de esas funcionl:'s para el desarl"OIlo de la obra. 

28 Ver artículos'iO al 38 del Reglarnf'nto Intl:'rnoo 
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apoderados; b) convocar al Consejo de Administración a reunión extra­
ordinaria; c) designar. suspender y dar por terminadas las funciones 
del personal. con arreglo al Reglamento del Personal y a la!! normas de 
administración como así también del personal superior. con acuerdo 
del Consejo de Administración; ~ d) otorgar vacaciones y permisos y 
nombrar reemplazantes temporales del personal superior; e) dirigir las 
actividades de relaciones públicas y la divulgación de los objetivos de 
la Entidad; f) integrar el Consejo de Administración. debiendo asistir 
a sus reuniones con voz pero sin voto: g) dirigir y coordinar las activi-. 
dades de la auditoría interna. 

Del articulo 91 del Reglamento Interno se infiere que los dos Di. 
rectores están. también. facultados para decidir en la presele<:ción y 
adj udicación de licitaciones hasta determinadas sumas. 

4. Represe"ta7lt<es de los Ministerios de Rellu:;o"es Ex·tenores 

Por el acuerdo por canje de notas del 3/XII/1973, los Gobiernos 
argentino y paraguayo dispusieron designar un representante de sus res­
pectivas Cancillerías a los efectos de encaminar Jos asuntos concernientes 
a los artículos XVII, Xylll y XXI del Tratado de Yacyretá. Por el pri. 
mero de ellos. se impone a las Partes nmtratantes la obligación de decla. 
rar de utilidad pública las áreas necesarias para el proyecto y expropiar 
los inmuebles ubicados en dichas áreas. El artículo XVIII indica algunos 
de Jos temas que pueden ser objeto de futuros acuerdos entre las Partes 
l:ontl'atantes. Finalmente. el artículo XXI dispone que, en caso de .diver­
gencia en la interpretación del Tratado. se deberán emplear los medios 
diplomát.icos y los tratados vigentes entre las Partes sobre Solución pad. 
fka de controversias. 

Según se ha expuesto anteriormente, los representantes de los Mi· 
nisterios de Relaciones Exteriores no son Mganos de Yacyretá. Estos. no 
representan a Yacyretá,. es decir, ninguna de sus condu(:tas puede ser 
atribuida o adjudicada a' la Entidad. La funciém que desempefian así 
('omo sus derechos y obligaciones no están regLÍlados por las normas es· 
t.atutarias. En rigor, revisten el carácter de representantes de los respec· 
tivos Estados ante la Entidad Binadonal Yacyretá. Son, entonces, el nexo 
de uni(mentre los Estados y Yacyretá respe(:to' de determinadas materias. 

Los alcances de la actuación de los representantes de los Ministerios 
de Relaciones Exteriores en el seno de Yacyretá están determinados por 
el Reglamento Interno, El articulo 22. en efecto, prevé que dichos fun­
cionarios pueden participar en las reuniones del Consejo de Adminis. 
trad"'n. solicitar informaciones y expresar opiniones.·.Dispone también 

29 Ver tambipn artículo 15 del Estatuto. 
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que deben percibir los mismos huoorarios que los. asignados' a los miem­
bros del Consejo de Administradbn. 

SEGUNDA PARTE:IlÉGIMEN JURÍDICO 

La Entidad . Binacional Yacyretá está sujeta a ras disposiciones del 
tratado que le dio origen. a los anexos al mismo que- comprenden S8 

Estatuto (Anexo A), la descripción general de las instalaciones desti­
nadas a la producción de energfa eléctrica y al mejoramiento de las 
condiciones de navegabilidad y de las obras complementarias para el 
aprovechamiento del río Paraná (Anexo B) y las bases financieras y de 
prestación de los servicios de electricidad de Yacyretá (Anexo C) y a 
los demás instrumentos internacionales pactados en consecuencia.:JO So­
bre tales acuerdos cabe señalar que la Argentina y el Paraguay han cele­
brado protocolos adicionales. respecto de cuestiones específicas como, por 
ejemplo, vigilancia y seguridad, tránsito de automotores~ transporte de 
materiales y asuntos fiscales y aduaneros. 

La Entidad se rige además por un Reglamento Interno cuya fuente 
de validez se halla en el Estatuto. En efecto, el artículo 7. inciso c) fa­
culta al Consejo de Administración a dictar dicho Reglamento a pro­
puesta del· Comité Ejecutivo. En cuanto al contenido, el articulo 22 
enuncia algunos de los asuntos que deberán ser objeto de regulación. 
Se trata del régimen contable y financiero, del régimen para la obten­
ción de ofertas, adjudicación y contratación de estudios, de servicios y 
obras y adquisición de bienes y del ejercicio de las funciones de los in­
tegrantes del Consejo de Administración y del Comité Ejecutivo. SI 

Las relaciones laborales que la Entidad entabla con sus funcionarios, 
empleados y operarios se encuentran reguladas por el denominado Re­
glamento del Personal, dictado en 1976 por el Consejo de Administra. 
ción a propuesta del Comité Ejecutivo. 

Este conjunto de normas jurídicas rige la conducta de la Entidad 
Binacional Yacyretá, el funcionamiento de sus órganos, su competencia, 
el procedimiento a seguir por cada uno de ellos, sus relacionesreCÍ­
procas. Establece también los derechos y obligaciones de sus funciona­
rios, empleados y operarios. Este orden legal regula además las relacio­
nes de la Entidad con los terceros. 

Antes de dar respuesta a la cuestión planteada acerca de si estas re­
gIas de derecho rigen en el plano internacional, conviene analizarlas de 
modo sistemático atendiendo al tipo de relaciones que regulan. 

30 Cfr. articulo 111,2 del Tratado de 1973. El tratado de Itaipú dispone, por su parte, 
8D el artículo 111,1, que la Entidad Bin/lcional se rige por las normas establecidas en el 
Jitiamo, por el Estatuto que constituye su Anexo A y por los demás Anexos. 

31 En igual sentido, articulo XXVIII del Estatuto de ltaipú. 
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l. Relaciones con funcitm4rios y trabajadores 

En materia laboral. el Tratado de Yacyretá contiene sólo principios 
generales relativOs' a. la contratación de trabajadores. Así, el artículo 
XII dispone que, en la realización de las obras, se deberá utilizar en 
forma equitativa, dentro de lo posible y en condiciones comparables, las 
prestaciones profesionales y .. la mano de obra, especializada o no, dispo~ 
nibleen la Argentina yen el Paraguay. 32 

Asimismo, las Panes cont.ratantes asumen la obligación de adoptar 
las medidas necesarias para que sus nacionales puedan ser empleados, 
indistintamente. en el territorio de una' o de otra. Ello, sin perjuicio 
de las condiciones particulares que se acuerden con organismos financia. 
dores en lo relativo a la contratación de personal especializado. 33 

E'n cuanto a las relaciones de trabajo en sí entre Yacyretá y su per­
sonal, de acuerdo con lo que se infiere del Estatuto,· se rigen por el Re. 
glamento del Personal. 34 Se ha señalado ya que el artículo 79, inciso c), 
habilita al Consejo de Administración a dictar, previa propuesta del Co· 
mité Ejecutivo, el Reglamento Interno. Este, a su vez, faculta al Consejo 
a dictar el mencionado Reglamento del Personal 35 cuyo objeto es regu­
lar las relaciones de la Entidad con sus trabajadores. 36 Obsérvese que, 
110 obstante esta ·limitación, el Reglamento del Personal dispone, en el 
articulo J~, que se .aplicad al personal designado por la Entidad cual­
quiera sea la jerarquía que revista. 

El concepto de trabajador, a los fines del derecho del trabajo, abar.;, 
ca, solamente, a los obreros y empleados. A los funcionarios, entendiendo 
por tales a los miembros de Jos órganos de un ente, no se los considera' 
como trabajador:espor cuanto no se concibe que existan, entre ellos y el 
ente al que .representan, intereses contrarios, lo cual es, conviene. desta· 
cario. uno de los elementos esenciales de la relación laboral. 

En varias de sus disposiciones, el Reglamento del Personal de Yacy­
retá se refiere a los .funcionarios sin hacer aclaración alguna. Por consi· 
guiente, y a 10$ efectos de no privarlas de sentido, se debe interpretar 
que el término "funcionario", empleado en el citado Reglamento, alude, 
en realidad, a lo que el artículo 68 del Reglamento Interno denomina 
"personal superior", .es dccir.a los Jefes y Subjefes de Jos Departamentos, 
al Asesor Jurídico. al Asesor Jurídico Ad,junto. a los Jefes y Sub,jefes 

3i Con respecto a Itaipú, ver arUculOl XI., 1 del tratado constitutivo. 
33 En el caso de Itaip'Ú, ver articulo XI,2 del tratado. constitutivo. 
MEl artículo XX del tratado constitutivo de Itaipú prevé la obligación, de las Partes 

contratantes, de adoptar, por medio de un protocolo anexo, las normas jurídicas aplicables 
a la. relaciones de trabajo y previsióa social de los trabajadores contratados. directamente, 
por la Entidad Binacional Dicho protocolo fue suscripto el t 1/11/1974. Ver el texto en 
ITAIPú BINACIONAL. Atas ofiCiais " legisla,áo complementar, Río de Janeiro. 1971. pp. 
139 Y ss. 

35 Cfr. artículo 15 del Reglamento Interno. 
36 Cfr. 8I'lÍc1I1o 69 -dél 1\eglamento Imerno. 
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~e las áreas de Fiscalizaciém y de Planificación y Control. al Secretario 
General y al Secretario General Adjunto. 

En lo que hace al ámbito material del Reglamento del Personal, 
éste ordena el régimen de ingreso y designaci(;n, prescribe las ohligacio· 


. nes de hacer y de no hacer como así también los derechos del personal. 

Entre las prohibiciones que se imponen. cabe mencionar la de no poder 

ejercer funciones de dirección. adminiHraciém o consulta en empresas 

abastecedoras o <:ontratistas de mataiales y servicios utilizados por Ya. 

cyretá por parte de los funcionarios argentinos o paraguaym de la Enti. 

dad. El artículo 20 del Estatuto hace extensivo este régimen a los Con· 

sejcros y Directores. El Reglamento del Personal fija también el régimen 


. disciplinario y prevé las causales de terminad()n de la relaci()n lahora 1 
y las consecuencias .jurídicas que de dicha circunstancia ~e derivan. 

Es de señalar que el Reglamento del Personal no se aplica a los 
funcionarios públicos ni a los empleados de entes autárquicos y de eco­
nomía mixta. argentinos o paraguayos, que prestan servidos a Yacyret¡í 
a pedido del Director Ejecut.ivo por cuanto esa circunstancia no implica 
pérdida del vínculo original ni de los beneficios tanto de juhilacÍ<;n 
como de seguridad wcial. 37 Tampoco rige para los trabajadores que en· 
tablan relaciones laborales nm los contratistas y subcontratistas de obras 
como con los locadores y 'ublocadores de servicios. En estos casos se 
lplican las normas especiales contenidas en el Protocolo del trabajo y 
seguridad social sliscripto el 27 /VII/76 38 y en su Protocolo modifi ­
cat.orio del 15/IX/1983 como así también en los acuerdos sobre higiene 
y seguridad del trabajo y sobre prestación de servicios médicos firma. 
dos e 1 :SO¡VII / 1980. 39 

2. Relaciones COtI cOlltratistas, locadores y IJroveedores 

En los casos en que la Entidad Binacional Yacyret¡t se reladona 
con personas físicas o jurídicas domiciliadas en territorio argentino o 
paraguayo, se debe aplicar, de conformidad con lo dispuesto por el aro 
ticulo . XIX, inciso 1, del Tratado de 1973, el derecho del respectivo 
país "teniendo en cuenta las disposiciones del ... Tratado" y los de· 
más. instrumentos int.ernacionales pertinentes. 

En cambio, cuando la Entidad. Binacional se vincula con personas 
físicas o juridicas domiciliadas fuera de la Argentina o. del Paraguay 
rige el principio de la autonomía de la voluntad. En efecto, el indso 2 
del referido articulo XIX faculta a la Entidad a acordar las chíusulas 

37 Cfr. artículos 21 del Estatuto y35 del Reglaml'nto Interno. 
38 En el caso de Itaipú, un protocolo similar fue suscripto el 10/IX/1974. Ver el texto 

en ITAIPÚ BINACIONAL, ob. cit., pp. 145 Y ss. 
39 Los acuerdos administrativos concertados por los gobiernos brasileño y paraguayo, 

el 8/1/1975, sobre prestaciÓn de servicios médicos y sobre higiene y seguridad del trabajo 
se aplican, asimismo, It los trabajadores contratados por Itaipú. Ver los textos en ITAIPÚ 
BINACIONAL, ob. cit., pp. 151 Y ss. y 155 Y ss. 
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especiales a que estadn sujetas las relaciones mntractuales de obras 'l 
suministros. 40 

En la pr.lctica de Yacyrerá existen ejemplos de contratos celebra­
dos con consorcios binacionales o internadonaIt-s en los que las partes, 
de comllO acuerdo, fijan sus derechos y obligaciones así como el derecho 
aplicable y la .jurisdiccibn competente en caso de suscitan e alguna con­
troversia. Así, t"ll el contrato suscripto, el 20¡Xfl971. por la Comisión 
Mixta Técnica paraguayo-argentina de Yacyretá-Apipé y HARZA y 
Asociados, para el est.udio de factihilidad técnico~econ()mico y financiero 
del aprovechamiento del río Paran;\ a la altura de las islas Yacyretá y 
Apipé, 41 se prevé. en la cláusula vigésimo primera, el recurso del arbi­
traje en caso de litigios relativos a la interpretación o ejecuci6n del con­
trato. El tribunal arhitral dehe aplicar ciertas normas jurídicas, según 
un orden de prelaci6n estipulado por las partes, a saber: a) el contrato 
mislJ1o;b) t'l derecho paraguayo y argentino; c) si las normas del dere­
cho paraguayo y argentino fueren incompatibles, los principios generales 
de derecho reconocidos por las naciones civilizadas. Se agrega que las 
deósiones del tri:bunal arbitral son definitivas e inapelables ante Hingún 
trihunal naóonal () internacional. 

Últimamente. s()lo se pa(:ta la aplkacibn del derecho nacional. Si 
la ohra se realiza en la margen d('recha o izquierda· exclusivamente, se 
acuerda la aplicadém del derecho arg'cntino o paraguayo, s-egún corres­
ponda. Si la ohra debe IJevars(' a cahu whre· el límite internacional, el 
contratista. en caso de estar domiciliado en un tercer Estado, tiene la 
ohligación de fijar domicilio en territorio argentino o paraguayo siendo 
aplicable. en nmsecuencia, el derecho vigente en uno o en otro. 

CONCLUSiÓN 

Cuando un grupo de personas decide asociarse de modo expreso 
con el prop6sito d·e realizar en común ciertas actividades lícitas, comQ 
por e.iemplo c.¡ercer el comercio, resulta necesario establecer las reglas 
internas que regirán el funcionamiento del grupo como tal. Estas nor­
mas, que precisarán la contribución que cada miembro debe hacer al 
grupo, el procedimiento que se dehe seguir para adoptar la~ decisiones 
internas, la distribuci(m de los bienes o beneficios que ingresen al grupo, 
el reparto de funciones y la regulacibn de las. relaciones entre los miem­
bros y el ejercicio de la representacibn externa, constituyen el estatuto 
del grupo.· 

40 Con respecto a Itaipú, ver artículo XIX del tratado constitutivo. 
41 Este tipo de contratos pertenece a la categoría de acuerdO$ que la doctrina del 

derecho de gentes denomina cuasi internacionales o de desarrollo ('Con6mico. Sobre este tema, 
ver BAIlBEIlIS, Los su¡etos del derecho internacional actual. Madrid, 1984, pp. 161 Y ss. 
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Una vez establecido el estatuto, éste entrará en vigor en virtud de 
un acto jurídico estatal lo que supone su admisión comó un orden 
jurídico parcial dentro de un orden jurídico global o general 

Cuando el orden jurídico parcial de un grupo es considerado váli­
do. por el orden jurídico general o estatal, dicho grupo constituye una 
persona jurídica. 

Las ideas que se ~caban de exponer son aplicables no sólo a las 
personas jurídicas creadas por individuQS dentro de un determinado or­
den jurídico estatal sino también· a la~ que son producto de la vóluntad 
de ~ ..• o más Estados. Este último supuesto, sin embargo, plantea un 
prot1ema adicional que consiste en !labercuál es. el orden jurídico glo.
bar ~d que forma parte el orden jurídico parcial. A veces. los Estados. 
al constit.uir una persona jurídica, deciden someterla al derecho interno 
vigente en uno de ellos. En otras ocasiones, deciden someterla al derecho 
internacional. Fuera de estos casos paradigmáticos, existen otros que pro­
vocan algunas dudas despertando, por consiguiente•.el interés del ju­
rista. Un ejemplo de estas situaciones aparentemente poco claras es la 
Entidad Binacional Yacyretá. 

La Entidad Binacional Yacyretá fue dotada, al momento de su crea­
ción, de un ordenamknto jurídico constituido esencialmente por el Tra­
tado de 1973 Y por su Estatuto. Más tarde. mediante. la ceI.ebraci6n de 
convenios complementarios, se acordaron nuevas normas destinadas, al 
igual que las anteriores, a regular la conducta de la Entidad. 

El con.íunto de estas disposiciones conforma un derecho especial 
creado )lQr dos Estados. la Argentina y el Paraguay, con el objeto de 
regular las relaciones de la Entidad con sus funcionarios, empleados y 
operarios como así también con los contratistas, suocontratistas y pro. 
veedores. 

Se trata, entonces, de saber si este orden jurídico parcial depende 
del derecho interno de los Estados que lo han creado o del derecho de 
gentes. 

Esta cuestión es importante pues en la medida en que sea }X)sihle 
demostrar que al menos un derecho o una obligac::ión previsto en el or­
den legal de Yacyretá puede hacerse valer en el plano internacional, se 
podrá afirmar que la Entidad Binacionates su.jeto de derecho internacional. 

El origen de las disposiciones que rigen e1comportamiento de Ya.. 
cyretá es sin duda internacional. Ellas están previstas en el tratado cons­
titutivo, en el Estatut.o de la Entidad que es parte de dicho tratado l 
en notas diplomáticas y protocolos adicionales que son indudablemente, 
cualquiera sea su denominación, acuerdos internacionales. Esta circuns­
tancia conduce a la mayor parte de los autores que se han ocupado del 
tema a la (:onclusión de que la Entidad Binacional Yacyret.á es su.jeto 

-106­



dederecboiJJterD3cional. 42 Respecto de esto, cabe fonnularalgullal con­
sideraciona. 

Según el artículo XIX del Tratado de 1973, la Jorisdicciónaplica. 
ble a la Entidad Binacional Yacyretá., 'conrelaóón a ,las persoDasffsicas 
o jurldicas domiciliadaseo la Argeotinao en el Paraguay, es la de la 
ciudad de BueDos Aires ola de la ciudad de Asunción,respectiv.amente. 
Por consiguiente, el juez competente ~erá argentino o paraguayo según 

. sea el caso. En .cuanto al derecho aplicable, ha, que hacer una distinción 
entre los funcionarios, mlpleados y operarios por un lado 'Y por otro, . 
los contratistas, J.uocontratistas 'Y proveedores. EneI primer caso, se de· 
beráaplicar el ReglamemodelPersonaL En este sentido se expidió el 
juez Vázquez Vialard en la causa "Ocampo~ Jorge Ornar e/Entidad Bi­
nacional Ya(:yretá s/despido" del 3Q·VI·1983 al afirmar que 

110 níate diIpesición alguna que iDIIique que al penoaal de l. Entidad 
demandada de carácter 'hiDac:ional 1M! le deba aplicar la ley argentina.• 

Es el Reglamento del Personal el que establece el régimen laboral 
para regular las relaciones de la referida Entidad con su personal. Por 
lo tanto. no resultan aplicables las disposiciones contenidas en la Ley 
de Contrato de Ttabajo. 

En el. casocle ~tratista5, subcontratistas y proveedores. el articulo 
XIX dispone la aplicación ikl derecho nacional o de las normas libre. 
menrepactadas por las partes según se trate de penanas fisicas o jurídi­
cas domiciliadas en la Argentina o en el Paraguayo en un tercer Estado, 
respectivamente, 

Elanfculo XX, por IU parte,hacetallihién una remisión expresa 
a las correspondientes. leyes nacionales para la investigación y juzgamien­
lo de la responsabilidad . civil y penal de los funcionariOs de la Entidad 

.	por actos lesivos a los intereses de ésta. Por oonsigoiente, los Consejeros, 

Directores . y demás funcionarios argentinos y paraguayos no gozan de 

inmunidad de iurisdicrión, como sería el calO de los funcionarios de 

organil.ac.iones intnnacionales o de representaciones diplomáticas." 


En ~I ca!O deelnplcados de otra nacionalidad,.se deberá proceder, 
en virtud- delo~dispuato por el artículo XIX, de confonnidadOOll la 

42 Ver en ese _tioo, _ LASc.u.-. "El T........ VacyretÁ", ..,;.", ti« Co&t¡po 
de AbotJai/os _ B_ Aira, 1981, n.2, pp. 88-90. Mumo-8Jta&sA. ~'La pe..-li.... úMr~ 
nadonal de ... ~¡~Ies Vac:yretá e 1.... ~ ele la CeraiDón Mixta de ·Sal.. 
Grande", I_,«i~ Loti__it:rma, 1982, 09 74, pp. 46 y 48. Ver, con respecto • ltaipú. 
BETIOI_ Ú r";té ¡·Itaipil. ~nt hylroélectriqele el ~.,.isfIl internatÜJntJ/k .... 
Ir Bassi" le ,. Plata (tesis de Paris 1), 1919, pp. 341 y .. y, enpartic:uJar, p. 361. 

'43 Este ·fallo _ iDédit6. 

.... ·Con respecto a ltaipá, __ articulo XXI del tntMe coastitutmt. 
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legislación nacional argfntina () paraguaya según que la sede de sus 
f~nciones se encuentre en la Argentina o en el Paraguay. 45 

En consecuencia, la igualdad de tratamiento con los funcionarios 
de los organismos internacionales establecidos en la República Argentina 
y en la República del Paraguay, que determina el acuerdo por cambio 
de notas del 22/ IV/1977, en modo alguno podría sustraer a los funcio­
narios de la Entidad de la sumisión a las leyes nacionales tanto de pro­
cedimiento como de fondo, en los caso~ ·expresamente contemplados en 
el articulo XX del Tratado de 1973. 

En este mismo orden de ideas es importante destacar que el artículo 
11 del Protocolo de vigilancia y seguridad, firmado el 15/IX/1983, dis 
pone que tales actividades deben ser ejercidas por Yacyretá. Para ello, 
el articulo 59 del anexo 1 prevé el estabtecimiento de un cuerpo de vi­
gilancia formado por igual número de nacionales argentinos y paragua­
yos, vestidos y equipados uniformemente, que dependen de un jefe de 
vigilancia y seguridad y de un jefe adjunto de otra nacionalidad que la 
del titular. 

Una vez verificada la infracción o el delito por la autoridad de apli­
. cación, ésta deberá entregar los responsables a las autoridades del país 

... dentro de •. cuyo territorio se hubiera cometido el hecho. 

De 10 hasta aquí eXipuesto surge que, no obstante la naturaleza in­
ternacional de los acuerdos que cr-ean las normas reguladoras de la acti­
vidad de Yacyretá, los derechos que confieren a sus destinatarios sólo 
pueden hacerse valer en un orden jurídico estatal. En cuanto a las obli­
gaciones, éstas tampoco pueden invocarse en el plano internacional sino 
solamente en el ámbito interno. Esto es así porque los Estados, cuando 
celebran un tratado, no necesariamente lo hacen con el objeto de crear 
normas internacionales, es decir, normas que otorguen a sus destinata­
rios un derecho o bien una obligación que puedan invocar en el orden 
internacional. A veces, los Estados utilizan la vía convencional para crear 

. normas cuyo cumplimiento sólo puede ser reclamado o invocado en un 
determinado orden jurídico estata'l. 46 Tal es el. caso, (X>r ejemplo, de los 
Convenios de Ginebra de 1930 referentes a la letra de cambio o la Con­
vención de Nueva York de 1962 sobre el nmsentimiento para el matri­
monio, la edad mínima para contraer matrimonio y el registro de los 
matrimonios. Este es, indudablemente también. el (:a50 del Tratado de 
Yacyretá y sus instrumentos adicionales. Existiría empero una excepción 
constituida por los mnt.ratos que la Entidad Uinacional ha celebrado 
con personas físicas o jurídicas domiciliadas en terceros Estados y en los 

45 Ibld. 

46 Cfr. BAaBl!IUs, "El concepto de tratado internacional", Anuario de Derecho lnter­


nocional (UnivI!rsidad de Navarra), t. VI. 1982. pp. 22·24. 
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que se ha previsto que, de producirse un litigio, éste deberá ser resuelto 
por un tribunal arbitral mediante la aplicación de los principios gene­
rales de .derecho reconocidos por las naciones civilizadas. 

Los denominados principios generales de derecho reconocidos por 
las naciones civilizadas son una de las fuentes del derecho de gentes. Asi­
mismo, se encuentran enunciados en el artículo 38, inciso 1 c) del Es­
tatuto de la Corte Internacional de Justicia, entre las normas que el Tri. 
bunal de La Haya deberá aplicar para la resolución de las controversias 
que le sean sometidas. Como tales principios son normas del derecho de 
gentes, Yacyretá podría ser considerada, en esa hipótesis, como sujeto de 
derecho internacional. 

Otra cuestión que merece destacarse se vincula con el acuerdo por 
canje de notas suscripto el 22/IV/1977 por el que se decide conceder a 
la Entidad Binacional y a sus funcionarios el mismo tratamiento que se 
otorga a los organismos internacionales y a los funcionarios de éstos que 
se encuentren establecidos en territorio argentino y paraguayo. El texto 
del acuerdo es, sin duda, oscuro dado que no especifica las materias res­
pecto de las que se equipara a Yacyretá con una organización internacio. 
nal y a los Direct.ores y Consejeros con los denominados funcionarios in­
ternacionales. De lo anteriormente expuesto, sin embargo, es posible in­
ferir que eL término "tratamiento" no incluye las inmunidades carac­
terísticas de las organizaciones internacionales y de sus funcionarios. Si 
se quiere dar, pues, a dicho vocablo un sentido útil, cabe concluir que 
se refiere a los privilegios solamente. Esta interpretación, por lo demás 
se encuentra avalada por la práctica de los Estados. Conforme a ella, se 
reconocen a la Entidad y a sus funcionarios ciertas franquicias, particu­
larmente, en materia de automotores. 

De lo expresado cabe concluir que no existen elementos suficientes 
que permitan afirmar que la Entidad Binacional Yacyretá es sujeto de 
derecho de gentes. 47 Con respecto a la aplicación de principios gene­
ralesde derecho reconocidos por las naciones civilizadas, el argumento 
es, a nuestro modo de ver, teórico. Ya se ha indicado que en los últimos 
contratos que Yacyretá ha celebrado con personas físicas o jurídicas con 
domicilio const.ituido en un tercer Estado, substituyó la remisión a los 
principios generales de derecho por el derecho estatal. Por lo demás, no 
se tiene conocimiento de que se haya suscitado alguna controversia con 
motivo de la aplicación o interpretaci6n de los contratos que contienen 
una cláusula que reenvía a tales principios y para cuya solución el tri· 
bunal arbitral recurriera a ellos . 

. 41 En este sentido, ver BARBBIIIS, Los sujetos del derecho internacional actual, p. 96; 
HEJUlltao, ob. cit.. 3/IX/t985, p. 3. 
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El acuerdo por cambio de notas de 1977. poi" su pane, merece las 
$iguientes observaciones, La concesión, por medio de un tratado, de cier­
tas franquicias relativas, por ejt"mplo, al ingreso de automotores es una 
facultad que los Estados pueden ejercer a. favor de una entidad sin que 
por ello se pueda deducir que tal entidad está dotada. necesariamente. 
de personalidad internacional. 48 Por lo que se refiere al texto en sí dd 
acuerdo, de modo alguno puede ser asimilado a los convenios que sobre 
inmunidades y privilegios conciertan las organv.aciones internacionales. 

ANA M. MOGLlA 

Universidad Católica Argentina 
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L.A POSICIÓN ARGENTINA RESPECTO DE LA RESOLUCIóN 111 
APROBADA POR LA TERCERA CONFERENCIA DE LAS 
NACIONES UNIDAS SOBRE EL DEREOHO DEL' MAR • 

INTaODUCClÓN. 1. LA RBSOLUClóN 111 EN LOS TRABAJOS DBLA TDCEBA CoNn­

UNcÍA DB LAS NACIONES UNIDAS SOIlllE EL DDllCIIO' DEL MAB,: 1. De la saión de 
CartICfU a la di,posición ''''''''¡toria. 2. La ,wtitución de la tli",ooción tTtlnritoria por 
la RelOlución 111. - 11. LAPQSIClÓN AB,GBNTINA CON llESPBCTO A LA RBSOLUClÓN 111: 
t. La RelOlución 111 110 ,e aplica a la "cUSltión Malvinas", sino las rnolucio~ IIS­

pecíficas atlopta4lu por la Asamblea General de las Nacione, Unidos. 2. La Reiol",­
c;ón 111 no constituye parte integrante de la Convención de las Naciane, Unidos 
sobre el Derecho del Mar. - III. V ALOB JUBfDICO DE LA RBSOLUClóN 111: 1. El valor 
;wídico de la Reiolución 111 y la capacitlad de la Tercera Conferencia de las Nació­
nes Unitltu sobre el Derecho tlel Mar para adoptar relOluciones de' carácter norma­
tivo. 2. lmplicancias de la inseparabilitlad referül4 en el Acta Final sobre el valor 
;urí4ico de la Raolru:ión lIi. - CoNCLUSIÓN. 

INTRODUCCiÓN 

El Gobierno argentino firmó en Nueva York la Convención de las 
Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar el 5 de octubre de 1984 y 
en esa oportunidad formuló una declaración en la que se destaca lo si­
guiente: 

La fínna de la Convención por parte del Gobierno argentino' no Unplica 
aceptación del Acta Final de la Tercera Conferencia de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar y a ese respecto la República Argenti­
na, como lo hiciera en su declaración escrita del 8 de diciembre de 
1982 (AlConf. 62/WS/35), hace expresa su, rese"a. en el sentido de 
que la Resolución 111, contenida en el Anexo I de dicha Acta Final, DO 

afecta en modo alguno la "Cuestión de las Islas Malvinas (Fal1dand)" 
la cual se encuentra regida por las resoluciones específicas de la Asam­
blea General 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/49, 37/9 y 38/12; adop­
tadas en ,el marco del proceso de descolonización. 1 

La Resolución 111 fue adoptada por votación durante la sesión del 
30 de abril de 1982 de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas 
sobre el Derecho del Mar y está incluida en el Anexo 1 del Acta Final. 2 

Su texto expresa: 

• El autor desea expresar su agradecimiento al Embajador Ernesto de La Guardia por 
sus comentarios y sugerencias a este trabajo. 

t El texto completo de la declaración del Gobierno argentino del 5 de octubre de 
1984 	figura en el Anexo I del presente trabajo. 

11 Doc. 01. ONU~Vol. XVI, p. 160 
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RESOLUCIÓN 111 

La Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar, teniendo presente la Carta de las Naciones Unidas, en particular 
el artículo 73, 
1. Declara lo siguiente: 

a) En el caso de un territorio cuyo pueblo no haya alcanzado la plena 
independencia u otro régimen de autonomía reconocido por las Nacio­
nes Unidas, o de un territorio bajo dominación colonial, las disposicio­
nes coucemientes a derecho e intereses con arreglo a la Convención se 
aplicarán en beneficio del pueblo del territorio con miras a proplover 
IU bienestar y desarrollo; 

b) En el caso de una controversia entre Estados relativa a la soberanía 
sobre un territorio al que se¡{aplicable la presente resolución y respec­
to de la cual las Naciones U~idas hayan recomendado determinados me­
dios de solución, las partes en esa controversia celebrarán consultas acer­
ca del ejercicio de los derechos a que hace referencia el apartado a). 
En esas consultas, los intereses del pueblo del tf'rritorio de que se trate 
constituirán una consideración fundamental.· 

Esos derechos se ejercerán teniendo en cuenta las resoluciones pertinen­
tes de las Naciones Unidas y sin perjuicio de la posición de ninguna de 
las partes en la controversia. Los Estados interesados harán todo lo posi­
ble por concertar arreglos provisionales de carácter práctico y no pon­
drán en pelip-o ni dificultarán el logro de una solución definitiva de 
la controversia; 
2. Pide al Secretario General de las Naciones Unidas que señale la pre­
sente resolución a la atención de todos los miembros de las Nacionef 
Unidas y de los demás participantes en la Conferencia así como de los 
órganos principales de las Naciones Unidas, y les solicita que cumplan 
lo dispuesto en ella. :4 

El 24 de septiembre de 1982 la Conferencia procedió a aprobar el 
Acta Final en cuyo párraIo 42 se expresa: 

La ConvencióD, que junto con las Resoluciones I a IV constituye un 
conjunto inseparable, fue aprobada en la 182' sesión plenaria el 30 de 
abril de 1982 en votación registrada solicitada por una delegación. 4 

La delegaci'," argentina que ya había expresado sus reservas sobre 
el texto de la Resolución 111, y más específicamente su punto 1 (b), se 
encuentra con que tampoco puede aceptar la vinculación que se pretende 
establecer entre la Convención y la Resolución 111 y que por 10 tanto no 
podrá firmar el Acta Final ni tampoco la Convención. De este modo la 
Rept'thlica Argentina quedaba al margen d~ una Convención que "cons­
tituía el fruto de tantos esfuerzos desplegados por numerosas delegacio­
nes induso la propia", 5 

3 A/Conf. 61/121, Doc. Of. ONU, Vol. XVII, p. 152 . 
.. A/Conf. 62/121, Doc. Of. ONU, Vol. XVII, p. 149. 
5 Cfr. la declaración del delegado argentino Embajador Ernesto de La Guardia duran­

te la 185. Sesión (24 de septiembre de 1982). Doc_ Ot. ONU, Vol. XVII, p. 10. 
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Dos años transcurrieron prácticamente entre la aprobación del Acta 
Final y la firma por parte de nuestro país de la Convención sobre el De· 
recho del Mar, en cuyo transcurso las autoridades argentinas se abocaron 
a examinar el alcance real que podía tener la Resolución III para 105 de­
rechos de la República sobre las Islas Malvinas, Georgias y Sandwich del 
Sur_ 

El objeto del presente trabajo es el de exponer la posición argentina 
respecto a la Resolución nI, !Os implicancias respecto de la "Cuestión 
Malvinas" y el valor jurídico de la misma. 

1. LA RESOLUCI6N III EN LOS TRABAJOS DE LA TERCERA CONFERENCIA 

DE LAS NACIONES UNIDAS SOBRE EL DERECHO DEL MAR. 

l. De la sesión de Caracas a la disposicióll transitoria 

El actual texto de la Resolución III es el resultado de la evolución 
que sufrió en el curso de la Conferencia el régimen aplicable a las ju­
risdicciones marítimas de los territorios no-autbnomos V sometidos a la 
dominación colonial. . 

La posicibn de la mayoría de las delegaciones desde los inicios mis­
mos de la Conferencia fue plenamente favorable a reconocer el derecho 
de las entidades no-autbnomas sobre sus recursos marinos y la necesidad 
de preservar los mismos contra la utilizacibn que en su provecho hicieran 
las metrópolis de esos territ.orios. Así, en 1974 durante el segundo período 
de sesiones en Caracas, un número de delegaciones pertenecientes al 
"Grupo de los 77"' presentó diversos documentos a título de propues­
tas que instaban a preservar los recursos marítimos de los pueblos depen­
dientes respecto al pueblo administrado: se puede citar por e.;emplo, una 
propuesta auspiciada por Argentina, Cuba, Ecuador. Brasil. Bolivia, Ma­
rruecos, Libia entre otros, que declaraba que 

los del'echos reconocidos por la presente Convención no podrán ser 
invocados respecto de las islas u otros territorios bajo dominación colo­
nial por parte de la potencia ocupante mientras subsista esta situación.6 

Otro grupo de delegaciones. como las de los EE.UU. de A rnéFica, 
Francia y el Reino Unido, <:onsideraha que una propuesta semejante 

6 A/Conf. 62/C.2/L.58. Argentina. Bolivia, Brasil, Colombia, Costa Rica, Cuba, Ecua· 
dor, El Salvador, Guatemala, Marruecos, Mt'xico, Nicaragua, Panamá, Paraguay, Perú, 
República Arabe Libia, República Dominicana y Uruguay. Proyecto d.. ártículos sobre 
islas y otros territorios bajo dominación colonial u ocupación extranjera. 13 de agosto de 
1974. Doc. Of. ONU. Vol. 111, p. 265. 
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constituía una inadmisible intervención en los asuntos internos y que los 
propósitos de la misma eran redundantes debido a que ya exi¡tía una dis­
posición apropiada. la cual era el artículo 73 de la Carta de las Na(:iones 
Unidas. 

A part.ir de la segunda seSlOn en Caracas en 1.974 se incluye en la 
agenda de la Segunda Comisión el acápite titulado uIstas. bajo dominad<,)fl 
colonial. administración o control extran.jeros". 7 F.n el mismo período 
de sesiones en el documento sobre las "Principales Tendencias" elabo­
rado en el .seno de la Segunda Comisi6n se incluyó una parte XIII re­
servada a la situación de las islasba jo dependencia o dominación extran­
jeras que recepta diversas propuestas en general coincidentes en ren)­
nocer a esos territorios derechos a apl'ovechar sus recursos marítimos ad. 
yacentes en beneficio propio. 8 

Estas propuestas fueron luego re<'ogidas en el Texto Único Oficioso 
para Fines de Negociación elaborado en el curso del tercer período de 
sesiones. F.n el mismo se habilita una parte especial dedicada a Jos terri­
torios bajo ocupación extranfrra y se incluye un artículo 136 que en su 
párrafo primero reconoce el derecho de estos últimos sobre iUS recursos 
marítimos y que en su segundo párrafo contempla el siguiente uso es­
¡ledal: 

Cuando exista una controvel'Sia sobre la soberanía de un territorio bajo 
ocupación extranjera o dominación colonial, los derechos mencionados 
en el páITafo· t no se ejercerán hasta tanto se resuelva dicha controver· 
sia de conformidad con los principios y los pl'Opósitosde la Carta de las 
Naciones Unidas.9 

En el cuarto período de sesiones el Texto Único Oficioso para Fines 
de Negociaci6n sufre una primera revisibn. La oposición de los países 
()('cidentales transforma el artículo 136 del proyecto en una "dis-posición 
transitoria". Esta de.jaba subsistente el párrafo i y modificaba el 2 y el 3 
quedando redactados de la maneTa siguiente: 

2. Cuando existe una coatroversia sobre la soberanía de un territorio 
bajo ocupación extranjera o dominación colonial, en relación con el cual 
las Naciones Unidas hayan recomendado medios concretos de solución. 

. los der0d:·")s mencionados 	en el . párrafo 1 no se ejercerán salvo con el 
consentimieDto' previo deJas partes en esa controversia, basta que se 

7 Organización del segundo período de sesiones de la Conferencia y asicDación.. d. 
temas. A/CAuf. 62/29. Doc. Of. ONU, Vol. 11I,p. 61 y ss. 

8 Exposición sobre las actividades de la Conferencia durante sus períodos de sesioDea 
primero y segundo. Apéndice I. Documento de trabajo de la Segunda Comisión: Principales 
Tendencias. A/Conf. 62/L 8/Rev. 1. Doc. Oficiales ONU. Vol. 111, p. 163, 

9 A/CAnf. 62IWP. 8 Parto n,Doc. Of. ONU. Vol. IV. p. 119. 
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resuelva dicha controversia de conformidad COIl los propósitos y princi­
pios de la Carta de las Naciones Unidas. 

3. Una potencia extranjera o metropolitana que administre, ocupe o pre. 
tendaadministrar u ocupar un territorio no podrá en ningún caso, apro­
vechar o beneficiarse de los derechos a los que se refiere al articulo 1. 1(' 

Dicha disposición transitoria fue particularmente propiciada por la 
República Argentina y contó con el apoyo de los países integrantes del 
"Grupo de los 77" en tanto siguió contando con la resistt'ncia de los paí­
ses occidentales mencionados. 

En el curso del sexto período de sesione~, en 1977, la disposiciún 
transitoria fue ubicada en la parte final del Texto Integrado Oficioso 
para Fines de N egociación luego de los artículos y antes de los anexos, 
de manera que la disposición transitoria pasaba a vincularse con la Con­
vendcm en su conjunto. JI Bajo esa forma la disposición transitoria no 
fue objeto de ninglln debate oficial ell las posteriores reüniones de la 
Conferenda. 

2. 1,(/ sU.Iflit"ció", de Indisposición transitoria por la ResolucwJl 111 

En el curso del décimo y del undécimo período de sesiones de la Con­
ferencia el tema de la .disposición transitoria fue discutido en el seno de 
reuniones oficiosas de laC.onferencia plenaria en el contexto de las dáu. 
~ulas finales y como una cuestión vinculada a la participación en la ('.on­
venci{m. La misma se conviTtióen una cuestión extremadamente discuti. 
da y 1a Presidencia intentó eJ,tcJuirla de la discusión sobre las cláusulas 
finales. 12 El tema de la diapqsición transitoria fue abordado por un Grupo 
IUI-hoc integrado por los países que tenían un mayor interés por la cues­
ti{m y convocado por el Presidente de la Conferencia. En dicho Grupo Jos 
delegados de Túnez y de la Argentina t"mll Jos únicos representantes de 
los "77". 

Las objedoDeJ de los países occidentales te referían básicamente ,a,¡ 
párrafo 1 de la di!posíción transitoria,. vale .decir al principiocoo arreglo 
al cual la población de los territorios depelldientes tenía derechos aebre 
tUS jurisdic:cíoncsl1)arítilR3J. n No obsfanteen,et cuno de Jos trabajos 

tQ A¡Ccnlf. 62¡WP. 8/R~v. t. ~. Of. ONU. Vol. V,p. 186. 
It A1Omt. 62/WP.tO, Dec. 01. ONU, Vol. VIIJ, p. 53. 
fl! En un resumen sobre las discusiones de las sesiones oficiosa. de la Conferencia 

plenaria del 3t de marzo 'f delt'" .. ebril de 1981e'1 Presidente "xpreNlba que .egún 
una de las posiciones_ los territorio. objeto de controversia no podían par de 101 lM!neli­
eios IIcordadOl por la Conv:~St'aún la tesis opue'ta no exítten motwos pnaextender 
eH INÍ1eficio de to. mismos 11M disposiciones de la Qmvendón. FC/25, para. 5("). 

U Verla decl."acÍÓD ~ Representante del i'einoUnido durante la 160- leSión 
(30 de ....no det9fl2.),Doc. 01. ONU, Vol. XVI;. 'p. 26; 
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del Grupo antes mencionado, estos países expresaron que estaban dispues­
tos a flexibilizar su posición respecto al texto de la disposición transitoria 
si éste era expuesto en forma de una "resolución" de la Tercera Confe­
rencia manteniendo su oposición a que figurara como un artículo de la 
Convención. 

Lentamente fue prevaleciendo la poslclOn occidental que, incluso pi­
dió una reformulación del párrafo 2 de la disposición transitoria. Fueron 
vanos entonces los esfuerzos de la delegación argentina para lograr que 
se mantuviera la versión original de la disposición transitoria. Luego de 
sucesivas reuniones el delegado de Bulgaria presentó un papel de como 
promiso en estos ténninos: 

1. En el caso de un territorio cuya población no haya alcanzado la 
plena independencia ni otro régimen de autonomía reconocido por las 
Naciones Unidas, o d", un territorio bajo dominación colonial, las dis­
posiciones r",lativas a derechos e intereses según esta Convención serán 
aplicadas en beneficio de la población del territorio con miras a pro­
mover su bienestar. y desarrollo. . 

2. Cnando exista una controversia entre Estados acerca de la soberanía 
IObre UD territorio al que se aplica esta declaración, en relación con 
la cual las Naciones Unidas hayan recomendado medios concretos de 
IOlución, se realizarán consultas entrn las partes en esa C()ntroversia 
acen:a del ejen:icio de los derechos· referidos en el parágrafo 1. En tales 
C()nsultas los intereses de la población del territorio. en cuestión consti· 
tuirán una consideración fundamental. Cualquier ejercicio de esos dere­
chos tendrá en cuenta las pertinentes resoluciones de las Naciones Uni. 
das y no perjudicará la posición de una u otra parte en la controversia. 
Los Estados involucrados se esforzarán por concertar arreglos provisio­
nales de carácter práctico y no pondrán en peligro ni obstaculizarán el 
logro d(' UDa solución definitiva de la controversia. 14 

Sin perjuicio de las modificaciones de texto que se observan en el 
párrafo 1, el párrafo 2 propuesto sustituía "el consentimiento previo de 
las partes en la controvet:sia" -importante posición argentina- por "con­
sultas entre las partes en esa controversia", debilitando sensiblemente el 
texto. Introducía asimismo "los intereses de la población del territorio en 
cuestión (como) una consideración fundamental". Aunque durante las 
negociaciones con Gran Bretaña sobre Malvinas, la Argentina siempre 
había aceptado reconocer los "intereses de la población" y no los "deseos 
de la población" esta frase tampoco favorecía a la posición argentina. Sólo 
podía mejorar su posición con la frase referellte a "las pertinentes resolu­
ciones de las Naciones Unidas". En el seno del Grupo la delegación ar­
gentina hizo saber su disconformidad con ese texto, pero fue la única 
en hacerlo y ni siquiera Túnez que actuaba como coordinador de los 
"77" se manifestó en contra. 

14 Papel de trabajo p~ntado por el Presidente,Sr. Yankov en el Grupo Ad-Hoc. 

-1l6­



El resultado está reflejado en el informe del Presidente de la Con­
ferencia sobre la "Cuestión de la Participación en la Convención" que 
expresa en su parte pertinente: 

19. Al final de las deliberaciones sobre la participación se considero la 
cuestión de la disposición transitoria. El portavoz del Grupo de los 77 
explicó un!! vez más los' principios en que se fundaba el proyecto de 
artículo presentado por ese Grupo en la continuación del décimo período 
de sesiones celebrado en Ginebra. No parecía haber controversia al­
guna respecto del principio en que se basa la disposición transitoria, a 
saber, que los pueblos de los territorios mencionados en ella deberían 
ser los beneficiarios de los recursos de esos territorios. Sin embargo, 
tanto los términos utilizados para expresar este principio como la cues­
tión de la ubicación de la disposición' en la Convencíón seguían plan­
teando problemas. Se sugirió que la disposición de transición se convirtiera 
en una resolución de la Conferencia. Esta idea parecía constituir la mejor 
solución d.e transacción. El proyecto de resolución que figura en el Anexo 
III del presente informe ps el resultado de las negociaciones celebradas 
por el Presidente con las delegaciones más interesadas en la cuestión. 15 

El resultado final fue la inclusión de la Resolución In, cuyo texto 
se aprobó por votacÍ(m en la Conferencia. 16 

Las intervenciones realizadas en el curso de la~ sesiones plenarias 
156 a 163 de la Conferencia muestran que en general las delegaciones 
adherían al compromiso al que había llegado el Grupo de Trabajo en~ 
cargado de elaborar la Resoluci6n In, salvo la Argentina. 17 

Luego, en su sesión plenaria del 30 de abril de 1982, la Conferencia 
proCedió a aprobar por votación la Convención y las Resoluciones I 
a . IV. 18 La delegación argentina votú en favor de todos esos inst.ru­
mentos que fueron adoptados en conjunto, pero en tal oportunidad el 
delegado argentino Boucher declaró que la Argentina se había pronun­
ciado en favor del conjunto de los instrumentos votados pero que si la 
votación se hubiera hedlO de manera separada habría votado en contra 
de la Resolución nI. 19 

Finalmente en oportunidad de la adopciún del Acta Final el 24 de 
septiembre de 1982 la delegaci()n argentina reiterú sus reservas respecto a 
la ResoJudém TIJ preservando sm dere(~hos sobre el territorio de Malvi. 

15 Informe del Presidentp sohre 111 Cuestión de la Participación en la Convención. Al 
Conf. 62/L.86, párrafo 19'. Doc. Of. ONU, Vol. XVI, p. 206. 

16 La Resolución nI figuraba en el Anexo 11 del Informe de la Presidencia sobre la 
Cuestión de la Participaeión en la Convención.A/Conf. 62/L.86, Doc. Of. ONU, Vol. XVI, 
p.209. . 

.17 Actas resumidas de las Sesiones Plenarias 156 a 180. Doc. Of. ONU, Vol. XVI, p. 
3 Y 15. 

18 Doc. Of. ONU, Vol. XVI, p. 160. 
19 Declaración del delegado argentino Boucher, durante la sesión 182 (30 de abril 

de 1982). Doc. Of. ONU. Vol. XVI, p. 160. 
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nas, Georgias del Sur y Sandwich del Sur y anunciando que no firmaría 
ni el Acta Final ni la Convención sobre el Derecho del Mar. 20 En esta 
oportunidad la parte británica replicó la intervención argentina en los 
siguientes términos: 

.Por su parte el Reino Unido se propone ejercer todos los derechos que 
le .corre;ponclen en las' 88Uas situadas alrededor de las islas FaIkIaM' en 
.interés de la población del territorio y de conformidad con el artículo 
13 .de la Carta de las Naciones Unidas. 21 

Cabe destacar q ueen oportunidad de la votación de los instrumentos 
de 'la Conferencia la delegación británica había votado en abstención. 

11. lA .POSICIÓN ARGENTINA CON IlESPECTO A LA llESOLUCIÓN 111 

'En su declaración del 5 de octubre de 1984 hecha en oportunidad de 
la firma de la Convención sobre .el Derecho del Mar el Gobiernoargen­
tino ex.presó los aspectos fundamentales de su posición respecto a la Re. 
toluciÓD 111. 

Según la posición argentina la Resolución 111 no se aplica a la "Cues­
tión Malvinas·' b que se encuentra regida por las resoluciones específicas 
adoptadas por la Asamblea General de las Naciones Unidas en el marco 
del proceso de descolonizacióD. En la misma declaración el Gobierno ar­
gentino formuJósu interpretación sobre el párrafo 42' del Acta Final. se­
6alando ,que la .Resolución lU no puede constituir parte integrante de 

. la eon\leución sobree1 Derecho del Mar. 22 

'Estos .aspectos -principales de la posici()n argentina serán tratados ie­

pida_eme. 

1. 	La Resolución 1Ilno se aplica a la "Cuestión MalviruJS" sino las 
resoluciones específicas adoptadas por la Asamblea General de llJ.5 Na­
ci01lel U nid.tJs 

E1 Gohiemo argentiRe expresó ,en su dedaraci/m del 5 de octubre 
de 1984 jo siguiente: 

Laf'uma de 1. ConveucÍÓDpor parte ,J1elGobiemo argentino no .implica 
~óo del Acta Final de la Tercera Conferencia de la, NacioDl'S 

JODedaracióa del·' deJesadoargentino Embajador dt> La Guardia durante 1a 1as· 
__ (fi • ...,eiembre). citada eítnota 5 supra. 

21Dedaración del .delegado kitáDico.'sr. .Powell Jones. duranle la 185' sesión.. Doc. 
Of.ONU, Vol. XVII, p. jO. . 

1&2 La interpretacióD argentiuatere,iere al siguiente pasaje-del párrafo 42 del Acta 
Fioal: "La Conveac:ióa; 4'le junto ceo lat Reso1uc:iORes 1 a Iv OODItim,.e 'un conjunto~nse­
parable· ,.. aprebada en la 185' leSión plenaria". A/Conf. 62/al.Doe. Oí. ONU, Vol. 
XVII, p. 149. . 
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Unidas sobre el Derecho del Mar y a ese respecto la RepÚblica .Arpnti­
Da, como lo hiciera en su declaración escrita del 8de diciembre de. 1982 
(A/Conf. 62/WS/35), hace expresa su reserva en el sentido de que 
la Resohación 111, contenida en el Anexo r de liicha Acta F"mal, no 
afecta . en modo alguno la "Cuestión de las Islas Malvinaa (FalklaJ1d)", 
la. cual se encuentra regida por las resoluciones, ~ de la Aaam­
blea General 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/~ 31/9 Y 38/12, adop­
tadas .en el marco del procese, de descolonimción. 23 

Del párrafo citado resulta que para el Gobierno argentino la Reso­
lución 111 no es aplicable ala "Cuestión Malvinas" y que la misma se 
encuentra regida por las Resoluciones f'~pecíficas de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas. A continuación abordaremos ambas cuestiones 
mencionadas en la declaración del Gobierno argentino. 

De la declaración argentina surge en primer lugar que el Gobierno 
argentino se abstuvo de rechazar la Remlución III en su conjunto, limi­
táml08e sólo a excluir su aplicación a la "Cuestión Malvinas". En cambio 
la posición asumida por la delegación argentina en el curso de la Confe­
rencia había sido inicialmente opuesta al texto de la Resolución HI, y 
en particular de su párrafo l (b). En su intervención del 31 de marzo 
de 1982 durante la sesión plenaria 161 el delegado argentino embajador 

.Candioti expresó: 

El Gobierno argentino no está en condiciones de aceptar la redacción 
del proyecto de resolución que figura en el Anexo 111. A su juicio, de­
bería mantenerse la actual disposición transitoria que figura en el docu· 
mento A¡ConL 62/L. 78. 24 

Cabe entonces preguntarse por las razones que originaron esta mo­
dificación en la formulación de la posición argentina respecto a la Reso­
lución III. La mi~ma es explicable si se tiene en cuenta que cuando la 
Conferencia ingresó en la fase de aprobación. de sus instrumentos se in­
trodujo el sistema de las votaciones conjuntas y, en t:onsecuencia, la de­
legación argentina se vio impedida de solicitar la votación por separado 
del párrafo 1 (b) de la Resolución 111, así como. la votación separada de 
la Resolución 111 respecto de las Resoluciones l. II Y IV Y respecto de 
la Convención sobre el Derecho del Mar. 25 En consecuencia el procedi. 
miento de las votaciones conjuntas comprometen a la posición argentina 

. en el éurso de la Conferencia dado que no podrá votar separadamente la 
Resolución 111, respecto de los otros instrumentos. Para el Gobierno ar­
gentino la cuestión era comprometida porque como integrante del "Grupo 
de tos 77" propiciaba firmemente la aprobación de la Convención por la 

23 PlÍrralo 2 de la declaración del Gobierno argentino del 5 de octubre de 1984. 
24 Intervención del delegado argentino Embajador Enrique Candjoti durante la 161' 

se8ión (31 de mano de 1982~ ·Uoc. 01. ONU, Vol. XVI, p. 32. 
25 Cfr. declaración del Presidente de la Conferencia del 30 de abrH de 1982 durante 

la 181' sesión. Doc. 01. ONU, Vol. XVI, p. 157. 
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Ccmferenda sohre el Derecho del Mar. Frente a la alternativa de votar 
en <:ontra u en favof de la Convencilm. la delegacic'Jn ar~'elHina optC) por 
votar en favor de tndos los instrumentos, entre los nlalt's figuraha la Re_ 
soludbn 111. 26 

En la etapa siguiente a la aprobacibn de la Convendún la Argentina 
aprovrchar.l toda oportunidad para declarar que nmtinlla rechazando los 
términos de la Resolución III 1 (b) Y que el hedlOl)ue haya votado en 
favor ohede<:e simplemente al respeto del <.:ompromiso contraído con el 
"Grupo de los 77" de votar en favor de la Convencic)n. En su intervención 
del 30 de ahril de 1982 durante la sesi/m 183 el delegado argentino Bou­
<:her expresc',:. 

Si se hubiese procedido a la votación separada resPl'cto de los proyectos 
de Resolución III la Argentina habría votado en contra del párrafo 2 
del proyecto de Resolución III, 27 

Por su parte el delegado argentino emba,jador de La Guardia. en su 
inter\"endc'm del 24 de septiemhre declar(,: 

El 30 de abril de 1.982 la Conferencia adoptó como UII conjunto el texto 
de la Convención y las cuatro resoluciones. La delegación argentina ha 
votado en favor de dicho conjunto teniendo en cuenta el compromiso 
que había suscripto con el Grupo de los "77" en favor de la adopción 
lo más pronto posible del proyecto de Convención. La delegación argen­
tina había entonces reafirmado respecto de la Resolución 1I1 la reserva 
que había formulado durante la sesión oficiosa del 31 de marzo de 
1982. Si se hubiera procedido a votar separadamente cada uno de los 
documentos la delegación argentina habría votado contra esa Resolución 
cuya redacción considera inaceptable.28 

Las intervenciones posteriores de la delegaci(m argentina durante la 
etapa final de la Conferencia estarán destinadas a reafirmar que la Reso­
lucibn III no es aplicable a la "Cuestión Malvinas". Así nueHra delega­
cic'm efectw', gestiones en oportunidad de la elaboración del Acta' Final 
para introducir una declaración que excluyera la aplicación de la Reso­
lud()n lB a la "Cue~tión Malvinas". 29 Pero como la misma no logrará 
apoyo suficiente para su aprobación la delegación argentina formulará una 
interpretacic'm unilateral sobre el alcance de la Resoluci()n 111, resguar­
dando los derechos de nuestro país sobre Malvinas. Georgias y Sandwich 

26 Ver Doc. Of. ONU, Vol. VI, p. 160. 

21 Declaración del delegado argentino Boucher durante la sesión 182' citada en la DOta 


28 Declaración del delesado argentino, Embajador de La Guardia, del 2+ de sep­
tiembre, citada en nota 5. 

29 A título de una declaración interpretativa formulada en el Acta Final limitando 
el alcance de la aplicación de la Resolución 111. 
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del Sur reafirmando adem:ís la aplicacÍ()n de las resoluciones específicas 
de la Asamhlea Genercll de las Naciones Unidas sobre esta cuesti{m. 3(1 

El p:irrafo 2 de la declaraciém del Gohierno argentino del 5 de oc­
tuhre de 1984 se inscrihe en esta posición. 

En segundo lugar la referencia a las resoluciones adoptadas por la 
Asamhlea General sohrt' la "Cuestiún Malvinas" estaría destinada: a reafir­
mar que las mismas son las que establecen el marco jurídico general que 
debe regir el tratamiento de esta cuestiém. Recordemos que dichas reso­
luciones consideran que la "Cuestiém Malvinas" constituye una contro­
versia entre la República Argentina y el Reino Unido respecto a la so­
beranía sohre. los territorios de Malvinas, Georgias y Sandwich del Sur e 
invitan a ambos Gobiernos a buscar una solución pacífica de este dife­
rendo teniendo en cuenta las disposiciones de la Carta de las Naciones 
Unidas y de la Resolución 1514jXV así como lo~ intereses de la pohla. 
cibn de las Islas. 31 

Cahe preguntarse si la inclusión de las mismas en la declaraci{m del 
Gobierno argentino del 5 de octubre de 1984 tiene por objeto plantear 
una incompatibilidad entre las resoluciones de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas sobre Malvinas y la Resolución lB adoptada por 
la Ten:era Conferencia sobre el Derecho del Mar. Al respecto nos parece 
conveniente recordar algunos aspectos de la posición asumida por la de­
legadón argentina a partir de los trabajos de la Tercera Conferencia. La 
deleh",d6n de nuestro país había apoyado la solución propiciada por el 
p;Írrafo 2 de la disposición transitoria cuyo texto era el siguiente: 

2. Cuando exista una controversia sobre la soberanía de un territorio 
bajo ocupación extranjera o dominación colonial, en relación con el 
cual las Naciones Unidas hayan recomendado medios concretos de solu. 
ción, los derechos mencionados en el párrafo 1 no se ejercerán salvo 
con el consentimiento previo de las partes en esa controversia, hasta 
que se resul'lva dicha controversia de conformidad con los propósitos y 
p,·incipios de la Carta de las Naciones Unidas. 32 

Vale decir que de acuerdo con el régimen propiciado por el párrafo 
2 de la disposición tramitoria la extensión de los derechos reconocidos por 
la Convencibn en heneficio de los territorios coloniales o dependientes es­
taha suhordinado a la solución de la cont.roversia sobre la soberanía de 
los mismos. Para la Argentina esta solución era compatible con la pre­
conizada por las resoluciones de la Asamblea General sobre la "Cuestión 
Malvinas". 

30 Cfr. declaración escrita del Gobierno argentino de fecha 8 de diciembre de 1982. 
A/Conf.62/WS/35. Doc. Of. ONU, Vol XVII, p. 231. 

31 En particular nos referimos a las Resoluciones 2065 (XX), 3166 (XVIII), 31/49, 31/ 
9 y 38112 de la Asamblea Geoeral de las Naciones Unidas. 

32 A/Conf. 62/WP.10. Doc. Of. ONU, Vol. VIII, p. 53. 
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Para el Gobierno argentino la Resolución 111 1 (b) al admitir que 
se pueden extender las disposiciones de la Convención en beneficio de los. 
territorios coloniales. no obstante la existencia de una controversia esta­
rla siguiendo el camino inverso al recomendado por el párraIo 2 de la 
disposición transitoria. y a las resoluciones de la Asamblea General de 
las Naciones Unidas sobre la "Cuestión Malvinas".:U 

En uno de los pasajes de la declaración del delegado argentino em­
bajador de La Guardia se expresa: 

...en la redacción de la Resolución 111 y, en especial la .del apartado 
b), del párrafo 1, se traicionan los principios invocados en el párrafo 2 
de la antigua disposición transitoria relativa a los territorios ohjeto de 
conflicto. Según la Argentina la Resolución III de ningún modo puede 
referirse a las Islas Malvinas, que entraba en el ámbito del proceso 
dt> descolonización emprendido por las Naciones Unidas. 34 

{'.abe destacar que la Resolución III expresa en su párrafo 1 (b) que 
el e.jercicio de los derechos mencionadm eri su párrafo 1 (a) se haga te­
niendo en cuenta las resoluciones particulares de las Naciones Unidas so. 
bre la cuestión. 35 El hecho de que se haya incluido esta frase tampoco sao 
tisfizo a la posición argentina para la cual las resoluciones particulares de 
las Naciones Unidas sobre la "Cuestión Malvinas" establecían justamentt' 
la solución inversa a la preconizada por la Resolución 1111 (b). 

Al respect.o nos parece pertinente citar los párrafos 3 y 4 de ladeda­
ración argt'ntina del 5 de octubre de 1984 que expresan: 

En este sentido y teniendo en cuenta que las Islas Malvinas, Sandwich 
del Sur y Georgias del Sur forman parte integrante del. territorio arpa­
tino, el Gobierno argentino manifiesta que en ellas no reconoce ni rec.. 
nocerá. la titularidad .ni el ejercicio por cualquier otro Estado, comu­
nidad o entidad, de ningún derecho de jurisdicción marítima quepre­
teuda ampararse en una interpretación de la Resoluciún m que vulnere 
los derechos de la Argentina sobre· las Islas Malvinas, Sandwich del· SOl" 
Y Georgias del Sur y las áreas marítimas correspondientes. Por consi­
guiente, tampoco reconoce ni reconocerá y considerará nula cualquier acti­
vidad o medida que pudiera realizarse o adoptarse sin su (:onseDtimiea­
lo con referencia a esta cuestión, que el Gobierno argentino considera 
dt" la mayor importaDCÍB. 

33 Esta posición !le desprende tambiéll a nuestro juicio de las declaTaciones siguientes 
efectuada! por la delegación argentina en el curso de la Conferencia: Intervención del Em­
liajador Candioti durante 1 .. 1~1' sesión. Ver nota z.4 supra y declaración del Gobierno ar­
gentino de fecha 8 de diciembre de 1982. Ver nota .30 suprtl. 

34 InterveJ1Ci6n del delegado argentino, Embajador de La Guardia, del 2+ de sep­
tiembra, citada en nota 5. 

35 Según el·párraro 1 b) de la Resolución I1I: " ...Esos derechos se ejercerán tenieudo 
en cuenta lal resoluciones pertinentes de las Naciones Unidas y sin perjuicio de la posición 
de ninguna ele las partes en la controversia". A/Conf. 62/121. Doc. Of. ONU, Vol. XVII, pI
152. . 
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En tal sentido el Golrierno arsentíno entenderá que la materialización 
de actos de la naturaleza antes mencio..ada es contraria a las referidas 
..-,luciones adoptadas por las N.ciones UDidas, cuyo elato objetíyo es 
la solución pacifiea eJe la dísputa de soberania sobre láa Islas par la da 
de las uegociaciones bilaterales y ron los buenos oficios del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 36 

Como se puede observar la declaración argentina evita plantear una 
incompatibilidad directa entre la Resolución 111 1 (b) Y las resoluciones 
de la. Asamblea General al considerar que 10 que sería violatoTÍ() de di­
chas resoluciones seria el e.;ercicio de ciertas jurisdicciones en las áreas 
marítimas de Malvinas, Georgias y Sandwich del Sur. Sin embargo de la 
d«laración. argentina surge también que el instrumento que puede cons' 
tituir la base de la violación de las mencionadas resoluciones de Naciones 
Unidas es la Resolución III según la cual, no obstante la existencia de 
una controversia entre Estados sobre la sobttania de un territorio, se pue. 
de elUender en beneficio del pueblo respectivo las disposiciones de la 
ConvntCÍÓn. ,­

En ·amclusión y en respuesta a la pregunta planteada inicialmente 
consideramos que en su declaración del 5 de octubre de 1984 el Gobierno 
argentino se abstuvo de plantear en términos expresos una incompatibili.. 
dad entre las resoluciones de las Naciones Unidas sobre Malvinas. y la Re­
solución 111 de la Conferencia sobre el Derecho del Mar. No obstante 
cr~emos que esta incompatibilidad es expresada en forma implícita cuan­
do se declara que el ejercicio de jurisdicciones en los territorios de Mal­
vinas, Georgias y Sandwich del Sur basados en una interpretación de la 
llesoluci(ín III seda violatorio de dichas resolucio~ de las Naciones 
Unidas. 

%. 	 La Resolución 111 no cOflstituye parte integrante de la Convención de 
las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. 

La Resolución 111 se encuentra ubicada en el Anexo 1 del Acta Final 
de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar. Juntamente con la Resolución III figuran en el mencionado Anexo 
las siguientes resoluciones: la Resolución 1 por la que se establece una 
Comisión Preparatoria de la Autoridad Internacional de los Fondos Ma· 
rinos y el Tribunal Internacional del Derecho del Mar, la Resolución 11 
relativa a las inversiones preparatorias en las primeras actividades rela­
cionadas con los nódulos polimetálicos. y la Resolución IV relativa a los 
movimientos de liberación nacional. 37 

36 Ikclaración del Gobieruo argentino del 5 de octubre de ,1984. 

37 AlConf. 62/121. Doc. 01. ONU, Vol. XVII, p. 149 y IS. 
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El 24 de septiembrr de 1982 la Conferencia pT<x:edib a aprobar el 
A(·ta Final que en su párrafo 42 expresa: 

La Convención, que junto con las R ..soluciones I a IV constituye un 
conjunto inseparable, fue aprobada en la 182' sesión plenaria el 30 de 
abril de 1982 en votación registrada solicitada por una Delegación. 38 

La delegación argendna que había manifestado en el curso de ]a 
Conlerencia sus reSfTvas respecto a la Resolucibn III, se encontr6 en la 
situaci6n que tampoco podía aceptar la vinculación e~tablecida por el Ac­
taFinal entre la Convención y las Reso]uciones I a IV. En la misma sesión 
en la que se aproh{) el Acta Final el delegado argentino embajador de La 
Guardia formulb una declaración en la cual expresó: 

La delegación argentina lamenta profundamente no poder firmar el 
Acta Final ni la Convención que son el fruto de esfuerzos desplegados 
por numerosa~ dell'gaciones incluida la propia ... 3!1 

l.a firma de] Al·ta 'Final por parte del Gobierno argentino habría 
tenido por efecto manifestar su adhesión a lo expresado en el párrafo 42, 
en el semido de que la Convención y la~ Resoluciones I a IV constituyen 
un conjunto inseparable. '10 La Argentina que se oponía a la Resolución 
III, tampom podía aceptar que la misma pudiera ser considerada como 
parte de lm nmjllnto inseparable con la Convención sobre el Derecho 
del Mar. Por tal molÍvo el Gobierno argentino no finnó el Acta Final. 

Como se ha indicado el texto del párrafo 42 incluso produjo que en 
,septiembre de 1982 el Gobierno argentino anunciara su decisi~n de no 
firmar ]aConvenci{m sobre el Derecho de] Mar. De este mo,do.la vincula­
dón establecida por el Acta Fina] ent.re la Convenci.>n y las 'Resoluciones 
1 él IV compromftía la posición de nuestro Gobierno respecto al instru­
mento convencional. La República Argentina quedaría entonces excluida 
transitoriamente del régimen de ]a Convencí.>n cuyo texto aceptaba y en 
nlya e]ahoraCÍc'm había participado activamente. 41 .' 

38 A/ConC. 62/121. Doc. OC. ONU, Vol. xvn,p. 1<W. 
39 Intervención del delegado argentino, Embajador Ernesto de La Guardia, durante la 

t85' sesión del 24 de septie.mbre de t982.Ver nota 5 supra. 
40 RespE'cto a la cue.tión del valor jurídico de las Actas Finales de las Conferencias 

Intemaciona~, ver el artículo de Platzoder, "Observations sur la Nature juridique de l' 
Actf' Final de, la Conférence sur la Sécurité et la Coopération en Europe", Annuaire Fran.­
,ais d" Droit IntP.rnational, 1975,. p. 131 y ss. 

41 La República Argentina quedaba al margen de los trabajos de la Comisión Prepa­
ratoria de 1" Autoridad Internacional de Fondos Marinos dado que no firmó la ConvenciÓD 
IObre el Derecho del Mar. Según el párrafo 2 de la Resolución 1 de la Tercera Confe­
rencia sobre el Derecho del Mar relativa al establecimiento de la Comisión Preparatoria de 
la Autoridad Internacional de los Fondos Marinos y del Tribunal Internacional del Derecho 
del Mar: "La Comisión estará integrada por los Representantes de los Estados... que 
hayan firmado la Convención o sellayan adherido a ella". AlConf. 62/t2t. Doc. Of. 
ONU, Vol. XVII, p. 149. 
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Dado que según su artículo 305 (2) la Convenci6n sohre el DeredlO 
del Mar se encontraba abierta a la firma hasta el 9 de diciemhre ele 1!IH4, 
las autoridades argentinas consideraron conveniente diferir la firma del 
instrumento mientras se abocaban a analizar las implkancias del párrafo 
42 del Acta Final y de la Resolución 111 para nuestro pais. 42 

El 5 de octubre de' 1984 casi dos meses antes de concluir el período 
d~ firma de la Convenciém el Gobierno argentino susaibió en Nueva York 
dicho instrumento y en esa oportunidad [ormlll" una dedaracilm nlya 
parte pertinente expresa:' 

Además, la República Argentina enti,'nde que al referirse al Acta Final, 
en su párrafo 42, a que la Convención "junto con las Resoluciones 1 a 
IV, constituye un conjunto insepal'able", meramente describe el pro­
cedimiento que se siguió para evitar en la Conferencia una serie de 
votaciones separadas sobre la Convt'nción y las Resoluciones. La Conven­
ción misma claramente establece t'n su artículo 318 que sólo sus anexos 
forman part.. integrante dI' ella. por lo que todo otro instrumento o 
documento aun cuando haya sido adoptado por la Conferencia no forma 
parte integrante de la Convención d .. las Naciones Unidas sobre el 
Derecho del Mar. 43 

La dedarad{m argentina no se limita a interpretar el sentido que 
puede tener la' inseparabilidad re~pecto a la Resolllciém 111 sino que en­
globa las Resoluciones I a IV en su conjunto. Su obj.etivo principal con· 
siste en afinnar ql,le las mencionadas resoludones no pueden ser conside· 
radas como parte integrante de la Convención sobre el Derecho del Mar. 

.En la misma se hace referencia al artklllo ¡~ 18 de la Convenci()n cuyo 
texto es el siguiente: 

Los anexos son parte integrante de esta Convención y, salvo que se dis. 
ponga expresamente otra cosa, toda referencia a la Convención o a una 
de sus partes constituye asimismo una referencia a los anexos corres· 
pondientes. 44 

Según la interpretación argentina del artículo 318 surge que sólo los 
anexos de la Convención pueden ser considerados como parte int.egrallll' 
de la misma. En consecuencia, las Resoluciones 1 al IV que figuran en el 
Anexo I del Acta Final no podrían ser consideradas como parte integrante 
de la Convención. De lo que se deduce que para el Gobierno argentino el 

42 El articulo 305 (d) de la Convención sobre el Derecho del Mar expresa: "l.a pre­
sente Convención estará abierta a IR firma hasta el 9 de diciembre de t 984, en el Minis­
terio de Relaciones Exteriores de Jamaica y asimismo desde el 19 de julio de 1983 hasta 
el 2 de diciembre de 1984 en la sede de las NacioD"s Unidas en Nueva York". A/Conf. 
62/122. Doc. Of. ONU, Vol. XVII, p. 207. 

43 Párrafos 4 y 5 de la declaración del Gobierno argentino del 5 de octubre de 
1984•. 

44 A/Conf. 62/122. Doc. Of. ONU, Vol. XVII, p.. 209. 

-125­



p;irrafo 42 no pooría incorporar nuevos anfXOS a los ya admitidos por la 
( :onvenóún. 

l,a interpretaciún retenida po.- eJ Gobierno argentino es que la inse­
parahilidad mencionada en el Acta Final se refiere al procedimiento se­
gllido por la Conferencia para evitar que se pudiera separar las votaciones 
oc la Convención yde las Resolucionf~. r a IV. Recordemos que el párrafo 
42 alude a la Convención y a las Resoluciones 1 a IV como un conjunto 
inseparable al referirse a la etapa en la que dichos instrumentos fueron apro­
hadus por la Con.ferencia. 

Sinos retrotraemus a dkha etapa encontramos que efectivamente la 
Presidencia declaró durante la 181 ~ sesión de la Conferencia que el Pro­
yecto de Convención y las resoluciones conexas (en alusión a las Resolu­
dones 1 a IV) constituían un todo inseparable. 45 En la sesión siguiente 
a pedido de la delegación americana, se procedió a la adopción de los ins· 
t.nllnentosantes citados ~r votación y, enesaoportluüdad la Presidencia 
\'olví'" a reiterar que se debían someter a votación de manera conjunta. 46 

Según la Ar~entina el párrafo 42 al evocar el procedimiento seguido 
pOI' la Co.nfef'cllt'ia para 'la aprobación de sm msf!rumeat05 carecía de un 
contenido t'specífico y se agotaría en la faz puramente interna de la Con­
fcren<:ia. 

III. \'Al.OR JURÍDICO DE LA RESOLUCIÓi'\ 111 

El amílisis del valor jurídico de la Resolución III está destinado a de­
terminar si la misma const.ituye o no un instrumento de ca-rácter nor­
mativo. 

Cttando un instrumento tiene valor normativo reviste entonces un va· 
lor vinculatorio para los Estados creando respecto a ellos determinados 
derechos y obligaciones. Para ,que un instrumento tenga dicho valor se 
requiere que haya sido producido en virtud de alguno de los métodos tra­
dicionales de creación del Derecho Internacional Público aceptado por los 
Estados miembros de la comunidad internacional. 47 

Los' procedimientos de elaboraciém de las normas jurídicas, vale decir 
las fuente~ formales, están enumeradas en el artículo 38 del Estatuto de la 
Corte Internacional de .Justicia. el que incluye a las normas convenciona­

45 Declaración de la Presidencia durante la 181" sesión (30 de abril de 1982). Doc .. Of. 
ONU. Vol. VI, p. 157. 

46 Obc. Oí. ONU, Vol. XVI, p. 160. 
47 Consideramos que los Estados soberanos continúan representando los actores prin­

cipales en la elaboración d(· las normas del Derecho Internacional Púhlico actual. Esta 
afirmación para nada desconoce la contribución que ~n tal sentido puedan efectuar otros 
sujetos del derecho internacional. tales como las organizaciones internacionales., etc. 
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les, a las normas consuetudinarias y a los principios generales del derecho 
aceptados por las naciones civilizadas. 48 49 En su obra titulada Princi­
pios del Derecho Internacional Público, Hans Kelsen señala que los dos 
métodos principales de creación dd Derecho Internacional Público son 
los tratados y la costumbre. Según Kelsen 

el orden jurídico internacional está compuesto por normas creadas POI 
la costumbre (derecho internacional i:onsuetudiDAlrio) y normas creadas 
por los tratados (derecho internacional convencional). 50 

Recordemos que las resoluciones aprobadas por las Organizaciones In· 
ternacionales o bien por las Conferencias Internacionales auspiciadas por 
una Orga!lización Internacional, no pertenecen a ninguna de las fuentes 
enumeradas en el artículo 38 del Estatuto de la Corte Internacional de 
Justicia 51. En consecuencia, para que una resolución aprobada por alguno 
de los órganos citados tenga carácter normativo es necesario que haya reci­
bido una autorización en virtud de una disposición inequívoca de un tra­
tado para adoptar instrumentos de carácter normativo V con carácter obli­
gatorio para los Estados destinatarios de las mismas. 52 

408 Consideramos que en el sentido técnico del término conviene reservaJ' la dellOl'Dia.a­
dón de fuentes del Derecfto; I'ntemacio1l1l1 a las fuentes formales. Las fuentes materiales 
extraídas de un ámbito extrajurídico tales como la opinión pública, la solidaridad, la 
conóp-nciacolectiva, etc., que resultan de un conjunto de hechos materiales e ideales, perte­
necen más bien al ámbito de la sociología jurídica o de la filosofía del derecho. 

49 El artículo 38 del Estatuto de la CIJ al enumerar las fuentes lo hace en la forma 
siguiente: ''La Corte cuya función es decidir conforme al Derecho Intenacional las contro­
versias quP. lp. SP.lln. ~ometidlls, deberá aplicar: a) las Convenciones Internacionales,· sean 
generales o particulares, que establezcan las reglas expresamente reconocidas por los Esta­
dos litigantes; b) la costumbre internacional, como prueba de una práctica generalmente 
aceptada como Derecho; c) los principios generales del Derecho reconocidos por las Nacio­
nes civilizadas; d) las decisiones judiciales y la doctrina de los publicistas de mayOr como 
petencia de las distintas. DAlciones, como medio auxiliar para la determiDAlción de las reglas 
de Derecho, sin perjuicio de lo dispuesto· en el artículo 59". 

50 Ver HANS KELSEN, Principios del Derecho Internacional Público, p. 241. 
51 Con esta afirmación no queremos negar que el Derecho Internacional pueda ser 

creado por otros procf'dimientos fuera de los enumerados en el' artículo 38 del' Estatuto de la 
Corte Internacional de Justicia, como ocurre con una parte del formado en el seDO de las 
organizaciones internacionales por medio de las resoluciones o recomendaciones. De todos . 
modOs queremos poner de manifiesto que el Derecho de las Organizaciones Internacionales 
nace, en su mayor parte, por procedimientos secundarios de producciÓn juridica, pues tiene 
su origen y se basa en el tratado que crea el organismo de referencia o en un acuerdo 
posterior entre los miembros de la organización internacional. En consecuencia, para que 
el derecho creado por otros procedimientos distintos de los enwnerados en el artículo 38 
de la Corte InterDAlcional de Justicia pueda tener un carácter obligatorio para los Estados 
es necesario que· tenga su origen en una norma de carácter convencional o qtle constituya 
la manifestación de una norma consuetudinaria. ' 

52 Cfr. l\RySZTOP ZK.UBISZEWSKI, "A New Source of the Law of Nations-: Resolutions 
of Interriational Organizations" en. Rrcueil d'Etudes de Droit lnternational en Hommage ti 
Paad GUlllfenheim, p. 510 Y ss. 
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A fin de determinar el valor jurídico de la Resolución IJI se analizarán 
a continuación en un primer lugar la capacidad de la Tercera Conferen­
cia de las Naciones Unidas para aprobar resoluciones de carácter norma­
tivo (1) y, en un segundo lugar las implicancias que sobre el valor nor· 
mativo de este instrumento puede t.ener el párrafo 42 del Acta Final de la 
Conferencia sobre el Derecho del Mar al expresar que la Convención y 
las Resoluciones I a IV const.ituyen "un conjunto imeparable" (2). 

l. 	El valor jurídico de la &solución III 'Y la capaciood de la Tercera 
Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar para 
adoptM resoluciones de cMácter normativo. 

La Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del. Mar fue 
convocada en virtud de la Resolución 3067 (XXVIII) de la Asamblea 
General de las Naciones Unidas, la que dio por termmados los trabajos 
del Comité de Fondos Marinos, que, actuaba como órgano preparatorio 
de la Conferencia. 53 

Más allá de la tarea de codificar y de desarrollar progresivamente las 
normas del Derecho del Mar, la Tercera Conferencia debió ocuparse de 
ensayar una verdadera revisión de esta materia para acomodarla a las exi­
gencias actuales. 

Tal tar,ea debía ser naturalmente asignada a una Conferencia que tu­
viera un carácter político y por tal motivo se decidió invitar a los Estados 
miembros de las Naciones Unidas y de Organismos Internacionales, bus­
cando lograr una participación lo más amplia posible de los Estados que 
integran la comunidad internacional. 54 ' 

El mandato de esta Conferencia fue fijado por el párrafo 3 de la Reso­
lución ~067 (XXVIII) adoptado por votación de los Estados en el seno de 
la Asamblea General de las Naciones Unidas y cuyo texto es el siguiente: 

La Asamblea General: ... 3) Decide que el mandato de la Conferencia 
sea aprobar una Convención en la que se traten todas las cuestiones rela­
cionadas con el Derecho del Mar, teniendo en consideración los temu 
enumerados en el párrafo 2 de la Resolución 2750 C(XXV) de la Asam· 
blea General y la lista de temas y cuestiones relacionadas con el Dere· 
cho del Mar que la Comisión sobre la Utilización con Fines Pacíficos de 
los Fondos Marinos y Oceánicos fuera de los límites de la jurisdicción 

53 Resolución 3067 (XXVIII) de la Asamblea General "Reserva Exclusiva para fines 
pacíficos de los Fondos MarinOs y Oceánicos y de su subsuelo en alta mar fuera de los 
límites de la jurisdicción nacional actual y empleo de sus recursos en beneficio de la huma~ 
nidad y convocatoria de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho 
del Mar", aprobada el 16 de noviembre de 1973. 

54 Ibíd. 
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nacional aprobó oficialmente el 18 de agosto de 1972 y teniendo en 
cuenta que los problemas del espacio oceánico están estrechamente rela­
cionados y constituyen un todo. 55 

En consecuencia podemos afirmar que la Conferencia sobre el Derecho 
del Mar ,fue una Conferencia de representantes de Gobiernos convocada 
en virtud de un mandato expreso que figura en una resolución aprobada 
por la Asamblea General de las Naciones Unidas y limitado solammte a 
la aprobación de una Convención sobre el Derecho del Mar. Dicha Con­
vención por su parte no puede obligar a los Estados participantes en la 
Conferencia sino después de haber recibido un determinado número de 
ratificaciones. 56 De lo que se deduce que, según el mandato otorgado a la 
Tercera Conferencia sobre el Derecho del Mar. la misma no fue autorizada 
a adoptar resoluciones con caráct.er normativo y obligatorias para los Es­
tados, 

Frente a esta afirmación cabría preguntar~e por qué la Conferencia 
adoptó r,esoluciones del tipo de la 1 y la II. las que de acuerdo a su conte­
nido instituyen ciertos derechos y obligaciones para los Estados firmantes 
de la Convención. 57 La Resolución 1 prevé ciertos derecho$ para los Es­
tados firmantes de la Convención tales como la facultad de participar ep 
los trabajos de la Comisión Preparatoria. 58 En el caso de la Resolución II 
los Estados firmantes de la Convención adquieren el derecho de registrar 
las inversiones que realicen, 59 

Estas resoluciones, destinadas a establecer un régimen transitorio hasta 
la entrada en vigor de la Convención instituyen derechos y obligaciones 
que recaen sobre los Estados y órganos instituidos en virtud del Tratado 
sobre el Derecho del Mar, 

¿Cómo se puede justificar jurídicamente que la Conferencia haya 
adoptado este tipo de resoluciones cuando carecía de un mandato que la 
facultara para aprobar instrumentos con carácter normativo? 

Al respecto algunos autores han adelantado la opinión de que ambas 
resoluciones constituyen en realidad acuerdos de aplicación provisoria en 

55 Ibíd. 
56 Según el arti('ulo 308 ele la Convención sobre el Derecho del Mar "la Convención 

entrará en vigor doce meses después del depósito del sexagésimo instrumento de ratificación . 
o de adh"sión". A/Conf. 	62/122. Doc. 01. ONU,Vol. XVII, p. 207. 

57 A/Conf. 62/121. Doc. Of. ONU, Vol. XVII, pp. 149 a 152. 
58 Según ,,1 párrafo 2 dispositivo de la Resolución 1 "la Comisión se compone de los 

Representanl "s de los Estados y de Namibia representada por el Consejo de las Naciones 
Unidas para Namibia, que han firmado la Convl'nción o adherido a ella". A/Conf. 62/121. 
Doc. or. ONU, Vol. XVII, p.149. 

59 La Resolución n, en su párrafo 2 expresa que un. Estado que ha firmado la 
Convención tiene derecho de pt:esentar a la Comisión una solicitud' de registro en calidad 
de inversor pionero. A/Conf. 62/121. Doc. Of. ONU, Vol. XVII, p. 151. 
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los términos del artículo 25 de la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados, buscando así justificar su naturaleza normativa. 60 En este 
caso se consideraría que el objeto de dichas resoluciones es el de establecer 
mecanismos transitorios hasta la entrada en vigor de la Convención y para 
ello se las ha dotado de la facultad de crear derechos y obligaciones limitado 
a dicho período. 

La . Resoludan 11l, por su parte, se imcribe en un contexto bien di­
ferente al de las Resoluciones I y II. En efecto, este instrumento no se en­
cuentra vinculado a mecanismos transitorio~ como es el caso de las Resolu­
ciones I y n sino que es fonnulado en los términos de una declaración 
que aspira a instituir derechos y obligaciones. Por ejemplo, su párrafo 1, 
a), declara que 

las disposiciones concemientes a derechos e intereses con arreglo a la 
Convención se aplicarán en beneficio del pueblo del territorio con miraa 
a promover su bienestar y su desarrollo. 61 

Por su parte, ef párrafo 1, b), señala que 

en el caso de una controversia entre Estados relativa a la soberanía 
sobre un territorio las partes en esa controversia. celebrarán consultas 
acerca del ejercicio de los derechos a los que se. refiere el apartado a). 62 

De la redacción de ambos párrafos se deduce que la Resolución 111 estaría 
instituyendo derechos en favor de los pueblos mencionados en sus párrafos 
1 y 2 con las consiguientes obligaciones para los Estados de respetar dichos 
derechos. Cabe destacar que en las condiciones actuales del Derecho Int.er­
nacional Público dichos pueblos carecen de una subjetividad internacional 
propia. Creemos que, en ningún caso se puede' justificar queja Resolución 
III tenga un carácter normativo pues, como quedó ya demostrado la Con­
ferencia sobre el Derecho del Mar no puede aprobar resoluciones de valor 
normativo. 

En esta sección ha quedado demostrado que la Tercera Conferencia 
sobre el Derecho del Mar carece de la facultad de adoptar resoluciones de 

60 Cfr. 1\AYMOND GoT, "Les soun:es de Droit et la Convention-Droit Conventionel el 
Droit Coutumier", en· Perspectives de Droit de la Mer ti rissu de la Troisieme Con/érence 
des Nations Unies. Colloque de Rouen. Este autor considera. que la Resolución III tiene la natu­
raleza jurídica de un verdadero acuerdo. Otro autor, DANIEL VIGNES, expresa que la Reso­
lución I constituye uno de los raros casos de aplicación del articulo 25 de la COlWenciÓlt de 
Viena sobre el Derecho de los Tratados. Ver Vignes, D., "Notes sur la terminaison des tra­
vaux de la Troisieme Conférence sur le Droit de la Mer et sur la portée des textes adoptés a 
Montego Say le 10 Décembre 1982, Annuaire Frallfais de Droit International, 1982, p. 794 
Y s .. 

61 Ver AjConf. 62/121. Doc. Of. ONU, Vol. XVII, p. 152. 
62 Ibíd. 
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carácter normat.ivo pues tal competencia no figura en su mandato. Queda 
aún por analizar si dicha competencia no le ha sido reconocida por otro 
instrumento adoptado luego de su convocatoria o después de finalizados 
sus trabajos que cuente con el aval de los Estados participantes. En la si­
guiente sección abordaremos el análisis de dicha cuestión. 

2. 	lmplicancias de la inseparabilidad referida en el acta final sobre el 
valor jurúlico lIela Resolución III 

A continuación analizaremos si con posterioridad a la convocatoria de 
la Tercera Conferencia sobre el Derecho del Mar, los Estados participan­
tes le arotdaron la competencia de adoptar resoluciones con carácter nor­
mativo. ' 

Merece ser considerada en tal sentido, el Acta Fin~l 4e la mencionada 
Conferencia, instrumento que como se sabe fue firmado por un grupo de 
Estados que participaron en la misma y en cuyo párrafo -1:2 ;,c deciara que 
la Convención y las Resoluciones 1 a IV const.ituyen u~ "conjunto inse­
parable".63 o 

Se trata de saber si dicho párrafo puede tener alguna implicancia res­
pecto al valor nonnativo de las Resoluciones aprobadas por la Tercera 
COnferencia y en particular respecto a la Resolución lB. 

Recordemos que el párrafo 42 alude a la Convención y a las. Resoluci()­
nes I al IV corno un "conjunto inseparable" en oportunidad de referirse 
a la etapa en la que dichos instrumentos fueron aprobados por la Tercera 
Conferencia durante la cual la Presidencia formuló una declaración expre­
sando que const.ituían "un conjunto indivisible" . 64 

Sin embargo el hecho de que la declaración haya sido recogida en un 
párrafo del Acta Final de la Conferencia puede generar ciertas consecuen­
cias em el plano jurídico para los Estados firmantes del instrumento, pues 
see&tarían asociando a la declaración 'de la Presidencia. 

Entre las posibles int~tpretaciones de la inseparabilidad se encuentra 
la que afirma que la misma equipara el valor jurídico de las resoluciones 
con el de la Convención en cuanto las primeras formarían parte integrante 
del Tratado. o 

Sin embargo creemos que esta interpretación tendría mayor asidero 
paTa el caso de las Resoluciones I y 11 las que como ya vimos pueden tener 
un estatuto jurídico equiparable al de las. disposiciones de la Convención 

63 Ibíd,p. 151. 

64 Declaración de la Presidencia durante la 181" sesión (30 de abril de 1982)-. Doc. 


01. 	 ONU, Vol. XVI, p. 151. 
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pero no se aplicaría al caso de la Resolución III que guarda con el Tratado 
una relación bien diferente. 

Si analizamos los antecedentes de la Resolución:-IlI en el curso de los 
trabajos preparatorios de la Tercera Conferencia encontramo~ que la in­
clusión de un texto similar a través de la disposición transitoria en el pro­
yecto de Convención .fue motivo de objeción por parte de algunas delega­
ciones. 65 

Justamente la inclusión de un texto similar al de la disposición tran.· 
. sitoria a t.ravés de una Resolución de la Conferencia obedecería al pedido 
de estas delegaciones de dar a este instrumento una ubicación fuera de la 
Convención misma. 66 

Sería entonces. contrario al compromiso realizado durante los trabajos 
de la Conferencia admitir que por vía del Acta Final se estuviera integrando 
la Resolución III al texto de la Convención. 

De lo que a nuest.rojuicio se desprende que en el caso de la Resolución 
III la inseparabilidad no puede tener por efecto integrar el texto de la 
misma a las disposiciones de la Convención. 

En consecuencia el párrafo 42 del Acta Final no afectaría el estatuto 
jurídico de la Resolución IlI, la que. por haber sido adoptada por una 
Conferencia Internacional que careCÍa' del mandato de adoptar resolucio­
nes con carácter normativo, constituye un instrumento desprovisto de 
todo valor obligatorio para los Estados que la rechazan, no pudiendo 
crear respecto a ellos derechos ni obligaciones. 

CONCLUSIÓN 

En el curso de este trabajo se ha expresado que la Resolución III 
es un instrumento que instituye derechos en favor de los pueblos no autó­
nomos y de los pueblos sometidos a la dominación colonial y obligaciones 
correlativas para los Estados respectivos. Esta situación también se opera 
respecto a los territorios objeto de controversias entre Estados previstos en 
el párrafo 1 b) de la Resolución IlI. 

Pero en el curso de este trabajo ha q!Jedado establecido también que 
la Tercera Conferencia sobre el Derecho del Mar fue convocada en virtud 
del m;.mdato expreso y limitado solamente a la aprobación de una Conven­

65 El artículo 318 de la Convención sobré el D~rechQ del Mar expresa: "Los anexos 
son parte integrante de esta Convención y, salvo que se disponga expresamente otra cosa 
toda referencia a la Convención o a una de sus partes constituye asimismo una referencia 
a los anexos correspondientes". A/Conf. 62/122. Doc. Of. ONU,. Vol. XVII, p. 209. 

66 Ver el Informe del Presidente sobre la Cuestión de la Participación en la Conven­
ción. A/Conf. 62/L.86, párrafo 19. Doc. ONU, Vol. XVI, p. 206. 
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ción sobre el Derecho del Mar. De lo que surge que si nos atenemos a la 
competencia asignada a la conferencia en oportunidad 'de su convocatoria 
la misma no estaba autorizada a adoptar resoluciones con carácter norma­
tivo y obligatorias para los Estados. En consecuencia la Resolución 111 no 
podría instituir determinadas obligaciones respecto a aquellos, Estados que 
no la reconocen. 

Sin embargo la referencia introducida en el Acta Final, por la que se 
declara que las Resoluciones 1 a IV constituyen un conjunto inseparable 
con, la Convención permite' deslizar entre las diversas interpretaciones que 
los instrumentos citados tienen un valor normativo equivalente. 

Como se sabe, el Acta Final fue firmada por los Estados que participa­
ron en la Conferencia los 'que estarían prestando su asentimiento a que 
la Convención y las Resoluciones constituyan un todo indivisHjle. Por esta 
¡vía se introduciría la posibilidad de que se restituya a la Resolución 111 un 
valor normativo que no puede tener si nos atenemos a la facultad de la 
Conferencia sobre el Derecho del Mar para aprobar instrumentos de ese 
carácter. 

, Creemos que los aspectos señalados son suficientes como para alertar a 
un Estado que no acepta el régimen establecido por la Resolución 111 so· 
bre la necesidad de expresar de manera inequívoca su rechazo a dicho ins· 
trumento en base a una fundamentación jurídica. 

Para la República Argentina la Resolución 111 1 b) al admitir que se 
puedan extender las disposiciones de la Convención en bep.eficio de los 
territorios no autónomos, no obstante la existencia de una controversia en· 
tre Estados, estaría contrariando los principios establecidos por las Re. 
soluciones de la Asamblea General sobre "la cuestión Malvinas". 

La declaración del 5 de octubre de 1984 traduce en consecuencia el 
deseo de las autoridades argentinas de excluir la aplicación de la Resolución 
111 a "la cuestión Malvinas". La declaración no expresa un rechazocategó. 
rico de la Resolución 111 en su conjunto recurriendo en cambio a la reafir· 
mación de la aplicación de las Reso'luciones de la Asamblea"General a "la 
cuestión Malvinas" con el objeto de impfdir todo tipo de actividades ,en, 
las jurisdicciones marítimas basada en una interpretación de dicho instru­
mento. Creemos que por esta vía la Argentina plantea una incompatibili­
dad entre las Resoluciones de las Naciones Unidas y una Resolución apro- ' 
bada por una Conferencia Internacional convocada por ese organismo. 

En consecuencia la declaración argentina estaría expresando un redlazo. 
de la Resolución 111 aunque de manera parcial al excluir su aplicadón a 
"la cuestión Malvinas". Pero lo que la declaración no expresa es un re­
chazo de la Resolución III como instrumento adoptado por la Conferencia 
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sobre el Derecho del Mar y al respectoconsi<teramos que existía. un buen 
número de razones para señalar que al instituir este instrumento derechos 
y obligaciones que afectan a lo~ Estados fstabaexcediendo los límites con· 
feridos a la Conferencia en oportunidad de su convocatoria. Además la 
Resolución 111 incluía ciertos aspectos que contradecían principios estable­
cidos en las Resoluciones de la Asamblea General respecto al tratamiento 
que debían seguir cienas controversias sobre territorios no autónomos co­
mo es el caso· de Malvinas. 

Cabe preguntarse por la naturaleza jurídica de la declaración argfn­
tina, vale dedr si la misma constituye una reserva, una declaración inter­
pretativa o u~a mera declaración de tipo político. Creemos que para abor­
dar esta cues4ón sería necesario tomar posición previamente sobre el sen­
tido que corres.ponde asignar al párrafo 42 del Acta Final cuando declara 
que "la Convención y las Resoluciones I a IV constituyen un conjunto in­
separable" . 

Si se supone que el sentido de la inseparabilidad es el de integrar las 
r~luciones a la Convención. entonces toda declaración hecha por un Es­
tado en oportunidad de la linna del tratado por el cual excluyera respecto 
a él la aplicación de una disposición del mismo de manera parcial o total 
constituiría una reserva. 

Cabe·destacar que el artículo 310 de la Convenciófl de las Naciones 
Unidas sobre el Derecho del Mar prohibe formular reservas a los Estados 
en oportunidad de la firma, de la ratificación o de la adhesión. 

Por el contrario si se admite. que la "inseparabilidad" no tiene por 
efecto integrar las Resoluciones I a IV a la Convención, la declaración a1'­
gentina no podría sel" considerada una reserva en s.entidoestricto. En su 
declaración del 5 de octubre el Gobierno argentino formuló su propia in­
terpretación sobre el sentido de la "inseparabilidad" mencionada en el pá­
rrafo 42 del Acta Final, reehazando que las Resoluciones I a IV puedan 
ser consideradas como parte integrante de la Convención. De este modo 
procuró también dejar establecido que l~ declaración argentina no podía 

. ser consideradkcomo una reserva en sentido estricto. 

E;nnuestra~pinión la inseparabilidad no tiene unasigruficación de­
terminada y en tal sentido el Acta Final no aporta otros elementos de 
juido como,para formular una interpretación prec.isa al respecto. Si anali­
zamos lostrahiljos desarrollados en el curso de las negociaciones quepre­
cedieron la elaboración del texto de .la Convención encontramos que la 
inserción de la Resolución Illcomo un instrumento ajeno al texto de la 
Convención Iueuna condición esencial para su inclusión Como docu­
mento oficial de la Conferencia. En consecuencia respecto a la Resolución 
111 desechamos toda interpretación que le acuerda un valor normativo 
equiparable al de .las disJ?Osiciones de la Convención. 
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Si bien ene! texto de la declaración del 5 ck octubre de 1984 ~e r{'­
curre a la expresÚmreserva, creemos que .la misDla' constituye en realidad 
una declaración que no. mOdifica ni excluye Jasdisposicione,sdel tratado 
en su aplicación para el Gobierno argentin() conforme lo autorizado pOI 
el artículo 310 de la Convención sobre el Derecho del Mar. 

CARLosF. T AGLE 
TlniversitloJ ti,. Bwmos Airp.s 

ANEXO I 

DECLARACIÓN HECHA POR EL GOBIERNO ARGENTINO EL 5 DE OCTUBRE 
DE 1984 EN OPORTUNIDAD DE LA FIRMA DE LA CONVENCIÓN DE LAS 
NACIONES UNIDAS SOBRE EL' DERECHO DEL MAR: 

. La República Argentina al firmar la. Convención de las Naciones. Unidas sobre el 
Derecho del Mar, hllCl' la siguiente declaración,'· sin perjuiCio de las que pueda formularen 
cualquier otra oportunidad pertinente, incluso al momento de su ratificación det Tratado. 

"La firma de la .Convencióll por<parte del Gobierno. argentino no implica' aceptación 
del Acta Final de la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del 
Mar y a ese respecto la República Argentina, como lo hiciera en su declaración escrita 
del8.de diciembre de 1982 (A/Conf.62/WS/35), hace expresa su reserva en el sentido 
de que la Resolución 111,. contenida en el Anexo I de dicha Acta Final, no afecta en 
modo alguno la ''Cuestión de las Islas Malvinas (Falldand)", la cual se encuentra regida 
por llls resoluciones especüicas de la Asamblea General 2065 (XX), 3160 (XXVIII), 31/ 
49, 31/9 Y 38/12, adoptadas en el marco del proceso de descolonización. .,' 

En este sentido y teniendo en cuenta que las Islas Malvinas, Sandwich dél Sur y 
Georgias del Sur. forman parteíntegrante del territorio argentino, el Gobierno. argentino 
manifiesta que en ellas no recorioce ni reconocerá la titularidad ni el ejercicio por cualquier 
otro Estado,comuniruid o entidad,de ningún derecho de jurisdicción ~arítima que pre­
tenda ampararse en una' interpretación de la Resolución III que vulnere los· derechos de la 
Argentina sobre las Islas:Malvilias, SandVnch del 'Sur y Georgias del Sur y las áreas 
marítimas correspondientes. Por consiguiente, tampoco reconoce ni reconocerá y considerará 
nula cualquier actividad o medidi que pudiera realizarse o adoptarse sin su consentimiento 
con referencia a esta cuestión, qu~ el Gobierno argentino considera de la mayor importa~cia. 

.,En tal sentido el Gobierno' argentino entenderá que la materialización de actoS de la 
naturaleza antes mencionada es contraria a las referidas ~luciones adoptadas por las Na­
ciones Unidas, cuyo claro objetivo es la solución pacífica de la disputa de soberanía' ,sobre 
las Islas por la Tia de las negociaciones bilaterales y con los buenos oficios del Secretario 
General de las Naciones Unidas. 

Además, la República Argentina entiende que al referirse el Acta Final, en su párrafo 
, 42; a que la Convención 'junto con las Resolu~iones I a 'IV, constituye un conjunto insepa­
rabie', meramente describe el proCedimiento que se siguió '. para evitar en la Conferencia 
una serie de votaciones iepatadassobre la Convención "y las Resoluciones. La CoL'vención 
misma claramente establer.e en su artículo 318 que sólo sUllanexos forman parte integrante 
de ella, por lo que todo instrumento o documento aun cuando haya sido adoptado por 
1" Conferendll no formll parte integrim~ de la Convención de las Naciones Unidas sobre 
P.t n"rP.rhn .f."l M~r"_ ' 

,l.: ' 
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LA CUESTIóN DE LA JURISDICCIÓN EN EL 

RíO DE LA PLATA 


SUMARIO. l. INTRODUCCIÓN. - 11. EL TRATADO DE 1913. - III. LÍMITE ÚNICO y 

. 	LiMITES MÚLTIPLI!S. - IV.. NOIlMAS QUE SE APLICAN EN TODO EL .tO. - V. NOll-. 

MAS QUE SE APLICAN EN LAS ZONAS DE .JURISDICCIÓN ÚCLUSIVA: 1. Fran;as de juris­
dicción ezclu#va. 2. Las islas. - VI. NOllMAS APLICABLEs A LA ZONA COMÚN: 1. 
Derechos de los ribereños. 2 . •Jurisdicción concurrente. 3. Criterios establecidos para 
la atribución de jurisdicciones: a) Bandera del buque. b) Protección de intereses 
fundamentales de las Partes. c) Adjudicación de zonas para la exploración y explo­
tación de los recursos del lecho y del iubsuelo.d) Adlninistracióndel canal. e) 
Puerto depI"OI;edencia o de destino. f) Mayor proximidad auna de las franjas de 
jurisdicción exclusiva. - BIBLIOGRAFÍA.· 

.l. INTRODUCCIÓN 

El Río de la Plata lleva hacia el Océano Atlántico las aguas de una 
cuenca de cerca de cuatro millones de kilómetros cuadrados de superficie 
pertenecientes a la Argentina, el Brasil, Bolivia, Paraguay y Uruguay. 
Tiene una longitud de 342 kilómetros desde su origen en el paralelo de 
Punta Gorda hasta su límite exterior que está constituido por la línea 
récta imaginaria que une Punta Rasa del Cabo San Antonio con Punta 
del Este. Su anchura es de 1850 metros en su nacimiento y de 221 kiló­
metros en su desembocadura. Cubre una superficie aproximada de 32.000 
kilómetros cuadrados. Se caracteriza por su poca profundidad, por lo que 
la navegación debe ser asegurada mediante un dragado continuo. 

La Argentina y el Uruguay son los dos ribereños de este río. Se han 
sostenido diversas posiciones sobre la naturaleza jurídica de estas aguas. 
Así, se las ha considerado como un estuario, como una bahía, como un .rlo, 
como una bahía histórica o como una combinación de río y estuario. Pero 
entre los ribereños hubo coincidencia en considerarlo como un río, rei­
vindicando para sí, con exclusión de terceros, la soberanía sobre el mis­
mo. "una soberanía común e irrenunciable sobre las aguas rioplatenses". t 

Durante años su delimitación fue objeto de negociaciones. entre la 
Argentina y. el Uruguay que no culminaron exitosamente, La razón de 
este fracaso es que se insistía en fijar un límite único. A este respecto cada 
uno de los Estados mantenía posiciones irreconciliables entre sí: 'la Argen­
tina reivindicaba la linea del Thalweg para las regiones del Plata supe­
rior y del Plata #dio; el Uruguay propiciaba el criterio de la línea 
media. 2. 

t 	TABOADA, "Las relaciolU!$ argentino-uruguayas y,su status jurídico", Estratpgia, nI? 1, 
~~ . 

2 FRBNKEL, "El estatuto internacional del Río de la Plata", La Ley, 28 d(· abril de 
t915, p. 1; LÚDEll. La Argentina ,. sus claves geopolíticas, Buenos Aires, 191+. p. 67. 
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En el curso de este siglo se celebraron acuerdos entre los ribereños 
que se referían al Río de la Plata. Por el Protocolo Sáenz Peña-Ramírez del 
5 de enero de 1910 se acuerda un statu quo en lo referente a la navega­
ciónyel uso de las aguas, el statu quo de 1910: 3 

la navegación y el uso de las aguas del Río de la Plata continuará lin 
alteración, como hasta el presente, y cualquier controversia que con ese 
motivo pudiere surgir, será allanada y resuelta con el mismo espiritu 
de cordialidad y buena armonía que ha existido siempre entre IIJIlbos 
países. 

Este prinCIpIO es reiterado en la Declaración conjunta sobre el Lí­
mite Exterior del Río de la Plata de 196:1, la que establece asimismo, co­
mo su nombre lo indica, el límite exterior del río fijándolo en la línea 
recta imaginaria que une Punta del Este con Punta Rasa del cabo San 
Antonio. Esta línea será también la línea de base "para fijar las respectivas 
fajas de mar territorial y zonas contiguas y adyacentes". 4 

En el Pro~ocolo del Río de la Plata, suscripto el 14 de enero de 1964, 
los dos Estados reiteran lo establecido por los do~ instrumentos anterior­
mente citados. Se prevé la ejecuCión del Plan de Levantamiento Integral 
del Tio, el que "no alterará las jurisdicciones que los países, ribereños han 
venido ejerciendo en el Río de la Plata, única que ambos gobie11l0s 
reconocen sobre dicho Río". 

Frente a esta situación de indefinición jurídica, las diversasactivida­
des desarrdlladas por los Estados en el río fueron -ocasionando inciden­
tes. Esta situación se acrecentó en forma alarmante en los primeros años 
de la década pasada, con incidentes producidos tanto en el río como en 
su frente marítimo. 5 

3 BAllBEIlJs, "Régimen jurídico internacional del Río de la Plata", Régimen jurídICO ul 
Río U la Plata, Buenos Aires, 1969, p. 38. ZAVALA OBTIZ, "Los problemas del Río de ia 
Plata", Estrategia, n9 1, p. lOS. . 

'" La Declaración de 1 961 originó protestas por parte de algunos terceros Estados. Sobre 
esta cuestión, ver: BARBERil, ob. cit., pp. 31 Y ss.; Anuario Uruguayo de Derecho Interna. 
cional, v. 11, 1963, pp. 357 y ss.; Estrategia, ri9 1, pp. )00 y ss. 

5 Durante este período se produjeron los siguientes incidentes: entre los buques ''Ka­
linga" (argentino-) y "Vitta" (británico) con motivo. de una operáción de alijo (26 de 
noviembre de 1971); por la misma causa entre los buques "Don Segundo Sombra" (argen­
tino) y "Capitán Costis" (griego) (23 de abril de 1971); con inotivo dI' la operación de 
limpieza de tanques por el "BT San José" (1 t de octubre de 1971); por la varadura del 
buque hidrográfico "ARA Comandante Cánepa' (8 de abril de 1972); colisión e incendio 
de los buques "Royston Grange" (británico) y "Tien Chee" (liberiano) (11 de mayo de 
1972); detención del buque de bandera griega "Mykinai" (5 de julio de 1952); sobrevue­
los (agosto de 1972); con el buque de bandera griega "Capitán Xilas" (3 de agosto de 
1972); desaparición de una boya verde luminosa (13 de septiembrl' de 1972); detención 
de los pesqueros argentinos "Marien" y "Miguelito" (22 dp noviembre de 1972), e incidente 
entre el buque argentino "Segundo Sombra" y el noruego "Straustrand" con motivo de una 
operación de alijo (26 de enero de 1973). 
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En julio de 1972 se iniciaron conversaciones entre los dos Gobiernos 
en procura de un entendimiento que evitara la reiteración de losmen­
donados incidentes. Este primer paso llevó a ambos Estados a intentar 
obtener resultados permanentes. Con este motivo se reálizaron 19 reunio­
nes, alternativamente, en Buenos Aires y Montevideo, con excepción de 
la l'tltima que se realizó en Punta del Este. El resultado de estas negocia­
ciones fue la firma el 19 de noviembre de 1973 en la ciudad de Montevi­
deo del Tratado del Río de la Plata y su Frente Marítimo, que entró en 
vigor el 12 de febrero del año siguiente con el canje de los instrumentos 
de ratificación en Buenos Aires. 

11. EL TRATADO DE 1973 

~1 Tratado de 1973 se refiere a dos regiones de distinta naturaleza: 
'la marítima y la fluvial. Por ello la regulación normativa que se acuerda 
a cada una de ellas es también diferente. 

En el primer caso, ámbito marítimo, se establece un limite único. El 
artículo 70 dice: 

,El límite lateral marítimo y el de 'la platafunna ,coutineatal eatre la 
República Argentina y la República Oriental del Uruguay está definido 
por la linea de equidistancia determinada por el método de costas adya­
centes, que parte del puntoIDPdio de la linea de base c:oDatituida por la 
recta que une Punta Rasa"del Cabo San Antonio (República Argentina) 
con Punta del Este (República Oriental del Uruguay). 

En esta Parte, la segunda del Tratado, se establecen normas sobre Da­

vegación, pesca, contaminación e' investigación. Se prevé la constitución 
de una Comisión Técnica Mixta, con sede en la ciudad de Montevideo. 
compuesta por igual número de delegados por cada país. Esta Comisión 
está encargada de la realización de estudios y de la adopción y coordina­
ción de planes y medidas relativos a la conservación, preservación y racio­
nalexplotación ,de los recursos vivos Y a la protección del medio mariDG 
en la zona de interés común de pesca que se establece por el artículo 7' 
del Tratado. 

La primera Parte del Tratado, a lo largo de 69 artículos, se ocupa 
de la regulación del espacio fluvial., Para' poder interpretar' correctamente 
ellConjunto de normas que se refieren al río, debemos recurrir al Preám­

. .,ulo 'del Tratado que nos dice que los dos Estados lo celebraron con un 
propósito: ·'eliminar las dificultades que puedan derivarse de toda situa­
dónde indefinición jurídica con relación a 5US igual~derechos en el Ilto 
de la Plata".Corr este fin deciden "darsoluciÓll definitin" a los proble­
mas que existían teniendo en cuenta las características especiales de este 
territorio fluvial 

, Ainbas Parta'8banoonan las amocidas posturas utilizadas casi inva­
Tiablemente por tos Estados para fijar susfTonteras en rioscontiguos: la 
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linea del Thalw~ o la línea media. De esta ·forma dejan de lado las posi­
ciona que habían tradicionalmente 50stenido,<;on el convencimiento de 
~ :niuna ni otta lhubienw podido solucionar por sí mismas satisfactoria­
mente los pmblemasemergentes delasacúvidade~. realizadas en esta zona. 
Surgió, entonces, unerQenamiento jurídico con bases pragmáticas que pre­
senta Ul'l sistema nriginal.que time en cuenta las exigencias de buena 
vecindad internacionál, así camotas características tan propias de este 
río, para lograr ae ,eSta manera un apl'Ovechamiento racional e integral 
de sus recursos CGRformeQJR la e\'OluciÓll del der.echo de·gentes en materia 
de ríos internacionales." 

Luego del 19 de noviembre de 1973 se creyó ver en el texto del Tra­
tado el triunfo de. \lila U 'otra de las posiciones tradicionalmente sostenidas 
por 108 ribereños: esto :surge, por ejemplo, de los debates parlamentarios 
yen la reacción de algunos medios periodísticos. 1 Pero ahora, a doce 
años de $U firma, parece innecesario, y por demás superfluo, insistir en 
lo mismo. Lo que podemos observar es que se adoptaron soluciones que· 
responden a criterios realistas, teniendo en cuenta los legítimos intereses 
de una y otra parte... El resultado permite abrir perspectivas nuevas en las' 
relaciones entre los dos paises en diversos ámbitos en los que hasta .enton­
ces no se BaBía podido trabajar debido- a las diferencias que lossepauban 
cl'lel rio. 

Es cierro que en el Tratado aparecen algunas fonnas ingeniosas de 
redacción. para ,expr-esaralgunos criterios, pero estas formas son. precisa­
mente. el resultado de 10 que, en definitiva, el Tratado -ex.presa. Así por .. 
ejemplo, en 1& relativo a los canalesutuados en aguas de uso común, el Es­
tado que Dconstmye y 105 mantiene, "1 por lo tanto losadministr..,lCs la Ar- . 
ptina.Podría objet.auc que hubiet"a sido preferible dmrlocontodas las . 
letras. Pero•.SÍJl embargn, el Tratado prevé que cualquiera de las Partes 
puede construir uo nuevo canal y,.por lo tanto, si el Uruguay lo construye, 
será es.tepals el que lo .administre_ También debe tenerse en cuenta el 
.artículo 13 que expresa que las responsabilidades en el mantenimiento, 
administracióa y reglamentación de los canales se dÍ$tribuyen razonable­
mente a través de la Comisión Administradora, atento los intereses .espe­
cialesde cada ·P.arte Y las abas que carla una de eHas hubiere real~ 

Para otras sitBacioaes.. se irigue d criterio qUe asigna la jurisdicdóll 
del Estado cu,a traRja a.tfta esté más próxima. Cabe pRgWltaTle .~111 
nos referimos ala línea media del no_ Si anaIizamosb cuestión sin pro-

61..v.PufMOCl, ''El T...... Ríe .le _ Plata .,_Freate Maritu-", T..... u· 
La,.. *1 Bio* ,. ,.,.,., H, '... H17!, p.fi'1. 

'1 .1' ittic:a OrictJlMl ... u........,.~ c.ais_ .. ~taif,ioastil1ici-aes, 14is1ati... 
e ....._-IH..h. de( Consej.. Estado; Aae.tl. Ae,articIIt N9 24&, MOnte-ñdec.. ..... 
de tt7.,&epáWica Arp....... cam-. de ·Seuadues •• NaciÓll, lMrio u s.__, 
-- Jt .le 191'+. pp. l!» 'S -.; RepúW1c.a Arge.......a.--. deilitF. , ,.. • 
S··- ._My.254eMlH,pp. S5Ifi·y .. 
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fundizar podría contestarse afirmativamente. Pero no es así, ya que las 
franjas costeras no son líneas fijas sino movibles y, además, deben hacer 
las inflexiones necesarias para incluir los canales de acceso a los puertos 
y no sobrepasar los. veriles de los canales situados en las aguas de uso co­
mún. Por .10 tanto, la línea que divide jurisdicciones en los casos en que 
debe aplicarse este criterio no coincide necesariamente con la línea 
media. 

Esta primera Parte del Tratado comprende 13 capítulos en donde se 
regulan diversas cuestiones: jurisdicción, navegación y obras, practicaje, 
fadlidades portuarias, alijos y complementos de carga, salvaguardia de la 
vida humana, salvamento, lecho y subsuelo, islas. contaminación, pesca 
e investigación científica. Se crea una comisión mixta que se denomina 
Comisión Administradora del Río de la Plata (CARP), compuesta por 
igual número de delegados por cada país: cada delegación tiene un voto. 
Esta Comisión goza de personalidad jurídica para el cumplimiento de sus 
fines y su sede principal está en la isla Martín García. Entre las funciones 

que se le asignan distinguimos: 

- la realización de investigaciones científicas relacionadas con los recur­
sos vivos y la prevención de la contaminación. La COmisión Adminis­
tradora ha iniciado estudios sobre es.tascuestiones. 

el dictado de normas reguladoras de la actividad de pesca en el río 
en relación con la conservación y preservación de los recursos vivos. 

- la coordinación de las normas sobre practicaje, ayudas a la navegación, 
adopción de planes, manuales y medios de comunicación comunes en 
materia de búsqueda y rescate. 

- el establecimiento de zonas de alijo y complemento de carga. 

- efectuar las comunicaciones que prescribe el Tratado que realice. 

Asimismo, el Tratado establece un procedimiento de solución de con· 
troversias: negociaciones directas y procedimiento conciliátorio a través 
de Ja Comisión Administradora. Las controversias acerca de la interpreta­
ción o aplicación del Tratado pueden ser sometidas a la Corte Interna­
cional de Justicia. 

lB. LfMITE ÚNICO \: LÍMrrES MÚLTIPLES 

Hemos señalado que la Primera Parte del Tratado de 1973 establece 
un siStema normativo original. Ello es así porque no se fija un Jímite único. 
sino límites múltiples mediante un complejo orden normativo que tiene 

-140­



como base los "iguales derechos" de los ribereños en este espacio flu­
vial. 8 Para mejor explicarlo es necesario aclarar algunos conceptos. 

En primer lugar debemos señalar que el reparto de competencias o 
jurisdicciones entre los diversos sujetos del derecho de gentes es una de 
las funciones esenciales de este derecho: es decir, el Derecho internacional 
es el delimitador de competencias estatales o, dicho de otro modo, este 
orden ejerce la función df reglar los ámbitos de validez de dichas compe­
tencias. 9 En principio el espacio al que se limita la validez del orden ju­
rídico del Estado se denomina territorio. 10 En consecuencia este ámbito 
de validez espacial del orden jurídico de un Estado se extiende hasta sus 
limites internacionales y no más allá. Si eso ocurre con la totalidad de 
sus normas, nos hallamos en presencia de un límite internacional único, 
que es la solución adoptada generalmente por los Estados. Se suele decir 
que este límite coincide con el de la soberanía de ese Estado. Al respecto 
cabe señalar que la palabra soberanía es ambigua pues denota ideas dife­
rentes de acuerdo con el contexto en el que es utilizada. Por ejemplo, 
equivale a independencia, suprelJlacía territorial, la más alta autoridad, etc. 
Vn autor propone prohibirla del vocabulario del Derecho internacional 
público, con 10 que entonces habría base suficiente para disolver los atri. 
butos de la soberanía -en su connotación del poder del Estado para actuar 
conforme a su libre voluntad dentro del limite del derecho de gente~ 
en una cantidad de "competencias" separadas que puede ejercer un Esta­
do, en relación, por ejemplo, a sus poderes de supremacía territorial exclu­
siva o a sus poderes para regular conductas de sus nacionales en el ex­
tranjero. 11 Sin embargo, podemos retener uno de los conceptos que se 
atribuye a este término para cuando nos referimos al caso de un límite 
internacional único, entendiendo entonces la soberanía como la suma de 
las diversas competencias que pertenecen a un Estado, 12 es decir la suma 
de todas las jurisdicciones. 13 Pero ~uando existe un límite internacional 
múltiple no es posible hablar de un límite de la soberanía del Estado pues 
cada jurisdicción tiene un Ihilite particular y ninguno dec:llos podrá ser 
llamado límite de la soberanía. 14 . 

8 FIlENKBL señala que el Tratado Ems-Dollart presenta características similares, ob. cit., 
pp. 1 Y 2. Sin embargo cabe. recordar que el Tratado de Ems-Dollart en su articulo 46, 
prímer párrafo, señala que sus disposiciones no afectan ·la cuestión de) curso de la frontera 
en el estuarío del Ems. Y agrega que "cada Parte Contratante reserva su posición jurídica 
al respecto". Sobre el régiment'stablecido por el Tratado Eros-Dollart ver: UNTS. vol. 
509, p. 64; UNTS, vol. 509,· p. 123; TIIEVJIlANUS, "Der deutsch.niederlindischeEms Donart­
VertrRg". Z.a.olR.V., 23 (1963), pp. 536 Y ss. 

9 DIEZ DE VEl.ASCO, Il'Utitut;ionu de Derecho Internacional, Madrid, 1916, p. 52. 

10 KELSEN, Teoría General.del Estado, Madrid, 1934, p. 18.3. 

11 VanJJ., InternatUmtzl Law in Historical PeTspective, Leyden, 1968, vol. 1, p. 265. 

12 BINIISCRBDLI!Il, "Betrachtungen über die Souverinítit", Recueild'études de droit in­

tllTnalional en ho",.,e ti Ptnd GU'Benhei.m, Ginebra, 1968, p. 169. 
t3 BABBI!JlJs, ob. cit., p. 19. 
14 BAIlBaIS, ob. cit., p. t 9. 
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La jurisdicciór. de un Estado implica el derecho del mismo a ejercitar 
una parte de su poder. Es un concept.o diferente del de pOder interno d-el 
Estado o de su capacidad constitucioRaly, [Xlr cierto,es diferente del de 
ia soberanía, 15 aunque, como lo señalara la CA>rtepennanente de Justicia 
internacional, la jurisdicción "es una de las más obvias formas del ejer-· 
cicío del poder soberano".16 No cabe duda de que un Estado puede 
libremente dictar normas para regular conductas .en la forma que desee 
y con el fin que quiera. Pero, como sucede con otros atributos de la sobe­
ranía, esta libertad está sujeta a que el Estado tenga un título válido para 
hacerlo. El título válido lo adquiere al actuar dentro de la jurisdicción 
que le reconoce el derecho de gentes. Si se rea~iza un acto contrario a 10 
precripto por el Derecho internacional, las consecuencias del exceso de 
jurisdicción originan un ilícito internacional: el Estado perjudicado puede 
protestar o interponer una reclamación internacional por los daños que se 
le causaron. Asimismo, si el Estado no tiene competencia para ejercer. una 
determinada acción, ésta podría eventualmente ser ignorada por el resto 
de los Estados o ser tratada como inválida. 

La jurisdicción se relaciona con el derecho de los Estados a regular 
conductas. No importa si esa regulación se traduce en medidas legislati­
vas, administrativas o judiciales. Cua:lquiera sea la forma que !e emplee 
la . jurisdicción puede otorgar el derecho a adoptar normas legales o bien 
a otorgar el derecho al Estado a hacerlas cumplir coercitivamente en un 
caso dado. 11 Un Estado, aunque esté capacitado para adoptar normas 
legales, es decir, dictar una ley que se va a aplicar en un caso dado, no 
necesariamente está capacitado para hacerla cumplir. 

Existen situaciones en que por diversas circunstancias son varios los 
Estados que pueden válidamente regular determinadas conductas~ Por 
ejemplo, teniendo presente la atribución de nacionalidad conforme el cri. 
terio del ius soli o del ius sanguinis la Argentina y Bélgica pueden regu. 
lar válidamente la obligación de prestar servicio militar a un individuo 
que para cada uno de los Estados es considerado nacional. Lo mismo 
sucede en materia impositiva. En estos casos la jurisdicción ~ concu­
rrente, en veZ de exclusiva. Si uno de los Estados se ve privado de poder 
legislar en alguna de estas materias, eno es en virtud de la existencia de 
un tratado .. Por esta razón se han celebrado nUl.'rrerOSOS acuenic)s interna. 
cionales destinados a regular la prestación dél servicio militar en casos 
de doble nacionalidad o a evitar la doble imposición. 

El Río de la Plata es un espacio fluvial en ela.al. en principio, am­
hosEstados tienen jurisdicción concurrente. Sin embargo. por mcdi9 det 

15 M,urN, "The doctrine 01 jurisdiction in lnternaticmal La",", Studill in Inter71tltio­
nal Law, Oxford, 1973, pp. 3 Y ss. 

16 C.iJ.J.J., série A/B,(1933), n9 53. p. i8. 
17 HuIlIS, Case. 'tmIl.material on 11J1erlUltionol lAw,lMad..... 1913. p. m. 
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Tratado de 1975 los Estados hall querido ordenar el ejercicio de la juris­
diCción por parte de uno o del otro. De esta manera el Tratado priva a 
cada uno de los ribereños del ejercicio de su jurisdicción en una zona 
determinada o sobre una materia dada o sobre ciertas personas, en bene­
ficio del otro, les otorga jurisdicción exclusiva en algunos. supuestos o. 
mantiene esa jurisdicción concUrrente en otros. El Tratado establece, 
entonces, múltiples limites, ya que. cada jurisdicción tiene su limite par­

. ticular. Cuando· el Tratado reconoce que. una de las Partes ejerce una 
. determinada jurisdicción, por. ejemplo en materia de pesca, prevención 
de la contaminación, etc., está reconociendo a ese Estado el derecho de 
legislar sobre esa materia así romo el de ejercer el control de su cumpli­
miento~ 18 En otras palabras, el objeto de toda la regulación . contenida 
en esta primera Parte del Tratado es determinar los criterios para la 
atribución de jurisdicciones y. en consecuencia, tener la certeza en cada 
caso de cuál es la ley que debe ser aplicada y quién el encargado de ha. 
cerla cumplir. Así se ha sostenido, con razón, que es~ regulación norma­

. tiva constituye un estatuto que regula detenidamente cada uno de los 
usos que lOs ribereños o terceros hacen del río y determina en cada caso . 
cuál será el derecho apUcabley la autoridad competente. 19 

Para alcanzar el objetivo perseguido, en esta Parte del Tratado se 
formulan tres tipos de normas: normas que se aplican en todo el río; 

. normas que se aplican en las denominadas zonas de jurisdicción exclu. 
siva y e~ las islas; normas que se aplican en la zona de uso común. 

IV .. NOR~AS QUE SE APLICAN EN TODO EL Rfo 

Algunas de laS disposiciones del Tratado tienen como ámbito de 
validez espacial a todo el río. 

i) Libertad de navegación para los buques. <de las banderas de las 
Partes. El artículo 7 establece que los corribereños se reconocen recípro. 
camente, a perpetuidad y bajo cualquier circunstancia, la 1iberta4 de 
navegación en todo el río para ·los buques de su bandera. Es decir que 
la más amplia libertad de navegación para los buques argentinos y uru· 
guayos es reconocida en todo el río y no sólo en las aguas de uso común. 
El reconocimiento se efectúa "a perpetuidad y bajo cualquier circunstan. 
cia", lo que implica la consolidación de· "la vigencia del principio aun 
en circunstancias excepcionales. comó las de con nieto armado". 20 

Esta no es la situación que rige para los buques de terceras banderas .. 
Para 'Cllos el artículo 1] establece que gozarán· de los derechos que a sú 

18 GoNZÁI..D l..APBYu, El Esttltlllo del Plata, Montevideo, t 918, p. 9. 

·19 LUJ'INAOCI, ob.cit.~ P. 15; .FRENK1tL, oh. dt.. p. t; LÚDER, ob. cit., p. 61. 

20 LUPlNAClCI, oh. cit., p. 16. . . 
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favor. se acuerdan sólo en las aguas de uso común "sin perJuiCIO de los 
derechos ya otorgados por las Partes en virtud de tratados vigentes". De 
esta manera son aplicables los convenios de 1876 y 1967 con el Paraguay 
y de .1888 con Bolivia. La aplicacibn de estos convenios, que son los 
únicos vigentes que se refieren a la navegación en ('1 río de la Plata . 
.. barca no sólo las aguas de uso común sino también las franjas de juris­
dicción exclusiva de la Argentina. 21 

ii) Libertad de investigación científica. Las Partes se otorgan el 
derecho a realizar estudios e investigaciones de carácter científico. Al 
respecto. el artículo 57 se refiere a "todo el Río", 

Cabe señalar que, según se desprende del articulado, aún en las 
investigaciones que un !ibereño realice en su propia franja costera, la otra 
Parte t.iene derecho a participar en todas las fases de cualquier estudio e 
investigación que se ~mprenda. 

iii) Normas reguladoras de la actividad pesquera. En materia de 
pesca. la Comisión Administradora del Río de la Plata tienewnio fu n­
áón dictar normas reguladoras de la actividad de pesca en el rio relativas 
a la conservación y preservación de los recursos vivos (artículo 66, inciso 
h). Aún no han sido dictadas. 

V. NORMAS QUE SE APLICAN EN LAS ZONAS 


DE JURISDICCiÓN EXCLUSIVA 


En las zonas de jurisdicción exclusiva se aplica exclusivamente el 
ordenamiento jurídico argentino o uruguayo. 

Existen dos categorías de zonas: las franjas de jurisdicción exclusiva 
y las islas. En la primera se fijan límites que presentan la característica 
de ser móviles. En la segunda se establece un criterio para asignar la 
pertenenCia a uno u otro ribereño de las islas existentes y las que emer­
jan en el futuro. 22 

l. Franjas de jurisdicción exclusiva 

i) Extensión. El artículo 2 del Tratado establece las franjas de juris. 
dicción exclusiva que van a hallarse adyacentes a las costas de cada (~OTTi­
bereño. Estas zonas también se denominan "franjas costeras". 

21 BARBERil, ob. cit., p. 61 y ss.; ROSA, "Los convenios entre el imperio de Brasil y 
la Confederación Argentina del 1 de marzo de 1856 y 20 d(' noviembre de 1857 carecen 
de validez", Estrategia, noe <W>-+1, 1911, pp. 19 y ss. . 

22 ROUSSEAU al referirse al Tratado sólo se refiere a estos casos, ignorando el resto 
de las normas contenidas en el mismo: R.G.D./.P., 191+, pp. 149 y ss.; Droit /nternatio­
nai Public, París, t980, t. IV, p. 402. 
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Su anchura varía según si estas franjas están situadas entre el para­
lelo de Punta Gorda y la línea recta imaginaria que une Colonia con 
Punta Lara, o entre esta línea y. el límite exterior del rÍ.o. En el primer 
caso serán de dos millas, en el segundo serán de siete. 

La anchura de dos o siete millas es fijada como límite máximo, ya 
que: 

las franjas de jurisdicción exclusiva no pueden sobrepasar los· 
veriles de los canales situados en las aguas de uso común, entendiendo que 
los veriles comprenden, asimismo, una zona de 500 metros a cada lado 
del canal: 

- las franjas . de jurisdicción exclusiva deben incluir a los canales 
de acceso a puerto que quedan dentro de las franjas costeras. Debido a 
que es factible construir un nuevo puerto o un canal que merezca la 
calificación de "canal de acceso a puerto", no se quiso efectuar la enu­
meración en el mismo Tratado recurriéndose a la Facilidad de estable­
cerlas mediant.e un acuerdo por canje de notas. 23 Dicho acuerdo fue fir­
mado el mismo día que el Tratado. 

Debido a que las franjas costeras deben hacer las inflexiones necesa. 
rias señaladas precedentemente, las anchuras de dos y siete millas no son 
fijas ya que, por ejemplo, freme a Buenos Aires la franja de jurisdicción 
exclusiva pertenecient.e a la Argentina en lugar de tener dos millas tiene 
una anchura mayor. Por otro lado, en el Plata· superior la franja costera 
uruguaya en algunos lugares tiene una anchura de 600 a 800 metros, 
ya que alli los canales del Infierno y del Este --que se hallan en aguas 
de uso (:omún- se aproximan sensiblemente a la margen oriental del 
rio. 24 

Como puede apreciarse estas franjas no son estáticas sino móviles, ya 
que de producirse 'un acrecentamiento de la costa argentina por aluvión, 
el limite exterior de la franja costera deberá desplazarse de manera tal 
de mantener constantes las anchuras de siete Y dos millas, mientras no sobre. 
pasen los cana'les situados en las aguas de uso comlln. 

ii) Obligaciones del ribereño frente al corribereño en su franja de 
jurisdicción exclusiva. 

23 Los canales argentinos de acceso a sus puertos son el ·del Río Paraná de las Palmas 
(Canal Emilio Mitre), el del Río Luján (Canal Costanero), el del Puerto de Buenos Aires 
y el puerto" de La Plata. Los uruguayos son los canales df' acceso al Puerto de Carmelo, al 
puerto de Conchillas, de la Barra de San Juan, al puerto de Colonia, al puerto de Sauce, al 
puerto de Montevideo, al puerto de Piriápolis y. a· la bahía de Maldonado. 

24 LimEll, ob. cit., p. 68. . 
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Si Lien estas franjas son de jurisdicción exclusiva. los Estados se como 
promet~n a ciertas obligaciones respecto al corribereño, atendiendo·<,l las 
("aracferísticas especiales del río: 

a) en virtud de lo dispuesto por el artículo 5, 

la autoridad interviniente que verificara un ilícito podrá realizar la per­
secución del buque infractor hasta el límite de la franja costera de la 
otra Parte. Si el buque infractor penetrara en dicha franja costera, se 
solicitará la colaboración de la otra Parte, la que en todos los casos hará 
entrega del infractor para su sometimientos la autoridad que inició la 
represión. 

Evidentemente esta norma recuerda el derecho de persecuclOn en 
alta mar. Sin embargo, según prescribe el artículo 5. el otro ribereño, al 
serIe solicitada la colaboración, en lodos los casos hará entrega del infractor. 

Si bien este artículo no lo aclara, de la relación del mismo con los 
art.ículos 3 y 6, surge que el 5 se aplica: 

- en el caso de buques de su bandera o de tercera bandera por in. 
fracciones cometidas fuera del canal; 

- en el caso de buques de su bandera, de tercera bandera e inclusive 
de buques de bandera del corribereño a quien se solicita 'la colaboración, 
cuando las infracciones surgen de la aplicación de los artículos 12 y 15 
(navegación) y el Estado solicitante sea el que administre el canal situa­
do en aguas de uso común; . 

- en el caso de buques de su bandera, de tercera bandera e inclu. 
sive buques de la bandera del corribereño en los casoS en. que se afecte 
su seguridad o se cometan ilícitos que tengan efecto en su territorio 
(artículo 3, párrafo tercero) . 

b) Los Estados se. comprometen a desarrollar en sus respectivas 
franjas costeras las ayudas a la navegación y el balizamiento adecuados 
para facilitar la navegación y garantizar su seguridad (artículo 9). 

2. Las islas 

El artículo 44 dice que "las islas existentes y las que en el futuro 
emerjan en el Río, pertenecen a una u otra Parte según se hallen a uno 
u otro lado de la línea indicada en el artículo 41", que es la línea que 
establece cómo habrá de realizarse la exploración y ·la explotación de los 
recursos del lecho y del subsuelo del río. Este criterio sufre una ex-cep­
ción en lo relativo a la isla Martín Garda, conforme lo dispuesto por el 
articulo 45. Respecto de esta isla se establece que si la isla se uniera en 
el futuro a otra isla, el límite cortespondiente se trazará siguiendo el 
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perfil de la isla Martín Carda que resulta de la Carta H-1I8; sin em­
bargo, los aumentos por aluvión de Martín Carda que afect.en sus actua· 
les acce$Os naturales a los canales de Buenos Aires (Martín Carda) y del 
Infierno pertenecerán a la Argentina a efectos de que la isla no llegue 
a convertirse en algún momento en un territorio argentino enclavado 
dentro del territorio insular uruguayo. 

La Argentina se obliga a celebrar un acuerdo de sede con la Comi­
sión Administradora del Riode la Plata que tendrá su sede en la isla, 25 

y a alectar la isla a reserva natural para la conservación y preservación 
de la flora y fauna autóctonas. 26 

VI. NOKMA,S APLICABLES A LA ZONA COMÚN 

Fuera de las franjas costeras de jurisdicción exclusiva y con exclusión 
de las islas. nos encontramos con una zona de uso común 'en donde rigen 
normas que establecen diversos criterios para atribuir jurisdicciones. 

Se prevén todas las soluciones a cuestiones posibles e imaginables. 
estableciéndose, asimismo, criterios residuales en los que quedarían como 
prendidas aquellas que no se quisieron o no se pudieron tener en cuenta 
de manera específica en el momento de la firma del Tratado. 

l. Derechos de los ribereños 

·En esta zona común los ribe·reños gozan de lOs siguientes derechos: 

a) libertad de navegación. Ya nos hemos referido a este tema. Sin 
embargo, conviene recordar que esta libertad de,' navegación se hace 
extensiva a los buques de los países de la Cuenca delPlata,ya los mero 
cantes, públicos ,y, privados, de terceras banderas. Respecto de los buques 
de guerra de terceras banderas, su paso será permitido siempre que estén 
autorizados por uno de los ribereños y que,flQ. afecten el orden público 
O la seguridad delotto. . ) 

b) derecho al uso de los canales. El artículo 10 establece que amoo. 
Estados tienen derecho al uso, en igualdad de condiciones y bajo cual· 
quier circunstancia, <le todos los canales sítuadosen las aguas de uso 
común. Es decir, queer Estado ribereño que no admin.Í$tre el canal tiene 

25 El ~uerdo d@ sedefuie firma'" en But'1)01 Air~ el 18 de abril de 1977, aprobado 
por leY 21.761 y entró en vi80r -el 13 de mayo de 1978. 

~ Faufltlu. teñala q..., esta medida está en consolUlnciacon las Recomendaciones 
38, f9 de la Conferencia de las Naciones Unidas 50breel Medio Humano de Eatocolmo, 
ob. cit., p., 3. ' 
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asegurados para sus buques el mismo tratamiento que a los de la bandera 
del otro. 

c) construcción de obras. Cualquiera de los ribereños puede construir 
canales y otros tipos de obras, conforme con el sistema· establecido en 
los artículos 17 a 22. 

d) .libertad de pesca. Se establece el princlplo de libertad de pesca 
para los buques de las banderas de los. ribereños, con exclusión de terce. 
ras banderas. Pero si la intensidad de la pesca lo hace necesario, los Esta­
dos acordarán volúmenes máximos de captura por especie que se ajusta­
rán periódicamente. La·distribución de esos volúmenes se hace por 
partes iguales. 

La Comisión Administradora tiene entre sus funciones la de dictar 
normas reguladoras de laáctividad pesquera en el río en relación con 
la conservación y preservación de los recursos vivos. 

Los dos Estados se comprometen a intercambiar regularmente infor­
mación sobre el esfuerzo de pesca y captura por especie, así como las 
nóminas de les buques habilitados para pescar en las aguas de uso comim. 

e) derecho a realizar estudios e· investigaciones de carácter científico 
siempre que: 

- se dé aviso al otro ribereño, a través de la Comisión Administra­
dora (artícuTo 66. inciso 1); 

- se indiquen las características de las actividades a emprender; 

---:- se ,hagan conocer al corribereño los resultados obtenidos. 

El Tratado prevé la promoción de la realización de estudios con­
junt.os. en especial el levantamiento integral del río. 

f) derecho a· patrullar la zona ..Este derecho de policía surge de lo 
estahlecido por tos artículos 3, 5 Y 6. 

2. Jurisdicción concurrente 

El Tratado prevé situaciones en donde los dos Estados concurrente. 
1l1cnte ejcH'en jurisdicción: . 

i) detención de un. buque de la bandera del otro ribereño cuando 
sea sorprendido en f1agrantevioladón de las disposiciones sobre pesca o 
nmservacic'm y preservación de recursos vivos o sobre contaminación vi­
gentes en las aguas de uso común. 

En este caso el Estado que apresa al buque infractor. debe comu. 
nicarlo de inmediato al otro ribereño y poner al buque infractor a di~ 
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poslclOn de sus autoridades. Es decir, que compete a las autoridades del 
país de la bandera dd buque aplicar la sanción correspondiente confor. 
me con su. ordenamiento legal. 

La detención de un buque de la bandera del otro ribereño no pro. 
cede fn t.odos los casos, sino solamente cuando: 

_. sea sorprendido cometiendo el delito; 

- viQle una disposición sobre pesca, conservación o preservación de 
recursos vivos o contaminación; 

_. la disposición transgredida se halle vigente en la lOna de uso 
común. 

Así, por ejemplo, en materia de contaminación el Tratado estipula 
que los ribereños se obligan a proteger y conservar el medio acuático y 
en particular prevenir la contaminación, dictando las normas adecuadas 
conforme "los convenios internacionales aplicables y con adecuación, en 
lo pert.inente, a las pautas y recomendaciones de los organismos técnicos 
internacionales". Asimismo, no deberán disminuir en sus respectivos orde­
namientos legales ni las exigencias técnicas para prevenir la contamina­
ción ·de la aguas ni 'la severidad de las sanciones establecidas en los casos 
de infracción. Igualmente se establece la obligación de intercambiarse 
información en el caso de que uno de los Estados prevea introducir una 
modificación legal en las disposiciones en vigencia. Los ribereños asegu­
ran los medios para realizar un efectivo control de las medidas adoptadas, 
conforme lo señala el artículO.6. 

ii) El artículo 24, cuando prevé en qué caso debe tomarse práctico 
de una u otra nacionalidad, establece, en su último párrafo, con carácter 
residual, que en los casos no previstos específicamente el práctico puede 
ser, indistintamente, argentino o uruguayo. Se trata, por ejemplo, de un 
buque que provenga de Asunción con destino a Santos. Lo que no prevé 
el Tratado es a quién le va a corresponder efectuar la elección; sin em­
bargo. estimamos que corresponderá al capitán o al armador del buque. 

iii) El Capítulo V del Tratado se refiere a la salvaguardia de la 
vida humana en el río. Su problema central es determinar a qué Estado 
corresponde la dirección de las operaciones de búsqueda y rescate. Si­
guieqdo un mecanismo ágil, en atención al contenido humanitario de 
esta operación, se acuerda que dirigirá estas operaciones la autoridad 
competente del Estado que "inicie" la acción de húsqueda y rescate. Se 
le impone una obligación: informar de inmediato a la autoridad como 
petente del corribeTeño. 

Se estipulan. además, normas relativas a la coordinación y colabo­
ración entre los Estados; el caso de traspaso de la responsabilidad en la 
dirección y ejecución de la operación, así como a las facilidades para la 
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entrada y salida de los respectivos territorios de las unidades aéreas y 
de superficie de ambos Estados afectadas a estas operaciones. 

iv) El artículo 38 dispone que el salvamento del buque de la ban.. 
dera de una de las Partes "podrá ser efectuado por la autoridad o las 
empresas de cualquiera de las Partes a opción del capitán o armador del 
buque siniestrado". Esta disposición no es aplicable, como se verá más 
adelante, cuando el buque en peligro de la bandera de cualquiera de los 
dos Estados se halle en un canal situado en la zona de uso comlÍn y 
consútuya un obstáculo o peligro para la navegación de dicho canal. 

No obstante lo expresado por el artículo 38 eA: la parte transcripta. 
la aplicación de esta nonna queda supeditada no sólo a la opción que se 
presenta a favor del capitán o armador del buque dañado, sino también 
el art.ículo 38 mbordina ese derecho de opción a lo que en esta materia 
dispongan las reglamentaciones internas de cada país. Así, pues, si la 
reglamentación' interna uruguaya obliga a los buques de su bandera a 
que las operaciones de salvamento sean efectuadas exclusivamente poI' la·· 
Dirección Nacional de Puertos de ese país, esta disposición de derecho 
interno uruguayo prevalece sobre lo establecido en la primera parte del 
artículo 38. Pero esta preeminencia surge en virtud de lo que se acuet'da. 
también convencionalmente, en la segunda parte del primer párrafo del 
mismo artículo 38. Esta dispósición, evidentemente, obedece a la nece-· 
sidad que tuvieron los negociadores de no violentar, a través de una 
norma de carácter int~rnacional, ·10 dispuesto por una nonna de derecho 
interno de una de las Partes. El resultado no es una situación de desequili­
brio entre los dos Estados, ya que el que se vea obligado a cumplir con 
lo dispuesto por el artículo 8 puede libremente dictar una norma similar 
a la de la otra Parte. Lo que en realidad puede suceder es que los Esta­
dos dicten reglamentaciones por las cuales excluyan el derecho de opción, 
con lo cual la norma del artículo 38 se convertiría en una expresión de 
deseos sin contenido concreto. 

El Tratado prevé, en su artículo 40, la posibilidad de que la auto­
ridad o las empre!as del Estado a las que les corresponde efectuar la opera· 
ción de salvamento desistan de hacerlo. En ese supuesto el salvamento pue­
de ser realizado por la autoridad o las empresas de la otra Parte. El desi ... 
timiento deberá ser notificado de inmediato al otro Estado. 

Debido a que el Tratado se refiel'e a "la auwridad o las empresas 
de las Partes", parecería que la opción que se pone en manos del capitán o 
armador del buque implicaría que éstos deben comunicar al Estado al 
que perle.necen su opción. simplemente porque la operación se realiza en 
una zona en donde el Estado ejerce jurisdicción. Como a su vez el otro 
Estado también la -ejerce, la decisión del capitán o armadordeberií se!' 
notifi~ada a esa Parte, a través de la Comisión Administradora. 
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Ca.be la· duda sobre si el desistimiento es. una facultad otorgada al 
Estado ya sus empresas por igual. De todas maneras, en virtud de la re· 
daccióll del articulo 40, el desistimiento deberá ser notificado por uno de 
los Estados al otro.. 

3. Criterios establecidos para la atribución de jurisdicciones 

Los criterios que se enumeran a continuación son los que permiten 
a uno u otro ribereño ejercer una determinada jurisdicción, es decir, que 
ese Estado tiene el derecho de legislar sobre la materia de que se trate y 
deberá, asimismo, ejercer el cont.rol de su cumplimiento. 

a) Bandera del buque 

i) El artículo 3, primer párrafo, prescribe que, fuera de las franjas 
de jurisdicción exclusiva, la jurisdicción de cada Estado se aplicará a los 
buques de su bandera. 

Este criterio "resulta de múltiples factores, en particular, de la vincu. 
lación social, económica, administrativa, ete., que el capitan y la tripu­
lación de un buque tienen normalmente con la legislación y las autorida­
desde! Estado a que el mismo pertenece por su bandera y que, por otra 
parte, debe presumirse que conocen la legislación de la nacionalidad de la 
llave., que, por ende, están dispuestos a someterse a ella, así como a sus 
respectivas autoridades". 2J 

¡,) Este criterio, el de la bandera del buque, se hace extensivo· al 
casorle siniestros de un buque de la bandera de uno de los Estados con 
unbuqlle de tercera bandera (artículo 3, segundo párrafo). Cabe obser­
var que lospriricipios mencionados anteriormente sufren una importante 
excepción en lo atinente a la navegación por los canales situados en 
aguas de uso común cuando surgen hechos que afecten la navegación en 
dicho canal, su uso o sus instalaciones, así como en los casos en que sus 
actividades estén reguladas específicamente en el Tratado, derogando el 
criterio general de la jurisdicción del Estado de la bandera del buque 
(salvamento, salvaguardia de la vida humana). 

b) Protección de intereses fundamentales de las Partes 

Será aplicable la jurisdicción del Estado, cualquiera sea, tUando se 
. afeete su seguridad o se cometan ilícitos que tengan efecto en su t.erritorio, 
cualquiera sea la bandera· del buque apresado. Es decir, que cuando el 
hecho se produzca fuera de las franjas de jurisdicción exclusiva y afecte la 
seguridad dé uno de los Estados o constituya un ilícito que produzca efecto 
en su territorio se descarta el criterio de la nacionalidad para aplicar la 
jurisdicción del Estado afectado. 28 

27 GONzÁLEz LuoETBE, oh. cit., p. 56. 

28 GONZÁLEZ !.APEYRE, oo. cit., p. 56. 
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, .... 

e) 	 Ad~udicación de. zonas para la exploración y 

explotación de los recursos del iecho y de-1 subsuelo. 


El lecho yel subsue- lo del río constituyen una parte de la zona¿omún. 
El Capítulo VlI no se refiere a un límite que divide d lecho y el subsuelo 
entre los corribereños a todos los dectos, sino que regula exclusivamente 
la exploración y la explotación de los recursos que allí se encuentren. 
Debido a que una explotación en forma conjunta podría lle-gar a ser difi­
cultosa,se traza una línea a efect.os de deslindar zonas en donde cada uno 
de los Estados podrá explotar y explotar los recursos del lecho y del sub­
suelo; 29 Por eso no estamos de acuerdo con que la línea fijada por el 
articulo 41 sea un limite que divida el lecho y el subsuelo entre los dos 
corribereños. 3O Para los demás efectos, es decir, los que no se refieran a la 
exploración ya' la explotación de yacimientos o depósitos, la zona es 
común. . 

A este respecto cabe señalar la diferencia existente en la terminología 
empleada en el artículo 43 yen el artículo 71, ambos ·referidos a la explo­

ración y explotación de yacimientos o ciepósitos que se encuentran "a 

caballo" respectivamente de la "línea" del artículo 41 o del "límite" del 

artículo 70; En estos casos la explotación podrá realizarse en forma sepa­

rada oen conjunto, pero siempre de manera talque la distribución de 


. las cantidades deI producto extraído sea prop()rcional al volumen de) 

recurs() que se encuentra respectivamente a cada lado ya de la "línea". del 

artículo 41, ya del "límite" del artículo 70. 

Es cierto que la redacción de este .Capítulo se refiere a la exploración 
y explotación de los recursos ubicados en la zona de jurisdicción exclusiva 
y en la zona común. El artículo 41 dice: "Cada Parte podrá explorar y 
explotar los recursos en las zonas adyacentes a sus respectivas costas, has­
ta ... " Se estima que el propósito fue no. dividir los regímenes aplicables 
en toda la zona, sino solamente en lo referente a la exploración y la 
explotación de sus recursos. Es en su franja costera donde la jurisdicción 
del Estado es más amplia ya que puede, por ejemplo, realizar obras sin . 
necesidad de someterse al régimen de los artículos 17 a 22, lo que sí debe 
hacer si intenta realizarlas fuera de las .franjas costeras. Es decir que 
cualquiera de los Estados, siempre conforme al procedimi'ento previsto 
en el Tratado, puede construir obras, incluyendo canales, en la zona común. 
La nueva obra puede ser construida por el Uruguay dentro de la zona 
en donde la Argentina tiene jurisdicción para la exploración y explota­
dón de los recursos del lecho y del subsuelo. 

29 . LUPINACCI, ob. cit., p. SO. 

30 REY CARO, "Las soluciones múltiples en el aprovechamiento de los recursos natu­


. rales compartidos. 	Ei caso del Río de la Plata", Boletín de la Facultaa de Derecho r Cien­
cias Sociales, Córdoba, años XLVI-XLVII, pp. 51-52; PODESTÁ COSTA-RUDA, Derecho Inter­
nacional Público, 1, Buenos Aires, 1979, p. 220; Informe citado en nota 4 de la República 
Oriental del Uruguay, pp. 2 y 4. 
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Asimismo. debe recordarse que los canales situados en aguas de uso 
común son administrados por la Parte que los ha contruido o los construya: 
que estos canales, debido a las' caracterí~ticas aluvionales dél río, están 
sometidos acontinuo dragado y que estos trabajos no se realizan en las 
aguas de uso común, sino 'en el lecho yel subsuelo, que a estos efectos es 
una zona de uso común y no pertenece al territorio de ninguno. de lqs 
Estados: es una zona donde uno u otro Estado, conforme la línea trazada 
en el artículo 41, está facultado para explorar y explotar los recursos del 
lecho y del. subsuelo. 

'Cabe preguntarse si un corribereño puede negarse a que el otro cons. 
truya una obra, por ejemplo, una isla artificial para fines de investigación 
científica,en la zona que le fue asignada por el artículo 41 para la explo. 
tación de los recursos, si la obra no causa peligro sensible al interés de su 
navegación, ni al régimen del río (artículo 7). Esta isla artificial parece. 
ría no estar incluida dentro del criterio de pertenencia est.ablecido por 
el artículo 44. 

La línea del artículo 41 se determina por coordenadas. y no coincide 
intencionalmente con los canales, sino que cada punto geográfico está . 
situado en un veril distinto en el Plata superior y en el medio. Dicha 
línea, con la salvedad expresada. comienza en el paralelo de Punta Gorda 
y sigue por los canales Principal. BuenoS Aires (Martín Garda), Pozos 
de San Juan, Barra de San Pedro. del Farallón hasta el Pontón Faro Inter. 
sección, tomando arrumbamiento hacia el Este por el Canal Principal de 
Navegación y luego por el canal de Punta Indio hasta la intersección de] 
paralelo 35° 10'. con ell meridiano 56°,43' Y desde allí la línea Punta Rasa­
Punta dd Este. Existe equivalencia de áreas entre una y otra zona, con 
una diferencia de 156 kilómetros cuadrados· a favor del Uruguay: 15.053' 
para la zona de explotación uruguaya y 14.897 para ]a Argentina. 

Las instalaciones u otras obras necesarias para la exploración .y explo. 
tación de los recursos del lecho y del subsuelo no podrán interferir la 
navegación del río en los pasajes o canales utilizados normalmente. 

d) Administración del canal 

i) El Tratado dispone que el ribereño que haya construido o cons· 
truya un canal es el que debe rlictarsu reglamento y hacerlo cumplir con 
los medios adecuados a ese fin. Asimismo, sus leyes son aplicables en lo 
referente a la reponsabilidad civil, penal y administrativa derivada de 
hechos que afecten la navegación del canal, el uso del mismo o sus insta. 
laciones e intervendrán sus autoridades (artículos' 12 ylS). 

ii) Este criterio es' de aplicación también en el caso de remoción de 
restos náufragos, cuando los mismos constituyan un obstáculo o peligro 
para la navegación del canal y que se hallen hundidos o encallados en 
él (artículo 16). 
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iii} El criterio básico en materia de salvamento está establecido en el 
primer párrafo del artículo 58. Sin embargo, cuando un buque de cual· 
quiera de las P~rtesse encuentre siniestrado en un canal situado en aguas 
de mo común, el salvamento se efectuará por la autoridad o las empresas 
del Estado que administrf el canal, siempre y cuando el buque siniestrado 
constituya un obstáculo o peligro para la navegación en dicho canal. En 
este caso no rige la disposición que reenvía a lo -que dispongan las regla­

. mentaciones internas de cada Estado pt'ro sí es aplicable lo dispuesto 
sobre el desistimiento. 

iv) En el caso de salvamento de un buque de tercera bandera sinies­
trado en un canal sit.uado en aguas de uso común corresponderá efectuar 
la operación de salvamento también a la autoridad o a las empresas del 
Estado que administre el canal. Por ser buque de tercera bandera el sinies­
trado en el canal le corresponde proceder al salvamento en todos los casos 
y no es necesario, como en iii, que el buque constituya un obstáculo o 
peligro para la navegación. 

En este supuest.o también es aplicable lo dispuesto sobre el desisti. 
miento en el artículo 40. 

e) Puerto de procedencia o de destino 

i) Practicaje. Según el artículo 24 los buques deberán tomar práctico 
argentino o uruguayo conforme el siguiente esquema: 

- los buques que zarpen de puerto argentino o uruguayo deberán 
tomar práctico de la nacionalidad del puerto de' zarpada. 

- los buques que provengan del exterior del río tomarán práctico 
de 'la· nacionalidad del puerto de destino. 

El Tratado especifica que el contacto que un buque pueda tener fue. 
ra de puerto con la autoridad de cualquiftra de los dos Estados no altera 
el criterio inicialmente seguido para determinar la nacionalidad del 
práctico. 

En esta materia regía anteriormente el convenio sobre prácticos le­
manes del 14 de agosto de 1889, segPn el cual "todo buque que zarpe 
de un puerto en cualquier dirección deberá tomar prktico de la nacio­
nalidad de dicho puerto", pero "tanto en el Río, como fuera de cabos, 
podrán los buques tomar Indistintamente práctico argentino u oriental". 

ii) Alijos y complementos de carga. Las tareas de aliJo y decomple­
mento de carga se realizarán exclusivamente en las zonas fijadas por la 
Comisión Administradora, que las establece conforme a las necesidades 
técnicas y de seguridad en materia de cargas contaminantes y peligrosas, 
Sin embargo, la Comisión Administradora deberá fijar estas zonas fuera 
de las. franjas de jurisdicción exclusiva y habrá siempre un número igual 
de zonas situadas en la proximidad de las costas de cada ribereño. 

Es.tas zonas 'están situadas, como se señaló, en la zona de uso común 
y, por ende. pueden ser utilizadas indistintamente por cualquiera de los 
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dos Estados. Y no sólo pueden ser utilizadas sino que sus autoridades po­
drán iBtervenir confOnne al siguiente criterio: 

~ en la operaciones de alijo, la autoridad que interviene es la que 
corresponde al puerto de destino de la carga; 

- en las operaciones de complEmento de carga, la autoridad que 
interviene es la que corresponde al puerto de donde provenga la carga 
complementaria. 

Una de las. primeras tareas de laComisÍón Administradora, luego 
. Ae su instalación en' 1977, fue fijar e~tas zonas. El 30 de septiembre de 

1977 se fijaron las zonas A, B Y C; la primera más próxima a la costa 
uruguaya, y las ot.ras dos más cercanas a la argentina. La zona D -situada 
cerca de la costa uruguaya- fue fijada el 26 de octubre de ese mismo año. 

'1) Mayor proximidad a una de las franjas de juriSdicción exclusiva 

1) Casos en que se vea aIectadala seguridad deJos dos Esa:adO& \0 que 
el ilícito tenga efectos en ambos territorios .. En este supuesto, el artículo·~~. 
último párrafo, establece que primará la: jurisdicción deL ribereño cuya 
franja costera esté más próxima al.lugar de apreheosiÓll del. buque.. . 

ii) Remoción de restos náufragos. Elankulo 16 dispone que ate' 
criterio debe tenerse en cuenta para la extracción, remoción o demoli.· 
ció. de buques, artefactos .navales, restos náufragos <> de carga o cuales­
quiera otros objetos que se baIlen hundidos o' encallados fuera de los 
canales y que constituyan un peligro u obstáculo para la navegación. Si 
.se hallaren hundidos o encallados en los canales se aplicará el articulo 12. 

En este caso la Comisión Administradora debe considerar este crite. 
rio, pero juntamente con otro criterio que establece el mismo articu­
lo 16: el de tos intereses de cada Parte. 

iii) Alijos o complementos de carga de buqwes que se dirijan o 
provengan de terceros países. Es la situación contemplada por el artícu­
lo 32. Se trata, por ejemplo, de un buq«e que proviene de un puerto 
venezolano cuya carga tiene por de~tino el puerto de Asunción.Enton­
ces las operaciones serán fiscalizadas por las autoridades argentinas o 
uruguayas, según se realicen respectivamente en la zona detenninada por 
la Comisión Administradora situada más próxima a una u otra franja 
costera. Es decir, que se sigue aquí el criterio de la mayor proximidad 
de la zona de alijo o de complemento de Carga respecto a la franja 
costera. 31 

31 Por eso no compartimos lo que dice Ruda que "este tipo de operaciones será fisca­
lizado por las autoridades de las zonas en las que tenga lugar" (PODESTÁ CosTA-RUDA, ob. 
cit., t. 1, p. 327), porque en cada una de estas zonas, situadas en la vecindad de la costa· argen­
tina o uruguaya, intervendrán las autoridades argentinas o uruguayas ~n el criterio 
del puerto de destino odeprocedencia de la carga. Es decir que las zonas están situada • 
.en ~as de uso común y no en zonas "argentinas" o ·'uruguayas·'. 
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iv) Salvamento de un buque de tercera bandera. Conforme lo dis­
puesto por el artículo 39, el salvamento de un buque de t.ercera bandera 
lo harán la autoridad o las empresas del Estado cuya franja costera esté 
más próxima al lugar en que se encuentre el buque que solicita asistencia. 
Este principio sufre la ;excepción ya señalada de los buques siniestrados 
en un canal situado en agua de uso común, en donde intervendrán la 
autoridad o las empresas del Estado que administren el canal. En este 
<:aso también cahe el desistimiento contemplado por el artículo 40. 

v) Casos no previs.tos específicamente por el Tratado. El artículo 4 
dice que "en los casos no previstos expresamente por el Tratado será 
aplicada la jurisdicción de una u otra Parte conforme el criterio de la 
mayor proximidad de una u otra franja costera del lugar en que se 
produzcan los hechos considerados". 

La redacción de un artículo como el que comentamos, de carácter 
residual, hubiera hecho innecesario que se hubiesen considerado específi­
camente las situaciones expuestas en los puntos precedentes (i a. iv). Sin 
embargo, sIe consideró que, sin perjuicio de ser técnicamente innecesario, 
era conveniente que los casos previstos en los puntos i a iv, dada su im­
portancia, estuvieran especialmente considerados. 

Hay otros supuestos no previstos expresamente y que deben regirse 
por este principio: 

- Caso de colisión entre buques de bandera de uno y otro Estado; 32 

- Cuestiones que no se encuentren contempladas por la reglamenta­
ción de un canal o que no afecten a la navegación. su uso o sus instala­
dones" respecto a buques de tercera bandera. 

- Colisión entre buques de tercera bandera fuera de los canales 
situados en la zona de uso común; 

- Navegación aérea; 33 

- Actividades en el lecho y subsuelo, excluyendo la exploración y 
explotación de sus recursos y la construccit'm de obras. 

HORACIO A. BASASE 

Universidad de Buenos Aires 

32 PODESTÁ CoSTA-RUDA, ob. cit., t. l, p. 326. 
33 LUPINACCI, ob. cit., p. 73; GROS ESPIEI.I., ·'L.. traitp du Río de la Plata et sa 

fa~ad(' maritime·'. Annuairc Fran{:ais de Dmil lnlrrnatir¡nal. 1975. p. 245. 
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LA CONVENCIÓN DE VIENA SOBRE EL DERECHO DE LOS 
TRATADOS Y LA CONSTITUCIóN ARGENTINA 

SUMARIO: INTRODUCCIÓN. l.L CONVENCIÓN DE VIENA. 1. La celebTflCÍón tl6 
un tratado intBTnaciolllll; a) La capacidad del representante; b) Formas de 
manifestar el ~ento; c) El contenido del tratado internacionaL 2. La 
rekzción entre el tratado internacional r el derecho estatal. - 11. LA CoNSTITU­

CIÓN ARGENTINA: 1. La celebración de un tratado internacio1Ml; a) La capacidad 
del representante; b) Formas de manifestar el cODSI".ntimiento; e) Ei contenido 
del tratado internacional; 2. La idea de la transforrn.aCiÓn del tratado internacio­
nal en derecho interno. 3. La supremilCía de la Constitución.· 40. El cbAtrol cons­
titucional ds los trataJdos internacionales. 5. La ;erarquía del tratado internacional 
en el derecho argentino; a) La relación entre el tratado. internacional. y la Con&­
tituciÓD; b) La relación·· entre el tratado internacional y la ley. 6. La reclamación 
entre Estad4s. La protección diplomática. - 111. LA llATlnCACIÓN DE LA CONe 
VENCIó.,., DE VIENA POIl PARTE DE LA AROENTINA. t.La situación anterior a la. en­
trado. en vigor de la convención de Viena.. 2. La ratificación de la COPIIlGIt:i6n. r 
Úl$. nserlJf.lS I~_~ La constiIucionalitlatl tJ. la convmción. +. Los tratad4s 
internacionales r la ter nacional. IV. . CoNCLUSIONES. . 

INTRODUCCIÓN 

El análisis de la relación entre el derecho internacional y el derecho 
infierno es uno de los temas fundamentales Que ha atraído la atención de 
los juristas, principalment.e a partir de la publicación de la obra de Hein. 
rich Triepel en 1899. 1 Desde entonces hasta ahora se han elaborado 
numerosas teorías para explicar esa relación y así, se habla del dualismo, 
del monismo con primada del derecho internacional o con primai:Ía del 
derecho interno y de varias doctrinas intermedias. Se ha sugerido también 
que éste no sería un verdadero problema científico, sino un pseudoproble­
ma porque cada una de esas teorías podría servir para explicar cualquier 
situación de hecho que ocurriere. o sea, que esas teorías serían irrefu­
tables por los hechos. 2 

En el presente estudio se examinará la jerarquía del tratado inter­
nacional. respecto del derecho interno según la convención de Viena y 
IaConstitudónargentina. No se trata aquí de añadir una teoría más a 
las ya existentes acerca de la relación entre el derecho interno y el inter­
nacional, sino de examinar en casos concretos cuál es la jerarquía de 
los tratados y cuáles son las normas que deben aplicar los .iueoes argen­
tinos para decidir la cuestión. . 

1 TRIEPEL, VOlkerrecht Ull4l ~e6ht, Leipzig, 1899. 

Z TESON, "TIte Relations between International Law and Municipal Law: The Mo­
nism/Dualism CoI;ltl'Oversy", Inténiational Law and Municipal Law (GermaJl-ArgentiniaJi 

- Constitutional Law Colloquium), Berlín, 1982, pp. 107 y ss. y 116. 
Ver también HAR-r, Essars in' Jurisprudimce and Philosophr, Oxford, 1983, p. 309 y ss. 
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1. LA CONVENCIÓN DE VIENA 

El derecho de los tratad~ es una materia que, tradicionalmente, ha 
sido regulada en el orden internacional por normas consuetudinarias. La 
Organización de las Naciones Unidas se propuso, a partir de su creación, 
codilicar en distintas convenciones algunos. aspectos del derecho interna­
cional consuetudinario. Esta tarea ha estado a cargo y aún lo está, de la 
Comisión de derecho internacional de la ONU. Como resultado de esta 
labor codificatoria pueden mencionarse, entre otras, las cuatro conven­
ciones sobre el derecho del mar de 1958, la convención sobre relaciones 
diplomáticas (1961) Y la referente a las relaciones consulares (1963). 
Otro de los temas que ocupó a la Comisión de derechQ internacional 
durante varios .lustros fue el derecho de los tratados. Se trataba de ela­
borar . un texto en el que se codificaran y se desarrollaran las normas 
consuetudinarias y los principios generales sobre la materia. Además, en 
aquellos aspectos en los qu.e el derecho no escrito aparecía dudoso,la 
Comisión cumplía una función creadora. La Comisión de derecho inter­
nacional ela.boró finalmente un proyecto que fue sometido a una Confe~ 
rencia diplomática que se reunió en Viena desde marzo a mayo de 1968 y 
en abril y mayo de 1969. Esta Conferencia aprobó un texto y el 23 de 
mayo de 1969 se abrió· a la firma en esa ciudad la convención sobre el 
derecho de los tratados. 3 

La convención de Viena no se aplica a todos los tratados internacio­
nales, sino sólo a aquellos concertados entre Estados y por escrito (art_ 2. 
inc. 1, a). Por consiguiente, quedan excluidos de ella los tratados que 
los Estados suscriben con otros sujetos internacionales como, por ejem­
plo, la Iglesia Católica, el Comité internacional de la Cruz Roja, las orga­
nizaciones internacionales, ciertos movimientm de liberación nacional, la 
Soberana Orden Militar de Malta, etc., y los tratados que se concierten 
entre estos últimos. Tampoco están regidos por esta convención los acuer­
dos no celebrados por escrito. 4 • 

A los fines de este estudio, resulta conveniente analizar dos temas 
de la convención de Viena, a saber: cómo se celebra válidamente un t.ra­
tado internacional y qué relación existe entre un tratado. in~ernacional 
y el derecho estatal.· 

l. La celebración de un tratado internacional 

Para concertar válidamentee un tratado internacional, es necesario 
considerar tres aspectos, que se refieren a la capacidad del órgano que 

3 La convención ha sido objeto de numerosos estudios. En la literatura argentina 
merece citarse la obra de DE LA GUARDIA - DELPECH, El derecho de los tratados r la con­
vención de Viena de 1969, Buenos Aires, 1970. 

4 Ver un eiemplo de convenio verbal en c.P.J.J .. Série AIB, NQ 53. p. 69 y ss. 

-160­



representa al Estado, a la forma de manifestar el consentimiento y al 
contenido del tratado. 

a) La capacidad del representante 

En general, la convención de. Viena considera que una persona es 
competente para suscribir un tratado en nombre del Estado si posee la 
plenipotencia correspondiente (art. 7, inc. 1, a). En el der~cho inter­
nacional no interesa que se trate de un diplomático o de otro funcionario 
público, o simplemente de una persona priva~. Lo importante es que 
quien se titula representante del Estado para concertar un tratado exhi­
ba la correspondiente plenipotencia. El Estado posee entera libertad para 
otorgar la plenipotencia a quien estime más ade~uado. 

Se.gún la convención de Viena, hay dos exoepciones a esta regla. El 
primer caso se presenta cuando existe una práctica entre los Estados inte· 
resados de considerara una determinada persona como representante del 
Estado sin exigirle plenipotencia o cuando esa intención de los Estados 
surge de circunstancias especiales. Por ejemplo, esto último puede ocurrir 
si los Presidentes de dos países han intercambiado correspondencia oficial 
de la que Se desprende claramente que dIos se han puesto de acuerdo acer­
ca de quiénes serán los. representantes de cada país en la suscripción de 
un tratado determinado y acerca de su texto . 

. La segunda excepción consiste en que los Jefes. de Estado, los Jef.es 
de Gobierno y los Ministros de Relaciones Extel'iores no necesitan pre­
sentar ninguna plenipotencia para acreditar su carácter de representantes 
del Estado. 5 

b) Formas de manifestar el consentimiento 

La convención de Viena no prescribe ninguna forma especial para 
que los Estados manifiesten su voluntad en obligarse mediante un -tratado 
internacional. El artículo 11 expresa que. el consentimiento puede ser 
manifestado mediante la firma, el intercambio de notas, la ratificación,' 
la aceptación, la aprobación, la adhesión o cualquier otra forma que los 
Estados hubieren convenido. Es decir, los Estados pueden acordar libre­
mente la forma cómo ellos manifestarán su consentimiento en obligarse 
en un tratado. determinado. Puede ocurrir también que los Estados acuer­
den que manifestaránsu.consentimiento mediante formas distintas, por 

5 En la práctica internacional.· existe .otra excepción que no . estácolltenida en. la 
convención de Viena. pero que ha sido consagrada por el derecho consuetUdinario. SeSún 
ella, el jefe militar que comanda las. fuerzas armadas. de un Esta.dQes competente para 
suscribir .un armisticio o la rendición de sus tropas sin necesidlldde . ningUna plenipo­
tencia. Por ello, el General Menéndez no necesitó ninguna plenipotencia para firmar la 
rendición ante Gran Bretaña en las islas Malvinasen junio de J982. 
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ejemplo, que un Estado lo hará por la sola firma en tanto que el otro lo 
hará mediante la ratificación. 

El modo tradicional que los Estados han utilizado para expresar su 
cons.entimientoes la ratificación (art. 14). En este caso, el tratado es 
primeramente firmado por el representante del Estado. Luego, según los 
requisitos constitucionales de cada país, el convenio es sometido a la apro­
bación del Parlamento o de una sola de las Cámaras, del Consejo de Esta­
do, del Consejo privado del Rey o de otro órgano. Finalmente, el tratado 
es ratificado por el Jefe del Estado. El consentimiento así manifestado 
debe ser luego comunicado al ot.ro contratante. En este sentido, la prnc-' 
tica consiste en int.ercambiar los instrumentos de ratificación, en su depó­
sito ante un Gobierno o ante una organización internacional o, simple­
mente, en notificar que la ratificación ha tenido lugar (art. 16). 

Paralelamente a la ratificación, se han desarrollado otras formas más 
abreviadadas de manirestar el consentimiento. Los convenios concertados 
mediante estos modos suelen ser denominados "acufTdos en forma simpli­
ficada". En estos casos, el consentimientO se manifiesta por la sola finna 
del representante del Estado (art. 12) o por un intercambio de notas 
suscriptas por los representant,es (art.. 13). Generalmente esto último tie­
ne lugar de la manera siguiente: el representante de un Estado envía a 
su colega del. otro Estado una nota expresándole aquello que está dispues­
to a convenir y le añade que esa nota y la que reciba en respuesta a 
ella configurarán un tratado. Por su parte, el representante del otro Esta­
do le responde acusando recibo de la nota, que transcribe íntegramente 
entre comillas y, al final, le manifiesta su conformidad con dicho texto. 

Estas diversas formas de manifestar el consentimiento no están vincu­
ladas al contenido del tratado ni a su importancia polkica. Desde el pun­
to de vista del derecho internacional, todas las formas son igualmente 
válidas. Así, puede darse que un convenio sobre la protección de fla­
mencos requiera ratificación y un tratado de cesión de un territorio de 
un Estado a otro sea concertado mediante intercambio de notas. 

e) El contenido del tratado internacional 

En el orden internacional los Estados gozan de una amplia libertad 
para concertar tratados. La regla en esta materia es que los Estados pue­
den válidamente cel,ebrar un tratad6 ~on cualquier contenido, salvo pro­
hibiciónen contrario. . 

En todo orden jurídico existen ciertas normas que no son suscepti­
bles de ser derogadas por la voluntad de las part.es. Estas normas reciben 
el noinbre de ius cogens,por contraposición a las de ius disfJositivum, que 
pueden Sfr dejadas sin ef.ecto por acuerdo de los contratantes. Así, por 

-ejemplo, en el derecho civil argentino, no es suSceptible de derogación 
la norma que prohíbe a un hombre casarse al mismo tiempo con más de 
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lUId mU,jer; O el artículo 1505 del Código Civil que prohíbe celebrar 
contratos de locación por más de diez años. Por el contrario, las partes 
en un contrato de depósito pueden derogar la disposición del artículo 
2216 .del Código Civil qUe: dispone que la cosa depositada deberá ser 
restituida en el lugar en que se hizo el depósito. 

En el derecho internacional hay también determinadas reglas que no 
son susceptibles de derogación por medio de un tratado. 6 Por ejemplo, 
dos Estados no pueden válidameIite celebrar un tratado para fomentar 
la prostitución, o para distribuirse entre sí exclusivamente una zona de 
la alta mar. El articulo 53 de la convención de Viena dispone que todo 
tratado, que en el momento de su celebración sea contrario auna norma 
de ius cogens, es nulo. El .art.iculo 64 declara también la nulidad de todo 
tratado que fuere' contrario a una nortIia d,e ius cogens que surja posterior­
mente. 

De acuerdo con la convención de Viena, pues, los Estados tienen 
amplia libertad para pactar el contenido de sus. tratados, salvo las res­
tricciones establecidas por las normas imperativas o de ius cogens. 

2. La re16ción entre el tratado int-ernacional y el derecho estatal 

Se han examinado aquí tres aspectos fundamentales en la celebración 
de un tratado intemadonal: la (:apacidad del representante, la manifes­
tación del consentimiento y el contenido del tratado. Es posible que las' 
reglas de la convención de Viena aquí expuestas est.énencontradicción 
con el orden jurídico de un Estado contratante. Así, por ejemplo, puede 
ocurrir que el Parlamento no haya aprobado un tratado internacional me­
diante la mayoría prevista en la Constitución, que el representante se 
haya extralimitado en las facultadess otorgadas en la. plenipotencia, que 
ciertas cláusulas del tratado rean contrarias a la Constitución, etc. Anali­
zaremos a continuación las diferentes hipáte&is en que las disposiciones 
del derecho de un Estado contratante pueden afectar la capacidad del 
representante que ha suscripto un tratado, o la forma cómo el Estado 
ha manifestado su consentimiento, o el contenido del tratado . 

. ¡). En cuanto a la capacidad del representante del Estado, puede 
ocurrir que éste se haya extralimitado en las facultades otorgadas en la 
plenipotencia o en las instrucciones que hubiere recibido. Según el ar­
tículo 47 de la convención de Viena, este ,exceso en las funciones sólo pue­
de ser invocado como vicio del comentimiento si las restricciones estable­
cidas en .la plenipotencia fueron notificadas a los otros Estados que par­
ticiparon en la negociación antes de que el consentimiento haya sido ma­
nifestado. Se trata aquí de una aplicación del principio de buena fe: un 

6 Sobre est, cuestión, Vl'r B.'\RBERIS, Fuentes del Derecho internacional, La Plata, 
1973, p. 103 Y ss. 
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EHadonegociéi con el plenipotenciario de otro y se estima que éste goza 
de. los . podel\es expresados en la plenipotencia. Si posee· instrucciones se­
cretas o si existen· otras· restricciones a sus poderes, no pueden ser opuestas 

..a quien·no las conocfa~ 	 ,. 

Puede ocurrir también que la plenipotencia no haya sido dada de 
conformidad con el derecho· del Estado y se alegue, por ejemplo, que 
el documento debió ser refrendado por dos Ministros del Poder ejecu­

. tivoo la amencia de otro requisitoiotmal. Esta cqestión debe ser resuel­
ta también según el principio de la buena fe. SLla pJ.enipotencia tÍfne 
las características de tal según la práctica interriacional. y está firmada 
por el Jefe del Estado, es válida, independient.emente de los vicios de 
que pudiere adolecer según el derecho estatal. Si el documento en cues­
tió11 no reúne la~ condiciones ,esenciales de una plenipotencia según la 

.. 	 práctica y la buena fe, no habrá plenipotencia y la persona designada 
no será· tenida como representante del Estado. Así, por ejemplo, nadie. 
podrá. razonablemente admitir como representante de .la: Argentina a quien 
exhibe una "plenipotencia" suscripta por el intendente de Dolores o por 
el Director del Jardín Zoológico, o nadie podrá admitir como represen­
tallte de los Paises Bajos a quien presente una "plenipotencia" firmada 
potel burgomaestre de Madurodam. 

Estas cuestiones relativas a la plenipotencia $610 pueden plantearse 
prácticamente en los "acuerdos en forma simplificada", pues en aquellos 

.. 	convenios mjetos a ratificación, queda la posibilidad a la autoridad en­
cargada de ratificarlos de abstenerse de haoerlo y, de esta manera, no 
expresar· el consentimie.nto en nombre del Estado. Si, por el contrario •. 
la· autoridad ratifica el tratado, ello implica que confirma y da valide~ 
a la firma efectuada por el representante cuya capacidad era objetada 
(art. 8). 	 . . 

Un Estado que ha concertado una convención mediante la firma del 
Ministro de Relaciones Exteriores puede plantear también la cuestión 
de que, según su derecho constitucional, ese Ministro no tiene capacidad 
para representar el Estado. Este ca$O se ha presentado alguna vez en la 

.. 	prádicay la jurisprudencia ha aplicado la norma internacional según 
la cual el Ministro de Relaciones Exteriores representa válidamente al 
Estado en la conclusión de un tratado, independientemente de 1<;, que dis­
ponga su dereoho interno. 7 . 

ii) Roespecto de la manifestación del consentimiento del Estado, pue­
den plantearse igualmente diversas hipótesis en las que éste ha sido dado 
en violación de alguna disposición del derecho estatal. En este orden de 
ideas, puede ocurrir, por ejemplo, que el Parlamento que aprobó el tra­
tado no fue. convocado resper.a.ndo las disposiciones reglamentarias. que 

7 Ver particularmente C.P.J.I., SérieA/B N953, p. 91 (voto disidente de Anzilotti). 
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la aprobación no obtuvo la mayoría de votos exigida, que una de la~ 
Cámaras se reunió sin contar con el quorum suficiente; etc. 

Como regla general, estas infracciones al derecho interno en la ex­
presión del con..c.entimiento del Estado sólo. son relevantes si son mani­
fiestas y si.se refieren a una norma de derechoint.erno de importancia 
fundamental (art. 46, ¡nc :1). La convención de Viena aclara que una 
violación es "manifiesta" si resulta objetivamente evidente pata cualquier 
Estadoque proceda conforme con la práctica usual y de buena fe . . 

Estas disposiciones de la convención de Viena· han tenido en cuen­
ta la jurisprudencia internacional en la materia. 8 Entre los precedentes 
que suele citar la doctrina figura un caso relativo a la· Argentina. En 
enero de 1920 el Presidente' Hipólito Yrigoyen comunicó al Secretario 
general de la Sociedad de las Naciones, Sir Eric Drummond,laratifi­
cación del tratado de Versailles por parte de nuestro país, pese a que 
dicho tratado no había sido aún sometido al Congreso. La Sociedad de 
las Naciones consideró desde entonces a la Argentina como miembro. Al 

'año siguiente la delegación argentinas.e retiró de la organización .. En 
1932 la políti~a argentina cambia de rumbo, eLCongreso aprueba eltrata,~ 
do de Versaille~mediánte la ley 11.722 y la Argentina decide ingresaren 
la Sociedad de las Naciones. La organización consideró, sin embargo, que. 
la Argentina sólo se reincorporaba a ella pues' su ingreso había tenido 
lugar ya en 1920. Si bien, desde el punto de vista argentino, la comuni­
cación del Presidente Yrigoyen no tenía efed<* jurídicos, desde el punto 
de vista internacional, la manifestación del Presidente de la República 
en el sentido de haber ratificado un tratado era vinculante para la 
Argentina. 9 

Un caso particular que, a veces, suel'e invocarse acerca de la: ~iolacióll 
del derecho constitucional respecto de la manifestación dél consentimiento 
del Estado es el de los gobiernos de lacto. En estos gobierno se suprime 
generalmente el Parlamento y el Jefe de Es~do a~ume las facultades de 
los Poderes ejecutivo y legislativo. Se alega, entonces, que aquellos tratados 
que requerían aprobación legislativa no pudieron ser válidamente rati­
íicados debido a la ausencia del Parlamento. La cue~tión de los gobiernos 
de lacto ha sido decidida desde principios de siglo en el derecho inter­
nacional enelse.ntido de que hay que atenerse a laest.ructura real de 
los poderes del F..~tado 'en ese momento v no a la letra de la Constitución. 

8 Para un análisis de la práctica diplomática y de la jurisprudencia internacional, 
ver GECK, Die volkerrechtlichen Wirkungen verfassungswidriger Vertriige, Koln - Berlin, 
1963, p. 281 y ss. Ver también GECK, "Th{' Conclusion of TreatiesinViolation of the 
Internal Law of a Party", Zeitschrift für aúsliindisches offentliches Recht und Vollcerr«:ht; 
1967, p. 429 Y ss. 

9 Para el examen de este caso, ver GItCK, oh, cit., p. 305 Y ss. Y VANOSSI, Régimen 
constitucional de los tr.atcu1os, Buenos Aires, 1969, p. 131 Y ss. 
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La práctica constante e ininterrumpida en esta materia confirma lo 
expuesto. 10 

iii) .Por último, puede suceder que la capacidad del representante 
del Estado y la manifestación del conscntimientoestén de conformidad 
con el derecho del Estado, pero que el contenido del tratado internacio­
nal se halle en contradicción con él. El tratado puede haber sido decla­
rado inconstitucional o ilegal por un tribunal del Estado, o el Parlamento 
pudo haber dictado una ley prohibiendo su cumplimiento o ejecución por 
las autoridades del Estado. En resumen, se trata. de casos en los que el 
derecho interno constituye un obstáculo para el debido cumplimiento del· 
tratado. En esta materia, existe una jurisprudencia internacional cons­
tante en el sentido de que un Estado no puede prevalerse de su derecho 
interno para dejar de cumplir una obligación internacional. 11 La con­
vención de Viena consagra la misma regla en su articulo 27, pero esta­
blece la exc;epción ya indicada en el artículo 46. En consecuencia, el Esta­
do está obligado, según el derecho internacional, a· dar cumplimiento al 
tratado pese a su eventual contradicción con el derecho interno, salvo 
que se trate de la violación manifiesta de una norma. de importancia 
fundamental. En general, estas normas son las que forman parte de la Cons­
titución del Estado. 

11 . LA CONSTITUCIÓN ARGENTINA 

La Constitución organiza los tres Poderes del Gobierno federal y de­
termina su competencia y las de las Provincias. Algunas de sus disposicio­
nes se refieren a los tratados internacionales. En esta sección se examinarán 
dos cuestiones .fundamentales, a saber: las reglas contitucionales vigentes 
para celebrar válidamente un tratado y la relaci6n que fija la Constitu­
ción entre el derecho estatal y los tratados internacionales. 

Es preciso señalar primeramente que, a diferencia de la convención 
de Viena, cuando la Constitución nacional se refiere a tratados internacio­
nales, no se limita a aquellos acuerdos concertados por escrito entre Esta­
dos, sino a toda clase de convenios internacional'es. 

En segundo lugar, los tratados que se examinan aquí son los celebra­
dos a partir de la vigencia de la Constituci6n, dejando de lado aquellos que 

10 Ver la jurisprudencia mencionada en VERDROSS· SIMMA, Universelles Volkerrecht, 
3" ed., Berlín, 1984, pp. 231­

11 Cfr.: C.P.J.L, Série A, n924, p. 12; Série B, nQ 15, pp. 26 Y 27; Série B, nQ 17, 
pp. 32 Y 35; Série AIB, nQ 44, p. 24; Série AIB, nQ 46, p. 167; CJ.J., Reeueil 1951, 
p. 181 (voto disidente de Me Nair, Reeueil 1958, p. 74 (voto individual de Badawi); Re­
eueil 1958,pp. 128 Y 129 (voto individual de Spender); Recueil 1958, p. 138 (voto 

. disidente de 	Winiarski); Comisión de Conciliación ítalo-estadounidense, decisión nQ 146 del 
24-IX-1956, Reports 01 International Arbitral Awards, vol. XVI, p.289. 
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hoy estuvieren vigenL(;~ para!...\rgentina en virtud de una sucesión de 
Estados. Se debe recordar asimismo que la Provincia de Buenos Aires se 
encuentra en una situación especial porque, cuando el Estado de Bue­
nos Aires se incorporó a la Cpnfederación, hizo reserva de que se con­
sideraría obligado sólo por los tratados ratificados con posterioridad al 
Pacto de San José de Flores del 11 de noviembre de 1859. Esta reserva 
fue inscripta en el artículo ~1 de la Corutitución en 1860. Por consiguien­
te, los tratados ratifioados antes de esa fecha, algunos de los cuales aún 
están en vigor, no rigen en el territorio de la Provincia de Buenos Aires. 12 

El artículo 104 de la Constitución dispone que las Provincias conservan 
los poderes "que expresamente se hayan re~ervado por pactos especiales 
al tiempo de su incorporación". Salvo el Pacto de San José de Flores no 
existe, según nuestro conocimiento, ningún otro pacto en el que una Pro­
vincia hubiere hecho alguna reserva en materia de tratados internacionales 
cuando se incorporó a la Confederación. . 

1. La celebración de un tratado intern/JICional 

Existen generalmente tres aspectos que han de ser tenidos en cuénta 
para la éelebración válida de un tratado internacional: la capacidad del 
representante, la manifestación del consentimiento y el contenido de dicho 
tratado. La Constitución argentina conti'ene algunas disposiciones que ha­
cen referencia a estos tres aspectos y que serán analizadas a continuación. 

a) La capacidad del representante 

La Constitución atribuye al PodeT ejecutivo el manejo de las relacio­
nes exteriores de la República (art. 86, inc. 14). Por consiguiente, corres­
ponde a éste la designación de los funcionarios que negociarán y suscri­
birán un tratado determinado. En general, estas tareas son asignadas a 
los funcionarios del Servicio exterior que, como funcionarios públicos 
que son, son designados por el Poder ejecutivo. La designación de emba­
jadores y ministros plenipotenciarios requiere también el acuerdo del Se­
nado (art. 86, inc. 10). La Constitución se refiere solamente a ministros 
plenipotenciarios y a encargados de negocios porque, en esa época, nuestro 
país sólo contaba con legaciones y únicamente las grandes potencias de­
signaban embajadores. Hoy se ha generalizado la práctica de designar em­
bajadores por parte de todos los Estados de la comunidad internacional. 

Según la Constitución, no es necesario que un tratadó sea concertado 
por un miembro del Servicio exterior, sino que el Presidente puede enco­
mendar esta tarea a otro funcionario (por. ejemplo, . al Ministro de Obras 

ti Sobre esta cuestión, ver .BARJlERIS. "La Provincia de Buenos Aires y la libre na­
vegación del Río de la Plata", hu (Revista Jurídica de la Provincia de Buenos Aires), 
vol. 11-12, 1968, p. 417 Y ss. 
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y Servicios Públicos) e incluso a una persona que no sea funcionario pú­
blico.Como Jefe Supremo de la Nación y estando a su cargo la admi­
nistración general del país (art. 86, ine. 1), el Presidente dispone de 
amplia libertad en este sentido. 

La persona o funcionario a quien se encarga la firma de un tratado 
internacional debe exhibir, el poder que se le ha otorgado para represen­
tar al Estado. Este documento se llama "plenipotencia" y' está firmado 
por el Presidente de la República y refrendado por el Ministro de Rela­
ciones Exteriores y Culto. Según la práctica de nuestro país, los únicos 
funcionarios que están autorizados a suscribir un tratado internacional 
sin necesidad de plenipotencia son el Pres.idente de la República y el 
Ministro de Relaciones Exteriores y Culto. Sin embargo, últimamente se 
han dado casos en que otros funcionarios, sin contar con la plenipotencia 
correspondiente, hansuscripto un tratado internacional en presencia del 
Presidente de la República.13 Se interpreta que la presencia del Presidente 

. es prueba suficiente de autorización al funcionario firmante. Este sería 
uno de los casos previstos en el artículo 7, inciso 1, a, de la convención 
de Viena, y en el cual la calidad de representante del Estado del firman­
te puede deducirse de ciertas "circunstancias", como es la presencia del 
Jefe del Estado. 

b) Formas de manifestar el consentimiento 

La Constitución establece el procedimiento a seguir para que el Esta­
do argentino manifieste su consentimiento en obligarse por un tratado 
internacional. . Una vez que el convenio ha sido firmado por el agente 
diplomático o por' otra persona autorizada por el Poder ejecutivo, debe 
ser sometido al Congreso para su aprobación (art. 67, inc. 19) . Por último, 
el convenio es ratificado por el Presidente de la República (art. 86, ine. 
14) . 

Resulta conveniente subrayar aquí que, según la Constitución, se 
requiere el consentimiento de estos órganos para obligar a la Argentina 
mediante un tratado internacional: deben coincidir la voluntad del ple­
nipotenciario que firma el tratado, la del Congreso que 10 aprueba y la 
del Presidente que lo ratifica. Si falta la aprobación del Congreso o la 
ratificación del Presidente, no se habrá obtenido el consentimiento del 
Estado. 

El procedimiento establecido en la Constitución .~ refiere a la ma­
nifestación del consentimiento del Estado argentino en un tratado inter­
nacional. Pero, dado que éste es un acto bilateral o multilateral, además 

13 Ver, por ~jemplo, el convenio de cooperación científica y técnica arge~tino-indio 
del 24 I 1985 que fue suscripto en Nueva Delhi por el Secretario de Relaciones Interna­
cionales y Culto de la Argentina, en presencia del Presidente de la República. 
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del consentimiento debe haber también la comunicación formal de ese 
consentimiento a la otra u otras Partes contratantes. Esta es una función 
que cumple el Poder ejecutivo y que consiste generalmente, en los coilve~ 
nios bilaterales, en notificar a la otra Parte contratailte la ratificación del' 
tratado o en el canje de los instrumentos de ratificación. En el caso de 
los tratados multilat.erales, se suele depositar el instrumento de ratifica­
ción ante un Gobierno o una organización internacional, que cumple!" 
la función de depositarios. La notificación de la ratificación, el canje o 
el depósito del instrumento de ratificación es facultativo del Poder eje­
cutivo y si este acto no re lleva a cabo, no se habrá concluido el tratado. 
En nuestra historia diplomática hay algunos tratados que no entraron en 
vigor porque nunca se realizó el canje de los instrumentos de ratificación. 14 

La cuestión de la manifestación del consentimiento debe ser distin­
guida de la entrada en vigor del tratado. Un convenio puede contener 
cláusulas que fijen para una fecha posterior su entrada en vigor o que 
la condicionen a ciertas circunstancias. Así, por ejemplo, un tratado puede 
prescribir que entrará 'en vigor tres meses después de que haya tenido 
lugar el canje de los instrumentos de ratificación, o que entrará en vigor 
recién cuando se hayan depositado treinta ratificaciones. En todos estos 
casos, el Estado argentino comenzará' a estar obligado a partir de que el 
tratado entra en vigor. 

El único modo de manifestación del consentimiento previsto por la 
Constitución es el aquí expuesto. Sin embargo, en la práctica internacio­
nal es universalmente admitida la celebración de acuerdos en forma sim­
plificada, que se concretan mediante un cambio de notas de igual tenor 
o por la firma de un texto. Esta práctica se inició con posterioridad a la 
sanción de nuestra Constitución, pero desde hace varias décadas es admi­
tida por la Argentina. Actualmente, el número de acuerdos por cambio 
de notas que suscribe la Argentina es mayor que el de tratados solemnes' 
que requieren la participación del Congreso. Com() ya se indicó ante:fÍor­
mente, en el derecho internacional no hay ninguna regla que establezca 
qué acuerdos pueden ser celebrados en forma simplificada y cuáles re­
quieren ser concertados como tratados solemnes~Ambas formas son igual­
mente válidas, cualquiera fuere el contenido del tratado. Sin embargo, 
la Cancillería argentma sigue, en general, la práctica de celebrar acuerdos, 
en forma simplificada cuandp no se refieren a materias indicadas en el 
artículo 67 de la Constitución. Cuando tratan de estos t.emas, losconve­
nios son, por regla general, sometidos al Congreso para su aprobación. 

En cuanto a la aprobación de los tratados internacionales por parte 
del Congreso. se plantea en doctrina la cuestión de saber si dicha apro­

14 Ver, por ejemplo, el tratado sobre extradición del 24 XII 1878 entre la Argentina 
y Portugal, que fue aprobado por la ley N9 1170 (REPÚBLICA ARGENTINA. Tratados, con­
venciones, protocolos, actos r acuerdos internacionales, t; IX, Buenos Aires, 1912, p. 423). 
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hación ha de ser expresada a través de una ley o si ella se manifiesta me­
diante una forma que no reviste carácter de ley. l~ 

Aquellos autores que sostienen que la aprobación es otorgada por el 
Congreso mediante una ley, invocan la práctica parlamentaria de nuestro 
país en el sentido de que cada aprobación de un tratado internacionales 
registrada y numerada como una ley nacional. Una vez aceptado el carác­
ter de ley que pn'senta la aprobacióÍl, la doct.rina deduce algunas conse­
cuenciasprácticas. Así, un proyecto de ley que hubiere sido aprobado por 
las dos Cámaras del Congreeso puede ser vetado por el Poder ejecutivo 
y,..," otra parte, el Poder legislativo puede hacer prevalecer su voluntad 
si '~'V'.ma con los dos tercios de votos en cada Cámara (a'ft. 72). Esto sig­
ni!:'·'.' que, en ciertas hipótesis, una ley puede ser aprobada y promulgada 
aún contra la opinión del Poder ejecutivo. 

Los autores que, por el contrario, afirman que la aprobación de un 
tratado internacional no es realizada mediante una ley, señalan las carac­
terísticas especiales que en eMOS casos tiene la participción del Congreso, 
que se diferencia de su actuación en la tramitación de las leyes ordinarias. 

A nuestro modo de ver,el debate no debe centralizarse . en determi­
nar si la aprobación de un tratado int.ernacional tiene lugar mediante UBa 
ley o no, que puede ser un mero problema de lenguaje, sino que lo im­
portante es analizar la actividad del Poder legislativo y del Poder ejecu­
tivo en la aprobación de un tratado. 

En cuanto al Poder legislativo, se ha indicado ya que si cuenta con 
una mayoría de dos tercios, puede hacer promulgar una ley pese a la 
opinión contraria del Presidente de la República. Pero, en lost.ratados 
internacionales, esta primada del Parlamento sobre 'el Poder ejecut.ivo 
resulta irrelevante. En efecto, supongamos que el Presidente veta un pro­
yecto de ley y el Congreso insiste con los dos tercios de sus votos y logra 
la promulgación de la ley. En esa hipótesis, el Presidente podrá siempre 
imponer su opinión' pues le bastará con no firmar el instrumento de rati­
ficación o no efectuar su depósito o su canje para que el tratado inter­
nacional no entre en vigor. Y el Congreso no puede obligar al Presidente 
a ratificar un tratado o a efectuar el depósito o el canje del instrumento 
de ratificación, pues se trata de una atribución específica otorgada por 
el artículo 86, inciso 14, de la Constitución al Poder ejecutivo. 

15 Ver sobre esta cuestión: ARCE, "Atribuciones no legislativas del Congreso", La Ley, 
t. 95, p. 771; .ARCE, La Constitución argentina en la teoría y en la práctica, Buenos Aires, 
1961, p. 53; BIELSA, "Observaciones sumarias so"bre algunos puntos de .. derecho público con­
cernientes al carácter jurídico de ciertas leyes", La Ley, t. 120, pp. 1079 y: 1080; BlDART 
CAMPOS, El Derecho Constitucional del Poder, Buenos Aires, 1967, t. 1, p. 337 y ss., VA­
NOSSI, oh. cit. p. lU:y,ss., 
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OtD. particularidad de la actividad del Congreso en e¡.tamatexia con­
si$f,e. en que éste no tiene facultad para iniciar un proyecto aprobatorio 
de UDtralado inteI1laCionaL Esta facultad corresponde exclusivamente 
al P ..... ejecutivo. quien somete ·los oonvenios internacionales a la apro­
bacióa *lPodcr legislativo. Mi 

Además, dado que la participación del Congreso en la aprobación de 
los tratados inktnacionales consiste fundamentalmente en otorga'!" COR­

juntamente con :el Poder ejecutivo el consentimiento para obligar inter­
nacionalmente a la. República., la voluntad expresada por el Congreso no es 
susceptible de ser revocada por una ley posterior. Cuando dPoder le­
gislativo presta consentimiento. éste es irrevocable. Sería absurdo preten­
der que el COngreso argentino puede revocar la manifestación de voluntad 
otorgada para obü~ mediante un tratado internacional y que, en virtud 
de esa revocatoria, el tratado queda sin efecto. 

En cuanto al Poder ejecutivo, el veto de un proyecto de ley aproba­
toria de un convenio internacional es un recurso generalmente no utilizado. 
En efecto, si el Presidente no desea que el Congreso apruebe un tratado, le 
resulta sufICiente no remitirlo a su consideración o. si ya lo ha enviado, reti­
rarlo. Teniendo en cuenta que, tal como ya se explicó. el P~er legislativo 
carece de iniciativa en materia de aprobación de .tratados internacionales, 
nada puede hacer frente al Poder ejecutivo. en esas circunstancias. Por otra 
parte, si el tratado ya ha sido aprobado, el Presidente dispone también del 
recurso ya expuesto de no firmar el instrumento de ratificación () de no 
notificar la ratificación o de no canjear o no depositar dicho instrumento. 

c) El contenido del tratado internacional 

La principal cláusula constitucional que se refiere al contenido que han 
de tener los tratados internacionales es el artículo 27 que dispone: 

El Gobierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y co· 
mercio COI! las potencias extranjeras por. medio de tratados que estéll en 
c:ooformidad mn los principios de derecho público establecidos en esta 
Constitución. 

nado .que el Poder ejecutivo está, evidentemente, obligado a respetar 
la Constitución, no podría suscribir tratados que fueran contrarios a los 
principios de derecho público contenidos en cHa. En la vida política aTgen­
tina se han presentado algunos casos en que se debatió este tema. 

16 (¡ltimamente ha habido algún caso en que un tratado suscripto ~ la Argentina 
fue aprobado por iniciativa del Poder legislativo. Ver, en este sentido, la aprobación de 
la convención sobre. eliminación de todas. las formas de discriminación contra la mujer 
(Cámara de Diputados de la Nación . Diario de Sesiones, t 984, p. 2366 y ss - Cámara 
de Senadores de la Nación -Diario de Sesiones, 1985, p. 235 Y ss). 
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Así, el 19 de octubre de 1856 la Coniederación argentina adhirió a la 
declaración de París de ese mismo año que prohibió el corso. 17 Este acto 
eliminó una de las facultades que la Constitución confiere al Congreso 
(art. 67, inc. 22) y. al Presidente de la República (art. 86, inc. 18). Sin 
embargo, todo debate sobre la constitucionalidad .de este actO seria teórico 
pues las patentes de corso han sido abolidas universalmente hace ya más 
de un siglo. 

Al año siguiente se planteó nuevamente la cuestión con motivo de los 
tratados celebrados por el Gobierno de Urquiza con España y con el Im­
perio del Brasil. Estos dos casos~ en los que se diseutió si los. t.ratados 
se ajustaban a los principios de derecho público ;establecidos en la Consti­
tución, fueron una de las causas de que se introdujeran dos enmiendas al 
texto constitucional en 1860, con motivo del ingreso del Estado de Buenos 
Aires a la Confederación. 

El 29 de abril de 1857 Alberdi, como plenipotenciario de la Con­
federación, firmó un tratado con España en el que se admitía el principio 
deius sanguinis pata los hijos de españoles nacidos en el país. 18 El tra­
tado no fue aprobado y Alberdi suscribió un segundo convenio el 9 de 
julio de 1859. 19 Este último tratado fue aprobado por el Congreso y el 
canje de los instrumentos de ratificación tuvo lugar el 27 de junio de 1860. 
El tratado de 1859 reenviaba, en cuant.o a la Iladonalidad argentina, a la 
ley de. la Confederación del 7 de octubre de 1857. Si bien esta ley establecía 
como regla general el principio del ius soli, contenía una excepCión impor. 
tante pues permitía a los hijos de españoles nacidos en la Argentina optar 
por la nacionalidad de sus padre.s. 

Cuando el Estado de Buenos Aires decidió incorporarse a la Confede­
ración, no estuvo de acuerdo con la ley sobre nacionalidad que había dicta­
do esta última en 1857 y como consecuencia, tampoco estaba conforme con 
el tratado con Es.paña de 1859. 20 En este sentido. la convención convo­
cada por Buenos Aires para revisar la Constitución de 1853· propuso mo~ 
dificar el artículo 64. inciso ll, que atribuía al Congreso la facultad de 
dictar la lev sobre nacionalidad y propuso agregar los términos "(:on su­
jeción al principio de la ciudadanía natural". 21 La Convención nado­

17 Ver la adhesión argentina en REPÚBLICA AllGENTINA, Tratados, convenciones, pro­
tocolos, actos y acuerdos internacionales, t. 111, pp. 24 Y 25. 

18 Ver el texto en REPÚaLICA AllGENTINA, Tratados, convenciones, protocolos, actos 
r acuerdo.. interTlQcionalp.s, t. VIII, p. 50 y !IS. 

19 Ver el texto en REPÚBLICA AllGENTINA, Tratados, convenciones, protocolos, actos 
'Y acuerdos internacionales, t. VIII, p. 60 Y ss. 

20 Cfr.: 111 exposición de Mármol PD la convención del Estado de Buenos Aires en 
RAVIGNANI, Asambleas Constituyentes ArBentinas, Buenos Aires. 1937 t. IV, pp. 875 y 876. 

21 RAVIGNANI, ob. cit., t. IV, pp. 782, 863 Y 864. 
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nal ad hoc reunida en Santa Fe en septiembre de 1860 aceptó la en­
mienda propuesta por el Estado de Buenos Aires 22 y la disposición así 
reformada es el actual artículo 67, inciso 11, de la Constitución. En la ter­
minología constit.ucional, el principio de la ciudadanía natural ts e.1 de 
ius solio Como consecuencia de esta reforma de la Constitución, el tratado 
con España fue reemplazado por otro que fue firmado el 21 de septiembre· 
de 1863. 23 

El 14 de diciembre de 1857 la Confederación suscribió un tratado con 
el Imperio del Brasil cuyo artículo 6 concedía la eJCtradición de los esclavos 
de amos brasileños que se hubieren refugiado en territorio argentino. 24 

El tratado fue aprobado por el Congreso el 29 de septiembre de 1858 y 
ratificado por Urquiza, pero no ent.ró en vigor porque el canje de instru~ 
mentos de ratificación nunca tuvo lugar. 25 

Cuando el Estado de Buenos Aires se jncorporó a la Confederación y 
examinó la Constitución de 1853, propuso añadir al articulo 15 que se 
refiere a la abolición de la esclavitud la hase siguiente: "y los esclavos que 
de cualquier modo se introduzcan quedan libres por el solo hecho de pisar 
el territorio de la República": 26 Durante el debat.ehabido en la Conven­
ción del Estado de Buenos Aires se sostuvo que el tratado con el Brasil era 
contrario al artículo 27 de la Constitución 27 y que la enmienda podía 
considerarse superflua. Pero, para evitar la entrada en vigor de un tratado 
semejante y teniendo en cuenta que el Congreso de Paraná lo había apro­
hado, se juzgó conveniente dejar expresa constancia de este caso en la 
Constitución. La Convención ad hoc de Santa Fe aprobó la enmienda, que 
se encuentra hoy vigente.28 . 

La supresión del Patronato dio lugar también a un análisis por parte 
de la doctrina acerca de la constitucionalidad del concoIdato celebrado con 
la Iglesia Católica. La Constitución contiene varias cláusulas que configuran 
el Patronato al que la República estimaba tener derecho por sucesión de 
Su Ma.iestad Católica (art .. 67, ines. 19 in fine y 20; arto 86, incs. 8 y 9; arto 
108 in fine). El Gobierno argentino conceIlÓ con la Iglesia un acuerde 
sobre el Vicariato castrense el 28 de .junio de 1957·y un concordato ellO 

. de octubre de 1966 que· pusieron fin al Patronato. 

22 R ...VIGN...NI, ob. cit, t. IV, p. 1050 Y ss. 

23 Ver el texto en REPÚBLICA ARGENTINA, Tratados, convenciones, protocolos, actos 
r acuerdos internacionales, t. VIII, p.11 Y ss. 

24 REPÚBLICA AIlGENTJN... , Tratados. convenciones, protocolos, actos r acuerdos inter­
nacionale8, t. n. p. 411. 

25 REPÚBLICA ARGENTIN.... Tratados, convencione8, protocolos, actos r acul'rdos inter­
nacionales. t. n. p. 414. 


26 R ...VlGNANJ, ob. cit., t. IV, pp. 174 y 829 y ss. 


21 R...vIGN...NJ. ob. cit.. t. IV, p. 834. 

28 RAVlONANJ, oh.dt.. t. IV.p. 1050 y liS. 
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Según el régimen constitu.;iollal, las relaciones de la. República con 
la Iglesia Católica se regulan por mutuo acuerdo, o sea, por medio de UD. 

concordato (art. 67, inc; 19, y arto 86, incA 14) y. m defecto de éste o hasta 
tanto és.te se celebre, tendrán vigf"Jlri:.: las prescripciones sobre el Patro­
nato Esto ~gnif¡'.:a que las diSposiciones relaúvas al Patronato se aplican 
subsidiariamente, en tanto no exista un régimen concordatario. Al entrar 
en vigor el concordato, expresamente prevÍ.!'.to en los artículos 67, inciso 19, 
y 86, inciso 14, de la Constitución, cesa el régimen de Patronato hasta ese 
momento vigente. Por ello, la doctrina más autorizada estima que el con­
cordato concertado con la Iglesia Católica es compatible con la Constitu­
ción nacional. 29 

En cuanto al contenido de ciertos. tratados internacionales, se plantea 
en nuestro país una cuestión que se ha suscitado también en otros Estados 
federales y que consiste en determinar si el Gobierno nacional tiene fa­
cultad para celebrar convenios ,internacionales sobre materias que son de 
competencia exclusiva de las provincias. 

El tema ha . sido objeto de análisis en varios Estados federales y se 
han adoptado diversos criterios, entre Jos que puntualizaremos tres. 30 

Una primera solución es la adoptada en Canadá, donde las provin­
cias reivindican la facultad de concertar tratadP5 inteTlladonales sobre las 
materias que están dentro de su competencia y sostienen que el Estado 
tede.ral sólo puede suscribir tratados sobre cuestiones de su propia com­
petencia. Algunas provincias cuentan con su Ministerio de Asuntos Exte­
riores para ocuparse de la política exterior y celebran acuerdos internado­
nales. Por ejemplo, la provincia de Québec denomina generalmente "en­
tentes" a los tratados internacionales que suscribe. 

U n segundo criterio es el adoptado generalmente en los Estados U ni­
dos de América y que consist.e en lo siguiente: El Gobierno federal sus­
cribe todos los tratados internacionales, pero aquellos que se refieren a 
cuestiones que son de competencia de los Estados miembros, son sometidos 
a la aprobación de éstos y sólo son ratificados por el Gobierno federal 
cuando se cuenta con el consentimiento de aquéllos. 

Por último, un te·rcer criterio es la práL:.:ca seguida generalmente en 
la Argentina según la cual el Gobierno federal tiene el manejo de las rela· 
ciones exteriores y puede celebrar tratados sobre cualquier materia, ya co· 

29 Cfr.: ZAVALA ÜRTIZ, NegocÚ1ciones para el Acuerdo entre Ja SaTJ14 Sede r la :Re­
pública Argentina, Buenos Aires, 1966, p. 32 y ss. VANOlISI, RllfÍmen constitucional de 10$ 
tratados, p. 265 y ss. VANOSSl, "La situación constitucional del concordaio ~ acuerdo con la 
Santa Sede", Jurisprwlencia Argentina, Dl;JCtrina, 1969, p. 41 Y 81. OBLANDJ. '1g1esia y 2s~do 
(El Acuerdo con la Santa Sede det966 y nuestra Constitución)", El DlII'echo, t. 91, p. 941­

30 Sobre este tema, ver BAJlBBRIS, Los su;etos del derecho internacional actual, Madrid, 
1984, p. 59 y ss. 
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rresponda a la N ación o a las provincias. En este sentido se pueden mencio. 
nar tratados concertados por el Gobierno federal sobre protección de lafau­
na, 31 explotación de aguas. fluviales para la producción de elect.ricidad, 32 

derecho procesal, 33 explotación de un yacimiento de gas, 34 etc., materias 
todas que caen bajo la competencia provincial. La doctrina casi unánime de 
los tratadistas interpreta que las provincias argentinas no pueden celebrar 
tratados internacionales. 35 Sin embargo, en los últimos años algunas pro­
vincias han celebrado convenciones internacionales sobre temas de su com­
petencia. Así, sobre cuestiones referentes a la erueñanza primaria, la pro­
vincia de Buenos Aires firmó un convenio con la Oficina de Educación 
Iberoamericana el 10 de septiembre de 1968 y otro con Italia el 11 de fe­
brero de 1981, y la provincia de Santa Fe concertó un acuerdo con Francia 
el 22 de septiembre de 1978. Por su parte, la provincia de Entre Ríos ha 
firmado dos. t.ratados con la Comisión Mixta de Salto Grande, que es una 
organización internacional, e127 de abril de 1974 y el 16 de marzo de 1976 
sobre el traslado de la ciudad de Federación y el reemplazo de viviendas 
.en la población de Santa Ana con motivo del llenado del dique de la presa 
hidroeléctrica de Salto Grande, en el río Uruguay. De conformidad con lo 
expuesto, se puede concluir que, salvo las excepciones señaladas, la prác­
tica es que el Gobierno federal pacta acuerdos internacionales tanto sobre 
materias de su competencia como sobre aquellas que' pertenecen a las pro­
vincias. ' 

Además de los casos expuestos, se ha planteado la cuestión acerca de 
si son compatibles con la Constitución ciertos tratados sobre cuestiones 
territoriales y otros sobre arbitraje. 

En asuntos t.erritoriales, se ha sostenido la tesis de que el Estado fede­
ral no puede concertar tratados de límites. que impliquen una cesión del 
territorio de una provincia sin su consentimiento. Es decir, que un tratado 
de límites que cediera una fracción del territorio de una provincia argen­
tina sería inconstitucional si no contara con el consentimiento de esa pro­

31 Ver, p. ej., la convención sobre protección de la vlcuna del 16 VIII 1969. 
32 Ver, !'. ej., el tratado de Yacyretá del 3 XII 1973. 
33 Ver, ; .. ej., los tratados de derecho procesal internacional de Montevideo de 1889 

y 1940., 
M Ver, p. ej., el acuerdo por cambio de notas entre la Argentina y Bolivia del ,21 

XII 1957. 
35 Cfr. en este sentido: GoNzÁLEZ CALDERÓN, Derecho Constitucional Argentino, 3' ed., 

Buenos Aires, 1931, t. III, pp. ~4 Y 480. ZAVALÍA, Lerciones de Derecho público provin­
cial, 2' oo., Buenos Aires, t 937, p. 42. VANOSSI, Régimera constitucional de los tratados, 
p. 58. DE LA GUAl\DIA.DELPECH,ob. cit., p. 180, nota 412. J. V. GONZÁLEZ, Manual de la 
Constitucionargenti'1Ul, 26' ed., Buenos Aires, 1971, p. 680 Y ss. VINUESA, "Los tratados 
parciales frente al Derecho", lurisprudencia Argentina, 1982, III, p. ~ y ss. ' 

En el sentido de que ·las Provincias argentinas pueden celebrar ciertos tratados in­
ternacionales, ver QUIROOA LAvlE, Derecho Constitucional, Buenos AireS, 1978, p. 654. 
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vincia. 36 En la práctica, e~ta cuestión no se ha suscitado hasta ahora. De 
conformidad con el artículo 67 inciso 14, de la Constitución, el Gobierno 
federal puede arreglar las cuestiones limítrofes y no tiene ninguna restric­
ción ~n ese sentido. Tampoco exist'e ningún pacto preexistente en el que 
alguna provincia, al tiempo de .su incorporación, haya impuesto esa con­
dición al Estado federal. Por otra parte, se pueden mencionar algunos con­
venios en que la Argentina ha cedido a un Estado extranjero una fracción 
del territorio de una provincia sin requerir su consentimiento. A título de 
ejemplo, se puede mencionar el-. tratado definitivo de límites con Bolivia 
del 9 de julio de 1925, que fue concluido sin el consentimiento de las 
provincias d'e Jujuy y Salta. De acuerdo con ese tratado, ciertas zonas hajo 
jurisdicción argentina pasaron a formar parte de Bolivia y vicevers:l El 
acuerdo por cambio de notas entre ambos países relativo a las cuestiones 
derivadas del cambio de jurisdicción en la .frontera, concertado en La Paz el 
2 dt: agosto de 1963 y otros ant.eriores así lo reconocen. 

En cuestiones de arbitraje, era común a fine~ del siglo pasado 'encon­
trar tratados sobre esta materia que contenían· cláusulas que excluían del 
procedimiento arbitral ciertos asuntos que afectaban el "honor de las na­
ciones" o sus "interese~ esenciales". Est.os términos, por cierto impreci­
sos, dieron pie a que algunos Estados los invocaran para excluir del arbi.. · 
traje las cuestiones más diversas .. 

Con motivo del tratado de arbitraje suscripto con Italia el 23 de julio 
de 1898, el Senado propuso e~tablecer como excepción aquellos casos que 
'~no afecten los principios fundamentales de la Constitución de uno u otto 
país". 37 La cláusula fue incluida luego regularment.e en los convenios de 
arbitraje celebrados por la Argentina. 38 Esta fórmula fue llamada "cláu­
sula argentina" y así se la conoce hoy en la literatura sobre derecho inter­
nacional. Hasta 1984 la Argentina incluyó esta fórmula en los tratados ge· 
nerales de arbitraje o de arreglo judicial de controversias. 39 

36 Ver en ese sentido SABATÉ LICHTSCHEIN, ProblemaS argentirws de soberanía terri­
torial, Buenos Aires, 1976, pp. 153 Y 154. Esta opinión fue expuesta también en la Cámara 
de Diputados de la Nación con motivo del tratado del Río de la Plata. Se sostuvo entonces 
que no. se podía someter la isla Martín García .al régimen estipulado en el tratado sin 
el consentimiento de la Provincia de Buenos Aires (Congreso Nacional - Diario de Se· 
siones de la Cámara de Diputados, año 1973, t. VIII, p. 5611). 

37 En cuanto al debate en el Senado, ver Congreso Nacional . Diario de Sesion!!S de 
la Cámara de Senadores, Período de 1898, pp. 664-669. 

38 Así cabe mencionar los tratados de arbitraje con Uruguay (1889), Paraguay (1889), 
Bolivia (1902), Chile (1902), Brasil (1905), Italia (1907), Ecuador (1911), Venezuela 
(1911) y Colombia (1912), En los tratados con Ecuador y Venezuela la cláusula argentina 
fue ligeramente modificada. 

39· Entre los tratados más recientes que contienen la "cláusula argentina", puede ci­
tarse el tratado general sobre solución judicial de controversias suscripto· con Chile el 5 
de abril de 1972. . 
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Sobre este tema se ha planteado la cuestión de saber !i nuestro país 
podría suscribir, de acuerdo con la Constitución, un tratado de arbitraje 
obligatorio o aceptar la jurisdicción de un tribunal internacional sin limi­
tación o excepción alguna. 

El razonamiento que podría hacerse en este caso es el siguiente: si se 
firma un trat.ado que somete, a arbitraje o a la jurisdicción de un tribunal 
internacional temas regidos directamente por la Constitución, resulta que 
se admitiría la posibilidad de que se dicte una sentencia contraria a la 
Constitución, lo cual daría por resultado que esta s'entencia modificaría el 
texto constitucional. Ahora bien, dado que la Constitución sólo puede ser 
reformada por el procedimiento en ella establecido (art. 30), resulta que 
aquel tratado seda inconstitucional porque abriría la posibilidad de que 
la Constitución sea reformada por un método distinto del previsto en su 
texto. 40 De acuerdo con este razonamiento, pues, los tratado~ que sometan 
a arbitraje temas regidos directamente por la Co~stitución y que no con­
tengan la "cláusula argentina"serían inconstitucionales. 41 El tema ha co­
brado actualidad con motivo del tratado mscripto con Chile sobre la zona 
austral en el que la Argentina se apartó de la práctica seguida desde co­
mienzos de siglo y no estableció ninguna excepción al procedimiento arbi­
tral. 42 Sobre e5ta cuestión, debemos señalar que, contrariamente a una 
opinión bas.tante generalizada, las cuestiones limítrofes no son un tema 
regido directamente por la Constitución nacional y, por lo tanto, no con­
figuran un tema que habría quedado excluido del arbitraje por la "cláu­
sula argentina". Así lo entendieron quienes crearon la "cláusula argen­
tina" y esta interpretación coincide también con la práctica de nuestro 
país de someter a arbitraje cuest.iones limítrofes sin que haya hecho valer. 
ninguna excepción -de incompetencia fundada en dicha cláusula ante los 
tribunales arbitrales que se establecieron. 

2. 	La idea de la transformación del tratado internacional en der.echo 
interno 

En un parágrafo anterior se ha expuesto ,el procedimiento requerido 
por la Constitución para que el Estado argentino manifieste suconsenti­
miento en obligarse mediante un tratado internacional. Se necesita, como 
se ha visto, el consentimiento del plenipotenciario. del Congreso y del Pre­
sidente de la República. ' 

Esta cuestión relativamente sencilla ha sido interpretada, a veces, por 
los tribunales argentinos de manera extraña, lo cual ha venido a compli­

'lO' Cfr., en este sentido: VANOSSI. Régimen constitucional de los tratados, p. 200. 
41 Cfr.: Obras completas de Joaquín V. González, Buenos Aires, 1935, vol. IX, pp. 52­

53 Y 255. 
42 Ver sobre esta cuestión los artículos de M. PADILLA en La Prensa, 2O-XII-19&4, 

p. 9, Y 27 11 19&5, p, 7. 
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carla inútilmente. En cierta medida, ello se debe, en primer término, a la 
influencia de algunas teorías. e·laboradas en Europa hace más de medio siglo 
y que en aquel continente hoy sólo pertenecen a la historia del derecho de 
gentes y, en segundo lugar, a un cierto desconocimiento de la realidad inter­
nacional. Así, nue~tra jurisprudencia ha interpretado que el Congreso no 
tiene la función, como se ha señalado, de contribuir a la formación del COl1­

sentimiento del Estado argentino, sino que él dictaría una ley mediante la 
cual transformaría el tratado internacional en derecho interno del Estado. 
Esto significa que habría entonces dos normas jurídicas: el t.ratado inter­
nacional que sería válido en el derecho de gentes y la ley del Congreso¡ 
obligatoria en el orden jurídico argentino. 

Esta duplicación del objeto de conocimiento ha conducido a resultados 
absurdos. Así, por ejemplo, recientemente un tribunal aplicó la convención 
interamericana de derechos humanos de San José de Costa Rica (1969) 
porque el Congrew la había aprobado por la ley NQ 23.054, pese a que esta 
convención no estaba aúnen vigor para la Argentina pues el Poder eje­
cutivo no había depositado el instrumento de ratificación; 43 Es decir, se 
.trataría de un tratado obligatorio para la Argentina, aunque aún no haya 
entrado en vigor respecto de nuestro país en el plano internacional. Otras 
sentencias parten de la misma conce.peión y llegan a la conclusión de que 
los tribunales argentinos no se ocupan de tratados internacionales, sino sólo 
de las leyes dictadas por el Congreso que han transformado esos tratados en 
derecho argentino. ... 

A fin de most.rar el error en que incurre esta tesis, tomemos un ejemplo 
simple del derecho fJTivado. Supongamos que la empresa "Pérez S.A." sus­
cribe con el Señor X un contrato de compra y venta por una suma de 
varios millones de dólares. De·bido al monto del contrato, se deja constancia 
en su texto de que éste entrará en vigor cuando el Directorio y la Asam­
blea de accionistas de "Pérez S.A." lo hayan aprobado, pues así lo exigen 
los estatutos de la sociedad. Esto significa que el consentimiento de "Pé­
rez S.A." deberá ser dado por el Directorio y por la Asamblea de accio. 
nistas. De acuerdo con ello, un día se reúne el Directorio de "Pérez S.A." 
y aprueba el contrato. Inmediatamente después, y sin esperar la reunión 
de la Asamblea de accionistas, el gerente de "Pérez S.A." comienza a dar 
cumplimiento al contrato pues sostiene que·, dado que el Directorio lo ha 
aprobado y que él sólo obedece las. órdenes del Directorio, el contrato 
con el Señor X ya es válido en el orden societario, aún cuando no sea 
obligatorio todavía respecto del Señor X. El gerente pretende, pues, que 
alm cuando no. haya contrato entre "Pérez S.A." y el Señor X, ya hay con­
trato para "Pérez S.A.". Se llega entonces al absurdo de que un contrato, 

.43 Sentencia de la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Criminal y Correccional 
-de la Capital del 17 IV 1984 (El Derecho, t. 108, pp. 559 y 560). 

44 Ver en ese sentido Fallos, t. 150, p. 86; t. 165, p. 145. 
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.teto típicament.e bilateral, no existiría entre dos panes, sino que regula 
para una parte solamente, o sea, habría un contrato con un solo contra· 
tanteo La tesis errónea del gerente de "Pérez S.A." es la que, a veces, sos· 
tiene la jurisprudencia argentina. 

3. La supremacía de la Constitución 

La Const.itución de 1853 ha establecido una jerarquía entre su texto, 
por una parte, y los actos de los poderes constituidos, por la otra. Los 
decretos del Presidente de la Repúhlica, las leyes del Congreso y las sen­
tencias del Poder judicial deben estar de acuerdo con la Const.itución, que 
es la ley suprema del ordenamiento jurídico argentino. Igualmente, las 
constituciones provinciales y los actos de los tres poderes de cada provincia 
deben guardar conformidad con la Constitución nacional. 

La supremacía constitucional surge del hecho de que se trata de una 
Constitución rígida. Ella no puede ser modificada total o parcialmente por 
ninguno de los poderes del Estado. El artículo 30 de la Constit.uciónesta­
blece un procedimiento especial para su reforma. Una ley del Congreso, 
un decreto del Presidente de la República o una sentencia judicial no 
pueden modificar el texto de la Constitución porque violarían precisa­
mente su artículo 30 ya que estarían reformando la Constitución mediante 
un procedimiento distinto de 1 indica~o en. ella. 

Por su parte, el artkulo 31 de la Constitución establece la supremacía 
del derecho nacional respecto del derecho de cada provincia. En efecto, 
este artículo prescribe: 

Esta Constitución, las leyes de la Nación que en su consecuencia se 
dicten por el Congreso y los tratados con las potencias extranjeras son 
la ley suprema de la Nación; y las autoridades de cada Provincia están 
obligadas a conformarse a ella, no obstante cualquiera disposición en 
contrario que contel18an las leyes o constituciones provinciales ... 45 

Los tratados internacionales deben también eHar de acuerdo con la 
Constitución nacional. En este sentido, el artículo 27 dispone que los tra­
tados que el Gobierno federal celebre deben estar "en conformidad con los 
príndpios de derecho público estahlecidos en esta Constitución". A pro­
pósito de esta disposición, la doctrina ha puntualizado que los tratados 
internacionales deben ájustarse a los princiPios de derecho público y no a 
cualquier disposición secundaria de la Constitución. 46 

-+5 En cuanto a la interpretación de este artículo por la jurisprudencia, Ter la sen­
tencia de !aCám.r. de Apelaciones de Babía Blanca del 28 111 1939 (La Ley, t. 14, p. 935). 

46 Cfr.: ÁJlMAS BABEA, "Tbe Hierarcby ol International Treaiit's and Municipal Law", 
lnternational I.aw and Municipal Law (German-Argentinian Constitutional Law Collo­
quium) , lJerlín, 1982, p. 134. 
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Dentro del orden jurídico argentino, pues, la Constitución nacional 
es la norma suprema. Todas las nofIlUlS jurídicas creadas por las autDrida· 
des del Estado argentino, todos los actos ,;urídicos celebrados en consecuen­
cia de ellas y los trat.ados internacionales deben estar de acuerdo con sus dis­
posiciones. Este régimen no admite ninguna excepción pues la Constitución 
rige "tanto en tiempo de paz como en tiempo de guerra y sus provisiones 
no podrían suspenderse en ninguna de las grandes emergencias de carácter 
financiero o de otro orden en que 1m gobiernos pudieran encontrarse". 47 

4. El control constitucional de los tratados internacionales 

La supremacía de la Constitución respecto de las demás normas ju­
rídicas se verifica en la práctica a través de la facultad de los jueces de 
declarar la inconstitucionalidad de cualquier norma que sea contraria a 
aquélla. Cuando en un caso concreto se plantea la incompatibilidad entre 
cualquier _norma jurídica y laComtitución, el juez está facultado a resol­
verlo y si comprueba realmente esa incompatibilidad, hace prevalecer la 
Consütución- y no aplica en ese caso la norma cuestionada. El régimen de 
control de constitucionalidad no está regulado en la Constitución y, salvo 
algunas escasas disposiciones legales. en _gran medida -se u'ata de una elabo­
ración jurisprudenciaI de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, quien 
se ha- inspirado indudablemente en los precedentes de la Corte Suprema de 
los Estados U nidos de -América. 48 -- . 

La facultad de declarar la inconstitucionalidad de una norma jurídica 
determinada corresponde a todos los jueces, tanto a los provinciales como 
a los nacionales. El juez último de la constitucionalidad de todas las normas 
es la Corte Suprema de Justicia, a la cual se puede recurrir mediante el 
recurso extraordinario (ley 48, art. 14). 

El Poder judicial tiene competencia para examinar la contitucionali­
dad de un tratado internacional y si se comprobare que existe una incom­
patibilidad entre la Constitución y el tratado, puec\(> declarar su inconstitu­
cionalidad. La Corte ..Suprema de Justicia ha examinado en varias senten­
cias la constitucionalidad de un tratado internacional, 49 y en un caso ha 

47 Fallos, t. 150, p. 157. Es de señalar que la Corte Suprema, en los considerandos 
de una conocida sentencia, SOBtuvo en 1948 un criterio distinto. Así, afirmó que. los po­
deres de guerra que poseen los órganos del Estado argentino, en tanto estos poderes tiénden 
"a la salvaguardia de la intepidad e independencia. nacional. . . son forzosamen~ ante­
riores y, llegado el caso, aún mismo superiores a la propia Constitución" (FallOl, t; .211, 
p. 196). Expresó asimismo que,en tiempo de guerra, no tendría aplicación -el arto 27 de 
la Constitución y que podrian aplicarse tratados internacionales que fueran contrarios a 
esa disposición constitucional (FallO$, t. 211, p.S!(5). 

48 Cfr.: VANOSSI, Teoría Corutitucional, Buenos Aires, 1976, t. 1I, pp. 275 y 276. 
49 Ver, p. ej., Fallos, t. 204, _p. 308 y ss.. sentencia en que la Corte analiza la cons­

titucionalidad del arto 10 del tratado argentino-chileno del 3 de junio de 1933. 
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declarado su inconstitucionalidad. 50 La doctrina de los juristas argentinos 
es unánime en este sentido . .51­

El Poder judicial actúasplo en causas o casos concretos en los que una 
parte invoca un derecho subjetivo y este maTeo es el ámbito dentro del cual 
puede declarar la inconStiiucionalidad de un tratado internacional. Esto 
significa que un tra~do internacional puede ser declarado inconstitucional 
en la medida en que exista la posibilidad de que una parte alegue ante la 
Justicia un de·recho vinculado directament.e con dicho tratado. 52 

Se ha expuesto anteriormente que hay tres aspectos de la celebración 
de un tratado internacional que están regulados por la Constitución, a sa­

ber: la ~pacidad del representante del Estado, la forma de manifestar el .. 


. consentimiento y el contenido del tratado. Es posible que en la celebración 

de un convenio in~ernacional no se cumplan las disposiciones constituciona­

les relativas a alguno de estos tres aspectos y en nuestra historia ha habido 


.casoS en que este incumplimiento se ha invocado. . 

'Un ejemplo en este sentido lo hallamos en los convenios suscriptos por 
la Confederación el 10 de julio de 1853 con Francia, Gran Bretaña y . los . 
Estados Unidos de América sobre libertad de navegación fluvial. 53 El 30 
de agosto de ese año; el Estado de Buenos Aires expidió una circular diplo­
mática dirigida a todas fas naciones en la que protestaba enérgicamente por 
los tratados sU$Criptos, a los que consideraba insanablemente nulos porque 

50 La Corte Suprema de Justicia.. declaró el 5 XII 1983 la inCQnstitucionalidad del 
artículo"" del acuenlode .sede del 15 de abril de 1971 concertado entre la ~ei1tina y 
la Comisión Técnica Mixta de Salto Grande" (El Dwecho, t.l07, p. 616 Y ss.). 

51 Cfr.: GoNzÁLEZ CALDERÓN, ob. cit., t. 1, p. +93. BARBEl\ls, "Verfassungsgerichtsbar­
Imit ·in Argentinien", Verfassungsgerichtsbarkeit in derGegenwart (Beitriige zum aus­
lindisehen offentlichen Recht und Volkerrecht, vol. 36), Kóln - Berlín, 1962, p. 57. BIDART 

CAJ.JPOI, El Derecho Constitucional del Poder, Buenos Aires, 1967, t. 1I, p. 316. VANOSSI, 
Teoría Constitucional, t. JI, pp. 227, 228 Y 233, MONCAYO - VINUI!SA - GUTlÉIIREZ POSSE, 
Derecho lnternocional Público, Buenos Aires, 1971, t. 1, p. 60. QUlROOA LAvIE, Derecho 

. Constitucional, p. 438. 
52 Algunos autores sostienen que el Concordato de 1966 no podría ser examinado . 

por el Poder judicial en cuanto a su constitucionalidad porque no puede lesionar ningún 
derecho subjetivo (ver p. ej. VANOSSI, Régimen constitucional de los tratados,. p. 268). Sin 
embargo, el Concordato fue invocado por una orden religiosa en un recurso administrativo 
ante el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto (cfr.: dictamen 106 del Consejero 
legal de la Cancilleria del 10 XI 1976). Así como una orden religiosa invocó un derecho 
fundándose en el Concordato, es posible ilDaginar otras hipótesis. en que una persona o 
una entidad pueda plantear la inconstitucionalidad del Concordato. Por ejemplo, una per­
sona o una comunidad que fuere afeCtada por una disposición ~ntificia que tenga con­
secuencias patrimoniales podría plantear la cuestión alegando la falta del pase previsto en 
el arto 86, ine. 9, de. la Conatitución; una. Provincia podría plantearla invocando un pre­
tendido derecho de·. vicepatronato, etc. 

53 Ver 101 textos en REPÚBLICA A:aGENTINA - Tratados, convenciones, protocolos, lICtos 
,. lICuerdO$ internacionales, t. VIII, pp. 234 Y ss., 327 y ss. y 143 y ss. El 27 VII 1853 la 
Confederación IUlCribió un tratado complementario. con los Estados Unidos, cuyo texto 
puede verse en la obra dt.da, t. VIII, p. 151 y ss. 
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Udunan SidO obtenidos mediante coaCClon en la persona de Urquiza ero 
San José de Flores. HLa nota decía que Urquiza, que 

~ dejabat!Jlvolver entre las banderas de la Francia, la Inglaterra y 
los.Estados Unidos, para escapar y salTane, no tuvo ni capacidad Di 
Tohmtad para tratar con nadie, y mucho merws con sus nU.rlaI sal. 
vadores. 

yañadfa: 

... un tratado semejante, celebrado in extremis, en los momentos de 
agonía, es siempre nulo, írrito y. de . ningún valor, ni efecto, aun cuando . 
haya capacidad legal en el contratante, en razón de que no hay libertad 
para deliberar, poi' la coacción moral. 

Otro caso se presentó recientemente con motivo de la aprobación par­
lamentaria del tratado argentino-chileno del 29 de noviembre. de 1984. El 
artículo 17 del tratado prescribe que lOs mapas anexos forman parte inte­
grante del mismo. En el trámite parlamentario ocurrió que el Poder eje­
cutivo remitió al Congreso un juego de mapas distinto de los anexos al tra­
tado. La Cámara de Diputados aprobó el tratado con esos mapas. Poste­
riormente, en el debate habido en el Senado, se advirtió la cuestión y el 
Poder ejecutivo reptitió entonces los mapas anexos al tratado. Resultó, 
pues, que la Cámara de Diputados y el Senado aprobaron mapas distintos y. 
como éstos forman parte del tratado, aprobaron tratados distintos. No obs~ 
tante ello, el Congreso comunicó al Poder ejecutivo que había aprobado el 
tratado con Chile. 

En estos dos tjemplos, los tratados podrían haber sido objetados debido 
a la capacidad del representante y a la forma irregular de haberse prestado 
el consentimiento. En el parágrafo 1, c, de esta sección se han dado otros 
e.iemplos de nuestra historia diplomática de tratados que fueron objetados 
(~omo contrarios a la Constitución por su contenido. 

Según la jurisprudencia de la Corte Suprema, el Poder judicial no pue­
de revisar actos de los otros poderes del Estado en lo referente a la persona 
que los adoptó y al procedimiento seguido para ello, pues se trataría de 
"facultades privativas" de esos poderes. $$ Por consiguiente, la constitucio:­
nalidad de los dos caSOs expuestos anteriormente no podría ser revisada por 
el Poder judicial. De acuerdo con la práctica jurisprudencial argentina, un 
tratado internacional sólo puede ser examinado en su constitucionalidad 

5<4 Ver el texto de la circular diplomática en El Neciorral, 19 IX 1853, p.; 1. 

55 Cfr.: Fallol, t. 53, p. +21 y ss.; t. 1+1, p. 216 Y ss.; t. 143, p. 13S y SS; t. 210, 


p. 812 y ss.; t. 212, p. 232 Y ss.; t. 301, p. 855 y ss. Excepcionalmente la Corte Suprema 
declaró inconstitucional la promulgación parcial de una ley en Fallos, t. 268, p. 362 Y ss. 
Cfr. también LINARES. QUINTANA, Trata40 de la Ciencia del Derecho constitucional ar­
Ilentino r comparado, Buenos Aires, 1953, t. 11, p. .~5 Y ss. 
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en razón de su contenido y siempre que lesione directamente un derecho 
subjetivo en un caso concreto. 

5. La jerarquía del tratado internacional en el derecho argentino 

a) La relación entre el tratado internacional y la Constitución 

Según se ha expuesto anteriormente, es un principio bien establecido 
en el derecho argentino que la Constitución tiene. supremacía sobre todas 
las demás normas del ordenamiento jurídico. Al referirse al artículo 31 de 
.la Constitución, la Corte Suprema ha expresado que 

los tratados internacionales deben respetar las disposiciones de aquélla, 
cuya supremacía sobre todas las normas de derecho positivo asegura el 
precepto de referencia. 56 

En la hipótesis en que eXista una incompatibilidad entre un tratado 
internacional y la Constitución, aquél puede ser declarado inconstitucional 
por el Poder judicial si se dan las dos condiciones expuestas en el parágrafo 
anterior, a saber: que la incompatibilidad se refiera al contenido del tratado 

. y que haya \lila lesión de un derecho subjetivo en un caso.conc:reto. Así ocu­
rrió con motivo del acuerdo de sede suscripto entre la Argentina y la Comi­
sión Técnica Mixta deSálto Grande el 15 de abril de 1977. El artículo 4 de 
este convenio internacional otorga a la Comisión inmunidad de jurisdic­
ción. En un m~mento dado, 'se planteó una diferencia entre un agente y 
la organización internacional. Como dentro de la estructura jurídica de ésta 
no había ningún órgano jurisdiccional para entender en la reclamación 
laboral, el agente planteó su demanda ante la Justicia argentina. La Comi­
sión de Salto Grande opuso entonces una excepción fundada en la inmuni­
dad de jurisdicción otorgada por el artículo 4 del acuerdo de sede. El 
funcionario, por su parte, alegó que dicho artículo tenía como consecuencia 
dejarlo en una situación de indefensión. En efecto, el agente no tenía ante 
quién recurrir, porque la Comisión de Salto Grande carecía de órgano 
jurisdiccional y la Justicia argentina no podía entender en razón de la 
inmunidad de jurisdicción. Según el funcionario, la disposición del acuerdo 
de sede que tenía como consecuencia esa situación de indefensión era con­
trariaal artículo 18 de la Constitución. La Corte Suprema aceptó el plan­
te~miento del agente y declaró inconstitucional el artículo 4 del acuerdo 
de sede. 57 

56 FallOl, t. 208, p. 86. . 
57 El Derecho, t. 107, p. 616 y ss. Este litigio fue (jbjeto, de varios comentarios. Ver, 

entre otros, BIDAl\T CAMPOS, "Inmunidad total .de jurisdicción de entes internacionales y 
privación de justicia en sede interna e internacional (Derecho constitucional y 'jus co­
gens')", El Derecho, t. 91, p.194 y ss. BIDAllT CAMPOS, "Un importante fallo de la Corte: 
derecho internacional, inmunidad de jurisdicción y derecho a la jurisdicción", El Derecho, 
t. 107, p.613 y ss. VINUESA, "La inmunidad de jurisdicción de las organizaciones inter­
nacionales", La Ley, 1982-C, p. 668 y ss. 

En cuanto a otra demanda judicial anterior contra la Comisión de Salto Grande, ver 
GIUUANI FONI\OUaB, "Acerca del 'status' de un ente binacional", La Ley, 1980-A, p. 909 y ss. 
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Otro caso vinculado con la relación entre la Constitución nacional y 
los tratados es el de la ratificación del Pacto de San José de Costa Rica 
sobre derechos humanos. En el Pacto existen algunas disposiciones que 
aparecen como incompatibles con la Constitución. Así. por ejemplo, los 
artículos 47 y 76 de esta última establecen, entre las condiciones para set 
elegido senador naciona'l, vicepresidente o Presidente de la Nación, el gozar 
de "una renta anual de 2.000 pesos fuertes o de un~-entrada equivalente" y 
el mencionado artículo 76 dispone también que el Presidente y el vicepresi­
dente de la Nación deben ser católicos. Por su parte, el artículo 23, inciso 1, 
c) del Pacto dispone que todos los ciudadanos deben tener acceso, "en con­
diciones genera}esde igualdad, a las funciones públicas de su país" y el in­
ciso 2 de ese mismo artículo indica expresamente las razones en base a las 
cuales se puede reglamentar esta disposición, entre las cuales no figuran la 
situación económica ni la creencia religiosa. 

A fin de salvar estas incompatibilidades, la Argentina hizo una declara­
cjc'ln en el momento de depositar el instrumento de ratificación que dice así: 

El presente Pacto se interpretará en concordancia con los principios y 
cláusulas de la Constitución Nacional vigente o con los que resultaren 
de reformas hechas en virtud de ella. 

Esta cláusula no aparece ni como reserva, ni como declaración inter­
pretativa en el imtrumento de ratificación. Su redacción no es, por cierto, 
clara y conviene detenerse para averiguar su sentido. No es posible preten· 
der que el Pacto se ajuste a la Const.itucÍón argentina pues ello desnatu­
realizaría el objeto y el fin de la convención de San José, la cual, precisa­
mente. trata de establecer garalttías en el orden internacional frente a los 
ordenamientos jurídicos estatales. Por otra parte, si se aceptara esa idea, 
resultaría también que la Argentina podría modificar unilat(!ralmente la 
interpretación del Pacto cuando deseare y le bastaría para ello modificar 
su Constitución. En efecto, el instrumento de ratificación argentino hace 
referencia al texto actual de la Constitución y a las reformas que se intro­
duzcan en virtud de ella. 

La interpretación razonable de esta dámula del instrumento de ratifi­
cadém es que ella constituye una reserva respecto de aquellas disposiciones 
del Pacto de San José que se oponen a la Constitución. Independientemente 
del nombre jurídico que se dé a esta cláusula, eHa es una reserva pues tiene 
efectos de tal. 58 ­

b) La relación entre el tratado internacional y la -ley 

La cuestión sobre el orden de priOTidad entre un tratado internacional 
y una ley nacional se ha planteado principalmente en aquellos casos en 

58 Cfr.: RUDA. "Reservations to Treaties'·. Recueil des Cours de l'Académie de Droil 
Inter'Wtioruzl, 1916 111, p. 106.o­
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que se han adoptado disp<)siciones legislativas que implican la derogación 
del tratado, su modificación o la imposibilidad de su cumplimiento. La 
Corte Suprema de Justicia decidiówbre este tema en los casos "S.A. Martín 
y Cía: Ltda." del 6 de septiembre de 1963 59 Y "S.A. Petrolera Argentina 
Esso" del 5 de junio de 1968. 60 En el primero se t.rataba de un conflicto 
entre el tratado de comerció y navegación suscripto con el Brasil el 23 de 
enero de 1940 y el deereto-ley 6575 de 1958. El segundo se refería aun 
conflicto entre el tratado concertado con los Estados U nidos de América 
el 14 de octubre de 1941 Y el decreto 5153 de 1955, al que se le reconoció 
carácter legislativo. . 

La argumentación del Tribunal para decidir estos casos es simple: 
expresa que no existe un "fundamento normativo" para acordar prioridad 
a ninguno y, p<)r consiguiente, aplica·· a la ley y al tratado el principio de 
que la norma posterior deroga la anterior. 61 Por lo tanto, según la juris­
prudencia de la Corte Suprema, un tratado internacional puede ser dero­
gado por una ley posterior. 

Esta jurisprudencia ha sido objeto de diferentes críti~as por parte de la 
doctrina. 62 Sin embargo, conviene detenerse un momento en el razona­
miento de la Corte Suprema. 

Es preciso efectuar, ante todo, una distinción entre dos situaciones 
que pueden presentarse respecto de un tratado internacional y una 
ley posterior: i) .Ia primera se da cuando la ley posterior "deroga" el tratado, 
o sea, cuando se revoca el consentimiento dado por la Argentina para obli­
garse por dicho tratado; ii) la otra situación ocurre cuando una ley poste­
rior establece disposiciones contrarias al tratado o hace imposible su cum· 
plimiento. . 

i) Un tratado internacional se caracteriza, entre otros elementos, por 
ser creado mediante la voluntad común de dos o m,ís sujetos de derecho 
internacional. 63 . La mani.festaciém de voluntad del Estado argentino, se· . 

/ 

59 Fallos, t. 257, p. 100 Y ss. 
60 Fallos, t. 271, p. 8. y ss. 
A estos dos casos habría que añadir la sentencia de la Corte del 28 XII 1962 en los 

autos "La República Cía. de Seguros e/Banco de la Nación Argentina" (Fallos, t. 254,p. 
504) en los que se planteó un conflicto entre el tratado de derecho comercial de Monte­
video de 1940 (aprobado por el decretocley 7771 de 1956) y el arto 22 de la Carta orgá. 
nica de ese Banco (decreto-ley 13.129 de 1957). La Corte aplicó la Carta orgánica· del 
Banco, no por ser la norma posteríor, sino fundándose en razón de la materill €onsiderada. 

61 Fallos, t.257, p. 102; t. 271, p. 13. 
62 Ver, entre· otros, GoLD5CHMIDT, "Derecho internacional y derecho interno argen­

tino", El Derec/w, t.· 7, p. 78~ y ss.; "De nuevo: Derecho internacional y derecho interno 
argentino", El Derec/w, t. 23, p. 423. BooGIANO, Derecho Internacional PrivruW, 2' ed., 
Buenos Aires, 1983, t; 1, p. 250· y ~. 

63 B....IlBERIS, "El concepto de tratado internacional". Anuario de Derecho. InterllllCio· 
nal (Universidad de Navarra), t. VI. 1982, pp. 14-18. 
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gún la Constitución, debe ser dada por el Congreso Nacional y por el Pre­
sidente de la República. Cuando lo~ contratantes se otorgan mutuamente 
el consentimiento, crean el tratado internacional. Una vez creado, una 
parte no puede revocar unilateralmente su consentimiento. Un tratado 
sólo puede ser dejado sin { fecto o modificado mediante la voluntad de 
todos los contratantes. Estos principios del derecho de gentes constituyen 
el fundaménto de toda convención internacional. Por estas razones, la 
Argentina no podría "derogar" unilateralmente un tratado que ha concer­
tado con otro Estado y tampoco podría revocar el consentimiento otorga­
do para obligarse mediante e5a convención. En la comunidad internacional 
no hay ningún Estado que pretenda gozar del privilegio de dejar sin efec­
to unilateralmente los tratados que ha suscripto. 

Otro aspecto que merece ser analizado es la competencia del Congreso 
para dictar una ley "derogatoria" de un tratado, o sea, para revocar el 
consentimiento otorgado al Presidente para ratificar el tratado. En el de~ 
recho constitucional argentino se presentan casos en. que un órgano nece­
sita, para realizar un acto, el consentimiento previo de otro órgano. Así, 
por ejemplo, el Presidente necesita el acuerdo del Senado para designar 
un juez, un almirante o un embajador (art. 86, incs. 5, 10 y 16). Igual­
mente, el Presidente requiere la autorización del Congreso para disponer 
del presupuesto (art. 67, inc. 7; arto 86, inc. 13). En estas hipótesis, el 
órgano que ha dado el acuerdo para que el otro órgano ejecute el 'acto, no 
puede volver sobre su consentimiento, su competencia se agota cuando da 
su acuerdo. Por ello, el Senado no podría revocar el acuerdo otorgado y 
exigir al Presidente que revoque las designaciones efectuadas. El Con­
greso no podría revocar la autorización dada respecto del presupuesto y 
exigir al Presidente que reintegre los fondos que gastó. Esto mismo ocurre 
con la aprobación de un tratado internacional (art. 67, inc. 19). La fa­
cultad del Congreso se agota al dar su aprobación y no puede volver vá­
lidamente sobre ella. Por esta razón, el Congreso no podría dictar ninguna 
ley que revoque el consentimiento otorgado para obligarse mediante un 
tratado o que "derogue" este último. Por otra parte, el Congreso tampoco 
podría tomar la iniciativa en la presunta ley "derogatoria" pues ello co­
rrespondería al Poder ejecutivo, que es quien tiene el manejo de las 
relaciones exteriores. 

Por último, cabe hacer referencia también a una cuestión terminoló­
gica. La Corte Suprema habla en sus sentencias de la "derogación" de un 
tratado internacional por una ley posterior. La autoridad que "deroga". 
una norma, o sea, que suprime una norma del orden jurídico, es la misma 
que la ha creado. Cuando se trata de una autoridad de rango superior, se 
dice generalmente que "revoca" la norma. En el caso que nos ocupa, quie­
nes crearon el tratado internacional son la Argentina y el otro Estado con­
tratante. Por 10 tanto, quienes serían competentes para "derogar" el tra­
tadC? serían los dos Estados, pero no uno solo de ellos. El lenguaje utiliza­
do por la Corte no parece, pues, acertado, 
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Las razOlu:s expuestas Permiten llegar a la conclusión de que un tra­
tado internacional no puede ser "derogado" por una ley posterior, o sea, 
que -la Argentina no podriarevocar unilateralmente el consentimiento 
otorgado para obligarse, mediante un tratado. 

ii) Si bien la Ar~tina no podría unilateralmente "der~r" un 
tratado internacional, tendría siempre la posibilidad cJ,e dicta\" 1l'l3 ley que 
prescriba disposiciones contradictorias con el tratado o que hagan impo­
sible su, cumplimiento. Supongamos, por ejemplo, que uo tratado entre 
la Argentina y el Estado S autoriza a los buques de cada país a entrara 
los puertos del otro contratante sin pagar ningún impuesto. Posteriormen- , 
te, el Congreso podría dictar una ley que imponga una sanción a todo 
funcionario- port.uario que no cobre un impuesto determin,ado a todo 
buque del Estado S al entrar a puerto. El Estado arflentino tendri~ compe­
tencia para dictar 'Una ley semejante, la cual sería válida. 

Esta segunda hipótesis es confundida por la Corte Suprema con la 
primera y estima que eo ambos casos se produce una derogación del tra­
tado por parte de la ley posterior. Al referirse al tratado internacional 
ya la ley, el Alto Tribunal afirma que "no existe fundamento normativo 
para acordar prioridad de rango a ninguno". 64 Paniendo de esta pro­
posición, la Corte llega a la conclusión de que ambos son normas de igual 
jerarquía; a las que se ha de aplicar la regla de que la norma posterior 
deroga la anterior. Ya se ha expuesto anteriormente que 00 puede caber 
aquí una "derogación" porque los únicos quepodrian "derogar" el tratado 
internacional son quienes lo suscribieron, 'y no sólo uno de ellos. Pero, 
además el razonamiento de la Corte peca contra ciertos principios funda­
mentales en materia de ámbito de validez de las normas jurídicas, de in­
compatibilidad de normas pertenecientes a un mismo orden jurídico y 
sobre derogación de ellas. No es del caso detenerse aquí en estos temas 
de teorfageneral del derecho, pero sólo basta añadir que si se aceptara el 
criterio de la Corte Supremá, se podría afirmar, por ejemplo, que dado 
que no existe un fundamento par.a acordar prioridad entre un contrato 
de matrimonio y una resolución de la Dirección de Parques Nacionales, 
rige entre ambos el principio de que la norma posterior deroga la ante­
rior. ' 

En el presente caso, no se trata de una "derogación" del tratado por 
una ley posterior, sino de una hipótesis en que existen dos normas con­
tradictorias. La cuestión consiste en decidir cuál de ellas debe ser apli­
cada. 

Las sentencias de la Corte Suprema, según se ha expuesto más arriba, 
optan por aplicar la ley posterior y afirman que también en estos casos se 
produce la "derogación" del tratado. 

64 Fallo., t. 257, p. 102. 
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'Corresponde ahora analizar en qué consiste eso que la Corte Suprema 
denomina derogación. En rigor de verdad, se trata simplemente del i,,­
cumplimiento o de la violación de un tratado int.ernaci()Dal. Cuando un 
Estado dicta una ley que implica modificar un tratado o hacer imposible 
su cumplimiento, comete un acto ilícito que compromete su responsabili­
dad internacional. 6.) Violar un tratado no significa derogarlo. Esto rige 
tanto en el derecho público como en el privado: quien no da cumpli­
miento a un contrato. no puede expresar que lo anula 010 deroga, sino 
simplemente debe: decir que no lo respeta o que lo transgrede~ El len~ 
gua.je que utilizanhlspersonas que realizan un acto jurídico para designar' 
aquello que hacen, carece de relevancia jurídica. fi6 Una persona que se 
apodera del dinero de su vecino, puede afirmar que se "cobra" la indem­
nización por los. daños que éste le cause>, cuando en realidad se trata de 
un "hl1rto·~. Una banda de delincuentes que mata aun hombre podrá 
afirmar que "ejecuta una sentencia" dictada contra él, cual)do en realidad 
comete mi "homicidio". Por ello, el jurista no puede aceptar el lenguaje 
de la Corte Suprema de que una ley "deroga" un tratado internacional. 
El lenguaje jurídico correcto para describir. la realidad de las cosas' con­
siste en afirmar que, en ese caso, el Estado "'viola" o "transgrede" un tra­
tado internacional. 

Sin embargo. este vocabulario no es aceptado por la Corte Suprema 
}' la raz<'>n de ello es porque se ha dejaqo llevar por cierta concepción a la 
que ya hicimos referencia en el parágrafo 2 de esta seccibn. La Corte 
Suprema y cierta parte de la doctrina parten de la idea de la existencia 
de dos tratados: uno en el orden intermicional y otro en el orden jurídico . 

. interno. Este (tltimo tendría como fundamento de validez la ley que lo 
aprobó.. Por lo tant.o, este presunto tratado de derecho interno que fue 
introducido por una ley, podría también ser derogado por lJna ley poste­
rior. Mientras tanto, el . tratado 'internacional seguiría subsistiendo siem­
pre en el plano del derecho de gentes. 

Todo esto es una ficción que no concuerda con la realidad. El tra­
tado internacional es uno solo y se trata de un acuerdo entre entidades 
soheranas. Una de las partes no puede derogarlo unilateralmente por una 
ley. El presunto tratado de derecho interno e~ algo que no existe. Quien 
dicta una ley contraria a un tratado, viola. este último e incurre en res­
ponsabilidad internacional. 

D .. do'que la Corte Suprema es el más alto Tribunal de la República 
y que sus sentencias son inapelables, las decisiones en el sentido de dar 
prioridad a la ley sobre un tratado internacional constituyen. uriactoilí­
cito internacional. El Poder judicial es un. órgano del Estado y sus actos 
son atribuidos a éste. La conducta de la Corte Suprema origina la res­

65 VERDROSS - SIMMA, Universelles Volkerrecht,31!- ed., Berlín, 198+, p. 856. 
66 Cfr.: KELSEN, Reine Rechtslehre, 2' ed., Wien, 1960, p. 54. 



ponsabilidad internacional del· ~tado. En este ' orden, de· .ideas, conviene 
: citar, .el siguiente pasaje: ,de la decisión d~ la Comisión de Conciliación 
franco-italiana del '¡ de didembre de 1955:' 

La .-.ienc:ia dictada pc;r la autoridad judicial es ui'ta emanación de un 
:.. .. ~ Ól'pno del Estado, al igual· que ·la ley promulgada por 'la autoridad ' 

.legislativa. o la decisión tomada· pOr la autoridad ejecutiva.. La inob­
servancia de una regla internacional' por parte de un tribunal crea la 
resPoiisábllidad internacional de la colectividad de ·la cual el tribu.u.I 
es órgano ... 67 

6 .La ,redalDadÓri entre Estados. La protección diplomática 

Según Se ha indicado anteriormente, la sent.encia de la Corte Suprema 
que decide lapriori4ad de la ley posterior respecto. del tratado no es re­
cúrrible ante ningún otro tribunal. Sin embargo, la Corte reconoce que 
sus decisiones pueden tenér otras consecuencias y así lo ha expresado en 
el caso "S.A. Martin y Cía. Ltda.": 

... la posible cuestión de orden internacional subsistente es ajena, c:o­
mo principio, a la jurisdicción de los tribunales de justicia internos. Y 
depende de circunstancias atinentes a la condUcción .de 1115' relaciones 
exteriores de la Nación., sujetas a reclamo por las altas partesc;ontra- ' 
tantes, a cuyo respecto no cabe decisión por esta Corte ... 68 

En efecto, en ciertos' casos en que una parte litigante es extranjera, 
'la decisión de la Corte Suprema puede ser objeto de una reclamación. La 
persona e~tranjera, físicá o jurídica; puede wlicitar la protección 'diplo~ 
mática al Estado del cual es nacional y éste puede hacer suya la causa y 

're.cLamar ante la Argentina la reparación c~rrespondiente. ' 

La protección diplomática es una institución de derecho internadonal 
consuetudinario que autoriza a un Estado él reclámar por los daños que 
hubieren sufrido sus súbditos en el extranjero. 69 La jurisprudencia' in­
ternacional,que ,es muy amplia en esta materia, ha establecido lós requi­
sitOs que ha ,de reunir la reClamación para que. la protección seaviable-: 

La· Argentina ha ejercido, la protección diplomática en favor de sus' 
nacionales y también los Estado~ extranjeros la han, planteado ante e!le 
país por daños sufridos por sus súbditos. 

En la práctica, el Estado extranjero que ejerce la protección diplo-· 
mática inicia la 'gestión ante el Ministerio de Relaciones Exteriores, y, 
,Culto. Debe acreditar, en principio, que se dan los tresrequisHos funda­
mentales para que ella 'sea aceptable, a saber: la ,nacionalidad de la per­

67, Report,O¡ Interníztiolllll Arbitral AUJQTtls, vol, )C~I~ p. 438 

68 Fallos, ", 257,p. 102. ., 

69· C.P.U., Série A, N9 2, p. 12. 




.'¡ona que sufrió el perjuicio, el agotamiento de las instancias jurídicas iD~ 
temas y el ,haber procedido con clean hands. La tramitación sé .lleva gene­
ralmente a través de la Consejería legal de la Cancillería. 

Si resultan probadas estos requisitos, el Estado admite la reclamac~ 
diplomática. A fin de . evaluar la reparación, se realizan las pericias co· 
rrespondientes. . . 

La . protección diplomática es. un· derecho del Estado Y no del indivi­
duo. El Estado tiene la facultad discrecional de ejercerla o no. El indi­
viduo no tiene el derecho subjetivo de solicitar la prote<:ción diplomáti· 
ca del Estado del cual es nacional. Igualmente, el Estado reclamante. pue­
de aceptar la indemnización que el otro Estado le ofrece, aún cuando el 
particular interesado se oponga a la transacción. 

Resulta interesante destacar que, en virtud de la protección diplomá. 
tica, la autoridad administrativa argentina revisa, a veces, las consecuencias 
de las decisiones judiciales pasadas en autoridad de cosa juzgada. La pro­
tección diplomática es un recurso jurídico útil para que una persona ex­
tranjera pueda obtener reparación por la~ consecuencias de una sentencia 
judicial que ha ,hecho prevalecer una ley nacional frente a un tratado 
internacional. 

La protección diplomática se da cuando un Estado extranjero es le­
sionado en la persona de uno de sus nacionales. Pero, cuando la lesión 
tiene lugar contra el Estado mismo, éste reclama directamente contra el 
Estado que ha ocasionado el perjuicio. Por ejemplo, cuando un Estado de­

.ja sin efecto unilateralmente un tratado internacional o cuando dicta una 
ley que hace imposible el cumplimiento de un tratado, el otro Estado 
contratante puede reclamar directamente ante aquél y solicitar que el 
estado· de cosas vuelva al statu quo ante o, si ello resulta imposible, se le 
pague una indemnización por daños y perjuicios. 

En virtud de esta reclamación, resulta posible a la autoridad admi­
nistrativa argentina enmendar las consecuencias de una ley nacional que 
hubiere pretendido modificar o hacer imposible el cumplimiento de un 
tratado internacional. 

lB. LA RATIFICACiÓN DE LA CONVENCIÓN DE VIENA 

POR PARTE DE LA ARGENTINA 

l. La situación anterior a la entrada en vigor de la. convención de Viena. 

En la sección anterior se ha descripto el régimen de concertación de 
los tratados internacionales y la jerarquía que ellos ocupan en el orden 
,jurídico argentino. En este sent.ido, se. ha expuesto la jurisprudencia de 
la Cone Suprema de Justicia y la práctica de l~ Cancillería. De todo ello 
se puede deducir que es preciso distinguir dos situa.ciones en cuanto a la 
jerarquía de los tratados: a) aquellos casos en los que existe la reclamación 
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de un Estado extranjero, ya sea en forma pura y simple o a través del ejer­
cicio de la protección diplomática, y b) aquellos otros en los Que el de­
mandante es un nacional argentino o un extranjero al que su Estado na­
cional no le ha dispensado la protección diplomática. 

Eh la segunda hipótesis, la jerarquía del tratado internacional es de­
terminada por el Poder judicial y la sentencia de su más alto tribunal es 
definitiva e irrecurrible. Por el contrario, en la primera hipótesis, la je­
rarquía del tratado se determina mediante un procedimiento que tiene 
una suerte de dos fases o etapas. 

La primera etapa sería aquella que se cumple dentro de la órbita 
del Poder judicial. En ella, el tratado internacional y la ley tendrían la 
misma jerarquía y la primacía estaría determinada sólo por la posterio­
l'idad en el tiempo. La segunda etapa, que se cumpliría en el ámbito del 
Poder ejecutivo, sería aquella en que ·la Argentina reconoce su responsa­
bilidad internacional por el hecho de haber otorgado primada a una ley 
frente a un tratado de fecha anterior. Esta responsabilidad tiene por fun­
damento la norma consuetudinaria que dispone que un Estado no puede 
prevalerse de su derecho interno para dejar de cumplir un tratado inter­
nacional. 70 Los únicos casos en que la responsabilidad del Estado no se 
presenta es cuando no hay reclamación de ningún Estado extranjero, ya 
sea porque la persona afectada en sus intereses es un argentino o porque 
el Estado de la nacionalidad del perjudicado no le ha otorgado la protec· 
ción diplomática. En estos casos, los otros Estados de la comunidad inter­
nacional no tienen derecho a plantear una reclamación internacional por­
que no resultan perjudicados por la actit.ud argentina y, por lo tanto, ca­
recen de acción para ello pues en dereoho de gentes no hay lo que se da 
en llamar acción pública o acción popular. 71 Es decir, que la Argentina 
reconoce su responsabilidad internacional en la medida en que un Estado 
extranjero formula la corre!Cpondiente reclamación. 

Esta es, en resumen, la situación que se presenta en la Argentina en 
cuanto a la jerarquía que ocupa el tratado internacional. Esta descripción 
es válida hasta el momento en que entró en vigor la convención de Viena 
sobre el derecho de los tratados. 

2. La ratificación .de la convención y las, reseroas formuladas 

La convención de Viena fue aprobada por la ley 19865 y ratificada 
por el Presidente de la República. De acuerdo con su artículo 84, la con­
vención entro en vigor el 27 de enero de 1980, fecha en que se cumplie­
ron los treinta díaspost.eriores al· depósito del trigésimo quinto instru­
mento de ratificación. 

70 Ver supra, sección.I, parágrafo 2, nota ti. 

71 c.IJ., Recueil 1966, pp. 47 Y 51. 
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La Argentina formuló reservas a los artículos 45, inciso b) , Y 62 que 
se refieren a cuestiones ajenas al objeto del presente estudio. 72 

En la sección 1, parágrafo 2, se han expuesto'ya las disposiciones de 
la convención que se refieren de alguna manera al derecho estatal en lo 
relativo a la capacidad del representante del Estado, a la forma de ma­
nifestar el consentimiento y al contenido del tratado internacionaL 

Sólo conviene añadir aquí una reflexión sobre el tema del contenido 
del tratado internacional y su relación con el derecho interno. En cuanto 
a esta cuestión, el artículo 27 establece: 

Una parte DO podrá invocar . las disposiciones de su clerecho interno co­
mo justificación del incumplimiento de un tratado. 

Se trata de un principio fundamental del derecho de los tratados. 73 

En efecto, resulta difícil concebir una regulación jurídica de los convenios 
internacionales que disponga en una de sus cláusulas que una parte puede 
derogar o modificar unilateralmente un tratado. Una disposición seme­
jante haría ilusoria cualquier regulación jurídica. 

3. La constitucionalidad de la convención 

Una vez que la convención ha entrado en vigor para la Argentina, 
existe la posihilidad de que el Poder judicial examine si aquélla es com~ 
patible con la Constitución. En el caso de que asino fuere, la conven­
ciém podría ser declarada inconstitucional. 

La Constitución contie~e disposiciones referentes a la forma de ma­
nifestar el consentimiento y al contenido de los tratados. Corresponde, 
pues, analizar si las disposiciones de la convención de Viena sobre estos 
dos temas son compatibles o no con la Constitución. 

, 
i) En cuanto a la forma de manifestar el consentimiento, la Consti­

tución dispone que el tratado, una vez firmado, debe ser aprobado por el 
Congreso (art. 67. inc. 19) y ratificado por el Presidente de la Repúblka 
(art. 86. inc. 14). 

La convención de Viena, por el contrario, prevé la celebración de 
tratados mediante la sola firma del plenipotenciario (art. 12). 

La celebración de acuerdos en forma simplificada, mediante la sola 
firma, es una práctica internacional universalmente admitida. Esta prá(:­

7g Sobre este tema, ver REY CAllO, "Las reservas de la República Argentina a la 
Convención sobre el Derecho de los Tratados. El 'estoppel' y la cláusula 'rebus sic stan­
tibu!¡''', Anuario Ik Derecho Internacional (Universidad de Navarra) •. t. 11, 1975, p. 229 y lIS. 

73 DI! LA GJ1AJ1D1A TDIlLPI!.CH afirman que el arto 27 "hace al fundamento mismo 
del derecho intel1J8(:ional" (oh. cit., p. 286). . 
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tka se inició-con posterioridad a la sanción de la Constitución argentina 
pero nuestro país la ha adoptado desde hace largo tiempo y puede de· 
cirse que actualmente el número de acuerdos en forma simplificada que 
la Argentina celébra es mayor que el de tratados solemnes. 

Dado que la convención de Viena permite la celebración de acuer­
dos en forma simplificada y que la Constitución sólo prevé la concerta­
cipn de tratados solemnes, es posible preguntarse si los acuerdos en forma 

. simplificada son constitucionales y también si lo es la convención de 
Viena que los permite. 

La Constitución argentina s610 puede ser modificada por el proce­
dimiento especial previsto en ella (art. 30). No obstante ello. la Constitu­
ción' ha sido modificada desde 1853 hasta ahora a través de ciertas' prácti· 
cas .constantes que han dado origen a normas consuetudinarias. Estas cos· 
tumbres han derogado o modificado ciertas disposiciones constitucionales. 
Así. por ejemplo. puede afirmarse que una costumbre ha derogado el 
artículo 86, inciso 21, que obliga al Presidente a solicitar autorización al 
Congreso para salir de la Capital Federal. Para hacer referencia a este 
fenómeno de modificación de la Constitución a través de ciertas prácticas 
consuetudinarias se suele hablar de la ConstituciÓt, real, que es la que 
efectivamente está en vigor. Igualmente. la práctica constante del Poder 
ejecutivo de celebrar acuerdos en forma simplificada ha dado origen a 
una costumbre que ha modificado el artículo 67. inCÍ'so i9, de ia Constitu­
ción. En esta práctica han participado el Poder ejecutivo que celebra los 
acuerdos en forma simplificada y el Poder legislativo que ha dado aquies­
cencia a ello al no haber formulado ninguna reclamación al respecto. 

ii) En cuanto al contenido de los tratados, la convención de Viena 
hace referencia a esta cuestión en sus artículos 27 y 46. El artículo 27, 
según se expresó más arriba, establece la regla fundamental según la cual 
un Estado no puede prevalerse de m derecho interno para no cumplir un 
tratado internacionaL Esta regla, sin embargo, contiene una limitación 
que aparece en el artículo 46. Este dispone que un Estado sólo puede 
alegar que su consentimiento ha sido dado en violación de una norma de 
su derecho interno cuando esa violaci6n es manifiesta y afecta una norma 
de importancia fundamental. La convenciún especifica que la violaciém 
es manifiesta si resulta evidente "para cualquier Estado que proceda en 
la materia conforme a la práctica usual y de buena fe". 

Por su parte, la Const.itución dispone en su articulo 27 que el Go­
bierno federal está obligado a afianzar sus relaciones de paz y comercio 
con los Estados extranjeros por medio de tratados que estén en confor­
midad con los principios de derecho público establecidos en ella. Además, 
la Constitución argentina es una Constitución rígida y sólo puede ser 
modificada por un procedimiento especial (art. 30). De estas disposi­
ciones surge, como consecuencia, la mpremacía de 'la Constituciém respet~· 
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.'0 de los tratados internacionales y, por lo tanto, la posibilidad d, que un 
tratado Sf'a declarado inconstitucional. 

Corresponde ahora analizar si los regímenes éstablecidos en la con­
vención de Viena yen la Consütuci1n son compatibles entre sí. 

La Constitución consagra su supremaCía respecto de los tratados in­
ternacionales. Como consecuencia de ello, un tratado puede ser dedaradu 
inconstitucional si no está en conformidad con lo~ princiPi04 de derecho 
público contenidOs en ella. La convención de Viena, por su parte, sólo 
permite a un Estado alegar su derecho interno como argumento para no 
cumplir un tratado internacional si se trata de una violación manifiesta 
de una norma de importartciaftindamental. 

Si se efectúa la comparación de ambos regímenes se llega a la con­
clusión de que son compatibles entre sí. En efecto, los casos en que un 
tratado puede ser declarado inconstitucional según la Constitución ar­
gentina son los .Casos en que, según la convención de Viena, se ha violado 
manifiestamente una norma de importancia fundamental. Cuando un Es­
tado va a. celebrar un tratado y analiza el orden jurídico de su contra­
tante, examina principalmente la Constit.ución y los principios que ella 

. consagra. Por lo tanto, si este análisis se realiza según· la práctica usual y de 
buena fe, el Estado podrá conocer l¡ls normas principales de derecho púo 
blico de !tU cocuntratante. 7. Esto significa que los casos en que un tratado 
puede ser declarado inconstitucional coinciden con aquéllos en que un t~s­
tado puede invocar la violación de su derecho interno para dejar de wm­
plir un tratado internacional. 

El único caso en que un tratado ha sido declarado inconstitucional 
en )a Argentina permite comprobar lo aquí expuesto. 7" En electo, eSe 
tratado violaba una cláusula fundamental de la Constitucibn, como es su 
artículo 18, que garantiza a todo habitante de la Naciém el acceso a un 
Juez para dirimir un litigio. En este caso, el Estado ar~entin() podría ha­
ber invocado los artÍCulos 27 y 46 de la con\'enciún de Viena para dejar 
de cumplir el tratado y admitir la demanda interpuesta contra· la Cumi­
siém Técnica Mixta de Sa'lto Grande. 

Las razones expuestas en este parágrafu permiten llegar a la (:ondu· 
sión de que la convención de Viena es compatible con la Constitud(m 
argentina. 

. 74 Cfr., en el sentido de que el art; 46 dI' la convención de Vien", se refiere a la• 
. nonnas de derecho público .contenidas en la Constitución, incluso 111 declaración ·de dere· 
chos y garantías: V_oss . SIMMA ob. cit., p. 446. Ver también CABIElI, "La violatio" 
du droit interne relatif a la compétencf' pour conclur!' des traités commé cause de nullilé· 
des traités",Rivúta di Diritto Internazionale, 1971. p. 242. 

75 Ver IUpr';' sección n, parágrafo 5, a). . 
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En el par..,o .5.b).• de la sección anterior., efl el paril~fo 1 ele 
la presente ie h_,expuestola cuestión acerea de la, relati6n entre el tratado 
~ntemae~.J y la ley. E-" teladón no ('st~ regulada pOr la Cdnstit\lC¡~ 
la 'que solamente preve su supttniáda res¡)édd de las demü normás del 
ordenamiento juddko y Ja supremada del derecho federal respecto de Ida, 
ordenamientos provjnc~ales. El lema de la jtrarquia de los trataHos inteT' 
nacionalei respecto. de Jas 'leyes es una cue$tiCín que se presenta en el 
plano legislativo ., ,jurisprudencia), pero no en d plano (:oristituciooal. 

La ratifieadún de la convend()n de Viena ¡ntrOdut~e, a nuestro modo 
de ver,. una mOdifkadún susta,ncial eri la ¡erarqu'a nonnat.i\'a estábletida 
por la Jurisprudencia de la' (:Orle Suprema de Justicia. El Poder júdidal 
deberá aplicar en adelante la c:onvtndún, que dispone la primada del 
tratado internacional sobre lal('y interna. Por lo tanto, la jurispTudencia 
de la Cone en los casos ··S.A, Martín y Cia. Ltda:' y '·S.A.Petrolera Ar­
gentina Esso" deberá ser modifit:ada. De est.a manera. (Iuedar;', eliminada 
también una causa de responsabilidad internacional del ~t:stado por los 
actos realizados por el Poderjudidal. 

IV, CONCLUSIONES 

El t'~tudio realizado peTmite llegar alas condusionessiguientes: 

l. 	La coo~eDtiún de Viena sobre et derecho de tos tratados es mmpati­
ble con ia (:onsülnt'iún argentina. 

!, 	l.os caso& en que. según la Constitución. podría declararse la inconsti· 
tucionalidád dt, un lTatado internacional coinddcn con aquellos en 
los que, sesún ta wnvención de Viena. el Estado ,puede invocar una 
"iolad{m manifinta de una norma fundamental (k su derecho inter. 
no para, dejar de c.:uDlpairun lral~.do inlernadonal. 

3. 	l.a convención dt: Viena establece la primada del t.ratado internacio­
nal sobre la tey Ysus disposiciones en este sentido de-ben ser aplicad.1u 
ptlr e-l ~»der judicial ..rgentino. 

JUl.IO A. BAIlBEtlS 

U "iveTsidad 'Ctltólica Ar/{tmti1w 
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DOCUM~NTOS 

LA DECIMATERZA 

S1UIVI festividad 

[ 1 ] Por décima,er~er~ vez· la gracia del Eternl> y S1JPlo Sacerdot, 
nos concede, con mlltiyo ~, la fiesta de Navidad, dinair nye~tf~ palabra 
al mundo c~~6IicQ de,d, c.~a aUlulta Sede~ Una tM' S1Ja". f,.tiviclad tlOS 
ofrec~ c"da a~o la ~a.i6n dfil expresar a todos los fi!!le. ~el ",,,,ndo nuelltro 
p~ternal salu~o co~ el .~nt¡rniento profundo del vinc...lo mi~t.ti~o! que, 
a los pies ~, la cuna ~cl S~lvador recién naeicle), une entre sí en la fe;~n 
la eeperanza y en el amor a los redimidPl por Crilto. 

[2] ~nte el derrumbamientq de tant~s ip.titu(!ione. ~Irrena.. a",e 
el fraca.o 4.: tanto. programas caducos, el Espiritu de píos !!08ti.n, a IU 
E.po.a, la II~e.ia; la cQlm~ con una plenitud de la vida, con el vi,or de 
una· juventud incesantemente renovada, cuyas tnanifestaciones c:~da vez 
más luminosas revela" '1J carácter sobrenatural: CQP.y.lo ineflibla para 
todo creyente, indescifrable (miama para 1011 encmi8Q$ de la fe, 

(3) Y, sin em"arlo, por ,rande que puedall~r nulttra ~1'8rfa al 
volver a encontrarnos en elte nuevo contacto navideño, unidos con Jos 
fieles de tod~ los continentes -y también con c .. antos e.táo unidos a 
Nos por la fe en Di~8-, la dura' realidad d~ la hora prcHn*e arr~j;t sobre 
tao ~le,fC fielta la ~l'Ilbra entristecedora de esas nube. que .'avitan to­
daví~ a~oa~adora••obr, el mundo. . . . 

La. 
. 
a,oda~i6n. de la Iglesia a la ,~..,,~a de la I>as 

" '. 

141 .i,.. .~bemot N~ ~on qué bltima tali.fat:~i6n )' con qué i...':qf1" 
dic:i~a~ docili~ad nuet~" fiele. hijot _~ch.n siempre la yoz d,J P~d,e 
CO~"t pero • "noramos, .in e1'l1ha,.,. f.:~ q.,é l'n¡i~ e'pe,an de nuey .. 
pna palabra .uya sobre el ,1'8n lema de la ,a.'J., q" GOo",UfVe y a,ita a 

101. ,':0.ra.ZOII....a.j'. un~ pa'~.~a .. .•.p.ec.a,".h..C.".. te ....re la a.for•.... ... ....' r~.t·••:a y c~r.da e
l~~'on '" la &lel.a a la ca..,a de la milma paz~ es clte.r, en q~ ~ pu,"e 
~pn.i.t¡r tal aportación; ... qué ,uede y elCbe con....i'; ~ "til' consiste 

• Pío . Sil, ~ad~ ~ .1 ~~ Y fie~ ca1~" .... e-I ",U1100, 2't 
,fp dki~ de lM1; AAs ... (1M,2) S·IS. 1"10 ~ en italiano. 
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realmente. ¡Dígnese el Padre celestial, que en el naCimiento de su Hijo 
divino envió coros de ángeles a Cantar la paz sobre la tierra, inspirar nues­
tras. palabras! 2 

l. EN QUÉ NO PUEDE CONSISTIR LA APORTACI6N DE LA IGLESIA 

A LA CAUSA DE LA PAZ 

La supuesta neutralidad política de la.·1glesia 

[5] La sitUaciÓn exige de Nos un juicio sobre los hechos franco y 
sincero. Pero estos hechos han llegado a tal punto de gravedad que nos 
obligan a ver el mundo dividido en dos carnívoros opuestos, la humanidad 
mi,ma dividida en dos grupos tan netamente separados, que difícilmente 
permiten a alguien o en alguna manera la libertad de mantener entre las 
partes adversarias una actitud de neutralidad política. 

[6] Ahora bien, quienes equivocadamente consideran a la Iglesia ca­
si como una potencia terrena cualquiera, como una especie de imperio 
mundial, fácilmente se ven inducidos a exigir también de ella, como de las 
demás,la renuncia a la neutralidad, la opción definitiva en favor de una 
u otra parte. Sin embargo, en el caso de la Iglesia no se puede tratar de 
renunciar a una neutralidad política, por la sencilla razón de que la Iglesia 
no puede ponerse al servicio de intereses meramente políticos. 

[7J No se piense que sea esto un puro juego de palabras y de con­
ceptos. Basta tener una noción elemental del fundamento en que la Iglesia 
tomo sociedad descansa, para que se nos comprenda sin necesidad de ex­
plicaciones más amplias. El divino Redentor ha fundado la Iglesia para 
comunicar por medio de ella a la humanidad su verdad y su gracia hasta 
el fin de los tiempos. La Iglesia es su "cuerpo místico". Ella es toda de 
Cristo, y Cristo es de Dios. 3 

[8] Los hombres políticos, y a veces incluso hombres de Iglesia, 
qUe intetltasen hater de la Esposa de Cristo su aliada o instrumento de 
sus c,omb!naciones r.0lít~cas ~ac~onales o in~ern~cional~s, lesionarían la 
esencia misma de la gJe-.a. dananan a la propIa VIda de esta; en una pala­
bra, la rehajarían al mismo' vlano en Que se debaten los conflictos de inte­

2 DUfaúte el afto 1~, Pio Xll' publicó tres encíclicas sobre )a paz: la Anni SaeTí, de 
11! de inano, haciendo un llamamiento a la rt>forma cristiana de las costumbres: AAS 42 
(1950) 91'.SI22¡ la Summi moer.Oi'is, di> 19 dI' julio, con motivo de la agravación de la 
situación ifttétílacionld: AAS 42 (tgsÓ) 513.St7, y la Mirabile illud, de 6 de diciembre, 
...te l. ameüata de ntMideNé él ranflicto armado df.1 E~remo Oriente: AAS 42 (1950) 
m.•. 

3 Cfr. ICor. 3.23. 
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reses temporales. Y esto es y contiriúa siendo verdad aunque se haga por 
razones e intereses en sí mismos legítimos. 

[9] Quien quisiera, pues, separar a la Iglesia de su supuesta neutrali­
dad, <> hacer presión sobre ella en la cuestión de la paz o menoscabar su 
derecho a determinar libremente si y cuándo y cómo ha de tomar posición 
en los varios conflictos, no facilitaría su cooperación a la obra de la paz, 

,porque una tal toma de posición 	por parte de la Iglesia, aun en los asuntos 
políticos, nunca puede ser una actuación puramente política, sino que debe 
ser siempre una sub specie aeternitatis, a la luz de la ley divina, de su orden, 
de sus valores y de sus normas. 

[101 No es raro el caso en que potenciase instituciones puramente 
terrenas salen de su neutralidad, para formar hoy en un campo, mañana 
tal vez en otro. Es u,n juego de combinaciones que puede explicarse por el 
incesante fluctuar de los intereses temporales. Pero la Iglesia se mantiene 

,alejada de semejantes combinaciones mudables. Si juzga, no es para salir 
de una neutralidad observada hasta entonces, porque Dios jamás es neutral 
ante las cosas humanas ni ante el curso de la historia, y por eso tampoco' 
puede serlo la]glesia. Si, habla, es en virtud de su misión divina, querida por 
Dios. Si habla y juzga sobre los problemas del día, es con la clara conciencia 
de anticipar, por l~ virtud del Espíritu Santo, la sentencia que al final de 
los tiempos confirmará y sancionará su .Señor y Cabeza, Juez del universo. 

, 1111 Tal es la función propia y sobrehumaria de la Iglesia con rela· 
ción a los asuntos políticos. ¿Qué quiere decir, pues, esa frase vacía de una 
neutralidad il la que la Iglesia debería renunciar? 

La Iglesia no iuzga según criterios exclusivamente políticos 

,1121 Otros, por el contrario, quieren la neutralidad de la Iglesia en 
bien de la paz. Pero tampoco éstos tienen una idea justa del puesto que la 
Iglesia ocupa en el curso de los grandes acontecimientos mundiales. 

113\ La Iglesia no puede bajar de la alta esfera sobrenatural que des­
conoce la neutralidad política -en el sentido en que este concepto se aplica 
a las potencias terrenas-; lo cual no excluye, antes bien consolida profun­
damente, la parte que ella toma en las angustias y en los sufrimientos de 
sus miembros divididos entre uno y otro campo, y la inquietud que expe­
rimenta por la oposición de opiniones y de deseos dentro de sus propias 
filas. La Iglesia no puede avenirse a juzgar con criterios exclusivamente 
)Jolíticos; no puede ligar los intereses de la relígión a conductas determina­
das por motivos puramente terrenos; no puede exponerse al peligro de que 
se dude fundadamente de su carácter religioso; no puede olvidar, ni siquie­
ra por un momento, que su cualidad de representante de Dios sobre la 
tierra no le permite permanecer indiferente, ni un solo instante, entre 
el "bien" y el "mal" en las cosas humanas. Si le pidiesen esto, ella debería 
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negarse,· y los fieles de ambos bandos deberían, en virtud de su fe y espe­
ranza sobrenaturales, comprender y respetar esa actitud suya + 

11, EN QUÉ CONSISTE LA APORTACI6N QUE LA IGLESIA PUEDE y DEBE 

DAR A LA CAUSA DE LA PAZ 

[14] Finalmente, si esta aportación no puede ser exclusivamente po­
lítica, si la Iglesia no tiene su puesto normal y su misión esencial allí donde 
los Estados, amigos, adversanos o neutrales, se encuentran continuamente, 
llevando consigo sus ideas y sus tendencias políticas concretas, ¿cuál deberá 
ser su aportación a la paz? ¿Cuál será el título jurídico, cuál la naturaleza 
particular de esa aportación? 

El título jurídico y la naturalez.a de la misión 
pacificadora de la Iglesia 

[15] ¿Su títúlo jurídico? Mirad: en ningún Jugarlo encontraréis tan 
claro y casi palpable como ante la cuna de Belén. El Niño que aHí yace 
es el Hijo eterno de Dios hecho hombre, y su nombre es Princeps pacis, 
Príncipe de la paz. Príncipe y fundador de la paz: tal es él carácter del 
Salvador y Redentor de todo' el género humano. Su alta misión divina es 
la de establecer la paz entre cada uno de los hombres y Dios, entre los hom;.. 
bres mismos y entre los pueblos. 

[16] Pero esta misión y esta voluntad de paz no nacen de la pusila­
nimidad y de la debilidad, propias sólo para oponer al mal y a los malva­
dos resignación y paciencia. Aun en la debilidad del Niño de Belén está 
oculta la majestad y contenida la fuerza que sólo el amor refrena, para dar 
a los corazones 4e los hombres la capacidad de hacer germinar y mantener 
la paz, y el vigor para vencer y disipar todo cuanto podría comprometer 
su seguridad. 

[17] Mas el Salvador divino es también cabeza invisible de la Iglesia; 
por esto su misión de paz continúa subsistiendo y valiendo en la Iglesia. 
Cada año el retorno de la Navidad reaviva en ella la íntima conciencia de 
su título para contribuir a la obra de la paz, título único, que trasciende· a 
toda realidad terrena y que deriva inmediatamente de Dios, elemento esen­
cial de su naturaleza y de su potestad religiosa. 

4 Sobre el tema de la política cristiana véanse el discurso dirigido a una peregrina­
ción suiza s;on motivo de la canonización de San Nicolás de Flüe, 16 de mayo de 1947: 
AAS 39 (1947) 364-372; E 7 (1947) 1, 593.-595, y el radiomensaje al LXXIII Congreso 
de los católicos alemanes en Paderborn, 4 de septiembre de 1949: /lAS 41 (1949) 458~462. 
Véase t'mbién el discurso dirigido al nuevo embailldor del Ecuador, 18 de junio de 1931: 
AAS 43 (1951) 550-552. 
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[18 J También este año la Iglesia se postra. ánte el pesebre~ y det .divl­
no Niño asume la misión delPríndpe de la paz. Junto a :al respira el alien", 
to de la verdadera humanidad, verdadera en el más pleno sentido. de la 
palabra, porque es la humanidad misma de Dios, su Creador, su Redentor 
y su Restaurador. Con los ojos amorosamente fijos en el rostro del Prín­
cipe infinitamente amable de la paz, siente los latidos de su corazón, que 
proclama aquel amor que abraza. a todos los hombres, y se inflama en 
ardiente celo por la misión pacifÍ<:~dora de su Señor y Cabeza, que es tam­
bién la suya.. . 

[19] Siempre viva y eficazmente operante se ha manifestado en la 
Iglesia, y sin@ulatmente en los Romanos Pontífices, sus cabezas visiblell, 
la conciencia de esta misi6n de paz; por este motivo, con todo derecho nues­
tro gran predeeesot L,6n ]un recordó a los pu~blos esta acci6n pacifica­
dora de los papas (:Uando en 1899, en vfsperas de la primera conferenda 
de la paz, pronunciaba ~st.8 palabra.: "y lo que movi6 (a 108 Romanos 
Pontífices) ''-te la c(Jndettcia de un ministerio altísimo, fue el impulso de 
una paternidad espiritual que hermana y salva". !l Y también hoy sUeede 
lo mismo, COm(J ya hemos dicho. 

120] Per(J cuando de la dulce intimidad, pacifica y cálida para el co­
raz6n. del Niño de Belén la Iglesia y su Pastor supremo pasan al mundo que 
vive alejado de Cristo, se.sienten como golpeados pot una corriente de aire 
glacial. Ese mundo no habla más que del pa~, pero no tiene paz; reivindica 
pata sI todos los títulos jurídicos e hnpolibles pata e.tabtecet la paz; peto 
no conoce y no reconoce aquella mi.ión de paz de la autoridad teligiosa 
de la Iglesia. 

[J11 ¡Pobres miope., cuyo estrecho campo visual no se extiende más 
a!lá de las pO!¡¡biHdade~ ~an.¡ble8 del momento pr~sente1 más allá de .las 
Cifras de loa poderes mdttllt. y eeonómi(!OIII lC6mo podrfan formarse la 
más minima idea del peso y de la ití1,ortilhcia de la autotidad religioaa pata 
la sol~dón del problema d(! la pa:.? Esplritus e..pe"iejalts, iheapaces de ver 
en toda SU realidad y amplitud el valor y la fuerza creadora de' crilítiaRla­
,,!o, .¿t~f!10 podtían no pet~atíecer e~'ptico. y de.p~tivO$ háeia la poten­
cia pacifu~adora de lá Iglesta' Pero los ottot -iY qUiera Dios que Ran ta 
tnayoríal- se datán euenta, más (J menos C!ot18eientemente~ de que, al atts­
traet a la autotidad ,.titiasa de la I,lesia los presupuestos neeesarios par. 
una actuación efieaz eh pro. de la pá21f se ha heeho mA, prmunda la trá­
gica situaeión dtl perturbado mundo moderno. 

I:l2 I A este casi intoletable e"eel(j ha Urtado Já defeceián de no po­
cos de la fe (ri,stiana. Yal delito del alejatttiento de Cri.ta dinase que Dios 

5 I.eón X111. aloeución al SaCJ'~ Col., t1 de • ."U ele 1889; AL *9, i1t. 
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ha respondido con el flagelo de una amenaza permanente a la pa~ y de la 
angustm8a pesad.lla de la guerra. 

[211 Incomparable como su título jurídico para la obra de la paz eS 
también el valor de la aportación que la Iglesia le presta. 

Relaciones de la Iglesia con los Estados 

[14] La Iglesia no es una spciedad política, sino religiosa¡ pero esto' 
no le impide mantener con los Estados relaciones no s610 externas, sino 
también Internas y ",itales. La Iglesia, de hecho, ha sido fundada por Cristo 
~omo sociedad visihle, y, como tal, se encuentra con los Estados en un mis­
m.o territorio, abrua con su solicitud a los mismos hombres, y en múltiples 
formas y bajo variados asp~ct08 Qsa los mismos bienes y las mismas institu­
ciones. 

[~5] . .i\.estas relaciones exterpas y casi naturales por causa de lél con­
yiv,n4li¡a hum.ana se afiaden otras, interna.s y vitales, que tienen sU princi­
pio y su origen ep la persona de Jesucristo, en 4!uanto es Cabeza de la 19le:­
sia. Porque el Hijo de Dios, al hacerse hombre, y verdadero hombre, entró 
por esto mismo en una nueva relación verdaderamente ",ital con el cuerpo 
social de la humanidad, con el género humano en su unidad, que impUca 
la i8ual di8nidad personal de todos los hombres, y en las múltiples socieda­
des particulares, SQbre todo en aquellas que, en el sen() de esa unidad, son 
necesarias para asegurar el orden externo y la buena organizaci6no al menos 
le dan un mayor perfeccionamiento natural. 

La Sociedad dr los Estados 

1261 A estas sociedades pertenecen en primer lugar la familia, el Es­
tadp y también la Soeiedad de los Estados, porque el bien común, fin esen­
~ial d~ c:¡da uno de ellos, no pueden ni existir ni ser concebido sin sU rela­
ció" ¡-.t,'nsecacan la unidad del sénero humano. Bajo este aspecto, la 
unión indi.pluble de los Estados es un postulado natural, es Un hecho que 
se le8 ií1Jpone y al cual eIJos, aunque a treces con vacilaciones, se someten 
cottw a I~ voz d~ la naturaleza, esfortándose también por dar a su unión 
una re.ulác.!ión uterior estable, una orsanitación. 

f27 J El Estado, la Sociedad de los Estados. con su organización, son, 
~onsi,uienternente -por su naturaleza, según la índole social del hombre 
y a pesat de todas tas sombras, como atestigua la experiencia histórica-, 
'ormas de la unidad y del orden entre Jos hombres, necesarias para la "i­
~~ hum~na y p~rte a~tiv~ en su perfeccionamiento. Su mismo concepto 
41é' tranqui~;d,ad en el ord~n, aquella tl'anqu1lUtas ordi1f.iJ; que es.)a defi­
~ición qUe Sa,. Apltín da de la paz: son esencialmente una otdenacfón 
de la pa~. 
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. [28] Con esas socicd,ades, como ordenac~4.~ ~B~J~~ul;ri,!t9",J>!fJk~,...,b':-l . 

Clpe de la paz -y con Él la Iglesia, en la cual continúa vivi~f!,~:f' htl.~,~:o"''-'"'' 
trado en una nueva e Íntima relación de elevación y confirmación vital. 
Tal es el fundamento de la singular aportación que la Iglesia da a la paz 
por su propia naturaleza, es decir, cuando su existencia y su acción cntre 
los hombres ocupan el puesto que les corresponde. 

[29] ¿Y cómo se realiza todo esto sino mediante el continuo ilumi­
nador y confortante influjo de la gracia de Cristo en la inteligencia y en la 
voluntad de los ciudadanos y de sus gobernantes, a fin de que éstos reco­
nozcan y procuren los fines señalados por el Creador en todos los campos 
de la convivencia humana, se afanen por dirigir hacia estos fines la colabo­
ración de los individuos y de los pueblos y ejerciten la justicia y la caridad 
social en el interior de los Estados y en las mutuas relaciones de éstos? 

[30] Si la humanidad. conformándose con la voluntad divina, aplica 
aquel seguro medio de salvación que es el perfecto orden cristiano en el 
mundo, muy pronto verá desvanecerse prácticamente hasta la posibilidad 
de la misma guerra justa, que ya no tendrá razón alguna de ser desde d 
momento en que se halle garantizada la actividad de la sociedad dt, los 
Estados como genuina, ordenación de paz. 

III. 	 CUÁL ES LA APORTACIÓN PRÁCTICA QUE LA IGLESIA 

DA A LA CAUSA DE LA PAZ 

El orden cristiano fundamento y garantía de la pa'f­

. 1311 Nuestras últimas palabras demuestran claramente nuestro pen­
samiento sobre este problema. También hoy, como en otras ocasiones, ante 
el pesebre del divino Príncipe de la paz, nos vemos en la necesidad dI: de­
clarar: el mundo está muy lejos de aquel orden querido por Dios en Cristo. 
que garantiza una paz real y duradera. Se dirá tal vez que en este caso no 
valía la pena trazar las grandes líneas de ese orden y poner en ello la apur­
taciónfundament<.tl de la Iglesia a la obra de la paz. ,Se objetará que de eSt' 

modo Nos no hacemos sino estimular el cinismo de los escépticos y agra­
var el desaliento de los amigos de la paz, si ésta sólo puede ser defendida 
recurriendo a los valores eternos del hombre y de la humanidad. Se nos 
opondrá, finalmente, que damos de hecho la razón a quienes en la "paz 
armada" ven la última y definitiva palabra en la causa de la paz; por con­
siguiente, en una solución deprimente para las fuerzas económicas de los 
pueblos y apta para mantener en tensión sus nervios. 

[32] Nos estimamos, sin embargo, indispensable fijar la atención en 
el orden cristiano, hoy demasiado perdido de vista por muchos, si se quiere 
ver el núdo del problema tal como hoysepresenta~ si se quiere no sóloteó­
rica, sino también prácticamente, darse cuenta de la aportación que ,todos, 
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y en primer lugar la Iglesia, pueden verdaderamente. prestar; incluso en 
circunstancias desfavorables y a pesar de los escépticos y de los pesimistas. 

[33] Ante todo, estamiradacon~encerá a cualquier observador im:­
parcial de que el nudo del problema de la paz es actualmente de orden es­
piritual, es una falta o defecto espiritual. Es demasiado escáso en el mundo 
de hoy el sentido profundamente cristiano; son demasiado pocos los verda­
deros y perfectos cristianos. De esta manef'a, los hombres mismos ponen 
obstáculos a la realización del orden querido por Dios. 

[34] Es necesario que cada uno se persuada de este carácter espiri­
tual inherente al peligro de la guerra. Inspirar tal persuasión es, en primer 
lugar, deber de la Iglesia, y hoy su principal aportación a la paz. 

Las armas modernas 

1351 También Nos -y más que otró cualquiera- deploramos la 
monstruosa crueldad de las armas modernas. La deploramos y no cesamos 
de rogar pata 'lue nunca lleguen a ser empleadas. Pero, por otra 'parte, ¿no 
es quizás una especie de materialismo práctico, de sentimentalismo 'superfi­
cial, considerar en el problema de la paz únicamente o principalmente la 
existencia y la amenaza de esas armas, mientras no se da valor alguno a 
la ausencia del orden cristiano, que es la verdadera garantía de la paz? 

1361 De aquí, entre otros motivos, las discrepancias y aun las inexac­
titudes sobre la licitud o ilicitud de la guerra moderna; de aquí igualmen­
te la ilusión de algunos políticos que dan una importancia excesiva a la 
existencia o a la desaparición de dichas armas. El terror que éstas inspi­
ran va perdiendo con el tiempo su eficacia, como cualquier otra causa de 
miedo; o por lo menos no bastaría, llegado el caso, para frenar el desen­
cadenamiento de una guerra, especialmente, donde los sentimientos de los 
ciudadanos no tienen influjo suficiente en las determinaciones de sus go­
biernos. 

El desarmr 

1371 Por otra parte, el desarme, o sea la ,reducción simultánea y 
recíproca de los armamentos, por Nos siempre deseada y defendida, es 
una garantía poco sólida de paz duradera si no se halla acompañada por 
la abolición de las armas del odio, de la codicia y del inmoderado deseo 
de prestigio. En otros términos, quien une demasiado estrechamente la 
cuestión de las armas materiales con la cuestión de la paz, comete el error 
de descuidar el aspecto primario y espiritual de todo peligro de guerra. 
Su mirada no va más allá de las cifras, y queda necesariamente limitada 
en el momento en que el conflicto amenaza ya estallar. Es amigo de la 
paz, pero llegará. demasiado tarde para salvarla. 
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(l8] Si de v ... aa ,ti qui"" ¡fl1p~dir l. tu,!rra. ae deb~ ~mte .eido 'fOot 
curar I.orret h, ,an....da espiritual de ,I~, pl\ehloa, la ineouaeie",eh" a. ta 
p,COphl re.ponaabiUd,d anl,,' Dioa y atite loa heUllbtefi por la fattldei ~u.. 
den eriatiant'!¡ única qu, puede IlseáUrár la pa.. A e8t«) van eneand...adM 
¡hora loa eafueraoa de la lalea.a. 

[391 Pero la Iglesia tropieza aquí eon una difieuhlld panieular, 
dehid,a a la forma de las presentes eircunstanei.a soeialdl .u e"honaeió" 
en favor del orden crist,,ano, como factor prin,eipal de,' paCificaeión" ea, 
al mismo tiempo, un estimulo para el justo eoncepto de la verdaderá li. 
bertad. Porque, en definitiva, el orden cristiano; en cuanto ordenamien .. 
to de paz, es esencialmente un orden de libertad. El orden cristiano es 
el concurso solidario de los hombres y de los pueblos libres para la prO­
gresiva realización, en todos los campos de la vida, de los fines señ~h,dos 
por Dios a la humanidad. Pero es un hecho doloroso que hoy no se esti­
ma o no se posee ya la 'Verdadera libertad. En estas condiciones, lacon'Vi­
vencia humana, como ordenamiento de la paz" se halla interiormente ener­
vada y exangüe, exteriormente expuesta a peligros en todo momento. 

[4OJ Aquellos, por ejemplo, que en el campo económico o social 
quieren que todo recaiga sobre la sociedad, incluso la direcci6n y )a segu­
ridad de su propia existencia, o que esperan hoy su único alimento espi­
ritual diario cada vez menos de si mismos, es decir, de sus propias con­
vicciones y conocimientos, y cada vez más~ ya preparado, de la prensa, 
de la, radio, del cine y de la televisi6n, ~ cómo podrán concebir la verda­
dera libertad, cómo podrán estimarla y desearla, si esa libertad no tiene. 
puesto alguno en su vida? 

(41) Así, esos hombres no son ya más que simples ruedas en los di­
versos organismos SOCiales; no son ya hombres libres, capaces de asumir 
y aceptar una parte (le responsabilidad en las cosas" públicas. Por ella, 
cuando hoy gritan: ¡No más guerra!, ¿c6mo será posible fiarse de eltos? 
No es en realidad su voz, es la voz an6nima del grupo social en que se 
hallan comprometidos. 6 

[421 Esta es la situaci6ndolorosa con laque tropieza también la 
Iglesia en, sus esfuerzos por la paz, en sus llamamientos a la conciencia 
de la verdadera libertad humana, elemento indispensable, según la con­

6 Véase h carta dé' 14 de julio de 1945 dirigida a MI'. Charles F'lory, presidente de 
las Semanas &eialéS de Francia: AAS 37 (1945) 210-211. Cfr. también sobre el mismo 
lt'ma de la libertad 'f de la disnidad dt' la persona humana el radiomensaje diricido al 
COQ're90 de Jos católicO$ SUdos, 4 di· septiembre de 1949: AAS 41 (1949) 454-458; Y el 
discurso al embajador de Gran Bretaña de 23 de junio de 1951: AAS 43 (1951) 552-553. 
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,.,,¡Ancn-dan't_ del qrd,n laf;!¡.l. ~onl¡det_da cama Qf,aniJf¡ción de pa~.
E.. v~no multipUearfa l~ lale.'a IIUI invita~ion.. a hambree privados de 
ela ~onden~i., y má- inúdlmetue aún 101 d1riaida It un.- tót;iedad t~dueida 
a un pum .utomad.m". 

["3) Tal ea; sin embargo, la debilidad demasiado ext.ndlda de un 
mundQ que éon énfasis gusta llamarse "el inundo libre;'. Ole en._ña Q 

no le conoce a sí mismo: su fUerza no se apoya en la verdadera libertad. 
Es un nuevo peligro que amena •• a la paz; y que es preciso denuncia" a 
la luz del orden social cristiano. De aquí proviene también; en no pocos 
htJmbres autorizados del llamado "mundo libre", una aver.ión eontra la 
l.leila, contra esta amonestación importuna. de algo que na se tiene, pero 
que le pretende tener, y que; por una rara inversión de ideas, se le niega 
con injusticia precisamente a eIJa: nos referimos a la estima y el respeto 
de la genuina libertad. 

[ 44) Pero la invitación de la Iglesia encuentra todavía menor reso­
nancia en el campo opuesto. Aquí es donde se pretende estar en posesión 
de la verdadera libertad, porque la vida social no fluctúa ya apoyada so­
bre la inconsistente quimera del individuo autónomo ni hace al orden pú­
blico lo m<Í'l indiferente posible a los valores presentados como absolutos, 
sino que todo se halla completamente ligado y dirigido a la existencia y 
al desarrollo de una determinada colectividad. 

[451 No obstante, el resultado del sistema de que ahora hablamos 
no ha sido feliz ni ha hecho tampoco más fácil la acción de la Iglesia, 
porque aquí se halla menos tutelado aún el verdadero concepto de la li­
bertad y de la responsabilidad personal. Y ~cómo podría ser de otra ma­
nera, cuando Dios no tiene allí su puesto soberano, ni la vida y actividad 
del mundo gravitan en torno a ~I, ni tienen en Él sU centro? La sode­
dad no es más que una enorme máquina, cuyo orden es meramente apa­
rente, porque ya no es el orden de la vida, del espíritu, de la libertad, de 
la paz. Como eq una máquina, su actividad se ejercita materialmente, 
destruyendo así la dignidad y la libertad humana .. 

r461 En una sociedad semejante, la aportación de la Iglesia a la 
paz y su exhortación al orden verdadero en la verdadera libertad se en­
cuentran en circunstancias muy desfavorables. Los pretendidos valores 
sociales absolutos pueden, sin embargo, estusiasmar a una cierta juventud 
en un momento imponante de la vida, mientras que, en el otro campo, 
no rara vez otra juventud prematuramente desengañada por las amargas 
experiencias se hace escéptica, cansada e incapaz de interesarse por la vida 
pública y social. 
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[47] La paz-como hemos dicho- no puede estar asegurada si 
Dios no reina en ('JI orden del universo por 1il establecido, en la sociedad 
debida·fittnteorganizadade los Estados, en ta que cada uno de éstos reali­
ce en el 'interior la ordenación de paz de los hombres libres y desus'fami­
lias, Y 'en el exterior la ordenación de paz de los pueblos, de la que la 
Iglesia~en su campo de acción y según su ()ficio, se hace fiadora; Tal ha 
sido siempre el deseo de los hombres 'grandes y sabios, incluso de fuera 
de -la Iglesia, y últimamente todavía con ocasión del concilio Vaticano. 7 

,. [481 Entretanto, la Iglesia ap.orta su contribución a la paz desper­
tando y' estimulando la inteligencia práctica del nudo espiritual del pro­
blema; fiel al espíritu de su divino Fundador y a su misión de· caridad, 
procura, según sus posibilidades, ofrecer sus buenos oficios doquiera ve . 
surgir una amenaza de conflicto' entre . los . puebl()s. Esta Sede Apostólica, 
sobre todo, no se ha sustraído nunca,- ni jamás se sustraerá, a seme­
jante deber. 

La., "¡glesia. del silencio" 

r491 Nos sabemos muy bien y deploramos con corazóri profundamen­
te afligido que nuestra invitación a la paz, en vastas regiones del mundo • 
. no llega sino amortiguadá a una "Iglesia del silencio". Millones de hom­
bres no pueden profesar abiertamc:nte su responsabilidad delante de Dios 
en favor de la paz. En'sus mismos hogares, en sus iglesias, hasta la antigua 
tradición de los belenes, tan Íntima y tan familiar, ha sido exterrninad'a 
por el despótico arbitrio de los dominadores. Millones de hombres no pue­
den ya ejercer su influjo cristiano en favor de la libertad moral, en favor 
de la paz, porque estas palabras ~libertad y paz~ se han convertido en 
monopolióusurpado por los perturbadores de profesión y por los adora­
dores de la fuerza. 

15'01' A pesar de todo, aun con los brazos atados, con los labios ce­
rrados, la "Iglesia del silencio" responde excelsamente a nuestra invita­
ción. Señala con su mirada los sepulcros todavía recientes .de sus mártires. 
las cadenas de sus confesores, con la esperanza de que su mudo holocaus­
to y sus sufrimieQtos habrán de ser el más eficaz subsidio para la caUSé' 
defa paz, porque son la más alta invocación y el más poderoso título para 
obtener del Príncipe divino de la paz gracia y misericordia. en el cumpli­
miento de su' misión; Da. pa.cem. Domine, in die bus nostris! 

1 Conc. Vat. Postulata Patrum,de re militari el bello Col~. Lac. t. 1, 9, pp. 861-866. 
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